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-










II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.07 horas.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El acta de la sesión 9ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 10ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Señores diputados, quiero anunciar formalmente, como documento agregado a la Cuenta, que se ha recibido el mensaje de su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual se da inicio a la tramitación del proyecto que modifica el artículo 12 de la ley Nº 18.525 y el arancel aduanero. En primer lugar, lo tratará la Comisión de Agricultura y después la Comisión de Hacienda.


Tiene la palabra el diputado señor Urrutia.


El señor URRUTIA.- Señora Presidenta, nuevamente no figura en la Tabla el proyecto de ley que modifica las bandas de precios. Lo reclamamos la semana pasada, y resulta difícil creer que todavía no haya llegado el informe financiero. Me parece insólito.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Señor diputado, comprendo su inquietud, pero se me informa que acaba de llegar y que el proyecto será incorporado a la Tabla.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN ESPECIAL DE DROGAS.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Rossi. 


El señor ROSSI.- Señora Presidenta, en el punto Nº 11 de la Cuenta, la Comisión especial de Drogas solicita que se le remita para su estudio un proyecto que está tratando la Comisión de Derechos Humanos, que ya aprobó la idea de legislar sobre la materia, respecto de la cual se han presentado algunas indicaciones.


Considero que no hay inconveniente alguno en que sea visto por esa comisión, pero después de que termine su trámite en la nuestra y de que se emita el informe respectivo.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Precisamente, iba a consultar a la Sala si accedía a la petición de la Comisión especial de Drogas. 


Me gustaría escuchar a un integrante de dicha Comisión para saber si está de acuerdo con lo que acaba de proponer el diputado señor Rossi, porque es diferente de la solicitud de la Comisión especial de Drogas. Ésta pide que le sea remitido para su estudio el proyecto de ley que establece excusa legal absolutoria en relación con el porte, tenencia y consumo de hoja de coca y alcohol con motivo de celebraciones de índole religiosa en un contexto cultural diverso.


Tiene la palabra el diputado señor Álvarez. 


El señor ÁLVAREZ.- Señora Presidenta, considero que ese proyecto debería ser visto por ambas comisiones; primero, por la que lo está analizando, para que emita un informe, y, posteriormente, por la Comisión especial de Drogas.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Por eso digo que la propuesta del diputado señor Rossi es diferente. Lo normal es que lo vea la Comisión de Derechos Humanos, como está ocurriendo, que después pase a la Comisión especial de Drogas, y, finalmente, que lo trate la Sala, como corresponde. 


Tiene la palabra el diputado señor Rossi. 


El señor ROSSI.- Señora Presidenta, lo que plantea el diputado Álvarez es lo mismo que dije yo: que después de que la Comisión de Derechos Humanos evacue su informe sea visto por la Comisión especial de Drogas, porque no puede ser tratado por dos comisiones al mismo tiempo, sobre todo cuando se han presentado indicaciones. 


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Álvarez.


El señor ÁLVAREZ.- Señora Presidenta, entiendo que el diputado Rossi sólo está precisando que el proyecto debe terminar su trámite en la Comisión de Derechos Humanos, lo que coincide con lo que su Señoría está planteando, para pasar, posteriormente, a la Comisión especial de Drogas, que también deberá emitir un informe. 


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Ésa es la posición de la Mesa y lo razonable. Actualmente se encuentra en la Comisión de Derechos Humanos, que deberá emitir el respectivo informe, y luego irá a la Comisión especial de Drogas, que, por lo demás, resulta obvio que lo analice y que también emita su informe al respecto.


Tiene la palabra el diputado señor Bayo.


El señor BAYO.- Señora Presidenta, sólo para confirmar lo dicho. A nuestro juicio, el problema radica en que, inicialmente, esta iniciativa fue enviada sólo a la Comisión de Derechos Humanos, en circunstancia de que se trata de una materia que también debería ser conocida -por decir a lo menos- por la Comisión especial de Drogas.


Por lo tanto, esperaremos el informe de la Comisión de Derechos Humanos y, posteriormente, analizaremos la materia en la Comisión especial de Drogas.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Efectivamente, ésa es la propuesta de la Mesa. Coincidimos plenamente en que, además de ser analizado por la Comisión de Derechos Humanos, el proyecto también debe ser visto por la Comisión especial de Drogas, tal como se ha solicitado.

Por lo tanto, si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión especial de Drogas.


Acordado.

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités parlamentarios.


El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los Comités parlamentarios, bajo la presidencia de la señora Allende, doña Isabel, adoptaron los siguientes acuerdos:

1º
Despachar en la presente sesión el proyecto que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros, para cuyo efecto, además del tiempo que utilicen los señores diputados informantes, los Comités parlamentarios dispondrán de hasta dos horas, distribuidas proporcionalmente.
2º
Despachar, asimismo, en la presente sesión el proyecto que adelanta los plazos de procedimiento para nombrar fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina el tribunal competente para la comuna de Curacaví. 


En este caso, además del tiempo que utilicen los señores diputados informantes, los Comités parlamentarios dispondrán de hasta cinco minutos cada uno.

AUTORIZACIÓN A COMISIONES PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Señores diputados, recabo el acuerdo de la Sala para que las Comisiones puedan sesionar simultáneamente durante el tratamiento de los proyectos de acuerdo en la hora de Incidentes.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

VI. ORDEN DEL DIA

PROTECCIÓN DE AFILIADOS EN TRASPASO DE ACTIVOS ENTRE INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL. Primer trámite constitucional.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.


Diputados informantes de las comisiones de Salud, de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda, son los diputados señores Osvaldo Palma, Boris Tapia y José Miguel Ortiz, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3263-11, sesión 9ª, en 18 de junio de 2003. Documentos de la Cuenta N 2.


-Informes de las Comisiones de Salud, Trabajo y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs. 20, 21 y 22, de esta sesión.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento unánime para que ingrese a la Sala el superintendente de Isapres.


No hay acuerdo.


Tiene la palabra al diputado señor Osvaldo Palma, informante de la Comisión de Salud.


El señor PALMA.- Señora Presidenta, el proyecto de ley, iniciado en un mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.

I. Antecedentes.


Puedo señalar que entre las iniciativas que conforman la reforma de la salud, una, que introduce una serie de modificaciones a la ley de Isapres, se encuentra en segundo tramite constitucional en el honorable Senado.


Uno de los objetivos del mencionado proyecto es dotar a la Superintendencia de Isapres de nuevas facultades que permitan precaver situaciones de riesgo que puedan afectar los derechos de los afiliados, ante la eventualidad del cierre del registro de una institución de salud previsional.


Sin embargo, situaciones recientes por todos conocidas, como el caso Corfo-Inverlink, obligan a promover un nuevo proyecto de ley que, por una parte, recoja alguna de la normas ya aprobadas por la Cámara de Diputados, y, por otra, introduzca nuevos mecanismos para asegurar la solvencia de las instituciones de salud previsional. No se sube el monto de capital para ingresar al mercado, que se mantiene en 5 mil unidades de fomento, pero, en la medida en que empiece a funcionar y a contraer deudas, se exigirá que éstas tengan un respaldo en el patrimonio contable de, al menos, el 40 por ciento.


Las normas que se proponen son las mínimas necesarias para enfrentar eventuales problemas futuros que pudieran afectar a las isapres y, adicionalmente, preparar al mercado para hacer frente a las nuevas exigencias que implicará la reforma de la salud.


Los sucesos referidos han afectado también a los partícipes de fondos de pensiones y pensionados con seguros de rentas vitalicias en compañías de seguros de vida, razón por la cual se proponen nuevas normas destinadas a proteger los intereses de esas personas ante situaciones de insolvencia financiera de esas instituciones.

II. Ideas matrices y fundamentales.


La iniciativa tiene por objeto modificar la ley Nº 18.933, a fin de conceder mayores atribuciones a la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional, las que permitirán adoptar resguardos ante situaciones que pongan en riesgo los derechos de los afiliados y beneficiarios del sistema e introduce nuevos mecanismos para asegurar la solvencia de las isapres.


Asimismo, se modifican normas relativas a las administradoras de fondos de pensiones, al decreto ley Nº 3.500, de 1980, y a la ley de seguros, decreto con fuerza de ley 
Nº 251, de 1931.

III. Contenidos de la iniciativa.


El proyecto consta de cuatro artículos. El 1º modifica la ley Nº 18.933; el 2º regula el período de transición para los nuevos requerimientos que se establecen; el 3º modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y el 4º modifica el decreto con fuerza de ley 
Nº 251, de 1931.

IV. Diputados asistentes.


La Comisión de Salud aprobó el proyecto en sesiones de 1 y 2 de julio de 2003, con la asistencia de los diputados señores Accorsi, don Enrique (presidente); de la diputada Ibáñez, doña Carmen, y de los diputados señores Aguiló, don Sergio; Cornejo, don Patricio; Forni, don Marcelo; Girardi, don Guido; Masferrer, don Juan; Melero, don Patricio; Ojeda, don Sergio; Olivares, don Carlos; Robles, don Alberto, y Palma, don Osvaldo.


Asimismo, asistieron, por la vía del reemplazo, la diputada señora Mella, doña María Eugenia, y los diputados señores 
Bayo, don Francisco, y Tuma, don Eugenio.

V. Personas y entidades escuchadas por la Comisión:


El ministro de Salud, doctor Pedro 
García; el superintendente de Isapres, doctor Manuel Inostroza, y la Asociación de Isapres.


El ministro de Salud, doctor Pedro 
García, dejó constancia de que la iniciativa tiene por objeto establecer normas de solvencia para las personas afiliadas a isapres y protección de las mismas, en especial si se considera que existen algunas instituciones que se encuentran en situación desmedrada y que podrían ocasionar conflictos para sus usuarios.


Expresó que el estudio pretende, básicamente, establecer nuevas normas relacionadas con la garantía, el patrimonio y la liquidez de las instituciones de salud, y que mediante el cumplimiento de determinados estándares se pueda lograr una supervisión más eficaz por parte de la Superintendencia de Isapres, a fin de evitar perjuicios a los afiliados y prestadores, asegurando a los usuarios el fiel cumplimiento de los contratos que tengan con la entidad de salud.


Asimismo, señaló que las indicaciones del Ejecutivo dicen relación con algunos aspectos fundamentales en caso de la posible quiebra de una isapre, que no fueron considerados en su momento, pero que un estudio posterior aconsejó incorporar, ya que no sólo se puede llegar a la quiebra por razones de orden financiero, sino también por muchas otras causales.


El superintendente de Isapres, doctor Manuel Inostroza, se refirió específicamente a las modificaciones propuestas en el artículo 1º del proyecto, que afecta al sistema de isapres, ya que existen dos disposiciones, los artículos 3º y 4º del proyecto, que se refieren a las administradoras del fondo de pensiones y a las compañías de seguros.


Destacó que las modificaciones que se proponen se pueden agrupar en tres aspectos fundamentales:


-Patrimonio, garantía y liquidez;


-Isapres en incumplimiento de estándares, y


-Otras normas de protección al beneficiario.


Propone una nueva definición de patrimonio mínimo, que se define como el mayor entre el de cinco mil unidades de fomento, actual patrimonio de ingreso al sistema, y el monto necesario para mantener una determinada relación del patrimonio respecto de las deudas totales.


El estándar para la industria, que será fijado por ley, deberá ser equivalente al 40 por ciento, esto es, 0,4 veces el de las deudas totales que la isapre tenga con afiliados, con prestadores de salud, con el saldo acreedor del Fupf, con deudas financieras y otras.


Sobre la garantía, se establece un nuevo mecanismo de cálculo, haciéndola equivalente a uno a uno el monto de la deuda con afiliados y con prestadores de salud.


Recordó que en el proyecto que modifica la ley Nº 18.933, que actualmente se encuentra en segundo trámite constitucional en el Senado, la Cámara aprobó una norma que establece que la garantía no debe ser equivalente a un mes de las cotizaciones, sino al ciento por ciento del monto de la deuda con los afiliados.


Pero si se toma en cuenta lo sucedido con la isapre Vida Plena, se puede concluir que existe una tríada entre el asegurador, el usuario y el prestador. Cuando existe algún problema de solvencia y liquidez, se genera una situación de desconfianza en el mercado: los prestadores no están dispuestos a seguir recibiendo bonos, ya que no tienen seguridad de que estos vayan a ser pagados por la aseguradora o la isapre que cayó en insolvencia o que tiene problemas de liquidez, y al no aceptarse el bono del paciente, el sistema como tal pierde su razón de ser, que es evitar que el beneficiario pague todo el monto de la atención y, con posterioridad, pida su reembolso.


En síntesis, la garantía debe cubrir el monto de la deuda con prestadores y con afiliados. A la isapre no le conviene tener deudas, ya que si las tiene o éstas aumentan, deben ser respaldadas con garantía, lo que implica tener activos financieros inmovilizados que, aun cuando ganen intereses, podrían ser utilizados en inversiones más rentables. Por lo tanto, existe un segundo concepto de incentivo a que no tengan deudas, ya que se establece que, si se cumple con determinados indicadores de solvencia o de liquidez, se pueden liberar estos recursos y ser depositados en otros instrumentos.


La deuda con los afiliados comprende seis conceptos, a saber: prestaciones por pagar; provisión por proceso de liquidación; provisión por prestaciones ocurridas y no reportadas; provisión por prestaciones en litigio; excedentes de cotizaciones, y cotizaciones por regularizar, que incluye los excesos de cotizaciones, las cotizaciones anticipadas y las cotizaciones mal enteradas.


Por su parte, las deudas con prestadores de salud comprende bonos, órdenes de atención, programas médicos y per cápita por pagar a prestadores de salud, y cualquier otro concepto de deuda para con ellos generada en el otorgamiento de prestaciones a los afiliados.


Asimismo, hizo presente que existen las herramientas computacionales necesarias para fiscalizar estos ítem, por cuanto está regulada la forma y como las instituciones de salud previsional deben construir sus bases de datos, con lo cual se facilita la labor de fiscalización y de control, ya que están en línea con la Superintendencia.


No obstante lo anterior, se fija una garantía mínima de dos mil unidades de fomento y se mantiene la inembargabilidad.


Se entiende por liquidez la relación entre las cuentas del activo circulante y las del pasivo circulante. En esta materia, la ley fija un estándar de 80 por ciento, es decir, 0.8 veces.


El régimen especial de supervigilancia y control incorpora elementos nuevos, como la creación del Plan de Ajuste y Contingencia, PAC. Actualmente, el superintendente no posee atribuciones legales para exigir a una isapre -ni ellas están obligadas- elaborar un plan de contingencia. Sólo puede solicitarlo, y las instituciones deben informar de acuerdo con el tenor de lo solicitado, pero el superintendente no puede aprobarlo o rechazarlo. Reconoce que las isapres Vida Plena y Promepart están funcionando con planes de contingencia gestionados y conversados con la Superintendencia, pero ello ha sido una decisión voluntaria de esas entidades. El proyecto, en cambio, establece como obligatorio dicho procedimiento cuando se cumplan determinados presupuestos, pudiendo ser aprobado o rechazado, lo que permite analizar el mérito del plan.


De igual manera, se propone un período de transición de tres años, ya que actualmente no todas las instituciones de salud previsional cumplen con los indicadores de mayor solvencia y liquidez, por lo que requieren de un plazo para adecuarse a los nuevos indicadores. En todo caso, en cada año estarán obligados a cumplir un tercio de la meta.


Por último, se contempla una disposición especial para abordar el caso de la isapre Vida Plena, ya que no le serán aplicables las dos primeras etapas en este proceso que se está proponiendo.


Respecto de otras normas que contempla el proyecto, destinadas a proteger al beneficiario, se hizo presente que aquí se consideran algunas disposiciones ya aprobadas por la Cámara en el proyecto que modifica la ley Nº 18.933, radicado actualmente en el honorable Senado, y que han sido reiteradas por el Ejecutivo. Estas normas dicen relación con la obligación de informar sobre hechos relevantes en forma oportuna a la Superintendencia. Se entiende por tales todas aquellas operaciones relacionadas con la compra, absorción, fusión con otras isapres, cambios de grupos controladores y otras.


Se regula y supervisa la labor de los auditores externos. Se definen las funciones de éstos y la obligación de elegirlos del registro de auditores externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Asimismo, se faculta a la Superintendencia para requerir informes específicos.


En este mismo orden de materias, se consideran las disposiciones contenidas en el proyecto en relación con el traspaso voluntario de carteras entre isapres en casos de cierre, ventas, fusiones o absorciones, y se otorgan facultades a la Superintendencia tanto para conocerlo con antelación como para autorizarlo o rechazarlo, posibilidad que no está contemplada en la actual ley. Esta opción pudo ser aplicable en el caso de la isapre Vida Plena, ya que, al adquirir la cartera de afiliados como un todo, se puede mantener la continuidad de los beneficios.


El superintendente entregó copia de una minuta sobre normas de solvencia y protección de los beneficiarios de isapres, la que se anexa al informe.


Se diseña una nueva regulación para que no exista incentivo a tener deudas; al contrario, se pretende que las isapres paguen oportunamente sus compromisos de la manera más ajustada posible, ya que ello les permitirá tener una garantía menor.


En otro punto se indican las causales que dan lugar a la intervención por la Superintendencia. Ellas son:

1.
Incumplimiento de los estándares de la transición. Puede suceder que una isapre esté bajo los indicadores y en el primer año no haya cumplido con el tercio de la meta, entre en el proceso.

2.
Incumplimiento del patrimonio mínimo.

3.
Incumplimiento de la garantía, y

4.
Incumplimiento del estándar de liquidez.

Algunas de estas causales quedan sujetas a un régimen especial de supervigilancia y control, que generará para la isapre la obligación de presentar un plan de ajuste y contingencia, cuyo objetivo será mantener la continuidad del giro de la institución y superar la situación de riesgo o de incumplimiento, de acuerdo con el procedimiento que se indica a continuación.


Cuando la Superintendencia detecte los incumplimientos de patrimonio mínimo, de garantía exigida o de liquidez, fijará un plazo no inferior a diez días hábiles, contados desde el mismo día en que se represente tal circunstancia a la isapre, dentro del cual ésta deberá presentar un plan de ajuste y contingencia. Si la misma isapre comunica anticipadamente este hecho o incumplimiento, se le concede un plazo de cinco días más, que también podrá ser prorrogado por la Superintendencia para presentar un Plan de Ajuste y Contingencia.


Si se aprueba el PAC y éste funciona, el problema queda resuelto y todo vuelve a la normalidad.


Durante este período, la Superintendencia podrá ordenar el congelamiento de la cartera, esto es, suspender la celebración de nuevos contratos y desafiliaciaciones durante la licitación.


Si se declara desierta la licitación, o, si al término del plazo otorgado a la propuesta de la Junta Extraordinaria de Accionistas, ésta no resulta una solución respecto del tema patrimonial, comienza la cuarta etapa de este proceso, en el que la Superintendencia deberá adjudicar aleatoriamente la cartera al día hábil siguiente.


Dicha distribución aleatoria compensará los riesgos asignados en las distintas isapres, situación que se podrá verificar a través del factor de riesgo promedio y de la cotización promedio pactada. Por otra parte, los beneficiarios cautivos por enfermedad identificados podrían quedar excluidos de la distribución aleatoria, asignándoseles de acuerdo con el costo esperado que involucra la patología que los afecta.


Por último, los afiliados dispondrán de hasta el último día hábil del mes siguiente a la fecha de notificación de la licitación o adjudicación de la cartera para manifestar su intención de desafiliarse e incorporarse a otra isapre o al Fonasa.


La licitación permitirá la evaluación de la isapre o de la cartera como un todo, sin segregar a aquellos con más alto riesgo de los con menor riesgo, lo que posibilitará la afiliación de la totalidad de la cartera de la institución intervenida en otras.


Además, la isapre receptora no podrá exigir ninguna declaración de salud nueva ni considerar nuevas preexistencias ni carencias, sino que deberá mantener íntegro el contrato anterior. Asimismo, estará obligada a darle al afiliado el plan de lista equivalente a la cotización que aquel tenía en su anterior isapre, con lo cual se atenúan los efectos de la repartición de la cartera en forma aleatoria. También produce el mismo efecto la posibilidad que se otorga a la isapre de no considerar a estos nuevos afiliados, durante dos años, para los efectos del cálculo de los indicadores de solvencia o liquidez por esta mayor carga.


En resumen, el proyecto tiene por objeto aumentar la confianza de la ciudadanía respecto de las instituciones de salud previsional. Se pretende prevenir la quiebra de una institución, por lo que se consideran medidas tendientes a salvaguardar los intereses del sistema y de los afiliados. Asimismo, se busca disminuir la incertidumbre que se produce entre los usuarios cuando una isapre cae en situación de insolvencia o de liquidez aguda, garantizando sus derechos y el pago a los prestadores.


De haber existido una normativa como la propuesta, es probable que se hubiera evitado la situación que hoy afecta a la isapre Vida Plena. Dicha institución era viable, pero la desconfianza que surgió ante el no pago de los bonos generó el éxodo masivo de afiliados y de prestadores.


El proyecto fue analizado con participación de representantes del Colegio Médico de Chile, de la Asociación de Isapres y de la Asociación de Clínicas, quienes, en términos generales, manifestaron su acuerdo con la idea de legislar.


En síntesis, no existen reparos por parte de los representantes de la Asociación de Clínicas. Para los de la Asociación de Isapres, en cambio, hay dos temas que les merecen observaciones. Aun cuando entienden que está atenuado el efecto que podría producir la repartición aleatoria de la cartera, el método no les parece el más adecuado. Asimismo, encuentran reparos en las atribuciones que se otorgan a la Superintendencia en la última fase del proceso.


El presidente de la Asociación de Isapres expresó que el proyecto es sano para el sector, constituye un resguardo para los afiliados y los prestadores, previene situaciones de insolvencia, pero, a su vez, constituye una exigencia dura para la operación de las isapres y aumenta las barreras de entrada de nuevas instituciones.


La Comisión aprobó en general el proyecto por la unanimidad de los diputados presentes y, en su votación en particular, por la mayoría.

VI. No hubo artículos rechazados.

VII. La Comisión consideró que este proyecto no contiene norma de quórum calificado o de ley orgánica constitucional.


En cuanto puedo informar.


He dicho. 


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, señor Boris Tapia.


El señor TAPIA.- Señora Presidenta, en mi calidad de diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y reglamentario, iniciado en mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, que establece normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.


A las sesiones que nuestra Comisión destinó a su estudio, asistieron el ministro del Trabajo y Previsión Social, señor 
Ricardo Solari Saavedra; el superintendente de Valores y Seguros, señor Alejandro Ferreiro Yazigi; el superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, señor 
Guillermo Larraín Ríos, y el asesor de esa cartera, señor Francisco Del Río Correa.


Cabe señalar que su Excelencia el Presidente de la República hizo presente la calificación de “suma urgencia” para el despacho del proyecto en todos sus trámites constitucionales.


Conforme con lo acordado por esta Sala, el proyecto fue conocido por las Comisiones de Salud, de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda, respectivamente. La Comisión que presido se abocó a debatir y sancionar los artículos 3º y 4º, por incidir en materias propias de su competencia.


Junto con la regulación que en materia de acceso a la salud se establece en los proyectos de ley que actualmente se tramitan en el Senado, se ha hecho necesaria la presentación de una legislación especial, que contribuya a otorgar mayores niveles de protección y de garantía a la efectiva prestación de servicios a los afiliados de las instituciones de salud previsional y de las administradoras de fondos de pensiones, así como a las personas que reciben prestaciones por parte de las compañías de seguros.


En lo referente a los afiliados a las administradoras de fondos de pensiones, es preciso tener claro que, al momento de disolución de una AFP, la respectiva Superintendencia liquida el fondo de pensiones en un plazo de noventa días, transfiriéndose a otra administradora en el mercado secundario formal.


Sin embargo, este esquema puede involucrar un impacto no deseado en el marcado de capitales, al considerar el tamaño o capacidad del resto de las administradoras de fondos de pensiones a la fecha de expiración de administradora de origen. En particular, la sobreoferta de instrumentos que no están calzados inmediatamente por la compra, puede generar una pérdida patrimonial para el afiliado.


Abordar este problema constituye el objeto principal de esta iniciativa, por lo que se propone que la liquidación mencionada pueda efectuarse sin acudir a los mercados secundarios formales y a precios de la Superintendencia, con lo cual se evita la liquidación forzada de estos instrumentos y la consiguiente merma en su precio.


Las ideas matrices o fundamentales del proyecto, en lo que concierne a esta Comisión, son, por una parte, permitir el traspaso de los activos desde la administradora de fondos de pensiones liquidada hacia las administradoras de fondos de pensiones de destino, sin recurrir a los mercados formales, evitando, con ello, la liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el fondo en liquidación. Asimismo, en caso de quiebra de una compañía aseguradora, aumentar las facultades del síndico y permitir la cesión de cartera de pólizas de rentas vitalicias cuando exista un déficit grave de inversiones representativas que no permita financiar totalmente el pago futuro de las pensiones.


En sesión de 2 de julio del año en curso, el proyecto de ley en informe fue aprobado en general, por la unanimidad de los diputados presentes en la Comisión.


Durante su discusión general, las autoridades de Gobierno, representadas por el ministro del Trabajo y Seguridad Social y los superintendentes de Valores y Seguros y de Administradoras de Fondos de Pensiones, señalaron, acerca de los lineamientos de la presente iniciativa, que es absolutamente necesario establecer mecanismos de protección en beneficio de los afiliados a instituciones que administran las prestaciones de seguridad social, debido a que la complejidad de las relaciones comerciales en el mercado de capitales, en el cual se transan básicamente los instrumentos de inversión producto del ahorro de los cotizantes, implica, muchas veces, como lo hemos visto en el último tiempo, situaciones críticas, como traspasos patrimoniales severos, a veces originados por transacciones o prácticas reñidas con la legalidad vigente.


Agregaron que, en los hechos, las instituciones financieras que descansan en importantes capitales invertidos, tienen al alcance de la mano diversos mecanismos de protección patrimonial; pero el afiliado individual carece por completo de mecanismos rápidos y expeditos para el resguardo de sus fondos o de su derecho a la salud, o bien de su pensión bajo la modalidad de renta vitalicia.


Por su parte, en cuanto a la modificación del artículo 43 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, los señores diputados integrantes de esta instancia legislativa manifestaron su preocupación respecto de que los afiliados se enteren debidamente de lo que está sucediendo con la AFP en la que se encuentran sus fondos de capitalización individual, como, asimismo, su conformidad con la forma en que se abordaron las materias tratadas en el proyecto en informe.


En relación con la discusión particular, nuestra Comisión, en sesión ordinaria de 2 de julio del año en curso, sometió a discusión los artículos 3º y 4º, los cuales fueron aprobados por unanimidad, con el texto que el informe reproduce.


Respecto del artículo 3º, es útil tener presente que, de acuerdo con los artículos 42 y 43 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, en caso de disolución de una AFP la Superintendencia liquidará el fondo de pensiones en un plazo de noventa días, transfiriendo el valor de las cuotas de los trabajadores que no han seleccionado otra administradora en el plazo anterior, según lo determina el reglamento de la ley. Ello deberá hacerse en el mercado secundario formal, de acuerdo a las reglas generales.


El problema surge con el impacto potencial que en el mercado tendría la liquidación de fondos de pensiones del tamaño de los actuales en la fecha de expiración. En particular, la sobreoferta de instrumentos que no está inmediatamente calzada con la compra de los mismos por otros inversionistas institucionales, puede generar una pérdida patrimonial importante para los cotizantes.


Por lo tanto, para evitar esa situación se propone permitir el traspaso de los activos desde la AFP liquidada hacia las AFP de destino, sin recurrir a los mercados formales y a precios de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. De este modo, se evita la liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el fondo en liquidación.



En lo referente al artículo 4º, se busca que en caso de quiebra de una compañía de seguros, el síndico que designa el superintendente disponga de facultades apropiadas para la realización del activo, dado que este último es de carácter predominantemente financiero. Para este efecto, se estima que las facultades previstas en el artículo 109 de la ley 
Nº 18.175, ley de Quiebras, son las indicadas, siempre que se ejerzan sin sujeción a los límites que establece dicha disposición.


Asimismo, se establece un mecanismo mediante el cual se facilita la cesión de cartera de pólizas de rentas vitalicias de una compañía de seguros de vida en quiebra, en caso de que ésta exhiba un déficit de inversiones representativas que no permita financiar el pago oportuno y completo de las pensiones futuras. El mecanismo propuesto consiste en asociar la garantía estatal a la cartera de pólizas traspasadas, difiriendo su ejercicio, de forma tal que la compañía de seguros que adquiera la cartera se obligue a pagar las pensiones pactadas de su cargo hasta una fecha cierta, y las que se devenguen con posterioridad, con cargo a la garantía indicada. De esta forma, se busca que la gestión de los seguros de una compañía en quiebra pueda tener continuidad a través de otra empresa del rubro, retornando así la situación provocada por la quiebra, a una de mayor normalidad.


Como consecuencia de lo expuesto, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social recomienda la aprobación del proyecto que establece normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros en los mismos términos del mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, cuyo texto y contenido in extenso se encuentra a disposición de los señores diputados en el informe que la Comisión que presido despachó oportunamente a esta Sala.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda, señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.


Actualmente se discute en el Senado, en segundo trámite constitucional, un proyecto que introduce una serie de modificaciones a la ley de Isapres, el cual se enmarca dentro del paquete de iniciativas legales que dan estructura a la reforma de la salud. 


Uno de los objetivos principales del mencionado proyecto -que cumplió su primer trámite constitucional en esta Cámara- consiste en dotar a la Superintendencia de Isapres de nuevas herramientas que permitan precaver situaciones de riesgo que puedan afectar los derechos de los afiliados, ante la eventualidad del cierre del registro de una isapre. Sin embargo, situaciones recientes, por todos conocidas, obligan a promover un nuevo proyecto que, por una parte, recoja alguna de las normas aprobadas en las Comisiones de Salud y de Hacienda de nuestra Cámara de Diputados y, por otra, introduzca nuevos mecanismos para asegurar la solvencia de las instituciones de salud previsional. 


Muchas veces recibimos críticas a nuestra tarea legislativa. Sin embargo, cabe consignar que el mensaje de su Excelencia el Presidente de la República ingresó a la Cámara el 18 de junio de 2003, y hoy, 8 de julio, está siendo analizado en primer trámite constitucional, previo paso por las Comisiones de Salud, de Trabajo y Previsión Social, y de Hacienda. Es bueno destacarlo para que haya claridad y transparencia en cuanto a saber cómo se hacen las cosas en este Poder del Estado.


El proyecto consta de cuatro artículos. El artículo 1º modifica la ley Nº 18.933; el 2º regula el período de transición para los nuevos requerimientos que se establecen en dicho cuerpo legal; el 3º modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y el 4º modifica el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.


Al respecto, en su informe, la Comisión de Salud dispuso que los artículos 3º y 4º del proyecto aprobado por ella debían ser conocidos por las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social -tal como lo expresó su diputado informante, señor Boris Tapia-, y de Hacienda, en lo que sean competentes.


Sobre este particular, la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de los diputados presentes en la sesión de la semana pasada, estimó que sólo el artículo 4º es de nuestra competencia, porque se refiere a la liquidación de una compañía de seguros y se encuentra involucrada la garantía estatal. Destaco este punto para aclarar que, en este caso, no es cierto que la Comisión de Hacienda trate de atribuirse el rol de las comisiones técnicas. Todo lo contrario: consideramos que solamente el artículo 4º es de nuestra competencia, pero no el 3º.


La finalidad de la iniciativa consiste en dotar a la Superintendencia de Isapres de herramientas que permitan precaver situaciones riesgosas para los derechos de las personas ante la eventualidad del cierre del registro de una isapre, y asegurar, en general, la solvencia de las instituciones de salud previsional.


Se modifica la ley Nº 18.933 en materia de patrimonio mínimo, normas sobre liquidez, garantía y auditorías, las que se aplicarán progresivamente.


Además -esto es importante, porque este proyecto fue concebido en función de los usuarios-, se permite el traspaso de los activos desde las administradoras de fondos de pensiones que han sido objeto de disolución, de acuerdo con los artículos 42 y 43 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, hacia las administradoras de destino, sin recurrir a los mercados formales, y a precios determinados por la Superintendencia, para evitar una liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el fondo en liquidación.


En caso de quiebra de una compañía de seguros, se propone dar mayor flexibilidad a la gestión del síndico, permitiéndole ejercer las facultades previstas en el artículo 109 de la ley Nº 18.175, sin sujeción a los límites que esta norma establece, y se permite la cesión de cartera de pólizas de rentas vitalicias si existe un déficit grave de inversiones representativas que impida financiar totalmente el pago futuro de las pensiones.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos señala que el proyecto no representa costo fiscal para el año 2003.


En la discusión de la Comisión de Hacienda, que se llevó a efecto el 3 de julio del presente año, estuvieron presentes los señores Ricardo Solari, ministro del Trabajo y Previsión Social; Alejandro Ferreiro, superintendente de Valores y Seguros; Guillermo Larraín, superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, y Francisco del Río, asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. ¿Por qué nombro a las personas que asistieron a la Comisión? Porque cada uno de ellos, en el rol que le corresponde cumplir en el aparato del Estado, dio a conocer las virtudes del proyecto. Por ejemplo, el ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que, a raíz de los acontecimientos ocurridos en el denominado caso “Inverlink", el Gobierno estima necesario fortalecer los mecanismos de resguardo en materia de seguridad social relativos a las actividades que ejercen los privados en esta área. En razón de lo anterior, el proyecto de ley introduce modificaciones relativas al sistema de isapres, de AFP y sobre normas de protección a personas vinculadas a compañías de seguros.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 4º se modifica el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931 -vale decir, con más de setenta años de vigencia-, en los siguientes términos:


Por el numeral 1), se agrega en el artículo 80, el siguiente inciso tercero: “En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 de la ley Nº 18.175, sin sujeción a los límites que éste establece”.


Por el numeral 2) se agrega en el artículo Nº 82 el siguiente inciso segundo: “Tratándose de la quiebra de una compañía de seguros del segundo grupo, cuyas reservas técnicas por seguros de renta vitalicia regidos por el decreto ley Nº 3.500, de 1980, no estén suficientemente respaldadas por inversiones, la Superintendencia podrá autorizar el traspaso de dichos seguros, sujetando el pago de las pensiones pactadas a un plazo determinado. En la autorización del traspaso de cartera, para efectos de lo establecido en el artículo 82 del citado decreto de ley, se determinará la fecha a partir de la cual se hará efectiva la garantía estatal”.


En la discusión del artículo Nº 4º, formulamos varias preguntas a don Alejandro Ferreiro, superintendente de Valores y Seguros. Algunas se las formulamos el diputado señor Tuma y varios de los diputados que estuvimos presentes. ¿Cuáles fueron sus respuestas, que quedan en la historia fidedigna de la ley? (Es importante consignarlas para dilucidar aquellas situaciones anómalas que, ojalá, nunca ocurran el día de mañana).


Don Alejandro Ferreiro explicó que la norma propuesta se refiere al caso de la quiebra de una compañía de seguros que maneje una cartera de pólizas de rentas vitalicias, dado que el mecanismo actual no garantiza convenientemente las pensiones en estos casos, en el largo plazo. Se persigue que el síndico que designe el superintendente disponga de facultades apropiadas para la realización del activo, dado que, junto con licitar la cartera y transferir los contratos es necesario que se paguen las rentas hasta que se agoten los respectivos activos. Para este efecto, se estima que en dicha realización el síndico debe contar con las facultades previstas en el artículo Nº 109 de la ley de Quiebras, sin sujeción a los límites que esa norma establece.


Además, señaló que al mecanismo mediante el cual se autoriza el traspaso de carteras de pólizas de rentas vitalicias de una compañía de seguros en quiebra, en caso de que ésta exhiba un déficit de inversiones representativas que no permita financiar el pago oportuno y completo de las pensiones futuras, se asocia la garantía estatal otorgada a la cartera de pólizas traspasadas, difiriendo su ejercicio, de forma tal que la compañía de seguros que adquiera la cartera se obliga a pagar las pensiones pactadas de su cargo hasta una fecha cierta, y las que se devenguen con posterioridad, con cargo a la garantía indicada. De esta forma se busca que la gestión de los seguros de una compañía en quiebra pueda tener continuidad a través de otras empresas del rubro, para, así, retornar a una situación de mayor normalidad.


¿En qué casos actúa la garantía estatal? Don Alejandro Ferreiro respondió que ella opera en caso de quiebra, y cubre el ciento por ciento de la pensión mínima, y lo que exceda ésta en 75 por ciento, con un tope de 45 UF.


Por ello, este proyecto de ley es importante para salvaguardar los intereses de los usuarios.


Puesto en votación el artículo Nº 4, fue aprobado por unanimidad.


En razón de lo expuesto, solicitamos a la Sala aprobar este proyecto en general y en particular para, así, despacharlo en su primer trámite constitucional.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Cornejo.


El señor CORNEJO.- Señora Presidenta, estamos frente a una iniciativa cuya finalidad es ser una suerte de adelanto de los proyectos de reforma de la salud.


Durante el año pasado se discutió el proyecto de ley sobre autoridad sanitaria y gestión pública en salud; el relativo al Plan Auge, que creó el sistema de garantías en salud, y el de reforma a la ley de isapres, o ley larga.


Ahora estamos abocados a discutir una materia que es un adelanto de esta última legislación. La iniciativa en debate, que recoge algunas ideas fundamentales contenidas en aquel proyecto, busca definir los términos “cotizante cautivo” y “prestador de salud”, dentro del sistema privado; pero, fundamentalmente, proteger a los beneficiarios de este sistema, dando fuertes atribuciones a la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional y estableciendo algunas obligaciones a las instituciones de salud previsional, a fin de cautelar de mejor manera los deberes y derechos de los cotizantes.

Debo destacar que en la discusión del proyecto se introdujo una interesante indicación, que señala que las instituciones de salud previsional no podrán adeudar a sus prestadores las obligaciones derivadas de las atenciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la institución, que excedan el plazo de treinta días, contados desde su otorgamiento. Esta indicación debería haber sido corregida y haber dispuesto que el plazo fuera de treinta días contados desde su facturación. Espero que esta parte de la indicación se modifique, pero que se mantenga la obligación para las instituciones de salud previsional de pagar a los prestadores las atenciones que se adeuden en un plazo determinado, por cuanto el alargamiento en su pago ha sido la razón, en parte importante, de la deuda que hoy exhiben muchos hospitales públicos.


Quiero abordar un tema más de fondo y que dice relación con la esencia de las instituciones de salud previsional.


El sistema público chileno no es un sistema mixto público-privado, sino un sistema dual, en el que coexisten dos realidades distintas: el público, heredero del antiguo SNS, responsable en gran medida de los excelentes indicadores biomédicos que tenemos, y el privado, creado a partir de seguros de enfermedad, fuertemente subsidiados. Ambos sistemas no se pueden mezclar y cada uno debe ser reformado en su propio mérito.


Llama la atención que en ningún país existan las isapres. Es un invento chileno, que sólo ha sido exportado a Colombia en los últimos años. En este caso se trata de seguros privados de enfermedad, que se integran con la provisión de servicios de atención médica, con el desarrollo de unidades de prestadores cerrados, excluyentes y sin libertad de elección.


Estados Unidos posee un sistema de multiseguros y multiprestadores, en abierta competencia, sin regulación alguna, y que ha llevado el gasto en salud de ese país a un 13,7 por ciento del producto. En Chile, el gasto es del 6,1 por ciento del producto, según el informe de salud mundial de 2000.


Gran Bretaña, donde nació la economía de mercado y la ley de la oferta y la demanda, determinó, por la gran mayoría de sus habitantes, laboristas y conservadores, la separación del sistema sanitario del modelo de mercado y la creación de un sistema socializado, entera y exclusivamente público, en el aseguramiento y la previsión. Su gasto en salud es del 5,8 por ciento del producto.


Francia tiene un seguro universal público, con un fuerte aporte de los empleadores y uno menor de los trabajadores, proporcional a las rentas, solidario, que financia, a través de prestadores privados, prácticamente la totalidad de la atención primaria de salud, y un número importante de establecimientos hospitalarios y prestadores públicos; la mayoría de los hospitales, especialmente los de mayor tamaño y complejidad, y el sistema Samu de urgencia prehospitalaria, entre otros. Su gasto en salud es de 9,8 por ciento del producto.


Alemania posee un seguro público de salud universal, manejado por cajas de seguro que compran las prestaciones -es un sistema de provisión de servicios fundamentalmente público- y prestadores privados francamente minoritarios, con un gasto en salud de un 10,5 por ciento del producto.


España cuenta con un seguro público, con diferentes proporciones de aportes del Estado -mayores en las comunidades autónomas-, con sistemas de provisión mixtos. En el país vasco, la provisión es enteramente pública, con un gasto total de 8,0 por ciento del producto.


Canadá tiene un sistema de seguro de salud mayoritariamente público, con componentes privados sólo como sobreseguro. El sistema público es financiado por impuestos nacionales, en un 36 por ciento, y provinciales o territoriales, en un 61 por ciento. Los hospitales son, en parte, públicos, y en otra, privados. Estos últimos son sin fines de lucro. Ambos reciben su financiamiento del seguro de salud, que es administrado por los gobiernos regionales. En Canadá legalmente no existe el lucro en salud. El gasto, determinado por el congreso de ese país, es de 8,6 por ciento del producto.


Taiwán, país objeto de una reciente visita de miembros de la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados, con una población de 23 millones de habitantes, posee un seguro público de salud único, solidario y universal, que cubre el 98 por ciento de la población, y que fue desarrollado en un período de 7 años. Los aportes al seguro son tripartitos, entre el asegurador, el empleador y el Estado, y con proporciones variables según el tipo de trabajador, donde el aporte fiscal es mayor entre los trabajadores del campo, los pescadores y los funcionarios públicos, y total para los adultos mayores y los indigentes.


Los prestadores privados representan un 65 por ciento de la población nacional de servicios de atención médica, y los públicos, un 35 por ciento. Posee indicadores biomédicos propios de un país desarrollado, con una mortalidad infantil de un 5,8 por mil y una expectativa de vida de 74,5 años para los hombres y de 78,3 años para las mujeres.


Esta rica experiencia mundial -parte de ella la hemos podido conocer personalmente- nos lleva a concluir, en forma definitiva, que la mayoría de los países posee modelos de seguro público únicos, de salud integral, universal y, en gran medida, solidarios, financiado en forma variable con impuestos generales progresivos y con cotizaciones, con participación también variable del asegurado, del empleador y del Estado.


Segundo, nuestro país posee, como se mencionó más arriba, un modelo dual, donde una parte minoritaria de las personas está adscrita a un seguro privado de enfermedad con cobertura parcial, preexistencias, carencias y exclusiones, solamente de cargo del trabajador y con integración vertical entre el aseguramiento y la prestación. Este modelo no existe en ninguno de los países mencionados. Sólo en Estados unidos hay un sistema de aseguradores múltiples. Chile no ha hecho un esfuerzo más profundo para dar mayor prioridad a la salud y otorgarle mayores recursos, especialmente como aporte fiscal, para alcanzar niveles siquiera parecidos a los de los países antes mencionados, y tampoco para buscar una fórmula de mayor solidaridad, integridad y equidad, como uno aprecia en el esfuerzo y la voluntad de otras naciones.


Señor Presidente, quisiera recalcar que, independientemente de las críticas que podemos hacer al sistema de seguros privados de enfermedad, votaremos a favor este proyecto de ley, porque, de una u otra manera, significa un adelanto y una mejora de las condiciones tan desmedradas de las personas que están vinculadas a las instituciones de salud previsional.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Forni.


El señor FORNI.- Señor Presidente, primero quiero decir que efectivamente, como lo ha señalado el diputado señor Cornejo, Chile es uno de los pocos países que cuenta con isapres, y que los más beneficiados y contentos con ello son los médicos, quienes han visto subir exponencialmente sus ingresos desde la creación del sistema privado de salud. Pero ése es un tema de más largo debate.


Creo que es bueno decir que, en general, coincidimos con el objetivo del proyecto. Las irregulares operaciones del grupo Inverlink lamentablemente impactaron también a los usuarios del sistema de isapres. Si bien se discutía en este Congreso Nacional una modificación a estas instituciones, el triste episodio de Vida Plena sirvió para identificar de mejor forma aquellos aspectos de la ley que era necesario perfeccionar para resguardar a los usuarios y a los prestadores frente a este tipo de situaciones.


Quiero también reiterar mi reconocimiento al superintendente por la prudencia y diligencia con que se actuó ante estos hechos, y por la creatividad con que tuvo que interpretar sus facultades para evitar más daño al sistema y a los afiliados. 


Lamento que ante una materia tan importante como ésta, nos veamos compelidos a analizarla bajo la espada de Damocles de la urgencia. Evidentemente, esta premura no nos permite un estudio más detenido de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, y menos la posibilidad de consensuar soluciones frente a problemas respecto de los cuales muchas veces tenemos un diagnóstico común.



La primera gran modificación de este proyecto dice relación con el establecimiento de mayores exigencias de patrimonio, liquidez y solvencia para las isapres.


En cuanto al patrimonio, lo que busca el proyecto es garantizar que se ajuste al nivel de endeudamiento de la institución. Se trata, de esta forma, de fortalecer la estabilidad, el respaldo y permanencia de la isapre en el sistema. En esta materia, el proyecto establece una relación del patrimonio, respecto de las deudas totales, de 0,4 veces. Es decir, de ser aprobada hoy esta iniciativa por la Cámara, y posteriormente por el Senado, las isapres deberán contar con un patrimonio equivalente al 40 por ciento de su deuda total, exigencia que nos parece un poco exagerada si se piensa que las de otras industrias similares son bastante inferiores (seguros generales, 20 por ciento de la deuda total; bancos, 5 por ciento; AFP, uno por ciento del patrimonio administrado, etcétera). Por esta razón, con otros diputados presentamos, durante la discusión en la Comisión, una indicación para reemplazar esta exigencia por una acorde con el resto de la industria. En nuestra opinión, una relación patrimonio-deuda total del 20 por ciento, parecía sumamente razonable, sin afectar, con esa rebaja, el objetivo de la norma propuesta por el Ejecutivo.


En cuanto a la garantía, se establece un nuevo mecanismo de cálculo y actualización, haciéndola equivalente al monto de la deuda de la isapre con sus beneficiarios y con los prestadores de salud. Esto resultaría justificado si se considerara la experiencia de lo ocurrido en anteriores cierres de isapre. Según cifras de la propia Superintendencia, en cuatro de los ocho cierres la garantía habría sido insuficiente. Este aumento de la garantía es positivo, en cuanto genera confianza a los prestadores, que tendrán seguridad del pago de sus servicios, y, por cierto, también provee tranquilidad a los beneficiarios, que podrán requerir, normalmente, atenciones sin contratiempos con estos prestadores, al saber, con certeza, que dichas prestaciones tienen su pago asegurado.


Por otra parte, el proceso de actualización de la garantía debe ser mensual. Se reemplaza la facultad del superintendente de rebajar la garantía, por la de liberar la custodia de ésta desde 20 hasta 80 por ciento, según el grado de cumplimiento de los estándares de patrimonio y liquidez.


Los fondos correspondientes a garantías cuya custodia quede en poder de las isapres, deberán cumplir con condiciones de diversificación definidas por normativa de general aplicación.


Si el monto de las deudas que se considera para determinar la garantía en un determinado mes es inferior al 80 por ciento de la garantía existente, la institución podrá solicitar a la Superintendencia la devolución de aquella parte de dicha garantía que exceda el referido monto.


En mi opinión, hubiera sido conveniente que el aumento de la garantía que establece el proyecto fuera acompañado de una mayor flexibilidad y automaticidad en la devolución de los excesos de garantía. El trámite de devolución que considera el proyecto es lento y engorroso, pues la Superintendencia tiene un plazo de 20 días para devolver una vez que lo ha solicitado la institución de salud previsional, lapso que, incluso, por una resolución fundada, se puede prorrogar por 20 días más, por una sola vez.


Considero que en esta materia sería importante que la devolución del exceso de garantía tuviera un mecanismo expedito y automático, cuando se acreditara el cumplimiento de las condiciones que hacen procedente la devolución. Lo anterior, porque facilitaría que la isapre, con esos recursos, pudiera pagar a sus beneficiarios y a los prestadores. En todo caso, hay que estar tranquilos porque existe una garantía mínima. El proyecto contempla que las isapres, de ninguna manera, pueden tener, por este concepto, una suma inferior a las 2 mil unidades de fomento.


En cuanto a la liquidez, se establece una relación entre las cuentas del activo circulante y las del pasivo circulante que deberá cumplir con un estándar fijado por esta futura ley en 0,8 veces. Para estos efectos, el proyecto contempla que se pueden considerar, dentro del activo circulante, activos de largo plazo que sean de fácil liquidación y el mismo monto de la garantía que las isapres mantienen en la Superintendencia. Éste, al igual que la garantía, es un índice cuando se controla en forma mensual.


No cabe duda de que las modificaciones que se proponen en materia de patrimonio, solvencia y liquidez son positivas y sanas para un adecuado funcionamiento del sistema y para el resguardo de los intereses de los afiliados y de los prestadores de salud. 


Sin embargo, para quienes piensan que las leyes solucionan todo, es preciso aclarar que ninguna de estas mayores exigencias nos pone a debido resguardo de la actuación de grupos que, al margen o al límite de la ley, como ocurrió en el caso Inverlink-Vida Plena, pretendan utilizar las platas de los usuarios en otros fines.


Por otra parte, hay que ser responsable, analizarlo y decirlo: es evidente que el establecimiento de un nivel tan exigente de requisitos en cuanto al patrimonio, la solvencia y la liquidez se erigirán en una importante barrera de entrada al mercado de los seguros privados de salud y con ello disminuirá la competencia, tan sana y necesaria en este sector. Al disminuir la competencia en el mercado, debemos tener en cuenta que habrá menos incentivos para dar una mejor atención a los usuarios.


Ahora bien, tan importante como establecer nuevas exigencias en cuanto al patrimonio, la solvencia y la liquidez es entregar facultades al ente fiscalizador para que pueda reaccionar a tiempo cuando la isapre no cumple con ellas. 


El proyecto propone que tan pronto se constaten problemas de una isapre en materia de solvencia, liquidez y garantía, se deberá aplicar un régimen especial de supervigilancia y control, que, en general, parece adecuado. La propia isapre deberá presentar un plan de ajuste y contingencia frente a algún incumplimiento, lo que permitirá mantener la continuidad del giro y superar la eventual situación de riesgo e incumplimiento.


No tengo mayores observaciones a las etapas definidas en el proyecto para hacer frente a esta contingencia. Se establece la presentación de un plan de ajuste y contingencia dentro de los diez días desde que se representa el incumplimiento a la isapre. Dentro de ese plazo, se otorga “un premio” para la isapre que comunique anticipadamente su situación, conteste en cinco días adicionales para presentar el plan de ajuste y contingencia. En todo caso, en éste se deberá informar sobre las medidas que se implementarán para la solución de los problemas detectados, que deberán ejecutarse en un plazo no superior a 120 días. 


No obstante, dentro del plazo que se fija para presentar el plan, la Superintendencia podrá tomar medidas paralelas para evitar perjuicios, como la custodia de inversiones, la aprobación de las transacciones o la restricción de inversiones en entidades relacionadas.


Hasta aquí parece un procedimiento adecuado.


Donde sí tengo diferencias con el proyecto del Ejecutivo es en la fase final del proceso, es decir, cuando resulta desierta la licitación de la cartera o cuando, luego de haberse cumplido el plazo otorgado a la propuesta de la junta de accionistas, no se logra una solución respecto del tema patrimonial. En este caso, el proyecto propone terminar ese proceso con un mecanismo de asignación o adjudicación aleatoria de la cartera de la isapre que cae en insolvencia a otras isapres.


Si bien es compartido el diagnóstico en cuanto a que los afiliados de una isapre que cae en insolvencia no deben quedar desprotegidos, más aún cuando se trata de cotizantes cautivos, me parece que la solución adoptada, además de ser inconstitucional, sienta un precedente muy grave para otros ámbitos de la actividad económica. Me parece que esta norma no se ajusta a la Constitución.


Por eso, hemos hecho reserva de constitucionalidad durante la discusión en la Comisión de Salud, la que reitero en esta Sala, pues, de aprobarse la norma, se verán gravemente vulneradas importantes garantías constitucionales. La primera de ellas, el derecho a la propiedad, que ampara a los propietarios de la institución de salud previsional. Este derecho de propiedad autoriza a usar, gozar y disponer de un bien libremente, respetando sólo las limitaciones y obligaciones que derivan de su función social. Podría argumentarse que, en razón de esta función social, sería válido que el Estado limitara la propiedad a los dueños de las isapres y que, en determinadas circunstancias, los obligara a aceptar a determinadas personas bajo ciertas condiciones. Sin embargo, ello colisiona con otro derecho garantizado también constitucionalmente: el derecho de toda persona a la libre contratación, contemplado en el Nº 16º del artículo 19 de nuestra Carta Fundamental. Esta norma afecta gravemente ese derecho, al obligar a una de las partes a contratar con otra mediante una simple adjudicación aleatoria. La isapre pierde toda su libertad para contratar, pues se ve obligada a hacerlo con personas que la Superintendencia determina unilateral y discrecionalmente. La única libertad para contratar la tiene el afiliado, quien, transcurrido un mes, podrá decidir si continúa en esta institución, se cambia a otra o derechamente se va al sector público.


En la práctica, una norma como ésta nos lleva a una situación realmente increíble, pues una empresa del mercado deberá asumir la insolvencia y los malos manejos financieros de otra, de la competencia, sin tener, por cierto, ninguna responsabilidad en dicha situación. En otras palabras, se obliga a una empresa del sector a asumir los errores e, incluso, la eventual administración fraudulenta de otra empresa del mercado con la que no tiene relación alguna; es decir, aquella deberá hacerse cargo posteriormente de los errores y eventuales fraudes de la otra.


Por lo tanto, a partir de la aprobación de esta iniciativa como ley, las isapres deficitarias podrán relajar sus controles y normas de administración financiera, pues tendrán la tranquilidad de que, en el evento de caer en insolvencia y no ser capaces de proponer una salida adecuada mediante el plan de ajuste y contingencia, otra empresa del mercado asumirá esa situación deficitaria, sin necesidad de contar con su consentimiento.


De aprobarse el proyecto en este punto, las isapres deberán estar atentas no sólo a su propia situación económica financiera, sino que también deberán seguir muy de cerca la situación de la competencia, pues ante una condición de insolvencia deberán asumir frente a sus afiliados.


Además, la implementación de este sistema genera un pésimo precedente para el resto de la industria y un premio para quienes administran deficientemente. Mañana no faltarán autoridades “ingeniosas” o parlamentarios que, en un arranque de demagogia, extiendan este insólito mecanismo a otras áreas de la economía nacional que sean de interés social.


Esta solución no está en ninguna otra actividad. Nos alegramos de que así sea, pues nos parece tremendamente injusta, además de inconstitucional.


Por de pronto, las administradoras de fondos de pensiones, los fondos mutuos y los bancos, entre otros, cuentan con garantías del Estado.


Insisto, me parece que debe darse solución a los afiliados en el evento de que se produzcan situaciones de insolvencia grave, como las señaladas, pero por mucho que me parezca justificada la situación, nada autoriza a proponer una solución que vulnera claramente preceptos constitucionales.


En consecuencia, compartimos los argumentos del Ejecutivo para proponer esta modificación a la ley. El episodio Inverlink-Vida Plena dejó de manifiesto la necesidad de establecer nuevas exigencias y facultades para resguardar de mejor forma el interés de los afiliados y de los prestadores. Sin embargo, creo que algunas exigencias, fundamentalmente en cuanto al monto, son desmedidas y podrían generar una peligrosa disminución de la competencia en el sector, con graves perjuicios para los usuarios.


Asimismo, la rigidez del proceso de devolución de la garantía cuando disminuye la deuda de la institución, podría significar un problema tanto para los usuarios como para los prestadores.


Por último, me parece inconstitucional, inconveniente y un pésimo precedente el mecanismo de asignación aleatoria de cartera cuando fracasa la licitación.


Lamento que por la urgencia con que el Ejecutivo ha calificado el proyecto, no haya sido posible buscar soluciones intermedias en muchos de estos puntos, pues, en general, compartimos los objetivos de la iniciativa. Asimismo, lamento el rechazo de todas las indicaciones que presentamos en conjunto con otros diputados y que iban en esa dirección.


En todo caso, considero que, salvo algunas cosas puntuales, estamos dando un paso adelante en materia de resguardo de los intereses de los usuarios y de los prestadores del sistema privado de salud.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señora Presidenta, el proyecto de ley en discusión tiene por objeto garantizar los derechos de los afiliados a las isapres cuando se produzcan problemas que impidan su ejercicio y el de las garantías constitucionales en que están amparados.


Las intervenciones de los colegas me ahorrarán referirme nuevamente a temas que, aunque importantes, no tienen relación directa con el proyecto. Las bondades y defectos de un sistema mixto de salud con un fuerte impacto y presencia del sector privado es materia de otro debate, por lo que no ahondaré en esta materia, aunque me sienta tentado a hacerlo.


Debemos destacar los aspectos positivos del proyecto.


En primer lugar, la iniciativa tuvo su origen en el problema que afectó a los afiliados a la isapre Vida Plena. Esa institución tenía una buena cartera, estaba bien gestionada y hacía bien las cosas; pero se produjo un traspaso importante de fondos a un holding. Si se hubieran congelado oportunamente esos recursos, los problemas que hoy presenciamos habrían sido mucho menores. Incluso, habría sido un buen negocio para eventuales compradores de esa cartera, y los afiliados y beneficiarios no habrían tenido ningún problema o éstos se habrían minimizado. 


El segundo aspecto dice relación no sólo con una solución planteada respecto de ese problema, sino para que no se repitan situaciones de esta naturaleza en el futuro. 


Los eventuales problemas de inconstitucionalidad no se presentan en las primeras etapas del proceso que propone el Ejecutivo a través del proyecto, como en el plan de ajuste y contingencia; pero sí aparecen en la asignación aleatoria de la cartera, que mencionó el honorable diputado Forni, cuyas aprensiones compartimos porque ese trato es inédito en la vida empresarial chilena. Debemos tener presente que estamos hablando de salud y de problemas que no esperan, porque está la vida de por medio.


El tercer aspecto que quiero resaltar es el aumento de atribuciones a la Superintendencia de Isapres, que parece el mejor camino para evitar la repetición de problemas similares. 


Destaco la gran responsabilidad que cabe en esto a la Superintendencia de Isapres, porque de su eficiencia, del cuidado, del esmero y de la idoneidad de sus profesionales, depende en gran medida, si no totalmente, que el proyecto en análisis sea realmente eficaz. Conociendo a los actores que dirigen la salud en Chile, el ministro del ramo y el Superintendente de Isapres, estoy seguro de que todos pondrán sus mejores y mayores esfuerzos para que la eficacia de la iniciativa esté realmente presente a futuro. 


Finalmente -reitero que no quiero repetir argumentos mencionados-, en conformidad con lo que establece el artículo 5º B de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, deseo expresar mi abstención en la votación de la norma relativa al Nº 2 del artículo 26 de la iniciativa, que se relaciona con el cumplimiento de las obligaciones de las instituciones previsionales con los prestadores, debido a que soy prestador en esas instituciones.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señora Presidenta, me parece que se debe resaltar lo expresado por el diputado señor Bayo, quien ha anunciado su abstención por ejercer actividades relacionadas con la materia que estamos tratando. Es un proceder adecuado, lógico y que enaltece a dicho parlamentario.


Debemos felicitar a los ministros de Salud y del Trabajo, y al superintendente de Isapres, porque al fin estamos trabajando para los usuarios. No más trabajo y lobby para las empresas.


Tres isapres cuentan con el 60 por ciento de los cotizantes, en circunstancias de que en el sistema existen 15 ó 18 instituciones de salud previsional vigentes. Ése es el nivel de concentración, materia que queremos enfrentar a través de mayores exigencias de patrimonio, liquidez y solvencia, y entregando más facultades a la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional para que pueda vigilar y controlar la gestión del negocio y proteger a los usuarios cuando las isapres tengan problemas. En este caso, se podrán trasladar a otra institución.


En general, diría que el proyecto contempla tres áreas de ajuste. Por una parte, se pide a las isapres que tengan un patrimonio mínimo, que podría ser del orden de la mitad de su deuda total. En la actualidad la deuda del conjunto del sistema alcanza a 156 mil millones de pesos, y el patrimonio no alcanza a la mitad de eso. Ése es el primer ajuste. O sea, las isapres tendrán que poner 16 mil millones de pesos más para alcanzar ese mínimo, en una línea parecida a lo que ocurre con otro grupo de empresas.


La segunda área de ajuste dice relación con la garantía. Si consideramos que la deuda con los beneficiarios alcanza a 37 mil millones de pesos y a eso le sumamos 21 mil millones de pesos que corresponden a la deuda con los prestadores, llegamos a 58 mil millones de riesgo potencial, frente a los 22 mil millones de pesos en garantía que tiene el sistema de isapres. Me parece bien la exigencia que proponen la Superintendencia y el Ministerio de Salud para llevar esa garantía por sobre el 1 a 1. Si no se tiene patrimonio, por lo menos que se tenga garantía suficiente.


¿Por qué se deben garantizar las obligaciones con los prestadores? Porque si a ellos nos se les dan garantías, entonces ¿quién garantiza la atención de salud a los usuarios? De ahí que se requiera de ella, para que los prestadores continúen entregando sus servicios con tranquilidad.


Por último, como tercera área de ajuste, está la liquidez del corto plazo, activo circulante y pasivo circulante, si la plata está en caja o en activos de fácil liquidación para que se puedan pagar las deudas corrientes. El proyecto estable 0,8 veces la relación entre el activo circulante y el pasivo circulante. Quizás sea bajo; lo ideal sería que también fuera de 1 a 1. No obstante, nos parece adecuado que haya liquidez suficiente para responder a las deudas con los usuarios y con los prestadores.


¿Qué pasa si no se cumplen las tres áreas de ajuste? Aquí está lo que más me gusta del proyecto. Si no se cumple con el patrimonio y con la garantía mínimos y con el estándar de liquidez, la isapre queda sujeta a un régimen especial de vigilancia y control por la Superintendencia. ¿Y a qué se la obliga? A lo mismo que se obliga en cualquier empresa del sector privado; a lo mismo que haría un holding con sus empresas: a presentar un plan, que en el proyecto se llama Plan de Ajuste y Contingencia. En el fondo, se trata de un plan de salvataje en el que la isapre diga cómo pretende resolver el problema de encontrarse bajo los índices de patrimonio, liquidez o garantía. Si no lo hace, la Superintendencia podrá intervenir a la institución, porque, evidentemente, significará que carece de la capacidad suficiente. En caso de que la Superintendencia rechace el plan de ajuste presentado, podrá llamar a una junta extraordinaria de accionistas y acordar el traspaso de la cartera de afiliados a terceros en forma no dirigida -ello no tendría sentido-, sino a través de una licitación pública. En otras palabras, el proyecto entrega atribuciones específicas a la Superintendencia para supervisar esta materia.


Asimismo, la iniciativa modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, relativo a las administradoras de fondos de pensiones, y la ley de seguros. Como se sabe, las compañías de seguro garantizan la renta vitalicia. ¿Qué sucede -recuérdese el caso de Le Mans- cuando ellas tienen problemas? Los asegurados quedan en el aire. ¿Qué establece el proyecto? Que, sobre la base de los dineros aportados por los cotizantes a su renta vitalicia, se efectuará una licitación pública, la que será adjudicada a la entidad que garantice la mantención de esos fondos por mayor cantidad de años. Se trata de una buena salida. Ahora bien, si los fondos no fueren suficientes, el Estado actuará como garante y suplementará, con fondos propios, los años que no considere la licitación, de modo de dar tranquilidad a los jubilados.


Sin embargo, quiero llamar la atención sobre dos puntos respecto de los cuales no estoy de acuerdo. (Es bueno que queden consignados, a fin de que las autoridades los atiendan). Muchas veces éstos no están presentes en la Sala debido a que no se accede a la petición de ingreso de una de ellas 
-ocurrió en esta ocasión con el superintendente-, o bien porque algún ministro, en este caso el de Salud, opta por ir a tomarse un café. Con todo, se encuentra presente el ministro del Trabajo, don Ricardo Solari, con quien comentaremos el proyecto.


El artículo 25 contempla una serie de nuevas disposiciones en cuanto a los auditores externos. Me parece bien que esos profesionales garanticen a terceros -no a las empresas, pues esa función la cumple la Superintendencia respectiva- la credibilidad y la transparencia de las cifras; pero esa información debe ser pública.


Con todo, de la lectura del artículo 25 bis propuesto se desprende que la información que la Superintendencia solicite a los auditores externos para mejor comprensión de determinadas materias o absolver dudas respecto de lo que sucede al interior de determinadas isapres será privada. Así las cosas, esto se prestará para malas interpretaciones y lobbies. Toda la información que la Superintendencia solicite debe ser pública y expuesta a cualquiera de los usuarios que desee tomar nota de ella.


Si esto no se corrige ese problema, votaré en contra de ese artículo, pues no estoy disponible para que la Superintendencia utilice la información que se le entregue sólo para fines internos. La transparencia es la base de cualquier sistema presupuestario y de control de gestión de una empresa.


Ahora bien, considero excesivo entregar a las empresas un plazo de tres años a fin de que se ajusten a la nueva normativa. Perdóneme, ministro, pero hasta aquí íbamos en la línea correcta. Insistir en que la información debe tener carácter privado y mantener ese plazo excesivo no hace otra cosa que desbaratar el proyecto. ¿Dónde está la transparencia? No es posible dejar esta materia como tarea para otro Gobierno o “chutear” la pelota para adelante, pues es ahora cuando necesitamos que las empresas complementen su patrimonio en 15 mil millones o 16 mil millones de pesos, tener una garantía adicional por 36 mil millones y que cumplan con las políticas de liquidez.


Todo el mundo sabe que es difícil avanzar en materias de carácter previsional. Ahora, contamos con este proyecto, por lo que pido al Ejecutivo que acorte el plazo destinado a que las empresas se adecuen a la nueva normativa.


Respecto del la liquidez, se trata de montos mínimos que van de 300 mil pesos a 1 millón 500 mil pesos. En cuanto a los problemas de patrimonio, es bueno dejar consignado que éstos se relacionan sólo con dos o tres compañías. ¡Conversemos con El Teniente y aboguemos por que se vendan las toneladas de cobre que se encuentran en bodega para que se vea la plata! Lo mismo sucede con Promepart y con Vida Plena, que tienen comprometidos montos menores.


En cuanto a las garantías, la situación es otra. ¿Me van a decir que ING Salud, que posee un patrimonio de 12 mil millones, no puede colocar 10 mil millones de garantía? Insisto, tres años es un plazo excesivo y sólo beneficia a las grandes compañías. Espero que el ministro nos aclare el tema del lobby y las influencias. Por lo pronto -repito-, anuncio que votaré en contra de esta materia.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Melero. 


El señor MELERO.- Señora Presidenta, el proyecto en análisis es el primer coletazo directo del caso Corfo-Inverlink, que comprometió a la isapre Vida Plena, una de las empresas filiales del grupo, y que dejó en una situación compleja a sus miles de cotizantes. 


La negligencia inexcusable de las autoridades de Corfo, como lo señaló el informe de la Cámara, es lo que está gatillando este proyecto de ley. 


Con las exigencias hechas a las isapres a través del mecanismo establecido en el proyecto, no debieran producirse en el futuro situaciones de insolvencia o de falta de garantía de las instituciones de salud previsional que pudieran afectar a los cotizantes. Sin embargo, algunos de los guarismos que se proponen respecto del compromiso porcentual de la deuda que hay con proveedores, nos parecen demasiado altos, por lo cual la proposición del Gobierno no deja de ser discutible. El diputado Forni hizo ver elementos constitucionales que se vulnerarían por este efecto.


Quiero invitar a los señores diputados a meditar sobre la propuesta del Ejecutivo, que establece este mecanismo que se ha denominado de distribución aleatoria de la cartera, de forma tal que si una isapre entra en situación de insolvencia, todos sus cotizantes, por el solo ministerio de la ley -y en conformidad con lo que resuelva la Superintendencia del ramo-, serán ubicados aleatoria y obligatoriamente en el conjunto de isapres que haya en el mercado. Es decir, a isapres solventes que han hecho las cosas bien, obligatoriamente, sin derecho a reclamo ni oposición -o sin derecho a pataleo, como se dice en buen chileno-, se les va a decir que a partir de ese minuto se deberán hacer cargo de un determinado número de cotizantes.


No conozco ninguna otra institución que tenga este tipo de acción, que afecta, a mi juicio, la libertad del cotizante, por un lado, para resolver adonde se va, y, por otra, la del que estará obligado, por ley, a recibirlo, más aun cuando ni siquiera éste ha sido responsable de haber generado esa situación de insolvencia. ¿Dónde está la libre iniciativa económica? 


Hay un conjunto de cotizantes a los que, por la característica de su enfermedad, por su edad o por el alto riesgo que representan, probablemente no los aceptarían fácilmente en otra isapre. Por consiguiente, el Ejecutivo echa mano al expediente de imponer el traslado a otra institución de esos cotizantes cautivos, que son los más complejos de distribuirse en el mercado. 


Hoy existe libertad, como todos sabemos, para cambiarse de una isapre a otra; pero es este grupo de cotizantes cautivos el que genera el problema, situación y diagnóstico que comparto. Pero no puedo estar de acuerdo con que, en virtud del proyecto, se obligue a otra isapre a tener que recibirlos. Creo que ese mecanismo es inadecuado. 


Lo que se debiera buscar, a mi juicio, es algo semejante a lo que tienen las administradoras de fondos de pensiones o de fondos mutuos o de seguros, donde existe una suerte de garantía del Estado para esos cotizantes.


Se propone establecer una mochila en favor del cotizante cautivo, que tiene dificultad, para facilitar que sea recibido por otra isapre. Sin embargo, no me parece justo, ni constitucionalmente aceptable, desde el punto de vista de las garantías que se establecen en la Carta Fundamental, que por el problema de una isapre del sistema, se obligue a otra institución a recibir a los cotizantes con más dificultades. 


¿Qué hubiésemos deseado? Que ante la insolvencia de una isapre, procediera una licitación pública, para que el mercado comprara esa cartera de 50 mil, 60 mil o 20 mil cotizantes, y a los que tuvieran problemas por ser son cautivos, debería dárseles una garantía adicional, un crédito a su favor, una garantía del Estado, para su mayor seguridad.


Pero por el problema de unos pocos, estamos obligando a recibir al resto, lo que me parece una solución inadecuada. Si bien el proyecto de ley contempla el sistema de licitación, le pone tal nivel de trabas -aprobación de la junta de accionistas y otras exigencias- que impide que el proceso sea todo lo dinámico y flexible que este problema requiere. 


En segundo lugar, quiero hacerme cargo de una muy particularísima indicación que un conjunto de diputados de la Concertación, fundamentalmente profesionales de la salud, han formulado al numeral 5 del artículo 1º, mediante la cual proponen lo siguiente: “Las instituciones no podrán adeudar a sus prestadores obligaciones derivadas de las prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la institución que excedan el plazo de treinta días contados desde su otorgamiento”. 


Esto sí que es irritante para todo el resto de los profesionales y prestadores de servicios: que en virtud de una ley obliguemos a las instituciones a pagar al prestador la boleta de honorarios correspondiente en un plazo máximo de 30 días, ni siquiera en el momento en que se emite la boleta o factura, sino en un plazo de “treinta días contados desde su otorgamiento”. Para que hablemos claro: un médico atendió a un paciente. De ahí en adelante, la institución respectiva tiene treinta días para pagar esa prestación.


Sobre la materia, pregunto: ¿Dónde está la libertad económica para que los prestadores e instituciones puedan llegar a acuerdo sobre la forma de pago? Podrá haber incentivos para pagar más rápido o más lento, pero ¿qué profesional o prestador de servicios de cualquier actividad, tiene esa garantía por ley? ¡Esto es darle título ejecutivo a una prestación, lo que resulta muy irritante para los profesionales de otras áreas! Todos los días vemos cómo se transan productos y servicios, con facturas a 40, 60, 90 y 120 días, y las partes se ponen de acuerdo. ¡Qué beneficio y privilegio más irritante es el que pretenden los prestadores y profesionales de la salud al autogenerarse este beneficio exclusivo! En verdad, es incomprensible.


En esta materia, como lo ha dicho otro colega, espero muy sinceramente que todos los parlamentarios médicos que son prestadores de servicios en instituciones de salud o pudieran serlo en el futuro, o sus cónyuges, cada uno, en conciencia, se inhabilite en la votación del numeral 5 del artículo 1º. Espero que rechacemos esa proposición. 


Sobre la materia, la ley orgánica constitucional del Congreso es clarísima en su artículo 5º B, y espero que la Mesa lo haga presente. Dice: “Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o a las personas ligadas a ellos por adopción. Con todo, podrán participar en el debate...”.


Espero que los diputados médicos, por respeto a ellos, o los que tengan cónyuges enfermeras o médicos, se inhabiliten en la votación de este artículo, porque constituye un beneficio directo en caso de llegar a aprobarse. En los términos propuestos, resulta irritante para los profesionales de otras áreas.


En resumen, quiero pedir votación separada de los siguientes números del artículo 1º: 2.-, letra a); 3.-, 5.-, numeral 2.-; 7.-, 8.-, 9.-, 10.- y 11.-, porque tenemos posiciones distintas respecto de cada uno de ellos. 


En resumen, es un proyecto de ley que se hace cargo de la crisis generada por el caso Corfo-Inverlink; que busca una solución, en parte adecuada, y en otra inadecuada, por la distribución aleatoria; que establece un privilegio irritante para el grupo de prestadores de servicios en salud, y que consigna garantías, en algunos casos excesivas, más allá de lo que se pudiera requerir.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Vilches.


El señor VILCHES.- Señora Presidente, quiero dar a conocer mi posición respecto de este proyecto, cuya finalidad es legislar para proteger a los cotizantes o afiliados a una AFP, isapre o empresa aseguradora. Al respecto, le comentaba al ministro que cuesta un poco entender y legislar sobre una materia surgida como consecuencia de un “terremoto”; porque la quiebra de una empresa como Inverlink, que arrastró a algunas instituciones, como la isapre Vida Plena y otras, demuestra que pueden ocurrir hechos catastróficos que obligan a que sus usuarios deban ser acogidos en otras entidades con respaldo.


Pero ¿alguna vez los usuarios podrán enterarse o fiscalizar el quehacer de estas instituciones para denunciar sus riesgos? ¿O son las superintendencias las que deben poner las cosas en su lugar y advertir cuando las administraciones están trabajando mal y presentan riesgos de quiebras? En el fondo, con este proyecto de ley, cuando quiebre una isapre, una AFP o una compañía de seguros, habrá una garantía para el pago de los beneficios a sus usuarios, para cambiarse de institución y para que sea respetada la totalidad de sus derechos.


Vamos a aprobar el proyecto, pero me habría gustado fortalecer más las capacidades fiscalizadoras de las superintendencia a fin de que pudieran prever hechos catastróficos, como la quiebra de una isapre, de una AFP o de una compañía de seguros.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señora Presidenta, coincido con las expresiones de que este proyecto de ley es muy importante y oportuno, y que busca resguardar los derechos de los afiliados a las isapres y a las administradoras de fondos de pensiones. Sin embargo, me haré cargo de algunos aspectos planteados en la Sala que, incluso, tocan problemas de constitucionalidad.


En el mensaje se cita una norma constitucional que no debe ser olvidada: el último inciso del número 9º del artículo 19 de la Carta Fundamental, que establece: “Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado;”.


Ése es el punto de partida para analizar por qué es necesario legislar cuando una isapre deja de actuar, por ejemplo, por la declaración de quiebra, y una persona ve vulnerado su derecho primario de opción entre un sistema y otro. Es muy importante tener presente este punto, porque es lo que, en definitiva, se toma en consideración para enfrentar ese hecho ajeno a la voluntad, que puede conculcar el derecho del afiliado.


Señala también el mensaje que resulta indispensable garantizar al afiliado que sus derechos no serán afectados, obligación que deben asumir las isapres en su conjunto. Ello por los diferentes sistemas contemplados en el proyecto, que van en un proceso gradual hasta llegar, en última instancia, al que ha sido cuestionado por algunos colegas, como es la adjudicación definitiva de la cartera, con un sistema además aleatorio; vale decir, que permite que la cartera sea distribuida de manera equilibrada entre las isapres adjudicatarias. Esto tiene un origen muy claro, que tampoco debe ser olvidado. Las isapres funcionan y se financian con el siete por ciento de la remuneración de cada persona destinado a salud, tema básico para cualquier análisis. No se trata de un aporte voluntario, sino obligatorio. Ese siete por ciento, al igual que lo que ocurre con el diez por ciento para las administradoras de fondos de pensiones, insisto, es obligatorio y no un acto de mera voluntariedad. Por lo tanto, no se puede comparar con algún sistema de ahorro voluntario, como fondos mutuos, por ejemplo, e incluso con la contratación de un seguro no obligatorio. Esto es absolutamente distinto del ámbito previsional, ya sea que se trate de aportes para invalidez, sobrevivencia y vejez, en el caso del sistema de administradoras de fondos de pensiones, como en el caso de las instituciones de salud previsional o del Fonasa, en el campo de la salud.

Este es un punto de partida jurídico para establecer algunas obligaciones para las isapres en resguardo de sus afiliados, lo que no es posible exigir cuando la actividad que se realiza es voluntaria, y que se refleja en cargas para esas instituciones. Por lo demás, no son cargas cuando está presente el elemento de distribución equitativa señalado.


¿Qué puede preocupar a personas que defienden el sistema de isapres como empresa? Que las isapres deben hacerse cargo de personas con carencias especiales o que padecen enfermedades catalogadas de catastróficas. Pero eso forma parte del sistema. ¿Por qué hay carencias? ¿Por qué hay personas discriminadas? ¿Por qué algunas deben pagar más por su sistema previsional? ¿Por qué hay cotizantes cautivos? Esas son las preguntas que uno se debe formular.


Si se analiza la actividad de las isapres como esencialmente situada en el ámbito de servicio -la salud-, habrá acuerdo en que les corresponde paliar esta situación y no ser consideradas como un negocio cualquiera, dado que es obligatorio que los cotizantes destinen el siete por ciento de sus ingresos a salud.


Respecto de los afiliados cautivos -a los que otras isapres no aceptan, por lo que quedan obligados a permanecer en la institución de salud a la que se afiliaron cuando no sufrían determinada enfermedad o tenían menos edad-, lo lógico es que el conjunto del sistema responda y se haga cargo tanto de ellos como de su grupo familiar. Sin embargo, si las licitaciones no tuvieran resultado y se llegara a la adjudicación, ésta no debería ser única, sino equitativa en su distribución, a fin de no cargar en una sola isapre toda la afiliación de las personas cautivas.


Por otra parte, estoy de acuerdo con las modificaciones al decreto ley Nº 3.500, pues mediante las disposiciones propuestas se evita la liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el fondo en liquidación.


Así, la modificación de los artículos 42 y 43 del decreto ley Nº 3.500 pone término a la obligación de recurrir al mercado formal para el traspaso de activos desde las AFP liquidadas hacia las de destino. Nos parece adecuada esta norma, al igual que la referida a la flexibilización de la gestión del síndico nombrado por el superintendente y el resguardo de las rentas vitalicias, al asociar a las pólizas traspasadas el ejercicio futuro de la garantía estatal, para lo cual se fija una fecha para que ésta se haga efectiva.


Comparto la inquietud del diputado señor Lorenzini en cuanto a que tres años para la implementación del sistema establecido en el proyecto, en relación con la adecuación de las instituciones de salud previsional, es un plazo muy largo. Espero que en la tramitación futura de la iniciativa dicho plazo se acorte de manera categórica.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señora Presidenta, como diputado del Comité Socialista y Radical quiero dar a conocer algunos conceptos generales respecto de las modificaciones a las normativas legales sobre instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.


Siempre he considerado la atención de salud como un servicio y no como un medio de lucrar. Quienes me antecedieron en el uso de la palabra, como el diputado señor Lorenzini, han demostrado que las ganancias obtenidas en el último tiempo por las isapres van en claro detrimento de los intereses de sus usuarios o beneficiarios. Por lo tanto, creo que es muy importante que el siete por ciento de cotización obligatoria para salud vaya a un fondo solidario. Sin embargo, la situación vivida por los cotizantes de Vida Plena y de Promepart, a raíz de lo ocurrido con Inverlink, nos ha llevado a proponer modificaciones tendientes a solucionar problemas puntuales, entre ellas las que conceden mayores atribuciones a la Superintendencia de Isapres, que le permitan solucionar problemas como los que sufren quienes cotizan en Vida Plena.


Hoy una de las preocupaciones principales de los chilenos es la salud, y para mejorar su atención se encuentra en trámite en el Congreso el proyecto sobre reforma de la salud.


Los enfermos que recurren al sistema público deben sufrir largas esperas para ser atendidos, especialmente los que requieren de ciertas especialidades médicas y quirúrgicas.


Además, los afiliados a las isapres, como se ha demostrado, sufren discriminación por razones de edad o de género, se les exige mayores cotizaciones o, incluso, muchas veces, son desafiliados unilateralmente.


Esos son, pues, algunos de los problemas que tienen los chilenos respecto de una derecho tan importante como la salud, del cual el Estado tiene la obligación de preocuparse.


Por eso y especialmente por la situación vivida por los cotizantes de Vida Plena, el proyecto en debate, respecto del cual las Comisiones de Salud, de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda han entregado sus informes con los antecedentes necesarios, persigue entregar a la Superintendencia de Isapres las herramientas suficientes para asegurar la atención de salud a todos los afiliados a las isapres.


Termino refiriéndome a lo dicho por el diputado señor Melero, quien ha llamado a inhabilitarnos en la votación a los profesionales de la salud. Pero el señor diputado sólo leyó el primer inciso del artículo 5º B de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y no el segundo, que dice que tal impedimento no regirá en asuntos de índole general que interesen al gremio, profesión, industria o comercio a que pertenezcan. Es decir, la inhabilidad no corre en este caso.


Por lo expuesto, las bancadas de los partidos Radical y Socialista votarán favorablemente las modificaciones propuestas por el proyecto en discusión.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el ministro de Salud, señor Pedro García.


El señor GARCÍA (ministro de Salud).- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero agradecer la disposición de todos los señores diputados que analizaron este proyecto, que nos parece de extraordinaria importancia, dado que es interés del Gobierno proteger a los ciudadanos en un aspecto tan básico como la salud.


Tal como lo dijeron varios señores diputados, ha quedado de manifiesto una fragilidad en el funcionamiento de las isapres, que condiciona una vez más el sistema frente a los usuarios. Por eso, se introducen estas modificaciones y se plantea una serie de aspectos para garantizar a los usuarios una adecuada atención en salud.


Entre las dudas planteadas, quiero hacerme cargo de la del diputado señor Lorenzini y de otros parlamentarios respecto del plazo máximo de tres años que establece el proyecto. Hay una especial preocupación sobre ese aspecto, pues durante dicho período las isapres serán evaluadas año a año y podrán, también, ser intervenidas antes de cumplidos los tres años. La idea es que las isapres que no cumplen con las condiciones que se exigen puedan adecuarse en ese período o vayan demostrando su voluntad de adecuación.


En relación con la distribución aleatoria, quiero insistir en que hay una serie de aspectos previos que fueron mencionados en la Comisión. En todo caso, se insiste en que, entre otras cosas, la junta de accionistas puede hacer una venta de cartera, específicamente de la de cotizantes cautivos. Para ello, el usuario debe ajustarse a un precio de lista de la isapre receptora.


El Ejecutivo desea insistir en que no parece adecuado que se mantengan deudas con prestadores u otros de similar naturaleza. Por eso, se insiste en la garantía, básicamente en generar incentivos para que los pasivos sean del menor monto y costo posibles; de lo contrario, aumentarán los costos de la garantía.


Agradezco a los señores diputados su disposición en una materia que preocupa a un número importante de chilenos.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Delmastro, Dittborn, Egaña, Encina, 
Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, 
Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, Girardi, 
González (doña Rosa), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, 
Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, 



Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Venegas, Vilches, Villouta, Von 
Mühlenbrock y Walker.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Por no haber sido objeto de indicaciones, se declara también aprobado en particular el proyecto, con excepción del numeral 16 de la letra a) del número 2.-; de los números 2.-, 3.-, del numeral 2 del número 5 y de los números 7.-, 8.-, 9.-, 10.- y 11.- del artículo 1º, respecto de los cuales se ha solicitado votación separada.


En votación el numeral 16.- de la letra a) del número 2 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 63 votos; por la negativa, 37 votos. No hubo abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Delmastro, Encina, 
Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), Girardi, 
González (don Rodrigo), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, 



Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Cardemil, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, García-Huidobro, González (doña Rosa), 
Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, 
Melero, Molina, Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el número 3 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 32 abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel (Presidenta).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Delmastro, Encina, Escalona, Espinoza, García (don René Manuel), Girardi, González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hidalgo Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier, Lorenzini, Luksic, 
Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vilches, Villouta y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Dittborn.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Egaña, Errázuriz, Forni, García-Huidobro, Herández, Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Molina, 
Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el número 5.-, con excepción del inciso primero del numeral 2.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 60 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 33 abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, García (don René Manuel), 
Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, 
Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vilches, Villouta y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, García-Huidobro, Hernández, Kast, 
Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, 
Melero, Molina, Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von 
Mühlenbrock.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el inciso primero del numeral 2.-


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 36 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Becker, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Delmastro, 
Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, García-Huidobro, 
González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, 
Longueira, Masferrer, Melero, Molina, 
Moreira, Norambuena, Paya, Pérez don 
Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Guzmán (doña Pía) e Hidalgo.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el número 7 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 63 votos; por la negativa, 32 votos. No hubo abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Delmastro, 
Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier, Luksic, 
Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (doña Adriana), 
Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Barros, Bauer, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don 
Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Molina, Moreira, 
Norambuena, Pérez don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von 
Mühlenbrock.


El señor MELERO.- Pido la palabra.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor MELERO.- Señora Presidenta, si le parece a la Sala, para facilitar la votación, propongo que se voten en forma conjunta los numerales 8.-, 9.-, 10.- y 11.-, del artículo 1º, para los cuales pedimos votación separada.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- ¿Habría acuerdo para actuar en ese sentido?



Acordado


En votación los numerales 8, 9, 10 y 11.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 33 abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobados.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Ascencio, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Delmastro, Encina, Escalona, 
García (don René Manuel), Girardi, 
González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, Villouta y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, García-Huidobro, 
Hernández, Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Molina, Moreira, 
Norambuena, Paya, Pérez don Ramón), 
Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, 
Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


NOMBRAMIENTO DE FISCALES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN REGIÓN METROPOLITANA Y DETERMINACIÓN DE COMPETENCIA JURISDICCIONAL SOBRE COMUNA DE CURACAVÍ. Primer trámite constitucional.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- De conformidad con los acuerdos de los Comités, corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, del proyecto que figura en el tercer lugar de la Tabla, que adelanta los plazos del procedimiento para nombrar fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina el tribunal competente para la comuna de Curacaví.


Diputados informantes de las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda, son los señores Gonzalo Uriarte y Alberto Cardemil, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3265-04, sesión 10ª, en 19 de junio de 2003. Documentos de la cuenta Nº 1.


-Informe de las Comisiones de Constitución y Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 18 y 19, de esta sesión.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento de los señores diputados para que pueda ingresar a la Sala, además del ministro de Justicia, el señor Guillermo Piedrabuena, fiscal nacional del Ministerio Público.


No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Uriarte.


El señor URIARTE.- Señora Presidenta, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, paso a informar, en primer trámite constitucional y reglamentario, sobre el proyecto, originado en mensaje de su Excelencia el Presidente de la República.


La Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas: señores Jaime Arellano Quintana, subsecretario de Justicia; Guillermo Piedrabuena Richards, fiscal nacional del Ministerio Público; Mauricio Decap Fernández, abogado, coordinador legislativo de la reforma procesal penal del Ministerio de Justicia; Pablo Álvarez, director nacional ejecutivo del Ministerio Público, y Juan Enrique Suárez, jefe de la División de Finanzas del Ministerio Público.


El proyecto tiene las siguientes finalidades:

a)
Adelantar en seis meses la fecha para el inicio del procedimiento encaminado a la designación de los fiscales regionales de la Región Metropolitana de Santiago, con el objeto de que éstos puedan asumir sus cargos con la adecuada antelación a la fecha en que debe comenzar a aplicarse la reforma procesal penal en la región señalada.
b)
Facultar al Fiscal Nacional para convocar a los concursos públicos para la primera designación de los fiscales adjuntos de la Región Metropolitana, sin necesidad de que estén nombrados los respectivos fiscales regionales.

c)
Reconocer la competencia del juzgado de letras de Casablanca para conocer todos los asuntos contenciosos y no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, correspondiendo la segunda instancia en tales casos a la Corte de Apelaciones de Valparaíso.

d)
Disponer, respecto de las materias a que se refiere la letra anterior, el cese de la competencia en cuestiones penales, tratándose de los hechos que acontezcan a partir del 16 de diciembre de 2004.

e)
Reglar la situación intermedia relativa a la competencia para seguir conociendo de los asuntos pendientes a que se refieren las dos letras anteriores, que estuvieren siendo conocidos por otros juzgados, asignándosela al juzgado de letras de Casablanca.

f)
Establecer, respecto de las cuestiones en que no ha existido intervención del juzgado de Casablanca, que la competencia para conocer de ellos, sea en primera o en segunda instancia, corresponderá a la Corte de Apelaciones de San Miguel.


En cuanto a los antecedentes, el mensaje parte recordando que la reforma procesal penal ya se encuentra vigente en ocho regiones, debiendo comenzar a regir en cuatro regiones más a contar del 16 de diciembre de 2003, después de lo cual solamente faltará la Región Metropolitana.


Junto con señalar que este es el proceso de mayor importancia en materia de justicia criminal en la historia republicana del país, con crecientes índices de aceptación en la ciudadanía y transformándose en una legislación ejemplar para Latinoamérica, señala que su implementación requiere mucha consistencia y planificación, de modo de ir previendo las dificultades que su puesta en marcha vaya generando.


Añade que, de acuerdo con la calendarización establecida en la ley, la reforma debe entrar a regir en la Región Metropolitana el 16 de diciembre de 2004, correspondiendo al Fiscal Nacional solicitar a las cortes de apelaciones respectivas -en este caso, las de Santiago y de San Miguel- la elaboración de las ternas para la designación de los fiscales regionales con doce meses de anticipación a la fecha señalada.


Agrega que de acuerdo a tal mecanismo, los fiscales regionales asumirán sus funciones con aproximadamente once meses de antelación al inicio del proceso en la región, disposición que ha permitido a las regiones en que ya se está aplicando prepararse debidamente para poner en marcha del nuevo sistema.


Sin embargo, en la Región Metropolitana, dada la cantidad de los nombramientos por efectuar y aplicando cálculos reales de tiempo que ello significa, no es posible aplicar los mismos plazos que para el resto del país. Al efecto, el mismo mensaje efectúa una demostración de tal afirmación señalando los pasos por seguir, los que, en síntesis, consisten en:

a)
La petición del Fiscal Nacional a las dos cortes de apelaciones de la Región Metropolitana para que elaboren las ternas para los cuatro cargos de fiscales regionales, lo que debe hacer el 16 de diciembre de 2003. De acuerdo al tiempo que media entre el llamado a concurso y la posterior designación un mes y medio, aproximadamente, dichos fiscales estarían asumiendo sus cargos a mediados de enero de 2004.

b)
Conforme a lo anterior, a fines de enero se efectuaría el llamado para ocupar los doscientos setenta y nueve cargos de fiscales adjuntos para la región, a los cuales se presentarían, en promedio, seis postulantes, lo que daría un total de mil seiscientos setenta y cuatro personas. El concurso se cerraría a mediados de febrero en atención a que deberían considerarse tres semanas para la entrega de los antecedentes.

c)
Las cuatro fiscalías regionales demorarían dos semanas en la revisión de los antecedentes, lo que significaría que el listado de postulantes para rendir el examen escrito se enviaría a la Fiscalía Nacional a principios de marzo, concluyendo el proceso de revisión de los exámenes a mediados del mismo mes.

d)
A mediados o fines de marzo se notificaría la nota del examen escrito y se fijaría el calendario para el examen oral. Agrega el mensaje que, de conformidad con datos históricos, aprobaría el examen un 45 por ciento de los postulantes, lo que arrojaría un total de setecientos cincuenta personas en condiciones de rendir el examen oral.

e)
El examen oral, tomado por una comisión integrada por los cuatro fiscales regionales, podría efectuarse en seis meses y una semana, considerando hasta diez entrevistas diarias, de cuarenta y cinco minutos cada una, durante tres días a la semana, lo que permitiría concluir con la selección el 19 de octubre, a lo que deberían agregarse tres semanas, aproximadamente, para la confección de las ternas, por lo que el proceso terminaría a mediados de noviembre.

f)
Finalmente, el proceso de selección y designación de los fiscales adjuntos ocuparía alrededor de cinco semanas, es decir, hasta mediados de diciembre. Y si se considera que el proceso de capacitación dura alrededor de cinco meses, estarían listos para asumir el cargo en junio de 2005, esto es, seis meses después de iniciada la reforma en la región.


Por ello, se propone adelantar en seis meses la fecha para que el Fiscal Nacional solicite a las cortes de apelaciones la elaboración de las ternas para los cargos de fiscales regionales, ampliando la antelación de doce a dieciocho meses antes de la entrada en vigencia de la reforma, como también permitir que sea el Fiscal Nacional quien convoque a los concursos para fiscales adjuntos, sin esperar a que estén nombrados los fiscales regionales, los que, no obstante, con el adelantamiento señalado, alcanzarían a estarlo para la fecha en que deban practicarse los exámenes orales a los postulantes a fiscales adjuntos.


El segundo gran objetivo perseguido por el proyecto dice relación con la competencia para conocer de los asuntos contenciosos y no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, situación compleja, por cuanto, de conformidad a lo establecido por la ley Nº 19.861, disposición que, entre otras materias, con la finalidad de aplicar la regionalización a la competencia de las cortes de apelaciones, modificó el Código Orgánico de Tribunales, señalando que el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Valparaíso comprendería la Quinta Región, consecuente con lo cual la Corte Suprema, mediante resolución administrativa, otorgó competencia a los juzgados de Melipilla para conocer de los asuntos originados en el territorio de la comuna de Curacaví.


Agrega el mensaje que tal asignación de competencia en virtud de un acto administrativo altera el principio de juridicidad en materia de radicación de competencia de nuestros tribunales, por lo que se hace necesario que la ley resuelva esta situación.


Para lo anterior se tuvo presente que, históricamente, las causas originadas en el territorio de Curacaví siempre fueron de competencia del juzgado de Casablanca, atendida su cercanía geográfica y la fácil movilización entre ambas localidades. Actualmente, luego de la resolución de la Corte Suprema, estas causas están siendo derivadas a los juzgados de letras de Melipilla, ciudad alejada y unida a Curacaví por escasos medios de movilización y con horarios restringidos. Además de lo anterior, la nueva situación ha aumentado la carga de trabajo de los juzgados melipillanos, los que no cuentan con la suficiente capacidad instalada para absorber este aumento.


En atención a lo anterior, se declara que el juzgado de Casablanca es el único competente para conocer de las cuestiones contenciosas y voluntarias que se susciten en el territorio de la comuna de Curacaví, tomando como base para ello el texto del artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales, el que asigna tal competencia y que no ha sido modificado por ninguna de las leyes dictadas en el contexto de la reforma procesal penal. Precisamente, el hecho de no haber sido modificado tal artículo estaría demostrando que el espíritu del legislador fue el mantener tal competencia hasta que se pueda crear un juzgado de letras en Curacaví.


Agrega el mensaje que, en atención a la entrada en vigencia, el 16 de diciembre de 2003, de la reforma procesal penal en la Quinta región de Valparaíso, y el 16 de diciembre de 2004 en la Región Metropolitana, se ha optado por extender la competencia al juzgado de Casablanca para conocer de los asuntos criminales que se susciten en el territorio de Curacaví, extensión que durará hasta el 16 de diciembre de 2004, fecha en que se establecerá un juzgado de garantía en esta última ciudad, el que, de acuerdo con el nuevo procedimiento, comenzará a conocer las cuestiones que surjan a partir de entonces.


En lo que respecta a la segunda instancia, se ha estimado indispensable respetar el principio de jerarquía de los tribunales, de tal manera que siendo la Corte de Valparaíso el superior jerárquico del juzgado de Casablanca, corresponderá a ésta conocer de todas las cuestiones relacionadas con la intervención de ese juzgado, sin importar que se trate de asuntos originados en el territorio de Curacaví, pero, en el mismo caso, si no ha habido intervención de ese juzgado, como esta última ciudad pertenece a la provincia de Melipilla, se aplica la norma del artículo 55 del Código Orgánico de tribunales, correspondiendo la competencia a la Corte de Apelaciones de San Miguel.


Finalmente, en lo que se refiere a los asuntos contenciosos y voluntarios que en el tiempo intermedio se hubieren incoado, en atención a la resolución de la Corte Suprema, en un juzgado de letras distinto al de Casablanca, se ha optado por enviarlos al tribunal competente, en este caso el de Casablanca, suspendiéndose los plazos y términos que estuvieren corriendo hasta que se certifique su ingreso a este último tribunal. Se exceptúan de esta regla las causas que ya hubieren sido falladas, las cuales seguirán siendo tratadas por los tribunales que dictaron la sentencia, hasta su completa ejecución.

Discusión del proyecto.


Durante el debate acerca de la idea de legislar, la Comisión coincidió plenamente con los fines perseguidos por el proyecto, especialmente con la necesidad de aprobar con celeridad la modificación que se propone a la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, en atención a que con los plazos actuales no resulta posible capacitar debidamente a los fiscales adjuntos que se desempeñarán en la Región Metropolitana, circunstancia que impediría una aplicación eficiente de la reforma en dicha región ya que por ser la más poblada del país es donde existe una mayor incidencia delictual.


No sólo se requiere aprovechar la experiencia ganada con el rodaje del nuevo sistema en el resto de Chile, sino que también aplicarlo en condiciones óptimas, lo que solamente puede lograrse con personal debidamente entrenado. En consecuencia, la Comisión convino en aprobar la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros.


En cuanto a la discusión en particular, después de analizar artículo por artículo, llegó a los siguientes acuerdos:


El artículo 1º modifica al artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.640, intercalando un inciso segundo que dispone que el Fiscal Nacional solicitará la designación de los fiscales regionales de la Región Metropolitana con dieciocho meses de antelación a la fecha en que debe empezar a regir la reforma. Igualmente, establece que los concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos serán convocados por el Fiscal Nacional sin esperar el nombramiento de los fiscales regionales.


Respecto de esta norma, los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la antelación de dieciocho meses que se establece en este artículo, en razón de demoras habidas en la Dirección de Presupuestos y en el Ministerio de Hacienda, comenzó a correr el mismo 1 de julio. De ahí la necesidad de tratar con rapidez esta materia.


Ante una prevención formulada por el diputado señor Burgos, respecto de lo señalado por los representantes del Ejecutivo, en el sentido de que si el proyecto se convierte en ley ya no existirían los dieciocho meses de antelación que menciona el artículo, la Comisión concordó con una proposición del diputado Ceroni para intercalar entre los términos “Santiago” y “con” la preposición “hasta”, circunstancia que flexibilizaba la norma y salvaba la observación.


El mismo diputado señor Burgos mostró aprensión por el hecho de que no se designara a los fiscales regionales antes de la convocatoria para la designación de los fiscales adjuntos, cuestión que fue aclarada por los representantes del Ejecutivo, quienes señalaron que la exigencia constitucional requería la presencia de dichos fiscales para la formación de las ternas y su posterior proposición al Fiscal Nacional, no para la convocatoria, la que si bien hoy debe hacerse por los fiscales regionales, según lo dispone el artículo 41 de la ley Nº 19.640, se requiere, en razón de la necesidad de avanzar rápido en la implementación del sistema, que la primera convocatoria la haga el Fiscal Nacional.


A proposición del diputado señor Bustos, quien estimó que la redacción dada al artículo era susceptible de ser aclarada para evitar interpretaciones erróneas, la Comisión acordó redactar la segunda parte de esta disposición en el siguiente sentido: “Asimismo, la convocatoria a concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos se hará por el Fiscal Nacional, sin esperar el nombramiento de dichos fiscales nacionales”.


Esta indicación se aprobó en la forma ya señalada.


El artículo 2º declara que, el juzgado de Casablanca es competente para conocer de todas las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales.


Su inciso segundo señala que dicha competencia no resulta alterada por las modificaciones introducidas por el artículo 3º de la ley Nº 19.861 al artículo 55 del Código Orgánico de Tribunales.


Su inciso tercero agrega que, tratándose de materias penales, cesará dicha competencia sólo respecto de aquellos hechos acaecidos a partir del 16 de diciembre de 2004.


Los representantes del Ejecutivo explicaron el carácter interpretativo de la norma, señalando que ello se debía a la necesidad de retrotraer la situación al momento en que la Corte Suprema había dictado la resolución que entregaba jurisdicción a los tribunales de Melipilla, por cuanto dicha resolución contradecía un texto legal expreso, como era el artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales.


Respecto de este artículo, debo hacer presente que el restablecimiento de la competencia del juzgado de Casablanca sobre el territorio de la comuna de Curacaví obedece a una sentida aspiración de los habitantes de esta última ciudad, a quienes la situación creada por la resolución de la Corte Suprema ha ocasionado grandes trastornos. Al efecto, cabe recordar que en 1920 Curacaví dejó de pertenecer a la jurisdicción de Melipilla y que desde 1968 había quedado sujeta a la competencia del juzgado de letras de Casablanca. Lo anterior había determinado también que fuera el Conservador de Bienes Raíces de esa ciudad el que llevara la historia de la propiedad raíz de todo el valle de Curacaví, que comprende también algunas localidades de la comuna de María Pinto.


Para explicar lo lógica que resulta la conexión jurisdiccional entre ambas ciudades, basta con efectuar un breve paralelo entre Melipilla-Casablanca y Curacaví-Casablanca. Mientras Casablanca se encuentra a no más de veinte kilómetros de Curacaví, unida a ésta por líneas de buses con una frecuencia de diez viajes diarios y con un costo de 200 ó 300 pesos por persona, Melipilla se encuentra a 50 kilómetros de Curacaví, con sólo dos salidas de buses al día, con un costo de 1.200 a 1.300 pesos por persona. Incluso, las autoridades, jueces y usuarios del sistema judicial de la provincia de Melipilla apoyan esta conexión, por cuanto la inclusión de Curacaví en su territorio jurisdiccional dificulta considerablemente su trabajo en la investigación de cualquier hecho criminal ocurrido en esta última comuna, por cuanto les obliga a trasladar legistas desde San Antonio para practicar las pericias correspondientes en esos lugares. Todo lo dicho justifica plenamente las modificaciones planteadas por el Ejecutivo.


La Comisión aprobó por unanimidad esta disposición. No obstante, cabe hacer presente que los términos empleados para referirse a las materias cuyo conocimiento se entrega al juzgado de Casablanca no parecen ser los más apropiados, resultaría más claro e inequívoco utilizar las expresiones “asuntos contenciosos” y “no contenciosos”, solución que el Ejecutivo también comparte, tanto en éste como en los artículos 3º y 1º transitorio, motivo por el cual presentaremos la correspondiente indicación.


El artículo 3º dispone que las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, incoados ante el juzgado de letras de Casablanca que, por cualquier motivo, corresponda conocer a un tribunal superior, serán de competencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso.


Su inciso segundo agrega que los demás casos serán de competencia de la Corte de Apelaciones de San Miguel.


La disposición, que no es más que una aplicación de las reglas procesales sobre radicación y jerarquía, se aprobó en los mismos términos, sin debate y por unanimidad.


El artículo 1º transitorio establece que las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de Curacaví, que a partir del 31 de enero de 2003 hubieren sido conocidos por otros juzgados de letras, serán derivados al juzgado de letras de Casablanca para la prosecución de los mismos en ese tribunal.


Su inciso segundo dispone la suspensión de los plazos que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren corriendo, hasta el día y hora en que el secretario del juzgado de Casablanca certifique el ingreso del asunto al tribunal.


Su inciso tercero exceptúa de las reglas anteriores a los asuntos que a la fecha de publicación de esta ley ya estuvieren fallados, todos los cuales seguirán siendo vistos por el tribunal que se pronunció hasta su completa ejecución.


La norma regla la situación intermedia producida entre el 31 de enero de 2003, fecha de publicación de la ley Nº 19.861, que modificó el artículo 55 del Código Orgánico para ajustar las competencias de las cortes de apelaciones a la regionalización, y a la fecha de publicación como ley de este proyecto, entregando la competencia para conocer de los asuntos pendientes al juzgado de Casablanca y disponiendo la suspensión de los plazos que ya estuvieren corriendo hasta el ingreso del asunto a este último tribunal.


Se aprobó sin debate y por unanimidad, en los mismos términos, el citado artículo 1º transitorio.


El artículo 2º transitorio dispone que el mayor gasto fiscal que origine la aplicación de esta ley se financiará con cargo a la redistribución de los recursos asignados en la partida presupuestaria Ministerio Público de la Ley de Presupuestos para el 2003.


Se aprobó sin debate y por unanimidad, en los mismos términos.


En cuanto a las constancias, cabe señalar que de conformidad a lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

1.
Que los artículos 1º, 2º y 3º permanentes y el artículo 1º transitorio tienen rango de ley orgánica constitucional por afectar, el primero, la organización y atribuciones del Ministerio Público, conforme lo señala el artículo 80 B de la Constitución Política, y los tres siguientes, la organización y atribuciones de los tribunales, según lo indica el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.

2.
Que el artículo 2º transitorio es de competencia de la Comisión de Hacienda.

3.
Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad.

4.
Que no hubo artículos ni indicaciones rechazados por la Comisión.


Como diputado informante -no como miembro de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia-, quiero aprovechar esta oportunidad para agradecer, en nombre de los habitantes de la provincia de Melipilla, al Poder Ejecutivo y a todos los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia por haber enmendado una situación que en verdad los afectaba, y alabar la perseverancia demostrada por el Fiscal Nacional del Ministerio Público y por el Ministro de Justicia, aquí presente, por materializar esta reforma, despejando con ello cualquier duda que pudiera haber sobre una nueva postergación.


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Recuerdo a los señores diputados y señoras diputadas que el acuerdo de los Comités consiste en que, terminado el informe de Hacienda, se otorgarán hasta cinco minutos por bancada, después de lo cual procederemos a votar los dos proyectos.


Tiene la palabra el diputado señor Cardemil, informante de la Comisión de Hacienda.


El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto 



de ley que adelanta los plazos del procedimiento para nombrar fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina el tribunal competente para la comuna de Curacaví.


El adelantamiento de los mencionados plazos es una cuestión indispensable para atender las necesidades de la Región Metropolitana. Tal propósito se consigue mediante la modificación del artículo tercero transitorio de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, facultándose al Fiscal Nacional para solicitar la designación de los fiscales regionales de la Región Metropolitana con dieciocho meses de anticipación y para convocar a concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos. Asimismo, se aclara la situación jurisdiccional de la comuna de Curacaví, determinándose el tribunal competente para conocer las causas originadas en dicha comuna.


La modificación del artículo 3º transitorio de la ley 19.960 conlleva un gasto fiscal, por una sola vez, de 116 millones de pesos, que se financiará con cargo a los recursos del presupuesto vigente del Ministerio Público, por lo que este proyecto no implica un mayor gasto fiscal durante el año 2003 ni en los sucesivos.


Termino, señalando que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda, con los votos de los diputados señores Jaramillo, Alvarado, Álvarez, Cardemil, Dittborn, Escalona, Hidalgo, Lorenzini, Ortiz, José Pérez y Tuma.


Por lo tanto, la Comisión de Hacienda recomienda a la Sala la aprobación del proyecto que es de indudable beneficio para las localidades aludidas.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Jorge Burgos.



El señor BURGOS.- Señora Presidenta, tal como señaló el diputado Uriarte, informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, si bien este proyecto no fue tratado sobre Tabla, sí fue visto con mucha rapidez por la importancia que reviste para el sistema y para la prueba de fuego de la Reforma Procesal Penal, cual es, sin duda, su aplicación en la Región Metropolitana. En consecuencia, resulta fundamental todo lo que hagamos por adelantar el nombramiento y preparación de quienes serán elementos centrales del nuevo sistema en nuestra región: los fiscales. Por eso nos parece bien que el Ministerio de Justicia y, en particular, el Ministerio Público, hayan pedido que se modifique la ley para que esos funcionarios asuman sus tareas en forma más sistemática e íntegra.


Creo que nadie dudará en aprobar un proyecto de esta naturaleza, tanto en lo que respecta a su objetivo principal, como por cierto, lo contenido en el "otrosí", cual es subsanar una situación que con toda razón calificó de errónea el diputado señor Gonzalo Uriarte.


Ahora bien, a propósito de la preocupación del Ministerio de Justicia de dar los pasos necesarios para que la reforma se implemente sin postergación en la Región Metropolitana, por su importancia, deseo insistir, una vez más, en la necesidad de que -ojalá con la Fiscalía- se haga un estudio sobre la seguridad ciudadana, problema central para la tranquilidad de la gente.


Se acaba de conocer un estudio sobre la eventual dicotomía entre reforma procesal y seguridad ciudadana, realizado por los profesores de la Universidad Diego Portales señores Andrés Baytelman y Mauricio Ducce. Es muy importante para salir al paso, por ejemplo, del aumento de denuncias en las regiones en que se ha implementado la reforma, que va más allá del promedio nacional, particularmente en la Región Metropolitana.



Todos esperamos que ello se deba a la mayor confianza de la gente en el sistema. Por lo menos, ciertos datos indican eso. Sobre el 65 por ciento de la población confía en la reforma y, a la hora de ser víctima de un delito, lo denuncia. Pero, no hay datos empíricos al respecto y se puede demostrar que la mayor cantidad de denuncias es sólo consecuencia del aumento de la victimización. Por lo tanto, debe demostrarse empíricamente la versión positiva y negativa. 


De manera que es necesario hacer un esfuerzo en aquello, porque se equivocan quienes creen que la reforma procesal penal no tiene que ver con la seguridad ciudadana. Obviamente, su objetivo no sólo es la defensa de los derechos de las víctimas del imputado, sino también la seguridad ciudadana.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señora Presidenta, Renovación Nacional va a votar favorablemente el proyecto, cuya importancia estriba en la implementación de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana. 


Si en la capital se produce el 40 por ciento de los delitos, es necesario anticiparse en la nominación de los fiscales adjuntos para que tengan la capacitación necesaria que les permita enfrentar el inicio de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, en 2004, ya que el proceso de selección y designación respectivo ocuparía alrededor de cinco semanas, es decir, hasta mediados de diciembre. Si se considera que el proceso de capacitación dura alrededor de cinco meses, ellos estarían listos para hacerse cargo de sus funciones en junio de 2005, es decir, seis meses después de iniciada la reforma.


Considerando lo difícil que ha sido la implementación del sistema en otras regio



nes, mucho más pequeñas, de menor población y, por ende, con menor cantidad de delitos, es fundamental anticipar la designación de los fiscales regionales y de los fiscales adjuntos de la Región Metropolitana. 


También, como lo ha señalado el diputado informante, el proyecto reconoce la competencia del juzgado de letras de Casablanca para conocer todas las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, por lo cual corresponde, obviamente, la segunda instancia en tales casos a la Corte de Apelaciones de Valparaíso.


Tratándose de materias penales, cesará dicha competencia sólo respecto de los hechos que acontezcan a partir del 16 de diciembre de 2004.


En los demás casos, será competente la corte de Apelaciones de San Miguel.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Bustos.


El señor BUSTOS.- Señora Presidenta, el Gobierno de la Concertación está implementando la reforma más importante de los dos últimos siglos en materia procesal: la reforma procesal penal, esperada por todo el mundo ya que facilita el acceso a la justicia a quienes lo necesiten en conformidad con los derechos de los ciudadanos.


Desde principios del siglo XIX no se había logrado la igualdad en el acceso a la justicia de todos los sectores de la población, pero esa falencia se está subsanando con la reforma procesal penal, como lo señaló el diputado señor Burgos. En ese sentido, el Ministerio Público cumple una gran labor, por cuanto, precisamente, en forma preferente, no exclusiva, debe ejercer la acción pública en los procesos a que den lugar las denuncias.


El proyecto de ley viene a respaldar la aplicación de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, donde está casi la tercera parte de la población del país y se producen los delitos más complejos y graves, especialmente de tipo socioeconómico, que, por lo general, implican organizaciones poderosas. Por eso, es fundamental que el Ministerio Público se prepare y capacite con suficiente anterioridad.


Así, el artículo 1º faculta al Fiscal Nacional para designar a los fiscales regionales con hasta dieciocho meses de anticipación, de modo que estos cuenten con el tiempo suficiente para arbitrar las medidas necesarias para la capacitación del resto de los funcionarios, organizar las respectivas fiscalías y, llegado el momento, tener a su disposición los mejores instrumentos de acción pública para el esclarecimiento y la investigación de los hechos delictivos denunciados.


De la misma manera -aunque ya no serán dieciocho meses, sino menos tiempo-, en la segunda parte del citado artículo se le faculta para hacer la convocatoria a los concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos. No hay que equivocarse en eso. Se refiere sólo a la convocatoria, porque la designación requiere la presencia del fiscal regional. De manera que no hay contradicción con la reforma procesal penal ni con la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, en relación a quién debe designar o quién debe estar presente en la designación de los fiscales adjuntos. 


Por eso, estimamos que el artículo 1º se ajusta a la realidad que va a enfrentar el Ministerio Público en la Región Metropolitana, con el objeto de que la reforma procesal penal tenga el éxito que corresponde y satisfaga las necesidades de la población desde el punto de vista del acceso a la justicia y del debido proceso. 


El artículo 2º se refiere a una materia completamente diferente: la relación entre las comunas de Curacaví y Casablanca.


Ciertamente, resulta un absurdo que la comuna de Curacaví dependa, desde el punto de vista de la competencia, del tribunal de Melipilla, ubicado a gran distancia de ella, a diferencia de Casablanca, que queda a pocos kilómetros y con fácil acceso.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Diputado Bustos, le pido que redondee su idea porque ha terminado su tiempo.


El señor BUSTOS.- Por lo tanto, resulta mucho más recomendable que sean el juzgado de Casablanca y la Corte de Apelaciones de Valparaíso los que tengan la competencia correspondiente. 


Por último, estoy de acuerdo en que desde un punto de vista técnico y pedagógico es preferible decir “asuntos contenciosos y no contenciosos”, en vez de “causas y asuntos no contenciosos”, aún cuando el concepto de “causa” evidentemente esté referido a “contencioso”. Pero desde una perspectiva general, es más explícito hablar de “contencioso y no contencioso”. 


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Uriarte.


El señor URIARTE.- Señora Presidenta, atendido lo avanzado del tiempo y lo detallado del informe que me correspondió hacer sobre el proyecto, sólo quiero detenerme en dos puntos.


En primer lugar, para valorar la oportunidad que tenemos de legislar sobre la materia. Al adelantarse a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal, el Congreso da una señal muy clara en el sentido de que no van a haber nuevas postergaciones en algo tan sustantivo e importante para la historia del derecho procesal chileno. Y digo esto en momentos en que han surgido algunas voces -no las entendemos mucho- en el sentido de que habría algunas postergaciones en la entrada en vigencia de este proceso.


Por eso, valoramos la oportunidad, la claridad y, al mismo tiempo, la decisión y la voluntad de perseverar que han manifestado el ministro de Justicia y el Ministerio Público en esta materia.


En pocos minutos más se va a votar la indicación -que ya explicó el diputado 
Bustos y que esperamos, al igual que el proyecto en su integralidad, se apruebe por unanimidad- con la cual se pretende ajustar la técnica legislativa para evitar futuros equívocos o interpretaciones que puedan alejarse del espíritu del proyecto.


Por todo lo anterior, anuncio el voto favorable de nuestra bancada.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Finalmente, tiene la palabra el diputado Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señora Presidenta, la bancada del Partido Por la democracia apoya esta reforma y lo que ella implica. No hay duda de que el hecho de ponerse en ejecución en todas las regiones constituye un gran cambio para el país y contribuye a la transparencia de la justicia. Si nos hubiéramos quedado con la ley como está, se habría producido un atraso de por lo menos seis meses en el nombramiento de los fiscales adjuntos. Por eso se adelanta el proceso en seis meses, para que se elijan dichos fiscales y reciban los cursos de capacitación que correspondan con la debida antelación.


Asimismo, es lógico y atendible que la comuna de Curacaví quede bajo la competencia del tribunal de Casablanca, puesto que el hecho de depender del de Melipilla es absolutamente inadecuado y perjudicial para su gente.


Vamos a apoyar totalmente este proyecto y esperamos que su tramitación sea lo más breve posible.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación en general el proyecto de ley que adelanta los plazos del procedimiento para nombrar a los fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina el tribunal competente para la comuna de Curacaví, con excepción de los artículos 1º, 2º y 3º permanentes, y 1º transitorio, que contienen materias propias de ley orgánica constitucional.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), García (don 
René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier, 
Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vilches, 
Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación en general los artículos 1º, 2º y 3º permanentes, y 1º transitorio, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de sesenta y cinco señoras y señores diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, 
Letelier, Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, 
Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, 
Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Si le parece a la Sala, con la misma votación se darían por aprobados, en particular, los artículos que no requieren quórum especial y el artículo 1º del proyecto, dejándose constancia de que se ha reunido el quórum constitucional requerido. 


Aprobados. 


Hago presente a la Sala que el diputado Uriarte ha formulado indicación con el objeto de sustituir, en los artículos 2º y 3º transitorios, las expresiones “las causas y asuntos no contenciosos”, por “asuntos contenciosos y no contenciosos”. 


Si le parece a la Sala, con la misma votación anterior se daría por aprobada en particular la indicación y los artículos respectivos, dejándose constancia de que se ha alcanzado el quórum constitucional requerido. 


¿Habría acuerdo? 


Aprobados.


Despachado el proyecto. 


-Aplausos.



La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el ministro de Justicia.


El señor BATES (ministro de Justicia).- Señora Presidenta, en nombre del Gobierno, quiero agradecer, de manera muy particular, a la honorable Cámara por la aprobación del proyecto. 


Como es sabido, este proyecto se inserta en los esfuerzos que se están realizando para que la denominada reforma procesal penal esté completamente implementada en el país en diciembre de 2004.


Pero, estos esfuerzos van más allá de la reforma procesal penal misma, con toda la importancia que ella tiene, y se insertan también dentro de un afán mayor de reforma a la justicia penal que comprende la parte sustantiva penal, en la cual el Ministerio de Justicia está trabajando con su foro penal, compuesto de distinguidas personalidades, y la reforma penitenciaria. Son los tres componentes que integran lo que denominamos la reforma a la justicia penal del país. 


Este proyecto tiene que ver con uno de los componentes, tal vez el más importante, cual es precisamente la capacitación de los actores que trabajan en el sistema. 


Quiero también informar que las dos evaluaciones serias que se han hecho sobre la implementación de la reforma en las regiones del país demuestran indicadores particularmente favorables, incluso la percepción ciudadana respecto de su funcionamiento. Por ello estamos particularmente interesados -a eso apuntan los esfuerzos- en que esta reforma efectivamente rija en las regiones más pobladas, donde los problemas, seguramente, son diferentes a los que se han detectado en esas dos evaluaciones académicas. 


Finalmente, quiero reiterar mi agradecimiento a la honorable Cámara por su dispo



sición a aprobar este proyecto que pasa a ser un hito más en los esfuerzos que acabo de señalar. 


Muchas gracias.


-Aplausos.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

APOYO A NOMINACIÓN DE OSWALDO PAYÁ A PREMIO NOBEL DE LA PAZ PARA EL AÑO 2003.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 230, de los señores Patricio Walker, Exequiel Silva, Gabriel Ascencio y Edgardo Riveros.


“Considerando:


Que don Oswaldo José Payá Sardinas, fundador del Movimiento Cristiano de Liberación (MCL) cubano y redactor del Proyecto Varela, representa, por primera vez, una voz opositora reconocida frente a la dictadura del régimen de Fidel Castro.


Que la labor política de Payá Sardinas comenzó en su etapa escolar, donde fue el único alumno que se negó a pertenecer a la Unión de Pioneros (preámbulo de la Unión de Jóvenes Comunistas). Posteriormente, a los diecisiete años, después de la invasión de Checoslovaquia, generó en su escuela un ambiente de crítica a los invasores soviéticos, lo que motivó que lo enviaran a un campamento de castigo de trabajos forzados, bajo las leyes del Servicio Militar, en mayo de 1969.


Que, en la década del ‘70, ante la imposibilidad de habitar su propio hogar, el obispo de La Habana, Monseñor Francisco Oves, le dio las llaves de la Iglesia, momento elegido por don Oswaldo Payá para abrirla a los perseguidos por el régimen de 
Castro, sin discriminar el credo religioso. Esto le significó una serie de persecuciones por parte de la policía, pese a lo cual se negó a emigrar, en 1980, cuando familiares residentes en Miami lo fueron a buscar al puerto de Mariel.


Que, en febrero de 1986, participó como delegado de la Diócesis de La Habana en el Encuentro Nacional Eclesial Cubano (Enec), donde expuso el documento “Fe y Justicia”, que defendía el derecho de los católicos cubanos a practicar su fe con absoluta libertad. Ese mismo año, Payá Sardinas fundó el Movimiento Cristiano de Liberación (MCL), iniciando una nueva etapa de lucha pacífica y civilista por la reconciliación nacional.


Que, en 1990, después de haber sido detenido por la policía política, Payá Sardinas y el MCL hicieron público el “Llamamiento al Diálogo Nacional” entre todos los cubanos, dentro y fuera de la Isla. Empezaron una campaña de recolección de diez mil firmas, la que se concretó el 10 de mayo de 2002, en el denominado Proyecto Varela.


Que Payá Sardinas ha recibido de la comunidad internacional un apoyo casi unánime a su gestión, siendo reconocido por varias entidades como un luchador por la democracia y los derechos de sus ciudadanos. Entre los reconocimientos que se le han efectuado, cabe destacar:


-Premio Averell Arriman, otorgado por el Instituto Nacional Demócrata de Estados Unidos a aquellas instituciones y personajes que luchan por los valores de la democracia, los derechos humanos y el crecimiento económico.


-Premio Andrei Sajarov, otorgado por el Parlamento Europeo, en octubre de 2002, por su actuación en favor de los derechos humanos. 


-Doctorado Honoris Causa en Humanidades y Letras, otorgado por la Universidad de Miami, en 2002.


Que, en el espíritu de reconocer el aporte que ha significado su lucha por la democracia en Cuba, en Suecia se conformó el Comité Escandinavo por el Premio Nobel de la Paz 2003, siendo uno de los nominados.


Que, en atención a los antecedentes expuestos, Chile, como República democrática, debe sumarse a los esfuerzos por reconocer la labor de Payá Sardinas, personaje trascendental en la búsqueda de una evolución política para Cuba a través de vías pacíficas.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a US. que exprese su decisión en orden a apoyar formalmente la nominación de don Oswaldo Payá Sardinas para obtener el Premio Nobel de la Paz 2003”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto.


Tiene la palabra el diputado señor 
Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, Oswaldo José Payá Sardinas, fundador del Movimiento Cristiano de Liberación, es el cubano a quien se le encomendó la misión de redactar el Proyecto Varela, que representa por primera vez una voz opositora a la dictadura de Fidel Castro.


Se debe tener en cuenta su trayectoria. Por ejemplo, en la década del ’70, ante la imposibilidad de habitar su propio hogar, el obispo de La Habana, monseñor Francisco Oves, le entregó las llaves de la Iglesia, cuyas puertas Oswaldo Payá abrió a los perseguidos por el régimen de Fidel Castro, sin discriminar por credo religioso. Esto le significo una serie de persecuciones por parte de la policía, a pesar de lo cual se negó a emigrar en 1980, cuando familiares residentes en Miami lo fueron a buscar al puerto de Mariel.


En 1990, después de haber sido detenido por la policía política, Payá y el Movimiento Cristiano de Liberación hicieron público un llamado al diálogo nacional entre todos los cubanos dentro y fuera de la Isla. Comenzaron una campaña para recoger 10 mil firmas, que se concretó el 10 de mayo de 2002 en el denominado Proyecto Varela, que pide libertad de expresión, de reunión, de asociación, amnistía a los presos políticos y un proceso pacífico acordado en la transición hacia la democracia.


Oswaldo Payá ha recibido un apoyo casi unánime de la comunidad internacional a su gestión, siendo reconocido por varias entidades; por ejemplo, recibió el premio Andrei Sajarov, por su actuación en favor de los derechos humanos, entregado en octubre de 2002 por el Parlamento Europeo.


Como un reconocimiento al aporte que ha significado su lucha por la democracia en Cuba, en Suecia se conformó, el año 2003, el Comité Escandinavo por el Premio Nobel de la Paz, siendo Oswaldo Payá uno de los nominados.


Por último, y en atención a los antecedentes expuestos, Chile, como república democrática, debe sumarse a los esfuerzos por reconocer la labor de Oswaldo Payá, personaje trascendental en la búsqueda de una evolución política para Cuba a través de vías pacíficas.


Por tanto, venimos en proponer este proyecto de acuerdo, que solicita oficiar a la ministra de Relaciones Exteriores para que exprese la decisión de la Cámara de Diputados de Chile de apoyar formalmente la nominación de Oswaldo Payá Sardinas al Premio Nobel de la Paz el año 2003.


He dicho.


-Aplausos.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Iván Moreira.


El señor MOREIRA.- Señor Presidente, en mi calidad de miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores y en representación de la bancada de la UDI, acogemos esta iniciativa como algo tremendamente importante; como un estímulo a la paz, un símbolo que importa mucho para la situación que vive el pueblo cubano en cuanto a recuperar su libertad.


El hecho de que se proponga para el Premio Nobel de la Paz a Oswaldo Payá, es un testimonio que acogemos con gratitud, generosidad y esperanza.


Ante un tema tan delicado, cuando esta Cámara de Diputados enarbola muchas veces la bandera de la democracia, me hubiese gustado que las bancadas de los partidos PPD y PS hubiesen estado presentes y que sus integrantes no se retiraran tan pronto como cuando empezó a discutirse este importante proyecto de acuerdo.


Por eso, la bancada de la UDI acoge esta iniciativa y, en consecuencia, la votará favorablemente; porque es una manera de expresarle al mundo que a diario vemos con preocupación la situación del pueblo cubano.


Se podrán tener distintas visiones acerca de lo que sucede en Cuba, pero una visión común es la de la paz; y el Premio Nobel de la Paz, otorgado a un cubano como él, sería una expresión de esperanza para un pueblo que clama por libertad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando hablamos de la paz mundial nos referimos a una materia de la máxima seriedad y que no admite utilización política. Se sabe que el tema de Cuba no concita unanimidad en la Cámara de Diputados.


Respeto la opinión de la Democracia Cristiana, en particular la del diputado 
Patricio Walker, en torno a su campaña de solidaridad internacional acerca de un proceso de democratización de Cuba. Pero no me parece apropiado, tal como la UDI lo ha señalado en innumerables ocasiones, que nuestro país pueda hacer activismo político respecto de las circunstancias internas de otro país.


Esta solicitud de apoyo busca, sin duda, un impacto de política internacional; persigue un fin que podemos discutir políticamente: contribuir tanto al movimiento anticubano radicado en Miami como, de acuerdo con su concepto, a la democratización de la isla.


Es un tema político que podríamos discutir largamente y que, en definitiva, cuando voto que la UDI y la Democracia Cristiana se unen en torno a él, lo único que puedo concluir es que la Cámara no ha acometido el debate necesario.


Quiero desafiarlos a discutir de verdad el problema de Cuba; porque cada vez que se toca ese tópico hay un silencio absoluto respecto de lo que sufre el pueblo cubano por el bloqueo criminal que Estados Unidos estableció hace más de 40 años. Por lo tanto, hay una visión muy parcial y antojadiza.


-Hablan varios señores diputados a la vez.


El señor NAVARRO.- A quienes gritan en la Sala, los invito a debatir este tema, que siempre he enfrentado con criterio amplio. Jamás he tenido una posición absolutamente obcecada al respecto. Pero creo que el proyecto persigue un objetivo político.


No compartí la negación de la visa al diputado Walker para visitar la isla. Le representamos la situación al embajador cubano, a quien le señalamos, en privado y en público, la posición de los que estimamos que en ese país debe haber una contribución a un proceso democrático, pero que éste debe ser determinado por los cubanos en plena libertad. Para ello es necesario el levantamiento del embargo que Estados Unidos ejerce sobre la isla y que el debate internacional contribuya a la verdadera paz en Cuba y no al fortalecimiento de un grupo que opera, financiado por Estados Unidos, desde Miami, para un objetivo que no es cubano, pues obedece a los intereses de la potencia del norte.


En ese sentido, es mayor mi extrañeza al tener presente la actitud de la UDI y de la Democracia Cristiana en este tema cuando se planteó la formación de una comisión investigadora para que diputados viajaran a Cuba y emitieran un informe a la Sala. En esa oportunidad, pedimos consensuar una visión más amplia y clarificadora sobre el tema, porque había que señalar la violación de los derechos humanos en conjunto con la violación permanentemente perpetrada por el bloqueo de Estados Unidos a la isla.


Por lo tanto, a pesar de que voy a votar en contra de este proyecto de acuerdo, pido abrir un debate de mayor seriedad y alcance para tener una visión mucho más amplia, no sesgada -en esto puedo hacerme una autocrítica-, sobre un tema de primera importancia.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 66; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Burgos, Bustos, 
Caraball (doña Eliana), Cardemil, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Kast, Leay, Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Molina, Mora, 
Moreira, Mulet, Norambuena, Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, 
Riveros, Rojas, Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, 
Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Navarro.


-Se abstuvo el diputado señor Hales.

RESTITUCIÓN DE DEPENDENCIAS DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EN EL ANTIGUO EDIFICIO DEL CONGRESO NACIONAL.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 231, de los señores Errázuriz, Bauer, Tuma, Escalona, Recondo, Ojeda y Bertolino.


“Considerando:


Que, en agosto de 2002, la Cámara de Diputados acordó requerir de la Mesa gestiones destinadas a recuperar las dependencias que le pertenecen al Congreso Nacional en Santiago, sin que esto implique su traslado a la capital.


Que, en el mismo proyecto de acuerdo, se estableció que, cada tres meses, la Mesa informara a la Sala sobre el desarrollo de las actuaciones solicitadas.


Que, en conocimiento de que la señora Presidenta de la Cámara de Diputados ha efectuado gestiones en tal sentido y la Sala no ha recibido tal información.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a V.E. que informe a la Sala sobre los pasos que ha dado para recuperar en el edificio del ex Congreso Nacional los espacios que pertenecen a la Cámara de Diputados, y que, a contar de esta fecha, y sin necesidad de solicitud previa, proporcione, cada tres meses, un informe por escrito a la Sala sobre las gestiones anteriores y sus resultados”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, contando con el acuerdo de todas las bancadas, pido a la Mesa recabar la unanimidad de la Sala para la aprobación de este proyecto.


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para ello?


Aprobado.

VIABILIDAD DEL “PROYECTO RAYO”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al tercer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 232, de los señores Burgos, Seguel, Montes, Aguiló y Leal.


“Considerando:


Que, durante la década de los ‘80, el Ejército -por medio de sus unidades destinadas a la investigación y a la fabricación de materiales bélicos de las Fábricas y Maestranzas del Ejército (Famae)- decidió emprender la construcción de un sistema de armas convencional denominado "Proyecto Rayo", consistente en un cohete (rocket) de autopropulsión, dotado de equipo de mando y control, con un radio de acción preliminar de, aproximadamente, 32 km.


Que la fabricación se ordenó como una necesidad estratégica para la capacidad de disuasión del Ejército, considerando especialmente las adquisiciones y fabricaciones que venían efectuando los países del área.


Que tal emprendimiento se dividió en tres etapas, de las cuales, las dos últimas, se contó con un socio extranjero -la Royal Ordinance-, en su división aérea British Aerospace.


Que, según cifras públicas que se manejan, el costo de este proyecto para el Estado ascendió, en capital, a aproximadamente sesenta millones de dólares (US$ 60.000.000).


Que, en la actualidad, el Rayo ha sido probado con éxito en campos de entrenamiento del Ejército, según se ha informado, encontrándose en estado de ser comercializado a las diversas Fuerzas Armadas que pudieran interesarse en su adquisición.


Que, sin embargo, recientemente, diversas declaraciones dan cuenta del escaso interés que el Ejército de Chile tiene en adquirir el sistema de armas a Famae-Royal Ordinance.


Que, no obstante lo anterior, Famae ha señalado que seguirá adelante con el Pro​yecto Rayo.


Que no es necesario presumir lo dificultoso que resultará vender, aunque sea un sistema, si el Ejército -socio del proyecto- no será el primer adquirente.


Que, atendida la magnitud de los recursos públicos involucrados, la muy probable dificultad de vender el sistema es cuestión esencial al momento de tomar la decisión de invertir.


La Cámara de Diputados acuerda:


Mandatar a la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados para que, en el plazo máximo de cuarenta y cinco días, informe sobre la viabilidad del Proyecto Rayo, de las posibilidades de recuperar lo invertido, de los costos involucrados y de las razones por las cuales hoy aparece improbable la adquisición de lo que originalmente se estimó como una necesidad de defensa”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor, tiene la palabra el diputado Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo busca determinar, a partir de informaciones de prensa y de otras recogidas por la Comisión de Defensa de la Cámara, por qué un proyecto que ha importado al Estado, a todos los chilenos, una inversión del orden de cincuenta millones de dólares, hoy aparece con alta probabilidad de no ser el elemento diseñado originalmente como un arma esencial en la política disuasiva de defensa de Chile. El país merece una explicación respecto de la aparente decisión del Ejército de Chile de no contar con este sistema de cohetería.


Recuerdo que en la Cámara siempre hemos discutido acerca de la necesidad de hacer un control, claro y preciso, de cada peso que se gasta. Bueno, aquí hay 45 ó 50 millones de dólares que necesitamos saber si se gastaron bien o mal. Para eso es básico, a nuestro juicio, a lo menos, pedir a la Comisión de Defensa que, dentro de un plazo razonablemente determinado, se aboque a estudiar las razones por las cuales es posible que el proyecto no sea viable, las medidas que se tomaron para evitar esta situación, si se adoptaron, y cuáles son las alternativas para atenuar el impacto que podría significar para la política de defensa el hecho de que antaño sí fue considerado como un elemento esencial de la política de defensa que justificó cientos de viajes al exterior. El más recordado por los chilenos es el realizado en noviembre de 1998, con el único y exclusivo objetivo de conocer la última etapa del proyecto Rayo.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 20 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Por no haberse alcanzado el quórum requerido, se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 11 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Por acuerdo de la Sala, la votación de este proyecto de acuerdo queda pendiente para la sesión de mañana.

VIII. INCIDENTES

TRASPASO A LAS MUNICIPALIDADES DE PARTE DE LA PROPIEDAD DE LAS EMPRESAS PORTUARIAS ESTATALES. 
Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor 
Ramón Pérez.


El señor PÉREZ (don Ramón).- Señor Presidente, hace algunos días la Sala aprobó un proyecto de acuerdo por medio del cual solicitamos al Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que permita traspasar el diez por ciento de la propiedad de las empresas portuarias estatales a las municipalidades. La idea es que los municipios de las provincias en cuyo ámbito geográfico se encuentren las empresas portuarias estatales puedan recibir un aporte real para su desarrollo y no sólo perciban lo dispuesto por la ley. El traspaso del diez por ciento de la propiedad portuaria estatal a las municipalidades podría concretarse si el Presidente Lagos acoge nuestra petición y envía una iniciativa legal que así lo establezca.


Cabe recordar que la ley Nº 19.542, que implementó las empresas portuarias, buscaba un desarrollo armónico entre los puertos y las ciudades, para lo cual estableció el cuidado especial del entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente, que son los aspectos más afectados por el trabajo portuario. Para tal efecto, el artículo 50 de la citada normativa legal creó una instancia de coordinación a nivel regional denominada Consejo de Coordinación Ciudad-Puerto.


A mi juicio, esos objetivos, en la práctica, no se han cumplido, principalmente porque los ingresos de las empresas portuarias estatales pasan a formar parte del erario. En ese sentido, quiero señalar que el traspaso de esa parte de su propiedad a los municipios constituiría, además de una importante señal de descentralización, un aporte para el desarrollo económico de comunas como Puerto Montt, San Antonio, Talcahuano, Coquimbo, Antofagasta, Arica e Iquique, entre otras, pues, hasta hoy, las ciudades-puerto no se han visto favorecidas por las ganancias que generan las empresas estatales.


Valparaíso -ciudad portuaria- recientemente ha sido declarada patrimonio cultural de la humanidad, reconocimiento por el cual recibirá un apoyo económico sustancial de la Unesco, consistente en un préstamo avalado por el Gobierno chileno. Desde esa perspectiva, a Valparaíso no le vendrían mal los recursos que se generarían como parte del diez por ciento de la propiedad de los puertos, apoyo económico que le permitiría contar anualmente con recursos frescos para apoyar -entre otros- los distintos proyectos de infraestructura turística, programas culturales y hermoseamiento de la ciudad, a fin de mejorar la imagen que hoy se tiene de la capital legislativa del país.


En el caso de Iquique, ciudad que se encuentra en el distrito que represento en esta honorable Cámara, los recursos que se generarían con ese diez por ciento le permitirían ejecutar el proyecto de mejoramiento del acceso al puerto, para lo cual ya se han hecho las expropiaciones necesarias, pero las obras no se han iniciado debido a la presunta falta de fondos. Además, se podría realizar la pavimentación de veredas y calles de la ciudad.


Creo necesario hacer un llamado a mis colegas y a los alcaldes de los sectores donde se ubica la compañía sucesora de la Empresa Portuaria de Chile para que den a conocer el propósito de la propuesta parlamentaria a fin de aunar esfuerzos para que el objetivo final se logre y el Presidente de la República atienda nuestra petición.


Solicito enviar copia de mi intervención, con una nota especial de la Cámara de Diputados, a los alcaldes de las ciudades-puerto mencionadas en la ley Nº 19.542.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión del diputado señor 
Manuel Rojas.


HOMENAJE AL CLUB DEPORTIVO COBRELOA CON MOTIVO DE OBTENER EL CAMPEONATO NACIONAL DE FÚTBOL. Oficio.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Pablo Prieto.


El señor PRIETO.- Señor Presidente, el domingo recién pasado los amantes del deporte, y en especial del fútbol, fuimos testigos de cómo el Club Cobreloa se adjudicó su sexto campeonato nacional de fútbol.


Como ex jugador de Cobreloa, me siento orgulloso de haber presenciado la obtención del título, ya que ello no sólo es un logro deportivo, sino que también significó una satisfacción para los habitantes de Calama y zonas aledañas que pocos pueden dimensionar.


En efecto, los habitantes de Calama son el fiel reflejo del chileno esforzado y trabajador incansable en la obtención de sus objetivos, por lo que la alegría dada por Cobreloa al pueblo de Calama es doblemente meritoria.


Por ello, desde esta tribuna rindo un merecido homenaje no sólo al Club Deportivo Cobreloa, sino que también al pueblo de Calama, porque fue el mejor y es un ejemplo de organización y de trabajo en equipo.


Además, el hecho de alcanzar Cobreloa la sexta conquista de su historia, lo hace merecedor a disputar la Copa Libertadores de América, campeonato en el que estoy seguro representará a nuestro país con la misma entereza y “garra” que poseen los campeones.


Por todo lo anterior, reitero mis felicitaciones a todo el plantel de jugadores; a su cuerpo técnico, dirigido por Nelson Acosta; a su cuerpo directivo, encabezado por su presidente Gerardo Mella Fernández; a los socios y a todos sus simpatizantes por el logro obtenido.


Por último, quiero señalar que mi orgullo y alegría son dobles, puesto que fui uno de quienes iniciaron la historia de Cobreloa, allá por 1977, en la cual destacan muchas personas. Como sería largo enumerar a todos, sólo citaré a algunos: a ese gran presidente, el doctor Sergio Sttopel; a Juan Olivares, a Guillermo Yávar, a Francisco “Chamaco” Valdés, a Ladislao Mazurkiewicz, al “Ligua” Puebla, a Lucho Garisto, al “hippie” Jiménez y a tantos otros. 


Además, hoy quiero destacar los nombres de los talquinos que han formado parte de la historia de Cobreloa y se han desempeñado como jugadores de esa notable institución: Hugo Eduardo Rubio, Juan Covarrubias, Eduardo Fournier, y -actualmente en el plantel campeón-, Boris González, todos talquinos de corazón. Y quien les habla, también.


Por último, solicito que se envíe copia de mi intervención al presidente de Cobreloa, señor Gerardo Mella Fernández; a todo el cuerpo técnico y a los jugadores para que reciban el testimonio de la Cámara de Diputados, con la adhesión de los colegas que deseen hacerlo.


Muchas felicidades al justo campeón.


He dicho.


-Aplausos.

El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de los partidos Unión Demócrata Independiente, Demócrata Cristiano, Socialista y Radical que así lo indican.

HOMENAJE A DISCAPACITADOS CAMPEONES PARAOLÍMPICOS. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel 
Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, me sumo al homenaje rendido por el diputado Pablo Prieto al club deportivo Cobreloa por el título obtenido. La gente del norte, representada por don Ramón Pérez, diputado por la Primera Región, y por quien les habla, diputado por la Segunda Región, se siente orgullosa de su equipo de la Primera División, pero no debemos olvidar que la Segunda Región cuenta con el Club de Deportes Antofagasta, que se ubica en los primeros lugares del fútbol de la Primera División B.


Al homenaje aludido por el colega Prieto, se suma este otro que hoy quiero rendir.


Durante la semana recién pasada, quienes de una u otra forma nos sentimos ligados al acontecer deportivo, fuimos testigos de un hecho que, como siempre, los chilenos no estamos acostumbrados a valorar. En especial me quiero referir a los importantes logros obtenidos por nuestra selección paraolímpica, que participó en las olimpíadas especiales en Irlanda. Sin duda, eso nos enorgullece, más aún cuando soñamos con ser campeones del mundo. En el fútbol, por ejemplo, ellos, que partieron en silencio y quizás sin la ayuda que realmente merecen, hoy retornan al país con el título de campeones mundiales de fútbol, voleibol y tenis.


En este reconocimiento que hoy realizo en nombre de mi bancada, la Unión Demócrata Independiente, como también de todos mis colegas, hago un alto para destacar, en forma especial, a la selección de voleibol damas, campeona mundial paraolímpica -ya que esta representación es oriunda de nuestro querido puerto de Tocopilla-, sabedor de todas las peripecias que sufren los deportistas en nuestro país para conseguir participar en diferentes eventos, más aún cuando son de regiones y, en este caso especial, gente con discapacidad.


Aquí hubo nueve participantes, ocho mujeres y un hombre, que compitió en tenis, junto a los destacados profesores María Cisternas, Lidia Alballay y Santiago Lau, quienes pusieron todo su profesionalismo y amor por hacer del deporte la forma de integración que tanto queremos para los que hoy sufren de alguna discapacidad y por quienes hemos hecho tan poco.


Generalmente, los chilenos celebramos triunfos esporádicos de los deportes más populares, pero la mayoría de las veces nos sentimos decepcionados; el fracaso deportivo se ha transformado en una frase recurrente en nuestro vocabulario. Es de esperar que estos verdaderos logros constituyan el estímulo necesario para que la autoridad deportiva nacional impulse los programas que tanto se espera para el sector con discapacidad, a la luz de la ley del deporte, y que, por su intermedio, se extienda a todas las regiones para reforzar el trabajo en este sector.


Hago también un llamado al sector productivo, a los empresarios de nuestro norte y de todo el país, para que apoyen los proyectos que a la luz de la ley del deporte se puedan entregar y beneficiar con las donaciones deportivas.


Así entonces, hoy más que nunca, me siento orgulloso de la juventud nortina. Ésta es una muestra real de que no toda la juventud está sumida en los males sociales. Por el contrario, hay muchos jóvenes que aun cuando padecen debilidades mucho mayores que las de un niño normal, son capaces de representar a nuestro país con gran éxito y, de ese modo, demostrar a toda nuestra nación que cuando se ofrece una oportunidad a la juventud, ellos son capaces de salir adelante. Las integrantes del seleccionado de voleibol damas de Tocopilla, campeonas paraolímpicas, así lo han demostrado.


Al finalizar mis palabras, pido respetuosamente que se oficie al director de Chiledeportes para que se entregue un reconocimiento nacional a la delegación chilena. Asimismo, que nuestra Corporación reconozca su participación en el evento mundial paraolímpico, desarrollado recientemente en Irlanda. Del mismo modo, solicito que mi intervención se envíe a la directora del Colegio Pedro Aguirre Cerda, de Tocopilla, con las correspondientes felicitaciones de nuestra Corporación.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de la diputada señora María Eugenia Mella y de los diputados señores Ramón Pérez, Prieto, Recondo, Ortiz, Walker, Burgos, Ascencio y Navarro.

HOMENAJE AL SUPERINTENDENTE DEL CUERPO DE BOMBEROS DE RÍO NEGRO. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.


El señor RECONDO.- Señor Presidente, el sábado 5 recién pasado tuve el honor de participar en una ceremonia en la cual se distinguió un conjunto de virtudes humanas reunidas en un servidor público. En dicha ceremonia, que tuvo lugar en la comuna de Río Negro, Décima Región, una de las nueve comunas que conforman el distrito Nº 56, que represento en esta Cámara, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos, a proposición de la junta provincial de Osorno, otorgó la medalla al mérito bomberil a don 
Óscar Alt Winter, reconocimiento que se otorga a nivel nacional y que por primera vez recae en un voluntario de la Décima Región.


El homenajeado, de 86 años de edad y 71 de servicio activo en la institución, es el actual superintendente del Cuerpo de Bomberos de Río Negro, cargo que ocupa en forma ininterrumpida por 34 años.


Los méritos de don Óscar Alt, un servidor público a toda prueba, no sólo obedecen a su longeva y prolongada acción pública y bomberil, sino, además, a los notables méritos que constituyen las virtudes humanas que adornan su personalidad. 


Servidor público es quien considera como primera y prioritaria preocupación al prójimo, de lo que don Óscar Alt ha dado palmaria prueba durante 71 años de vida bomberil, pues siempre ha antepuesto el interés colectivo de su querida comuna de Río Negro a sus propios intereses y legítimas aspiraciones personales. No sólo bomberos ha sido testigo de aquello, sino también la comunidad, pues este servidor ha prestado servicios en la comuna como alcalde y regidor por muchos años.


Don Óscar Alt, con su trayectoria, no sólo ha honrado a su institución, Bomberos de Chile, sino también a su familia. El homenajeado pertenece a una familia con una larga y conocida trayectoria de servicio bomberil, y ha ocupado los más altos cargos en esta noble institución.


Por lo anterior, desde esta Cámara de Diputados y en representación de la comunidad, hago llegar mis felicitaciones y los mayores reconocimientos a don Óscar Alt Winter por tan merecido honor, los que hago extensivos al Cuerpo de Bomberos de Río Negro y a su Primera Compañía, a que pertenece nuestro homenajeado.


Asimismo, solicito que se remita copia de esta intervención a la Junta Provincial del Cuerpo de Bomberos de Osorno, a la junta regional de la Décima Región, al Cuerpo de Bomberos de Río Negro y al directorio de la Primera Compañía de Bomberos de esa comuna.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, adjuntando copia del texto de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Manuel Rojas, Ramón Pérez, Pablo Prieto, Patricio Walker y Gabriel Ascencio.

RECHAZO A EXPRESIONES DE DIPUTADOS DÍAZ Y GARCÍA SOBRE MINISTRO DE MIDEPLÁN. Oficio.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, en la sesión del martes pasado hubo algunas intervenciones, especialmente de los diputados Eduardo Díaz y René Manuel García, en las que se dijeron cosas bastante delicadas.


El diputado Díaz afirmó: “La Novena Región fue sorprendida por las acciones de la caravana de Alí Babá y sus 40 activistas...”. Agregó: “Chile es un océano de corrupción: cinco de sus diputados procesados por coimas y sobornos...”. Se refería a diputados de la Concertación. Obviamente, no mencionó al diputado de la UDI desaforado por una situación similar.


Después señaló: “¿Qué puede venir a decirnos a nuestra pobre región campesina el ministro Palma, cuando con recursos del Indap se le han cancelado a su esposa millones de pesos con sobresueldos?”.


Posteriormente, el diputado García dijo: “...quiero felicitar a mi amiga la diputada señora Ximena Vidal por haber tenido el alto honor de haber sacado a un tránsfuga de la Cámara de Diputados.”.


Luego señaló: “...cuando fue derrotado, lo tiraron a Chile Barrio. Ahora, ¡de ministro! La señora está en Indap. O sea, sobresueldos. Venga no más. ¡Éstos son los señores de servicio y de educación pública! ¡Los ladrones! ¡Mientras más roban, más alto es el cargo!”.


A continuación, señala que el Presidente Lagos es un “dictador constitucional”. Y termina afirmando: “No nos pongan el yugo ni la bota constitucional, amparados en un par de sicarios que acompañaban a su Excelencia...”.


En lo personal, no comparto lo que hizo el ministro Palma en la Novena Región, y así lo dije ayer en un medio de comunicación. Fue inconveniente. Pero de ahí a responder de la manera en que lo han hecho estos dos señores diputados, francamente hay un abismo tremendo. 


Usar calificativos o expresiones como “tránsfuga”, “ladrones”, “Mientras más roban, más alto es el cargo”, “sicarios”, etcétera, sinceramente me parece una conducta absolutamente inapropiada para un miembro de la Cámara de Diputados, para una persona elegida por el pueblo. 


El ministro Palma pudo haberse equivocado, pero jamás ofendió ni emitió un garabato, una grosería o una insolencia como las que expresaron dos diputados de esta Corporación, involucrando, además, a su cónyuge, lo que considero inaceptable. Lamento esta reacción desproporcionada, que constituye -insisto- una conducta inapropiada para un diputado.


Pido que dichas expresiones groseras se borren de la versión oficial. También solicito que se envíe una copia de esta intervención al señor Andrés Palma, ministro de Mideplan, como un acto de desagravio de la Cámara de Diputados por los agravios de que fueron objeto él y su esposa, lo que, a mi juicio, constituye una actitud francamente inaceptable.


Espero que nunca más se vuelva a reaccionar de esta manera en la Sala frente a los dichos de cualquier persona o de una autoridad de la República.


He dicho. 


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Gabriel Ascencio, Felipe Letelier, Alejandro 
Navarro y quien habla.


FINANCIAMIENTO PARA HOSPITALES DE CASTRO Y DE ANCUD. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel 
Ascencio.


El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, me referiré una vez más al tema de la salud en Chiloé.


Uno de los graves problemas que tenemos en la provincia es la falta de especialistas que atiendan a nuestros pacientes en Chiloé. Estamos tratando de evitar que nuestros enfermos deban viajar constantemente hasta Puerto Montt para ser atendidos por un médico especialista. Lo lógico -y así lo he planteado al ministro de Salud- es que viajen los médicos a Chiloé por lo menos una vez a la semana para atender a nuestros enfermos.


Además, se requiere de infraestructura, por lo que estamos trabajando en dos proyectos muy importantes, cuales son los de normalización de los hospitales de Ancud y de Castro, con el objeto de que bajo esos techos se puedan cobijar los equipos necesarios que requieren los especialistas para atender a nuestros enfermos.


En la actualidad, hemos privilegiado el hospital de Castro; pero como, obviamente, mañana querremos contar con el hospital de Ancud, también estamos trabajando en ello.


Sin embargo, tenemos algunos inconvenientes respecto del hospital de Castro. En ese hospital tenemos especialidades básicas, como obstetricia, cirugía, medicina y pediatría. También existen especialidades de traumatología, siquiatría y algunas de medicina interna, pero debiéramos contar con una unidad de tratamiento intensivo para adultos y niños, un completo servicio de neonatología; turnos de las cuatro especialidades básicas durante las 24 horas del día y especialistas, como otorrinos, neurólogos, urólogos, nefrólogos u oftalmólogos, que hoy, lamentablemente, no tenemos.


Un equipo técnico del mismo hospital está trabajando en la prefactibilidad del proyecto de normalización del hospital de Castro. Se estima que esa etapa terminará en julio de 2004. Dentro de ese plazo se considera un período de cuatro meses para la ejecución del anteproyecto de arquitectura.


Para ello, es fundamental contar con el financiamiento de la otra etapa del proyecto, la relativa al diseño mismo, porque esa segunda etapa se comenzaría a ejecutar a partir de agosto de 2004 para concluir en febrero de 2005 y, luego, comenzarían las obras.


Sucede que, en primera instancia, el Servicio de Salud Llanquihue, Chiloé y Palena postuló al financiamiento de esa etapa a los fondos regionales. Posteriormente, cambiaron a fondos sectoriales, a los del Ministerio de Salud. Lamentablemente, pese a la gran cantidad de diligencias y documentos que hemos enviado, tanto al seremi, al servicio de salud y a las autoridades del ministerio, la etapa de diseño que postula a financiamiento sectorial por 84 millones de pesos -es la cantidad que se necesita- no fue seleccionada por el Ministerio de Salud y, por lo tanto, no podrá ser evaluada ni considerada en la formulación del presupuesto sectorial para el próximo año.


En consecuencia, no resulta muy alentador continuar trabajando en la prefactibilidad si no tenemos el financiamiento asegurado para la etapa del diseño. Esto es muy importante, ya que aquí está comprometida la palabra del Presidente de la República. En Chiloé todavía confiamos en que esto será realidad.


Por lo tanto, solicito oficiar al Presidente de la República, al ministro de Salud, al intendente de la Región de Los Lagos y al propio director del Servicio de Salud Llanquihue, Chiloé y Palena, con el objeto de que se incorporen en el presupuesto de 2004 los 84 millones de pesos que se requieren para realizar el diseño del hospital de Castro e incluyan, además, los recursos necesarios para realizar la primera etapa de prefactibilidad para la normalización del hospital de Ancud. De esa manera, avanzaremos en construir una salud justa y digna para la gente que vive en Chiloé.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Felipe Letelier y Alejandro Navarro.

CONSTRUCCIÓN DE MUROS DE CONTENCIÓN EN RÍO ÑUBLE. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, de la comuna de San Carlos, provincia de Ñuble, Octava Región, el Gobierno inauguró, hace tres meses, un puente que une, por los sectores de Ribera Ñuble y Nahueltoro, a las comunas de Coihueco y San Carlos. La obra tuvo un costo de más de 2.600 millones de pesos.


Sin embargo, desde hace muchos años los vecinos de Ribera Ñuble se asustan cuando llega el invierno, porque el río Ñuble, muy caudaloso en esta estación, se desborda en el sector más poblado. Este invierno no ha sido distinto porque, hace pocos días, una fuerte crecida hizo un boquete de más de 80 metros en el sector norte, al cual estuvo a punto de inundar, situación que me tocó compartir con sus vecinos.


Si hubo disposición para invertir más de 2 mil 600 millones de pesos en la construcción de un puente que es fundamental para unir a Coihueco y San Carlos, ¿por qué no se puso atención en el drama histórico que significa el desborde del río, que año tras año causa perjuicios y temores a la población? ¿Por qué, paralelamente con el puente, no se construyeron pretiles y los muros para evitar que se salga el río durante el invierno?


Por lo expuesto, pido que se oficie a los ministros del Interior y de Obras Públicas a fin de que dispongan los recursos necesarios e implementen las medidas pertinentes, en orden a reparar de manera definitiva los forados y boquetes provocados por la subida del río Ñuble. De esta manera, los vecinos de Ribera Ñuble podrán vivir con tranquilidad, sin temor a que sus hogares o sus enseres salgan flotando cada vez que se desborda el río.


Si se resuelve el problema que tanto daño ha causado a ese sector, el puente se verá mejor y su base será fortalecida.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviaran los oficios solicitados por su Señoría a los ministros del Interior y de Obras Públicas, con la adhesión de los diputados señores José Pérez, Alejandro Navarro y de quien habla.

EXENCIÓN DE CARGOS EN "LIBRETA JOVEN" DEL BANCO DEL ESTADO. Oficio.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado Pablo Galilea.


El señor GALILEA (don Pablo).- Señor Presidente, el martes 5 de enero de 1999, en la hora de Incidentes de esta Corporación, manifesté mi preocupación por el malestar de los estudiantes universitarios de mi región respecto de los excesivos cargos que se le hacen en las libretas de ahorro a la vista del Banco del Estado, tales como costos de mantención y de cuentas, por exceso de giros y otros cargos. Por ello, solicité que se oficiara al presidente del Banco del Estado para que informara la fecha y los términos en que se implementaría la libreta joven tan anunciada hasta esa fecha y si ésta quedaría liberada de cargos que, en muchos casos, representan un importante valor para los miles de estudiantes universitarios chilenos que usan las libretas del Banco del Estado.


El 3 de marzo de 1999, me respondió el oficio don Horacio de la Maza, gerente general subrogante del Banco del Estado, quien señala, en las partes principales de su respuesta, que la cuenta de ahorro joven tiene asociada una libreta de ahorro y una tarjeta magnética con un diseño especialmente orientado a los jóvenes, la cual puede ser utilizada en la red de cajeros automáticos del banco.


Pero lo más importante que explica es que esta cuenta joven no está afecta a cobros de comisión por el uso de la tarjeta en el cajero automático ni por exceso de giros. Quiero resaltar esto, porque en la actualidad en la región de Aisén los estudiantes universitarios han hecho un reclamo generalizado en relación con los descuentos de muy alto monto por concepto de excesos de giro, que en algunos casos llegan a 72 mil pesos y, en otros, 50 mil pesos.


Los jóvenes estudiantes salen de la región a estudiar con mucho sacrificio, muchos de ellos beneficiados con la Beca Primera Dama, que tiene un monto mensual de 51 mil pesos. Si decimos que el futuro de Chile son los jóvenes, en esta materia existe una tremenda contradicción, porque, por un lado, el Estado está otorgando una beca y, por otro, a través del banco, le está quitando esos recursos.


Lo más grave es que se está transgrediendo el compromiso que el propio Presidente de la República asumió a través del anuncio de la creación de esta cuenta de ahorro joven, orientada precisamente a los estudiantes de educación superior.


Quiero que se oficie al presidente del Banco Estado a fin de que dé una respuesta respecto de si verdaderamente va a otorgar, a través de la libreta joven, una exención del cargo por excesos de giros y otros montos asociados a esta libreta, pues estos, sin duda, son recursos muy importantes para los estudiantes universitarios.


Por otro lado, quiero que también aclare si el Banco Estado está dispuesto, a partir del reconocimiento de lo que se nos dijo en la respuesta al oficio, a devolver la plata cobrada por estos conceptos a los miles de estudiantes universitario que, en muchos casos, estudian con tanto sacrificio.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría al presidente del Banco Estado.

INVESTIGACIÓN DE SISTEMA DE COBRO DE EMPRESA SANITARIA ESSBÍO. Oficios.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado José Pérez.


El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, en el mes de diciembre de 2000 fue privatizada la empresa sanitaria Essbío, que tiene por finalidad dotar de agua potable a la población de la Octava Región.


En su momento, los usuarios del servicio rechazaron la privatización por temor a que se produjeran excesos. Parecía inconveniente hacer negocios con el vital elemento, que tiene que llegar a los hogares más modestos de la región. Además, desde el punto de vista económico, era inconveniente regalar esta empresa de alta rentabilidad al sector privado, con la consiguiente preocupación de los habitantes de que las cuentas pudieran subir en forma escandalosa.


Después que culminó el proceso de privatización, la empresa realizó una serie de maniobras, entre las cuales se puede mencionar el cambio de medidores antiguos por unos más sofisticados, que registran incluso el paso de un camión por el exterior de las viviendas para que continúe marcando, tal como si hubiera consumo de agua.


Pero no se han quedado sólo en eso. Hace poco recibí una nota de un habitante de la comuna de Mulchén, provincia de Biobío, en la que explica que cuando Essbío registra alguna baja en el consumo de agua, envía inspectores a revisar la vivienda, no teniendo facultades ni derechos para ingresar si no es con una orden judicial. Cuando han detectado que en ella existe un pozo para el regadío del jardín, para el uso de la lavadora o del baño de la casa, han hecho una estimación del posible consumo que habría tenido en los últimos cinco años, pese a que la empresa fue privatizada el 2000.


Por ejemplo, a un vecino de Mulchén le estimaron un eventual uso de alcantarillado en los últimos cinco años, ascendente a 1 millón 650 mil pesos. A todas luces lo anterior constituye un exceso más de esa empresa sanitaria.


Para que la persona afectada no tenga problemas, el valor se rebaja a 950 mil pesos, siempre y cuando firme de inmediato el recibo correspondiente.


Claro, al verse enfrentada a una rebaja tan importante -un verdadero chantaje dice-, la persona se ve obligada a firmar.


Hay que terminar con este tipo de irregularidades y de escándalos que están ocurriendo con algunas empresas sanitarias que entregan un mal servicio, que abusan de los usuarios, que cobran cantidades que van más allá de lo conveniente, justo y recomendable.


Por consiguiente, solicito que mi intervención sea enviada al superintendente de Servicios Sanitarios para que haga una exhaustiva investigación y nos informe sus resultados; al ministro de Economía y al vicepresidente de la Corfo, porque me parece que hechos lamentables como el referido atentan contra los intereses de los pobladores de más escasos recursos del país, especialmente de aquellos lugares en que las sanitarias quieren hacer negocios con la gente.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará la intervención de su Señoría a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, al ministro de Economía y al vicepresidente de la Corfo, con la adhesión de los diputados Alejandro Navarro, Maximiano Errázuriz y Carlos Abel Jarpa.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSOS DE NULIDAD ACOGIDOS. Oficio.


El señor JARPA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en los últimos días he elaborado un documento que he denominado “Justicia Anulada”, del cual daré lectura a algunos de sus párrafos:


“El día 2 de julio del presente año, para la gente del futuro, 2003, se efectuó, en la segunda sala de la Corte Suprema, la lectura del fallo recaído en el recurso de nulidad sobre la sentencia absolutoria dictada en el juicio penal oral, favorable a los loncos Pascual Pichún y Aniceto Norín, acusados de los delitos de amenaza terrorista e incendio terrorista, entre otros. El caso es de particular relevancia, toda vez que el querellante particular fue el mismo Juan Agustín Figueroa Yávar, miembro del Partido Radical, ex ministro de Agricultura, opositor al régimen militar, y como tal, férreo opositor a la aplicación de la ley antiterrorista Nº 18.314. Es del caso que la sentencia, en un fallo dividido, 4 contra 1, acogió el recurso de nulidad, por lo cual el fallo absolutorio carece actualmente de valor, debiéndose tramitar el juicio nuevamente, dictándose sentencia de reemplazo por un tribunal distinto.


“La sentencia fue dictada en infracción a los requisitos formales establecidos en el artículo 342 del nuevo Código Procesal Penal, que dispone que toda sentencia definitiva contendrá: “c)... la exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias que se dieran por probados, fueren ellos favorables o desfavorables al acusado, y de la valoración de los medios de prueba que fundamenten dichas conclusiones, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 297”, que señala: “El tribunal deberá hacerse cargo en su fundamentación de toda la prueba producida, incluso de aquella que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones que hubiere tenido en cuenta para hacerlo. La valoración de la prueba requerirá el señalamiento del o de los medios de prueba mediante los cuales se dieron por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias -reitero- que se dieron por probados...”.


“A la luz de estos artículos, cuatro de los cinco ministros de la Corte Suprema dieron por violentadas estas normas, toda vez que la sentencia omite la consideración de hechos que no se dieron por acreditados en el fallo de primera instancia.


“Vale decir, la sentencia no se pronuncia sobre la inocencia de los loncos Pichún y Norín, sino sólo sobre los defectos de la sentencia que declara su absolución. Por lo tanto, reemplaza la sentencia de primera instancia sin pronunciarse acerca de la participación de los acusados en los hechos, sometiendo el caso nuevamente al conocimiento de un tribunal de la República, pese a que ya fueron encontrados inocentes, y sólo por vicios formales de sentencia.


“Paralelamente, el ministro Juica, con voto disidente, fundamenta que las normas ya citadas no fueron infringidas, pues de una lectura más fina de los artículos citados textualmente más arriba, la ley exige la mención detallada de los hechos que se dieren por probados, mientras que los recursos de nulidad reclaman que no se ponderaron correctamente hechos que no se dieron por probados. Ello bastaría para desechar el recurso interpuesto contra la sentencia absolutoria. En segundo lugar, dice el ministro, la sentencia, es verdad, no es un modelo de su género, pero no se ha incurrido en ella en ninguna infracción de ley, toda vez que el legislador, desde nuestro Código de Procedimiento Penal, que este proyecto consigna como una base general y superior a toda demostración jurídica, que la convicción del juez adquirida por los medios de prueba legal es de todo punto de vista indispensable para condenar. Por tanto, dice Juica, para condenar, el juez debe basarse estrictamente en los medios de prueba, y los deberes de fundamentar la condena son de especial intensidad. Al condenar, el juez está obligado a ser meticuloso, detallista, majadero en la fundamentación, pues está arrojando a una persona a la cárcel. Pero al absolver, no ocurre lo mismo, pues el juez no está obligado en este caso a presentar exhaustivamente todas y cada una de las razones que fundamentan su decisión.


“De lo contrario, sólo con la falta de mención de una prueba de menor importancia sería suficiente para anular una sentencia.”, lo cual ha ocurrido. 


Asombra que el señor Figueroa habite dos mundos. Hoy, él ha señalado que los mapuches deben ser reciclados como pueblo. Además, ha reiterado que está defendiendo un interés común, cuando en mi opinión él, figura clave de la Concertación y ex ministro de Estado, señala con su acción el verdadero compromiso con los intereses de la nación, que no pasa de ser para él objeto manipulable si se contradicen con su propio interés.


Por ello, solicito que se oficie al ministro de Justicia, con copia de mi intervención, para que nos informe sobre cuántos juicios se han anulado, pues esta acción del señor Juan Agustín Figueroa ha puesto en cuestión el nuevo procedimiento penal y establece un manto de incertidumbre sobre como el resultado de su aplicación.


Cedo el minuto que le resta a mi bancada al diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría al señor ministro de Justicia.

INVESTIGACIÓN DE VENTA DE VEHÍCULOS DE CORRALONES DE PUENTE ALTO. Oficio.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Tiene la palabra por un minuto el diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, agradezco al diputado señor Navarro el tiempo que me ha concedido.


Los medios de comunicación han informado sobre la venta de vehículos que estaban en los corralones de la comuna de 
Puente Alto. Cuando llegaron los propietarios a buscar sus vehículos, después de pa



gar la multa correspondiente, se encontraron con la noticia de que sus vehículos habían sido vendidos. Estos vehículos estarían en corralones particulares y no municipales como debería ser.


A fin de evitar que se asignen responsabilidades en estas irregularidades a quienes son inocentes, solicito se oficie al Contralor General de la República para que investigue los hechos denunciados y aplique las sanciones administrativas que procedan, sin perjuicio de las responsabilidades penales del caso, e informe a esta Corporación los resultados de esa investigación.


He dicho.


El señor JARPA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría al señor Contralor General de la República.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 15.21 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la Republica con el que inicia un proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continua con la modernización del mercado de capitales. (boletín Nº 3278-05)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto introducir modificaciones de índole tributaria e institucional al mercado de capitales.

I. FUNDAMENTOS.


Las reformas al mercado de capitales llevadas a cabo durante los últimos años se han enfocado principalmente a mejorar los mecanismos de canalización del ahorro e inversión a través de inversionistas institucionales y empresas con historia. Ello se ha buscado mediante la flexibilización y modernización de diversos cuerpos legales, para facilitar emisiones de capital y el financiamiento de proyectos de inversión.


Sin embargo, desde aquellas iniciativas que finalmente se plasmaron en leyes tales como la Ley Nº 19.705, que regula las Ofertas Públicas de Adquisición de Acciones (Opas) y establece régimen de Gobiernos Corporativos, de 20 de diciembre de 2000, y la Primera Reforma al Mercado de Capitales, muchas fuentes históricas, legales y económicas han hecho evidente la necesidad de dar un paso más en la proyección del desarrollo económico y comercial de Chile, como asimismo profundizar ciertas mejoras iniciadas por proyectos anteriores.


Numerosos son los objetivos que impulsan el proyecto de ley que se somete a vuestra consideración. Los más relevantes son los siguientes:

1.
Promover el Desarrollo de la Industria de capital de riesgo y financiamiento a nuevos proyectos.


En primer lugar, el funcionamiento adecuado del mercado de capitales debiera extenderse a los proyectos de inversión emergentes o sin historia, pero con amplio potencial de crecimiento. Generalmente y dadas sus características propias, estos proyectos buscan financiarse con los recursos aportados por inversionistas especialistas en la denominada industria de “capital de riesgo”. Son estos proyectos de capital de riesgo la base de la voluntad de emprendimiento privado y un motor para el futuro crecimiento y desarrollo de la economía nacional, al generar novedosas fuentes de negocios, diversificando nuestra industria y servicios.


Entonces, proveer de mecanismos flexibles de organización societaria y de fomento, de fácil acceso, de bajo costo, eficientes y que distribuyan los riesgos de manera transparente, permitirá garantizar que no sólo los grandes proyectos de inversión se concreten, sino que también las buenas ideas se transformen en proyectos reales de producción destinados al desarrollo de nuevos y mejores productos y servicios como también a expandir y calificar la fuerza laboral. Un país en pleno desarrollo como Chile debe garantizar que sus empresarios innovadores puedan llevar a cabo sus proyectos, contribuyendo así al desarrollo de la nación.


En consecuencia, el rol del mercado de capitales es clave para garantizar que el financiamiento alcance a estos proyectos emergentes y que éstos se transformen en realidad promoviendo el bienestar y el mejoramiento de la calidad de vida y del empleo de todos los chilenos.


Para tales efectos, el proyecto propone incentivos tributarios aplicables a este tipo de actividades, los incentivos a los inversionistas mediante ingeniosos sistemas de garantías estatales e internacionales y otros mejoramientos de control y transparencia que ayudarán a hacer más eficiente y competitivo el mercado de capitales orientado a proyectos de desarrollo sin historia.


Asimismo, perfecciona varios cuerpos legales para garantizar el funcionamiento de una plan de fomento a la industria del capital de riesgo llevado a cabo en forma conjunta por Corfo y el Banco Interamericano del Desarrollo, que otorgará a los Fondos de Inversión nacionales mayores alternativas de apalancamiento, de asistencia técnica y de entrenamiento para contar con administradores profesionales de este tipo de fondos.

2.
Abaratamiento de los costos de transacción y de contratación comercial sofisticada.


En segundo lugar, coincidente con el fortalecimiento de la industria y del financiamiento de proyectos de capital de riesgo, se ha verificado que la falta de modelos legales orientados a facilitar su financiamiento por la vía de la constitución de prendas o garantías. De ahí que el proyecto avance en este sentido, pues la prenda resulta ser uno de los mecanismos más eficientes para acceder al financiamiento bancario por parte de la pequeña y mediana empresa. Esta es una vía de “apalancamiento” flexible que permite disminuir los costos de financiamiento. 


El proyecto, entonces, propone cambios en relación con asuntos sociales privados, el uso y otorgamiento de garantías y cauciones, la prelación de créditos y el uso de instrumentos de derivados financieros.

3.
Profundización de reformas de perfeccionamiento de los regímenes de administración societarias.


En tercer lugar, aun cuando Chile es un ejemplo regional en materia de regímenes de administración social y derechos societarios, las prácticas internacionales en estas materias están actualmente en una agitada evolución y modernización. Siendo Chile un país que se define como plenamente inserto en la comunidad económica internacional, la autoridad económica no desea permanecer ajena a este desarrollo y ha solicitado al Banco Mundial un Reporte sobre el grado de cumplimiento de los estándares internacionales respecto de las buenas prácticas de gobierno corporativo (ROSC), que analiza y mide el grado de cumplimiento de dichos estándares básicos. 


Los resultados de dicho reporte han hecho evidente la necesidad de perfeccionar nuestra legislación para poder adecuarla a los estándares internacionales en la materia. El Gobierno de Chile aspira a productos más ambiciosos y creemos que es necesario para nuestro país, dar un paso más allá y pasar de ser un ejemplo regional a un líder mundial en estas materias.


Para estos efectos, el proyecto que se presenta, contiene variadas propuestas tendientes a perfeccionar normas legales introducidas por modificaciones en el pasado, e incorporar avances efectivos en las áreas de diseminación de información, derechos sociales, transacciones entre partes con intereses relacionados, protección del derecho e interés de minorías, transparencia contractual en fondos administrados por terceros, herramientas de fiscalización de traspaso y utilización fraudulenta de información privilegiada, etc.

4.
Fortalecimiento de los mecanismos de fiscalización, potestades de control, sanción y coordinación.


En cuarto lugar, el mercado de capitales se basa en la fe pública. Sin ella, éste colapsa, y con él, el sano funcionamiento del sistema de pagos, la canalización del ahorro hacia proyectos de inversión, y así, el desarrollo económico del país.


Por esto, se hace necesaria la existencia de una regulación prudencial amplia que garantice las buenas prácticas comerciales, sin ahogar el emprendimiento privado o impedir la continua modernización de instrumentos y transacciones que día a día nacen en el mercado de capitales.


Así, es necesario un sano equilibrio entre la regulación y supervisión por parte del Estado, y las sanas prácticas y autorregulación que los partícipes privados deben realizar. Sin embargo, hechos recientes y lamentables nos han demostrado que el mercado de capitales no es inmune a estafas y robos por parte de participantes inescrupulosos y faltos de toda ética.


Ante esto, el Gobierno ha decidido aprovechar esta circunstancia y tornarla en una oportunidad para introducir modernizaciones a diversos cuerpos legales que garanticen el sano funcionamiento del mercado de capitales, pero sin introducir una regulación sobredimensionada.


El proyecto busca también fortalecer el rol de las instituciones privadas encargadas de fortalecer la autorregulación de mercado, tales como a las que se hace referencia en los títulos XIV de la Ley Nº 18.045 y IV del Decreto Supremo Nº 587.

5.
Perfeccionamiento del mecanismo de ahorro voluntario.


Finalmente, se busca introducir modificaciones tendientes a perfeccionar los mecanismos de ahorro previsional voluntario de manera de hacerlos más flexibles y competitivos.

II. CUERPOS LEGALES MODIFICADOS.


Para el cumplimiento de los objetivos expuestos, el presente proyecto de ley que someto a vuestra consideración, propone introducir una serie de modificaciones a los siguientes cuerpos legales: 

1.
El Decreto Ley Nº 824 de 1974, sobre Impuesto a la Renta;

2.
El Decreto Ley Nº 3.475 de 1980, sobre el Impuesto de Timbres y Estampillas;

3.
El Decreto con Fuerza de Ley Nº 3 de 1997, Ley general de Bancos;

4.
El Decreto con Fuerza de Ley Nº 251 de 1931, Ley sobre Compañías de Seguros;

5.
El Decreto Ley Nº 3.500 de 1980 sobre el Nuevo Sistema de Pensiones;

6.
La Ley Nº 19.795, que modificó el D.L. Nº 3.500, en materia de inversión de los Fondos de Pensiones, de 28 de febrero de 2002.

7.
La Ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores; 

8.
La Ley Nº 18.046 sobre Sociedades Anónimas; 

9.
La Ley Nº 18.815 sobre Fondos de Inversión;

10. El Decreto Ley Nº 3.538 sobre Superintendencia de Valores y Seguros;

11. La Ley Nº 18.876 sobre Depósito y Custodia de Valores;

12. El Decreto Ley Nº 1.328 de Fondos Mutuos;

13. La Ley Nº 19.281, que contiene normas sobre Fondos para la Vivienda;

14. El Código Civil;

15. La Ley Nº 18.175, que modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto; y


Además de la modificación de dichos cuerpos legales, se introduce una nueva regulación legal tendiente a crear una nueva ley de prenda sin desplazamiento.


De esta manera, después de la promulgación de las leyes Nºs 19.768 y 19.769, conocidas como la primera reforma al mercado de capitales, el Gobierno continúa y profundiza con este proceso de reformas, esta vez centrándose en el capital de riesgo.


Las iniciativas legales a que se refiere este Proyecto, se explican a continuación.

III. CAMBIOS A LA TRIBUTACIÓN DE LOS IMPUESTOS A LA RENTA.


En primer lugar, el proyecto modifica la tributación de los impuestos a la Renta en varios aspectos.


Calificación como ingreso no renta a parte de ganancia de capital accionaria.


El proyecto, primeramente, propone considerar ingreso no renta la parte de la ganancia de capital accionaria que haya sido devengada durante el período en que uno o más fondos de inversión participaron en más de un tercio de la propiedad de una sociedad anónima cerrada o de responsabilidad limitada por acciones, esta última considerada como nuevo tipo social que se introduce en esta Ley. Esta liberación del impuesto beneficiaría a los accionistas que hayan mantenido acciones durante todo o parte del período de permanencia de los fondos de inversión en la propiedad de la empresa y a los partícipes de estos fondos de inversión.


La ganancia de capital liberada de tributar correspondería a la diferencia entre el precio de transferencia de las acciones y el valor de éstas a la fecha en que se incorporaron los fondos de inversión a la sociedad, en a lo menos un 30% del capital.


Por precio de entrada, en el caso de los accionistas que ingresaron antes que los fondos de inversión, se considerará como valor de las acciones el valor libro de la sociedad al final del año anterior a aquel en que el fondo alcanzó la participación superior a un tercio, corregido por aportes o retiros y distribuciones de capital, y respecto de los accionistas que ingresaron después que los fondos de inversión, el mayor valor entre el valor anterior y el precio de adquisición pagado por el accionista.


Para gozar de la exención, se requiere una participación de los fondos de inversión igual o superior a un tercio en forma continua durante un período de a lo menos tres años.


El objetivo de esta medida es incentivar a los inversionistas a invertir en proyectos nuevos o de capital de riesgo, mediante el aumento de la rentabilidad de este tipo de inversiones obtenido al rebajarse la carga tributaria que eventualmente podría afectar a los mismos, particularmente aquellos que logran ser vendidos a sobre precio, esto es, aquellos proyectos que han logrado un razonable éxito en su plan de negocios.


Adicionalmente, con la idea de favorecer principalmente al inversionista original, se establece una exención máxima de UF 10.000 por persona, en el pago de impuestos sobre las ganancias de capital.

2.
Tributación por cambios de posición entre fondos con administrador común.


Enseguida, diversas modificaciones legales y regulatorias verificadas durante los últimos años han incentivado la creación de administradoras de familias de fondos. La venta de activos entre fondos con un administrador común requiere necesariamente la liquidación de la inversión en el fondo vendedor con la siguiente carga tributaria implícita, por lo que se propone postergar el impuesto a las ganancias de capital en las ventas o permutas de activos entre fondos con administrador común, hasta la enajenación de dichos activos.

3.
Traspaso de beneficios a los tenedores de cuotas de fondos de inversión de capital.


A continuación, el proyecto parte de la base que los activos subyacentes que componen la cartera de inversiones de un fondo de inversión pueden estar sujetos a distintos regímenes de tributación que pueden incorporar beneficios tributarios. De ahí que se estime que el traspaso de tales beneficios a los tenedores de cuotas de fondos de inversión de capital de riesgo representa un atractivo incentivo a la inversión y al financiamiento de este tipo de proyectos. Por ello, se propone que al momento de la liquidación del fondo de inversión, éste podrá distribuir entre los aportantes valores representativos de los activos subyacentes del fondo sin desencadenar el pago del impuesto a las ganancias de capital. Este impuesto se aplicará sólo cuando el activo subyacente sea efectivamente vendido.

IV. CAMBIOS A LA LEY SOBRE IMPUESTO DE TIMBRES Y ESTAMPILLAS.


El segundo cuerpo legal que el proyecto modifica es la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas.

1.
Securitización de valores.


En primer lugar, el proyecto dispone que respecto a la securitización de valores, el pago del Impuesto de Timbres y Estampillas del bono securitizado debe ser acorde a lo ya pagado por los activos subyacentes que son luego destinados al patrimonio separado. Lo anterior se funda en que la actual normativa puede dar lugar a que se exija el pago total del Impuesto, cuando el valor de destinación de los activos securitizados es superior al valor efectivo de los activos subyacentes afectos al Impuesto de Timbres y Estampillas. Por ello, a través de la presente iniciativa, se precisa que la tributación del Impuesto de Timbres y Estampillas correspondiente, en este caso, sólo alcanza el referido diferencial.

2.
Responsabilidad del pago del impuesto del deudor de créditos otorgados por bancos en el exterior.


En segundo lugar, es necesario modificar la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas para efectos que la responsabilidad de pago del tributo recaiga en el deudor para el caso de créditos otorgados por bancos en el exterior, ya que de otra manera no resulta debidamente fiscalizable su pago, según lo ha demostrado la experiencia.

V. CAMBIOS A LA LEY DE BANCOS.


El tercer cuerpo legal que se modifica es la Ley de Bancos.

1.
Reserva técnica sobre depósitos a la vista.


En primer lugar, en la actualidad, los depósitos a la vista deben quedar sujetos a reserva técnica en un cien por cien de su valor cuando exceden de dos y media veces el capital pagado y reservas del banco, llamado capital básico. Cuando se agregó a la ley la noción de patrimonio efectivo que comprende, además del capital básico, los bonos subordinados por hasta el cincuenta por ciento de su monto, no se modificó esta disposición. Se estima congruente con el resto de la ley cambiar la referencia al capital y reservas por una al patrimonio efectivo. Esta modificación permitirá liberar fondos afectos a reserva sin aumentar el nivel de riesgo, ya que el patrimonio efectivo se utiliza en las normas de consolidación y límites crediticios.


Asimismo, actualmente la reserva técnica se constituye ya sea por dinero en caja o por documentos emitidos por el Banco Central o por el Fisco mientras les resten menos de noventa días para su vencimiento. Se propone modificar lo anterior para permitir que la reserva técnica se pueda constituir con instrumentos del Banco Central y de la Tesorería General en la medida que cuenten con un alto grado de liquidez, independiente del tiempo que reste para su vencimiento.


Todas estas modificaciones se enmarcan en la necesaria modernización y revisión el sistema de garantía estatal a los depósitos a la vista y en cuenta corriente.

2.
Defensor del cliente.


En segundo lugar, se propone crear el Defensor del cliente. El rol de esta institución es resolver las reclamaciones de los clientes de un banco. Actualmente existe en algunos bancos nacionales. Pero un reconocimiento legal de esta institución es un buen avance en la información y transparencia que se debe al público y reemplaza el auxilio que, en el mismo sentido, podrían dar a los clientes instituciones ajenas al sector bancario y que podrían interferir en la fiscalización que corresponde exclusivamente a la institución especializada.

3.
Supresión de las sociedades Financieras.


En tercer lugar, las sociedades financieras se justificaron un tiempo como bancos con menos operaciones, menos exigencias de capital y dedicadas principalmente al consumo. Posteriormente, los bancos crearon sus divisiones de consumo y fueron absorbiendo a través de ellas a todas las financieras existentes de manera que hoy ya no hay más financieras operando. Por otra parte, se ha rebajado el capital mínimo de los bancos nuevos a UF 400.000, que es la misma suma que se exige a las sociedades financieras, por lo que no existe ventaja alguna en formar estas últimas.


Por lo anterior y siguiendo la idea de la banca universal de iguales facultades y operaciones, pero que efectúen aquellas que indique la vocación de sus dueños y administradores, se propone suprimir de la legislación a las sociedades financieras.

4.
Adecuación de funciones de la Superintendencia de Bancos.


Finalmente, se moderniza la Ley General de Bancos en materia de las funciones de la Superintendencia de Bancos.


En tal sentido, se propone lo siguiente:

a.
Intercambio de información entre Superintendencias.


Primero, se autoriza a las Superintendencias de Bancos, Valores y Seguros y Administradoras de Fondos de Pensiones a que compartan información, incluso aquella calificada de reservada, cuando alguna de ellas deba pronunciarse respecto del funcionamiento o desarrollo de una empresa sometida a su fiscalización.

b.
Complementación de funciones entre la Superintendencia de Bancos y el Banco Central.


Segundo, dentro de la complementación de facultades que debe existir entre el Banco Central, como financista de última instancia, y la Superintendencia como fiscalizadora, conviene complementar el actual artículo 35 de la Ley. Esta disposición actualmente permite a la Superintendencia consultar al Banco Central antes de conceder una licencia bancaria. Se propone, que se consulte al Consejo del Banco Central, solo tratándose de una respuesta negativa, lo que concuerda con el nuevo texto que se propone para el artículo 35 bis, que se refiere a las fusiones.

c.
Potestad para requerir información.


Tercero, se otorgan las facultades de la Superintendencia para solicitar información a las empresas filiales de bancos para efectos de su consolidación.

d.
Perfeccionamiento de facultades de fiscalización.


Finalmente, se espera que durante la tramitación legislativa del proyecto, se incorporen normas que perfeccionen las facultades de fiscalización de la Superintendencia de Bancos.

VI. CAMBIOS A LA LEY DE SEGUROS.


Por otra parte, el proyecto propone modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 251 de 1931, sobre Ley de Seguros.

1.
Monto necesario para arbitraje.


En primer lugar, se aumenta el monto que, disputado por un asegurado, puede obligar a las compañías de seguro a someter a arbitraje ante la Superintendencia de Valores y Seguros, de UF 120 a UF 500, dado que el limite actual resulta ser excesivamente limitado y no alcanza a cubrir, incluso la suma asegurada de seguros de carácter social como el seguro obligatorio de accidentes personales de la ley Nº 18.490.

2.
Autorización para convenir pólizas con moneda de curso legal.


Se permite, a continuación, que la Superintendencia pueda autorizar a las compañías de seguros convenir pólizas en moneda de curso legal, de manera de impulsar la desindexación de la economía.

3.
Compatibilización con Tratados de Libre Comercio.


También, compatibiliza la legislación del mercado de seguros de acuerdo a los compromisos suscritos por la República de Chile en los recientes tratados de libre comercio, en lo relativo a servicios financieros.

4.
Información sobre solvencia de Compañías de Seguros.


Además, se avanza hacia una medición de la fortaleza patrimonial de los accionistas principales de las Compañías de Seguros. La superintendencia debe tener facultades para requerir información respecto de la solvencia de los principales accionistas de la sociedad.

5.
Autorización de nuevas compañías de seguros.


Asimismo, para situaciones de cambio de control o compra de paquetes accionarios significativos resulta conveniente fortalecer las atribuciones de la superintendencia para que pueda evaluar una autorización basada en consideraciones de solvencia e integridad. Al mismo tiempo, se propone que el superintendente pueda requerir la opinión de otros superintendentes al momento de decidir respecto de una determinada autorización.

6.
Diferenciación del régimen de regularización de las compañías de seguros.


Se establece un régimen diferenciado de regularización de déficit patrimonial de las compañías de seguros, el cual es más estricto según sea la gravedad y origen del mismo. 

7.
Defensor del asegurado.


Se crea, enseguida, de manera similar a la Ley de Bancos, la figura del Defensor del Asegurado, cuyo rol es resolver las reclamaciones de los clientes de una compañía.

8.
Autorización para otorgar créditos.


Se propone, también, permitir a las aseguradoras de crédito a invertir una parte de sus reservas técnicas en préstamos a asegurados de seguros de crédito.

9.
Autorización para otorgar préstamos de consumo.


Se propone, además, permitir a las aseguradoras invertir una parte de sus reservas técnicas y patrimonio de riesgo en préstamos de consumo y en otras inversiones que autorice la SVS, sujetas a las normas y límites por ella establecidos.

10. Límites especiales 


Finalmente, se incorpora un límite especial para los préstamos a asegurados de pólizas de seguros de crédito, un límite especial por emisor, para instrumentos de mayor riesgo y un límite especial conjunto, para la suma de la inversión en instrumentos considerados más riesgosos.

VII. CAMBIOS A LA LEY SOBRE ACTUAL SISTEMA DE PENSIONES.


Enseguida, el proyecto propone una serie de modificaciones al Decreto Ley Nº 3.500 de 1980, que establece el actual sistema de Pensiones.

1.
Elevación del límite mínimo de título de valores.


A continuación, se eleva el límite mínimo de títulos valores, que conforman el patrimonio del fondo de pensiones y que debe estar depositado fuera de la administradora, desde el noventa al cien por ciento. Esto tiene como objeto evitar la ocurrencia de ilícitos y aumentar la seguridad del sistema.

2.
Autorización para invertir en bonos de fondos de inversión.


Se autoriza, además, para que las administradoras inviertan en bonos emitidos por fondos de inversión, como una manera de fomentar la entrada de inversionistas institucionales como las AFP al financiamiento de la industria de capital de riesgo.

3.
Perfeccionamiento del mecanismo de ahorro voluntario.


También, se perfeccionan los mecanismos de ahorro previsional voluntario de manera de hacerlos más flexibles y competitivos.

4.
Corrección de iniquidad tributaria en comisiones de ahorro previsional voluntario.


Se corrige, enseguida, la iniquidad tributaria producida producto de ser las AFP los únicos proveedores de planes de ahorro previsional voluntario cuya comisión de administración no está sujeta al Impuesto sobre el Valor Agregado. 

5.
Emisión desmaterializada de bonos de reconocimiento.


Asimismo, se autoriza la desmaterialización de los bonos de reconocimiento.

6.
Facultad para requerir información sobre solvencia de accionistas de AFP.


Se avanza, por otra parte, hacia una medición de la fortaleza patrimonial de los accionistas principales de las Administradores de Fondos de Pensiones. Para tal efecto, se otorgan facultades a la Superintendencia para requerir información respecto de la solvencia de los principales accionistas de la sociedad.

7.
Fortalecimiento de las atribuciones de la Superintendencia.


Enseguida, la Superintendencia de AFP es la encargada de autorizar la creación de nuevas Administradoras de Fondos de Pensiones. Para estos efectos dicha entidad supervisora debe aprobar un prospecto descriptivo de los aspectos esenciales de la sociedad y de la forma como desarrollará sus actividades. 


No obstante, esta condición no es aplicable a situaciones de cambio de control o compra de paquetes accionarios significativos. De esta manera, resulta conveniente fortalecer las atribuciones de la superintendencia para que pueda evaluar una autorización basada en consideraciones de solvencia e integridad. Al mismo tiempo, se propone que el Superintendente de AFP pueda requerir la opinión de otros superintendentes al momento de decidir respecto de una determinada autorización.

8.
Designación de administrador provisional.


El proyecto, además, faculta al supervisor para que en determinados casos límite pueda designar un administrador provisional del fondo de Pensiones. Esto permite tener una herramienta adicional para controlar una situación de inestabilidad financiera de una compañía, que pueda comprometer el riesgo sistémico o las garantías estatales otorgadas.


La redacción propuesta salva la totalidad de los reparos de inconstitucionalidad formulados por el Tribunal Constitucional, en su sentencia de 7 de Marzo de 1994, conociendo del proyecto aprobado por el Congreso que modificara, entre otros, el D.L. Nº 3.500, de 1980 y que proponía crear la figura del administrador delegado. Según aquel proyecto, el mencionado administrador debía tomar la administración de la AFP en los mismos casos que se contemplan en la redacción que ahora se propone. La diferencia fundamental del actual proyecto, radica en que ahora sólo se faculta al administrador provisional para tomar exclusivamente la administración de los Fondos de Pensiones. En efecto, la redacción que se postula no priva a los órganos sociales de la AFP de sus facultades de administración, respecto de los bienes de su propiedad, sino sólo de la administración de los Fondos de Pensiones, los cuales son, en concepto del legislador del artículo 33 del DL Nº 3.500, de 1980, vigente, “un patrimonio independiente y diverso del patrimonio de la Administradora, sin que ésta tenga dominio sobre aquellos”, puesto que a las Administradoras, en conformidad con el actual artículo 23 del mismo cuerpo legal, sólo les cabe administrar los Fondos de Pensiones, por mandato legal, sin que exista confusión patrimonial entre sus bienes y los de los Fondos de Pensiones. 


Del mismo modo, se faculta a la Superintendencia para acotar el rango de transacciones que se pueden llevar a cabo entre las distintas instituciones que conforman un grupo económico.

VIII. MODIFICACIONES A LA LEY DE MERCADO DE VALORES.


A continuación, el proyecto modifica la Ley de Mercado de Valores.

1.
Desmutualización de las bolsas.


Al respecto, en primer lugar, el proyecto modifica varios artículos del título referido a las bolsas de valores, con el fin de dar la opción a las bolsas de valores de contar con corredores no accionistas. De esta manera, se propone eliminar el requisito de ser accionista de la bolsa para poder transar en ella en calidad de corredor. Al separar a las personas que tienen los derechos de propiedad de los que poseen los privilegios de transacción, puede ejercerse una mayor fiscalización y autorregulación, lo que reducirá el conflicto de intereses dentro de una bolsa estructurada como una mutual. 


Adicionalmente, se propone que las bolsas de valores puedan ser objeto de procesos de cambios de control, ya que sólo se deberá adquirir una participación mayoritaria en la sociedad y no requerir la aprobación de los corredores que transan a través de ella. La estructura de propiedad de las bolsas desmutualizadas permitirá realizar aumentos de capital que facilitan la obtención de recursos para realizar mejoras tecnológicas a los sistemas de transacción u otros fines.

2.
Información privilegiada.


Además, se explicita la presunción de acceso a información privilegiada respecto de aquellas personas que hayan generado la información. Cabe hacer presente que en la actualidad, dicho criterio es sólo alcanzado por interpretación y se extiende el plazo de prescripción de la acción para demandar perjuicios a cuatro años.

3.
Valores Extranjeros.


También se proponen cambios mediante los cuales se pretende flexibilizar el proceso de registro de valores extranjeros en el registro de valores de la Superintendencia y permitir un adecuado mecanismo de depósito y de custodia de dichos valores extranjeros. Para ello, se propone eliminar que la inscripción de un valor extranjero deba ser solicitada por el emisor cuando se cumplan ciertos requisitos.

4.
Agente de Garantías.


Cabe señalar, enseguida, que en la actualidad se advierte que en los créditos sindicados el nombre de los bancos que integrarán el sindicato, sólo se conoce a la fecha de suscripción del contrato.


Además, posteriormente van entrando y saliendo nuevos bancos al sindicato, por lo que deben modificarse las escrituras de prendas e hipotecas y sus respectivas inscripciones, con el correspondiente retraso y gastos asociados.


Por este motivo, se crea la figura del Agente de Garantía, en cuyo favor se constituyen las garantías, quién las recibe y acepta a nombre propio pero por cuenta y beneficio de los bancos que en el futuro ostentarán la calidad de acreedores del crédito que se trate, disminuyendo los costos de transacción relativos a los créditos sindicados.

5.
Se incrementan los requerimientos técnicos para ser operador.


En forma adicional, se incluyen cambios para obligar a la apertura de cuenta en las empresas de Depósito de Valores en forma desagregada para los mandantes que invierten a través de custodios, incrementándose los requerimientos técnicos para ser operador. Los requisitos que impone la industria para ser operador de dinero y otros valores deben ser mejorados a objeto de que estos agentes tengan conocimientos técnicos necesarios, y al mismo tiempo conozcan las consecuencias legales de cometer actos que van mas allá de lo permitido por la ley. Esto permite elevar las penas aplicables a quienes cometan delitos.

IX. CAMBIOS A LA LEY DE SOCIEDADES ANÓNIMAS.


Enseguida, el proyecto modifica la Ley de Sociedades Anónimas, por una parte, cuando un nuevo tipo de sociedad y, por la otra, introduciendo algunos perfeccionamientos a las sociedades existentes.

1.
Creación de la Sociedad de Responsabilidad Limitada por Acciones.


Para tal efecto, en primer lugar, dentro de las necesarias modernizaciones a las estructuras societarias, se propone la incorporación de un nuevo tipo social, dada las rigideces que los actuales modelos presentan.

a.
Industria de capital de riesgo necesita estructura social flexible.


En el marco del fortalecimiento y desarrollo de la industria de capital de riesgo, la experiencia internacional demuestra que uno de los elementos que ha resultado clave para el buen funcionamiento de este tipo de actividades, ha sido contar con un vehículo social lo suficientemente flexible que permita separar los roles y derechos de los distintos tipos de participantes.


Actualmente la legislación nacional cuenta con varios tipos sociales, ninguno de los cuales resulta ser completamente apropiado para el desarrollo de la industria de capital de riesgo. Por lo anterior, es necesario contar con un tipo social donde la participación de cada socio sea fácilmente transable, de manera de permitir una salida expedita y así se creen los incentivos a participar en la industria de capital de riesgo. Esta restricción deja fuera a todos los tipos sociales existentes en nuestra legislación, con excepción de las Sociedades Anónimas. No obstante lo anterior, las estructuras de las sociedades anónimas, incluso las cerradas como se verá, presentan numerosas rigideces que sólo pueden ser superadas parcialmente mediante artificiosos contratos o pactos sociales.


Con relación al desarrollo de proyectos de capital de riesgo, el vehículo que canaliza la inversión en tales proyectos emergentes resulta ser uno de los elementos más determinantes al momento de medir el costo y las contingencias involucradas en el mismo. De tal forma, una estructura liviana y flexible permitirá que los inversionistas en capital de riesgo puedan, a través de tecnología contractual más sofisticada, hacer valer directamente sus derechos en la forma pactada y no pasando por medio de intrincadas alternativas legales diseñadas para dar cabida a las especificidades puntales de un proyecto y sus condicionantes financieras.


En consecuencia, un vehículo social eficiente bajará los costos de entrada a la inversión en capital de riesgo y tal efecto es, de por sí, una herramienta de fomento a la inversión y a la industria de capital de riesgo.

b.
Actuales modalidades sociales de la Ley de Sociedades Anónimas no se adecuan a la industria de capital de riesgo.


Ahora bien, se ha detectado que el diseño social que se propone a través de la Ley de Sociedades Anónimas tampoco encaja con las características y necesidades de la industria de Capital de Riesgo. Lo anterior se produce porque el objetivo primario de Ley de Sociedades Anónimas es regular las Sociedades Anónimas Abiertas, dejando en un nivel menor a la Sociedad Anónima Cerrada. Este diseño acabó por infundir esquemas legales propios de la Sociedad Anónima Abierta en la Sociedad Anónima Cerrada.


Este fenómeno incrementó el número de rigideces estructurales de las Sociedades Anónimas Cerradas, siendo éstas suplidas con artificiosos mecanismos legales que buscaban superar dichas dificultades por medio de pactos privados, paralelos a la estructura estatutaria de la Sociedad Anónima Cerrada. Este fenómeno trajo consigo una pérdida de transparencia estatutaria y un incremento en los costos necesarios para la creación de una sociedad dedicada al capital de riesgo, en una industria donde la necesidad de liquidez en las etapas tempranas es aún mayor que en otras actividades.

c.
Creación de un nuevo tipo social: la sociedad de responsabilidad limitada por acciones.


Ponderando el costo y las dificultades que generaría introducir un elevado número de modificaciones, pero manteniendo los regímenes existentes dentro de un mismo cuerpo legal para la Sociedad Anónima Cerrada y las Sociedades Anónimas Abiertas, se ha optado por crear una nueva modalidad social dentro de la Ley de Sociedades Anónimas, esta es, la Sociedad de Responsabilidad Limitada por Acciones. 


El nuevo tipo social que se postula, se adecua en mejor forma a los requerimientos de la industria de capital de riesgo, al dotarlos de la flexibilidad necesaria para aquella industria, que los diseños sociales actualmente vigentes no logra satisfacer.

d.
Características de la nueva sociedad de responsabilidad limitada por acciones.


A continuación se explican las principales características de las sociedades de responsabilidad limitada por acciones.


i. Existencia y objeto.


En primer lugar, el objeto de la nueva sociedad que se crea, será siempre mercantil. Esta sociedad podrá contar con uno o más socios.


ii. Emisión de Acciones por parte del directorio.


En segundo lugar, a menos que los estatutos señalen lo contrario, la administración de la sociedad estará facultada para incrementar el número de acciones de la sociedad sin necesidad de emitir acciones de pago o provocar un aumento de capital. Asimismo, se faculta a la administración para emitir acciones de pago derivadas de un aumento de capital las que podrán ser colocadas libremente por la administración entre accionistas o terceros a cambio de dinero o capitalizando deudas, como asimismo para destinarlas al pago de trabajo o gestión.


Para gozar de esta facultad, la administración debe ser previamente autorizada por la junta de accionistas por mayoría simple a menos que los estatutos establezcan una mayoría calificada, caso en el cual los accionistas disidentes tienen derecho a retiro, o bien contar con una aprobación general establecida en los estatutos sociales.


iii. Término para el pago del capital.


En tercer lugar, los accionistas determinarán libremente, a través de los estatutos sociales, el plazo para enterar el capital social o posteriores aumentos de capital, y en su defecto debe quedar pagado o enterado dentro del quinto año contado desde su emisión o constitución social.


iv. Aportes Distintos de Dinero y reajuste del capital denominado en moneda extranjera.


En cuarto lugar, se propone que la junta de accionistas o los estatutos determinen libremente la forma en que serán valorados los aportes no consistentes en dinero sin que la junta deba adicionalmente aprobar la avaluación efectuada bajo esta facultad. En el silencio de uno u otro, serán valorados de la manera que lo establezca la administración.


Asimismo, se entrega a los estatutos sociales determinar la forma de reajuste del capital social y de los saldos insolutos de las acciones suscritas y no pagadas que estén denominados en moneda extranjera.


v. Derecho de Suscripción Preferente.


En quinto lugar, los estatutos sociales podrán establecer el derecho de los accionistas para suscribir de manera preferente acciones, valores convertibles en acciones, o cualquiera otros valores que confieran derechos futuros sobre acciones de la sociedad y, en el silencio de aquellos, se estimará que no hay tal derecho. No obstante, la junta de accionistas para una emisión específica podrá establecer derecho de suscripción preferente.


vi. Clases y Privilegios.


En sexto lugar, el capital social de estas sociedades se constituirá en acciones que pueden tener todo tipo de privilegios dentro de su clase o serie. Tales privilegios no requieren de compensaciones y pueden establecer la eliminación total o parcial de uno o más derechos sociales, cualesquiera sean estos.


Asimismo, se autoriza a los estatutos para disponer de series sin derecho a voto, con derecho a voto limitado o con derecho a dos o más votos por acción.


vii. Dividendos Asegurados o por área de negocio.


En séptimo lugar, se permite establecer privilegios relativos a dividendos asegurados que deben pagarse siempre sobre utilidades líquidas o retenidas, pero en caso de pérdidas, tales dividendos insolutos podrán anotarse en una cuenta especial creada al efecto con el objeto de pagarse con preferencia a las restantes acciones, sin perjuicio de otras preferencias que puedan prevalecer.


Del mismo modo, sujeto al establecimiento de un plan de separación de cuentas que asegure el pago de los impuestos aplicables y evite la duplicidad de ingresos o gastos deducibles de ingresos, podrán segregarse unidades de negocio de manera que los dividendos o demás derechos económicos de una serie de acciones pueda relacionarse directamente del rendimiento de dicha unidad de negocios.


viii. Límites de Concentración y Pactos de Venta.


En octavo lugar, se autoriza a los estatutos para que puedan establecer porcentajes o montos mínimos o máximos del capital social para uno o más accionistas, directos o indirectos. En caso de sobrepasarse los márgenes, los estatutos contendrán disposiciones de ajuste de participaciones o mecanismos de salida.


ix. Administración y fiscalización de la sociedad.


En noveno lugar, los accionistas podrán libremente establecer en los estatutos la forma en que la sociedad se administrará. En su defecto, se aplicarán normas iguales a las actualmente existentes para las sociedades anónimas cerradas.


De igual manera, los accionistas podrán libremente establecer en los estatutos la forma de fiscalización de la sociedad. Si estos nada dijeren, la junta de accionistas deberá nombrar anualmente un auditor independiente con el objeto de examinar la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros.


x. Juntas de accionistas.


En décimo lugar, los accionistas pueden libremente establecer en los estatutos las formalidades en que la sociedad convocará a junta de accionistas, la representación en la junta, la forma en que se realizaran las elecciones y votaciones y los registros de actas y en su defecto, se aplican normas iguales a las actualmente existentes para las sociedades anónimas cerradas.


No obstante lo anterior, se establecen ciertos acuerdos de junta que necesitarán del voto conforme de al menos el 67% de los votos, a menos que los estatutos establezcan lo contrario, que desencadenan el derecho a retiro para el accionista disidente.


Asimismo, se entrega a los estatutos establecer la forma en que se valorarán las acciones que gocen de derecho de retiro. En el silencio de los estatutos, se valorizan al valor libro de la acción.


xi. Arbitraje.


Finalmente, Los estatutos sociales establecen la forma en que se designan él o los árbitros que conocerán las diferencias que ocurran entre los accionistas o entre éstos y la sociedad o su administración.

2.
Cambios adicionales a la Ley de Sociedades Anónimas.


Sin perjuicio del nuevo tipo de sociedad que se crea, el proyecto perfecciona a las sociedades existentes.

a.
Autorización de votación a distancia.


En primer lugar, se busca crear un espacio para que accionistas inhabilitados para presentarse físicamente en junta de accionistas, puedan emitir su voto por medios remotos. La modificación fue diseñada de forma tal, que los detalles de la operatoria de los sistemas de votación deben ser explicitados en el reglamento de la ley.


En dicho reglamento se pretende contemplar votaciones incluso a través de Internet y correo convencional. Además se establecen requisitos de envío de información a los accionistas antes de junta. Con relación a esto último, el reglamento requiere informes detallados respecto a los temas a tratar en junta, así como mayores antecedentes de los directores que se presentarían en elecciones, tales como participaciones en sociedades relacionadas y otros.

b.
Permitir emisión de opciones de compra de acciones o warrants.


Se propone, enseguida, explicitar estos instrumentos en la ley, los cuales estrictamente equivalen a opciones de compra. Los warrants dan la opción a su comprador de adquirir la acción subyacente del emisor a un precio predeterminado. El nuevo artículo 26 bis, autoriza esta figura y establece un plazo de vencimiento de hasta 20 años.

c.
Envío electrónico de información a accionistas.


Enseguida, se permite el envío de información electrónicamente a accionistas en reemplazo de la obligación de publicar en periódicos. De esta manera, dada las facilidades que existen para acceder a Internet, sería conveniente eliminar algunas publicaciones de prensa e información dirigida a los accionistas, y reemplazarlas por envío electrónico de información o publicación en Internet.

d.
Derechos de acciones suscritas y pagadas versus no pagadas.


A continuación, como la Ley señala que las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado tienen los mismos derechos que las íntegramente pagadas, salvo en lo relativo a los beneficios sociales y devoluciones de capital, se proponen cambios. Ello, en la práctica, ha implicado que los accionistas que sólo hayan suscrito sus acciones pueden tener participación en la administración e incluso llegar a controlar la sociedad. De ahí que se proponga que todos los derechos de los accionistas, incluidos los de participación en la administración, sean en función de sus aportes a la sociedad. Con todo, se autoriza para que los estatutos puedan alterar esta disposición.

e.
Transacciones entre sociedades relacionadas.


Se amplía, además, el concepto de interés respecto de un director implicado, a los controladores y personas relacionadas que votaron por aquel para lograr determinantemente su elección. 


De la misma manera, se precisa de mejor manera el rol del directorio con relación a las transacciones entre sociedades relacionadas. En este sentido, se establece que el directorio debe determinar si se ajustan a condiciones de mercado. Asimismo permite que el directorio pueda determinar las transacciones y la forma en que se pueden realizar. 


Similarmente, se perfecciona la normativa que trata del comité de directores. Para tal efecto, se establece que este comité debe proponer las condiciones generales a las que se podrá llevar a cabo el tipo de transacciones en cuestión, informando a posteriori respecto del cumplimiento de las condiciones de equidad mencionadas y pronunciarse respecto de los informes de los peritos evaluadores.

X. MODIFICACIONES A LA LEY DE FONDOS DE INVERSIÓN.


El proyecto también modifica la ley Nº 18.815, de fondos de inversión, con el fin de flexibilizar la gestión de los fondos, adecuándolos al perfil de capital de riesgo.

1.
Elimina restricción de endeudamiento.


Para tal efecto, en primer lugar, elimina la restricción al endeudamiento, condicionándolo a que se establezca un límite máximo en el reglamento interno del fondo. Actualmente, el endeudamiento máximo es de 50% del patrimonio pudiendo elevarse a 100% si el reglamento interno lo especifica. De esta manera, los fondos podrán incrementar aun más su endeudamiento y por lo tanto aumentar la escala de los proyectos y la rentabilidad esperada del fondo.

2.
Política de dividendos de acuerdo al reglamento.


Se propone, a continuación, que el porcentaje de distribución de beneficios se establezca en el reglamento interno del fondo y así se elimine la obligatoriedad de repartir entre los aportantes el 30% de éstos. 


Con ello, se busca facilitar la inversión de los fondos en empresas y proyectos que generan bajos flujos de ingresos en el corto plazo, como aquellos dedicados al capital de riesgo. Además, se busca permitir una reinversión de las utilidades obtenidas. También se permite alinear incentivos al entregar al administrador su participación de los excedentes sólo al momento de la liquidación final del fondo.

3.
Subcontratación de servicios externos.


El proyecto, además, deja expresamente contenido la facultad de las administradoras de conferir poderes especiales para encargar determinadas actividades, entendiéndose comprendidas entre éstas, la delegación de la administración de cartera. A este respecto, las Administradoras Generales de Fondos ya están, de hecho, autorizadas a hacerlo, pero no así el resto de las administradoras. 


Asimismo, se establece que el costo de dichas contrataciones, cuando se refiera a subcontratación de administración de cartera, sería de cargo de la administradora.


De esta manera, se modifica la Ley para evitar que se usen los fondos de inversión privados para administrar recursos del mismo administrador con el objeto de rebajar la carga tributaria.

4.
Otras materias.


Se establecen, además, menciones mínimas de política de liquidez contenida en el reglamento interno del fondo y además aquellas materias que otorguen derecho a retiro. Para ello, se amplía el plazo para el pago de las cuotas desde la fecha de emisión de éstas. También se corrigen inconsistencias y se obliga a mantener los títulos representativos de inversiones en empresas de Depósito y Custodia de Valores.


Lo anterior se enmarca en el programa de Fortalecimiento de la Industria de Capital de Riesgo de Corfo y el Banco Interamericano del Desarrollo, el cual garantizará bonos emitidos por fondos de inversión que califiquen en dicho programa.


De esta manera, se autoriza para que los fondos seleccionados puedan establecer en sus reglamentos internos políticas de endeudamiento y dividendos acordes a los requerimientos de la industria de capital de riesgo, así como de los requerimientos que permitan otorgar a las instituciones garantes los resguardos necesarios.

XI. CAMBIOS AL DECRETO LEY QUE CREA La SUPERINTENDENCIA DE VALORES Y SEGUROS.


Por otra parte, el proyecto refuerza las facultades de fiscalización de la Superintendencia en el marco de su Ley Orgánica, autorizándole a requerir registros de correspondencia y de llamados. Asimismo, otorga a las declaraciones el valor de constituir prueba en tribunales. También se perfecciona el proceso de notificación.


La Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, otorga el derecho a presentar recursos de ilegalidad en contra de las medidas de la Superintendencia que decreten suspensiones o cancelaciones de las corredoras de bolsa, compañías de seguro, emisores, etc.


Con todo, la misma normativa vigente, concede el efecto suspensivo de tales medidas como consecuencia de la presentación del referido recurso de ilegalidad. Ello, puede resultar en un severo perjuicio para el resto del mercado de capitales. Dado lo anterior, se propone modificar la normativa para efectos de que ante la deducción de recursos de ilegalidad por parte de las instituciones fiscalizadas en el caso de suspensiones por parte de la superintendencia, estos recursos se concedan en el solo efecto devolutivo.

XII. MODIFICACIONES A LA LEY DE DEPÓSITO Y CUSTODIA DE VALORES.


Enseguida, el proyecto modifica la Ley de Depósito y Custodia de Valores.

1.
Permitir depósitos y retiros de acciones electrónicamente en casos especiales.


En primer lugar, se modifica la ley para permitir efectuar de manera electrónica los depósitos y retiros de acciones en los casos de sociedades anónimas cuyos registros sean administrados por una empresa de depósito y custodia de valores. Para ello, se eximen de las formalidades propias del traspaso de dominio cuando se trate de este tipo de operaciones. De esta manera, debido a que la empresa de depósito mantiene el registro de accionistas, ésta puede abonar y acreditar automáticamente las cuentas respectivas previa comprobación de la existencia de los títulos, flexibilizando este proceso.

2.
Listado de aportantes de fondos de inversión.


Se propone, además, explicitar en la ley que las administradoras de Fondos de Inversión tienen la obligación de poner a disposición del público, el listado auxiliar de accionistas que están representados por el Depósito Central de Valores en el registro de accionistas.

3.
Apertura de cuentas de mandantes.


Se propone exigir también que el Depósito Central de Valores ponga a disposición de los mandantes, un listado de todas las operaciones realizadas con los valores depositados en forma trimestral, de manera que puedan controlar las transacciones realizadas por sus custodios.

4.
Flexibilización de la capacidad del Depósito Central de Valores.


A continuación, se busca flexibilizar la capacidad del Depósito Central de Valores para prestar servicios adicionales a su giro, a sus depositantes que inviertan en estos valores. Con este fin, se propone modificar la ley ampliando el giro del depósito para el caso de valores extranjeros, siendo ello detallado en una norma de carácter general. En la actualidad, estas entidades tienen como objeto exclusivo, recibir en deposito de valores de oferta publica, de parte de las entidades que explícitamente señala la ley.


A través de la enmienda propuesta, el depósito podría efectuarse en empresas de depósito y custodia extranjeras. En efecto, bajo un esquema de custodia virtual, los valores extranjeros se encontrarían depositados e inmovilizados en una entidad extranjera y las posiciones asociadas a dichos valores serían reflejadas virtualmente en el Depósito Central de Valores, manteniéndose éstas abonadas a las cuentas de los respectivos depositantes. Asimismo, se plantea que el Depósito tenga la posibilidad de representar a sus depositantes en juntas de accionistas de sociedades extranjeras.

5.
Flexibilidad en las emisiones desmaterializadas.


Enseguida, bajo las disposiciones legales vigentes, no es posible emitir efectos de comercio en forma de pagarés desmaterializados, debido a que, por una parte, puede existir un cuestionamiento legal al mérito ejecutivo del pagaré por el hecho de no encontrarse debidamente autorizado ante notario público y, por la otra, a la existencia misma del título, dado que al no encontrarse físicamente firmado por el suscriptor no valdría como pagaré. 


De ahí que la propuesta modifique el título de emisión de deuda de corto plazo de la ley Nº 18.045, en el sentido de requerir escritura pública para las emisiones. 


Además, se modifica la ley Nº 18.876, de custodia de valores, en lo referente a emisiones desmaterializadas. Se aclara que para ningún título de crédito, se requerirán las formalidades o firmas que se requerirían de emitirse en forma material.

6.
Deber de informar a la Superintendencia fundamento de tarifas.


Finalmente, la Superintendencia puede requerir de parte de las empresas de depósito y custodia de valores un informe periódico sobre el fundamento económico de las tarifas que aplican.

XIII. CAMBIOS AL DECRETO LEY DE FONDOS MUTUOS.


El proyecto, enseguida, modifica la Ley de Fondos Mutuos.

1.
Eliminación de límite por emisor para fondos mutuos índice.


En primer lugar, el proyecto permite que a un fondo índice, es decir aquel donde las inversiones del fondo tienen una composición idéntica a la que tenga un determinado índice de medición de fluctuaciones de precio de valores de renta fija y/o variable existente, nacional o internacional, no le sean aplicables los limites por emisor del 10% y por grupo empresarial.

2.
Subcontratación de servicios externos. 


A continuación, se deja expresamente contenido en las leyes de los fondos de inversión, fondos mutuos y fondos para la vivienda, la facultad de las administradoras, de conferir poderes especiales para encargar determinadas actividades entendiéndose comprendidas entre estas, la delegación de la administración de cartera.


A este respecto, las Administradoras Generales de Fondos ya están de hecho autorizadas a hacerlo, pero no así el resto de las administradoras. Asimismo, se establece que el costo de dichas contrataciones, cuando se refiera a subcontratación de administración de cartera, será de cargo de la administradora. Asimismo, se obliga a la Administradora a mantener los títulos representativos de acciones en una empresa de Depósito y Custodia de Valores.

3.
Procedimiento para clasificaciones discordantes de instrumentos fondos mutuos.


Se restablece, enseguida, la facultad para que la Superintendencia pueda definir procedimientos de clasificación de riesgo en el caso de instrumentos que cuenten con dos o más clasificaciones de riesgo discordantes.

4.
Tratamiento tributario y reparto de beneficios por parte de los fondos mutuos. 


Por otra parte, la Ley de Impuesto a la Renta y la Ley de Fondos Mutuos, establecen tratamientos para el reparto de los dividendos de los fondos con exención tributaria, en el primer caso, y reparto de beneficios de todos los fondos mutuos, en el segundo. Puede darse que un aportante no tenga la calidad de tal el día de pago de dividendos pero si lo tenga para el día de pago de los beneficios pudiendo éste recibir dichos beneficios aun cuando no era participe el día de pago de dividendos. Por lo tanto, se aclara que tendrán derecho al reparto de beneficios provenientes de los dividendos aquellos que eran participes el día de reparto de estos dividendos.

5.
Límites de inversión de fondos mutuos.


El proyecto, enseguida, aumenta el límite por emisor de inversión en fondos mutuos y de inversión nacionales desde un 10% hasta un 25%. Por otro lado, se precisa la facultad de los fondos mutuos de invertir en títulos representativos de deuda emitidos o garantizados por entidades de su grupo empresarial.

6.
Cuentas corrientes a nombre de varios fondos mutuos.


Se explicita, además, la facultad que las administradoras, para los efectos de mantener dinero efectivo en bancos, perteneciente al o los fondos que administren, puedan abrir a nombre de uno o más fondos, una o más cuentas corrientes bancarias, las cuales serían inembargables.

XIV. MODIFICACIONES A LAS NORMAS SOBRE FONDOS PARA LA 
VIVIENDA.


El proyecto, además, modifica la Ley Nº 19.281, sobre arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, que contiene la normativa sobre Fondos para la Vivienda.

1.
Constitución de garantías y requisitos a directores y ejecutivos de Administradoras de Fondos para la Vivienda (AFV).


En primer lugar, el proyecto ajusta la normativa de las AFV respecto a requisitos patrimoniales, constitución de garantías y requisitos a sus directores y ejecutivos principales, a las normas aplicables las administradoras de Fondos Mutuos, de Fondos de Inversión y General de Fondos. De esta manera, se eleva de UF 6.000 a UF 10.000 el patrimonio mínimo de las AFV y se requiere una garantía adicional de la misma manera que al resto de los fondos.

2.
Se elevan límites de inversión.


Se modifica también la Ley Nº 19.281, elevando límites de inversión por emisión para igualarlos a los de los fondos mutuos, desde 10% a 25%. En segundo lugar, eleva límites de inversión por emisor de 5% a 7%. En tercer lugar, eleva límites de inversión por grupo empresarial de 15% a 25% para homologarlo a los fondos mutuos. Además, propone agregar la posibilidad de invertir en todo tipo de cuotas de fondos mutuos y no sólo en las que establece el DL 3.500.

3.
Autorización para realizar otras actividades.


Finalmente, se propone permitir a AFV actividades complementarias que autorice la SVS.

XV. CAMBIOS AL CÓDIGO CIVIL Y A LA LEY DE QUIEBRAS.


Por otra parte, el proyecto modifica el Código Civil y la Ley de Quiebras.

1.
Subordinación de Obligaciones Valistas.


En la actualidad, frente a la cesación de pagos y quiebra de un deudor, los acreedores son reunidos para liquidar el patrimonio del deudor, esto es, liquidar el activo a fin de pagar los pasivos en la medida de lo que alcance. 


El orden de precedencia de la masa de acreedores que concurren al pago sufre alteraciones legales pasando unos acreedores delante de otros de acuerdo a las clasificaciones que la ley ha señalado. Pagados los créditos preferidos, la masa remanente se reparte entre los acreedores ordinarios y sin privilegios o valistas.


La actual ley de quiebras no reconoce la existencia de ordenes de preferencia entre los acreedores valistas, de manera que el síndico no tiene la obligación de hacer respetar ordenes de créditos que voluntariamente se han resuelto subordinar al pago íntegro de otras acreencias.


Sin embargo, la contratación de créditos con obligaciones subordinadas son de ordinaria aplicación en distintos tipos de financiamientos de proyectos. 


En consecuencia, se proponen los cambios de ley necesarios para que se reconozca la existencia de acuerdos entre todos o algunos de los acreedores valistas a fin que unos se subordinen al pago de otros y se regule la forma en que el síndico se conducirá respecto de acreedores privilegiados, subordinados y los demás valistas ajenos a pactos de subordinación.


Para tales efectos, se introducen modificaciones a la Ley de Quiebras y al Código Civil, de manera tal que los pactos entre acreedores sean respetados por el síndico de quiebras y éste los haga cumplir, como representante del fallido.

2.
Compensación en eventos de quiebra.


Enseguida, la ley de quiebra no da garantías de claridad para la eficaz operación de contratos de canje y derivados financieros, dado que el deudor fallido está impedido de realizar toda compensación a partir de la declaración de quiebra y por lo tanto no puede su contraparte, compensar las contracuentas al haber del deudor fallido contra sus saldos pasivos. En consecuencia, tal contraparte sólo podrá verificar su acreencia con la esperanza de pagarse en alguna parte de ella.


Para solucionar esta situación, se pretende establecer que el efecto de la declaración de la quiebra en contra de un fallido, en relación con los contratos de canje vigentes vinculados a una contraparte unitaria, deberán ser terminados a la fecha de la declaración de la quiebra y sus saldos de débito y crédito serán compensados automáticamente en forma universal para todos los contratos comprendidos bajo un solo modelo o contrato.


Con todo, no cualquier contrato tendrá la aptitud de evitar la normal aplicación de los efectos de la quiebra. De esta forma, se ha optado por reconocer para estos efectos que un contrato de canje califica para estas reglas de aplicación especial de la declaratoria de quiebra, cuando se trate de contratos de canje de tasas de interés, monedas o divisas, u otros factores financieros o productos financieros amparados bajo un convenio maestro de compensación y contratación de instrumentos de canje y derivados aprobado por la Superintendencia de Valores y Seguros, quien podrá, además, regular la forma y procedimientos que deberán seguirse para ejecutar tales compensaciones.

XVI. NUEVAS NORMAS SOBRE PRENDA SIN DESPLAZAMIENTO Y CREA REGISTRO ÚNICO DE PRENDA.


Finalmente, el proyecto regula orgánicamente la prenda sin desplazamiento.

1. Fundamento de la nueva regulación: las dificultades para acceder al crédito para la industria de capital de riesgo.


En primer lugar, como parte del análisis desarrollado con relación al fomento del capital de riesgo, se ha considerado que la mayor o menor facilidad de acceso al crédito es un factor relevante en la generación de nuevos proyectos de inversión. El incentivo a tales inversiones puede lograrse no sólo a través de asistencias o fomento directo, sino que también en virtud de mejoras efectivas en la infraestructura y tecnología contractual que organiza la industria del crédito de otros productos financieros accesorios.


En concreto, las garantías son elementos claves en la industria financiera, al elevar la calidad crediticia de un deudor, dándole acceso al financiamiento si no lo tuviere o bien permitiéndole obtenerlo en condiciones más competitivas.


Nuestro sistema legal contempla actualmente siete tipos de prendas, ninguna de las cuales solucionan por sí sola todas las necesidades que la actividad comercial y crediticia requiere.


Tales prendas son: la prenda civil, regulada por el Código Civil; la prenda comercial, regulada por el Código de Comercio; la prenda de valores mobiliarios a favor de los bancos, regulada por la ley Nº 4287; la prenda agraria, regulada por la ley Nº 4097; la prenda sobre compraventa de cosas muebles a plazo, regulada por la ley Nº 4702; la prenda industrial, regulada por la ley Nº 5687; y la prenda sin desplazamiento regulada por la ley Nº 18.112.


Las tres primeras prendas requieren la entrega física del bien lo que las restringe enormemente. Técnicamente se les denomina “con desplazamiento”.


Las prendas agrarias, industrial y de venta de cosas muebles a plazo, si bien no requieren la entrega física de la cosa prendada, tienen diversas limitaciones derivadas del tipo de bienes y negocios a las que se aplican. La Ley de prenda sin desplazamiento, que es la más moderna y amplia, contiene también ciertas rigideces y limitaciones. En efecto, la forma en que se realiza la publicidad de esta Ley es mediante la publicación de un extracto de la escritura del contrato en el Diario Oficial, los días 1º ó 15 de cada mes, con lo cual el acreedor prendario debiera revisar la totalidad de la publicación antes mencionada para asegurarse que el bien no tenga otros gravámenes anteriores. 


Lo anterior se traduce en mayor incertidumbre para el acreedor prendario, y por ende, eleva el costo de financiamiento para los proyectos de inversión. 


En consecuencia, mediante la presente iniciativa, se crea una nueva prenda sin desplazamiento, prohibiéndose la constitución de las otras prendas especiales, esto es la actual prenda sin desplazamiento, agraria, industrial y de compraventa a plazo, a fin de eliminar la incertidumbre que se produce respecto de bienes gravados con más de una de aquellas prendas. Con todo, se dispone que las prendas constituidas bajo el imperio de dichas leyes, mantienen su vigencia y continúan rigiéndose en todo de acuerdo con tales reglas a menos que las partes de las mismas, voluntariamente deseen migrar al nuevo sistema.

2.
Creación de un nuevo tipo de prenda sin desplazamiento


Con la nueva prenda sin desplazamiento, que el proyecto crea, se prohíbe la constitución de nuevas prendas especiales de la misma naturaleza, esto es, las actuales prenda sin desplazamiento, agraria, industrial y de compraventa a plazo. Sin embargo, se dispone que las prendas constituidas bajo el imperio de dichas leyes, mantienen su vigencia y continúan rigiéndose en todo de acuerdo con tales reglas a menos que las partes de las mismas, voluntariamente deseen migrar al nuevo sistema. Lo anterior busca eliminar la incertidumbre que se produce respecto de bienes gravados con más de una de aquellas prendas.


Para tal efecto, la nueva ley de prenda que se propone, tiene las siguientes características principales:

a.
Se autoriza su constitución por escritura privada autorizada ante notario.

b.
Se permite prendar inventarios y cuentas por cobrar (salvo letras o pagarés que mantienen el “endoso en garantía” como forma de constituir la prenda).

c.
Se autoriza la posibilidad de prendar valores, derechos y contratos.

d.
Se permite la denominada “prenda flotante”.

e.
Se establece un registro único de prenda a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. 


De esta forma, la única formalidad aplicable para esta prenda es la inscripción de dicha garantía en el registro así creado, que se constituye en la forma mediante la cual se transferirá el derecho real de prenda. 

XVII. CONSIDERACIONES FINALES.


En síntesis, mediante el presente proyecto de ley que someto a vuestra consideración, se propone incrementar la oferta de fondos para los proyectos emergentes o capital de riesgo, garantizando que las buenas ideas tengan el apoyo financiero para ser llevadas a cabo.


Asimismo, se pretende solucionar una serie de impedimentos legales que generan trabas al flujo de ahorro hacia proyectos de inversión, que es el objetivo primordial del mercado de capitales. Con las innovaciones que este proyecto de ley establece, se continúa con el proceso iniciado el año 2000 y reforzado el año 2001. Estas propuestas forman parte de este proceso de modernización y flexibilización de nuestro mercado de capitales, que tienen como objetivo último generar nuevas fuentes de trabajo y por lo tanto, un mayor bienestar social para el país.


El gobierno que presido, estima que la aprobación del conjunto de propuestas que contiene este proyecto de ley, generará un mercado bancario, de administración de fondos de terceros y de seguros más eficiente, más seguro, más transparente y accesible.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1º.- Intercálese en el inciso primero del artículo 18º quater, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del D.L. Nº 824, de 1974, antes del punto seguido, las siguientes oraciones:


“Para los efectos de este artículo, no se considerará rescate el traspaso de cuotas que efectúe el partícipe entre Fondos administrados por una misma sociedad administradora. En este caso, cuando se efectúe el rescate de las cuotas, el mayor valor se determinará comparando el valor de adquisición inicial de éstas, debidamente reajustado en la forma prevista en el artículo 17º, del D.L. Nº 1.328, de 1976, con el de rescate.”.


ARTÍCULO 2º.- Agrégase en el artículo 9º del Decreto Ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas, el siguiente Nº 7, nuevo:


“7.- El deudor, en aquellos casos en que el acreedor o beneficiario del documento afecto a los impuestos de esta ley, no tenga domicilio o residencia en Chile.”.


ARTÍCULO 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley General de Bancos, cuyo texto fue fijado por el artículo único del Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, de Hacienda, de 1997:

1)
Introdúcense el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 28:


“Los Superintendentes de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros y de Administradoras de Fondos de Pensiones en comité, se reunirán con la periodicidad que determinen, para debatir y resolver asuntos de su competencia que tengan relación con las facultades y obligaciones de esas instituciones. Podrán, además, compartir información, incluso la que la ley califica de reservada, cuando alguna de ellas deba pronunciarse sobre la creación, funcionamiento o desarrollo o disolución de una empresa sometida a su fiscalización.”.

2)
Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- Cuando la Superintendencia deba pronunciarse sobre un prospecto de nuevo banco o la adquisición de acciones de un banco existente, de acuerdo con los artículos 27 y 36, y estime que corresponde resolver negativamente, podrá consultar al Consejo del Banco Central acerca de esa decisión. Si el Consejo concuerda con la opinión, la Superintendencia quedará habilitada para pronunciarse en ese sentido.”.

3)
Suprímase el inciso segundo del artículo 63.

4)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 65:

a)
Reemplázase en su inciso primero, las palabras: “capital pagado y reservas” por las siguientes: “patrimonio efectivo”.

b)
Reemplázase en el mismo inciso primero, la frase “o en documentos emitidos por esta institución o el Servicio de Tesorerías, para cuyo vencimiento no falten más de 90 días.”, por la siguiente: “o en documentos emitidos por esta institución o por el Servicio de Tesorerías a cualquier plazo valorados según precios de mercado.”.

c)
Elimínese en el inciso segundo, letra a), la frase “o dentro de un plazo inferior a 30 días y también los depósitos y captaciones a plazo a contar desde el décimo día que preceda al de su vencimiento”.

d)
Reemplácese en el inciso segundo, letra b), la frase “los préstamos” por la siguiente “los depósitos, préstamos o cualquier otra obligación que el banco haya contraído con otra empresa bancaria”.

5)
Agrégase a la letra a), del artículo 70, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso nuevo:


“Para los efectos de la consolidación que deberán efectuar estas sociedades con el banco que sea su matriz, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá pedirles directamente sus estados financieros y revisar en ellas todos los datos e informaciones que le permitan conocer su real situación de solvencia.”.

6)
Deróguense los artículos 112 a 117, ambos inclusive y todas las referencias contenidas en la ley a las sociedades financieras.

7)
Suprímase el inciso penúltimo del artículo 123.

8)
Suprímase en el artículo 132, en el inciso primero, la frase: “y los depósitos y captaciones a plazo a que se refiere el inciso segundo, letra a), del artículo 65,” y reemplazase la coma que precede a la frase “las obligaciones a la vista” por la conjunción: “y”.

9)
Deróguese el artículo 147.

10) Agrégase el siguiente Título XVIII, nuevo:

“TÍTULO XVIII

SOLUCION DE CONTROVERSIAS ENTRE BANCOS Y CLIENTES

Artículo 161. Los bancos deberán designar una persona natural o jurídica autónoma, llamada “Defensor del Cliente”, para que resuelva las reclamaciones que interpongan sus clientes con relación a una operación determinada, con las limitaciones de naturaleza y monto que establezca la Superintendencia y con el procedimiento administrativo que determine el mismo organismo, quien tendrá su fiscalización.


Los gastos que ocasione el mantenimiento de la oficina del defensor serán de cargo de la institución que lo designó.


Artículo 162. Las resoluciones que dicte el defensor serán fundadas y obligatorias para la institución que lo designó, pero el cliente tendrá libertad para acogerse a ellas.


Artículo 163. En ningún caso podrá el defensor del cliente ordenar el cumplimiento de obligaciones por equivalencia o regular indemnizaciones de perjuicios, todo lo cual corresponderá exclusivamente a los Tribunales de Justicia.


Artículo 164. La Superintendencia podrá eximir de la obligación que establece este título a los bancos que por la naturaleza de sus operaciones o por el número de clientes o de reclamaciones no justifiquen la necesidad de designar un “Defensor del Cliente.”.”.


ARTÍCULO 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, de Hacienda, de 1931, sobre Compañías de Seguros:

1)
Reemplázase en el artículo 3º, la letra i) el guarismo “120” por “500”, y agréguese después de la palabra “fomento” la siguiente expresión “o cuando excediendo de dicho monto, así se hubiere estipulado en la póliza respectiva”.

2)
Modifícase el Artículo 4º, en el siguiente modo:

a)
Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, los seguros de transporte marítimo internacional, aviación comercial internacional y mercancías en tránsito internacional, podrán ser contratados con compañías extranjeras establecidas en el territorio de un país con el cual se hubiese suscrito un tratado internacional que se encuentre vigente y en el cual Chile haya comprometido la contratación transfronteriza de dichos seguros. En todo caso, estas compañías deberán cumplir con los términos y condiciones establecidos en dichos tratados como asimismo con los requisitos que la Superintendencia establezca mediante norma de carácter general.”.

b)
Intercálese, a continuación del inciso segundo los siguientes incisos tercero a quinto, quedando los actuales incisos tercero y cuarto, como sexto y séptimo:


“De igual modo, cualquier persona natural o jurídica podrá contratar libremente en el extranjero toda clase de seguros, a excepción de los seguros obligatorios establecidos por ley y aquellos contemplados en el Decreto Ley Nº 3.500 de 1980.


En los casos señalados en los incisos segundo y tercero precedentes, la contratación de dichos seguros quedará sujeta a la normativa sobre operaciones de cambios internacionales.


Asimismo las entidades aseguradoras y reaseguradoras podrán suscribir riesgos provenientes del extranjero.”.

3)
Intercálese, a continuación del artículo 9º, el siguiente Artículo 9 bis, nuevo:


“Las personas naturales o jurídicas que, personalmente o en conjunto sean controladoras de una compañía de seguros del segundo grupo conforme al artículo 97 de la Ley de Mercado de Valores y, además, posean individualmente más del 10% de sus acciones, deberán enviar a la Superintendencia información confiable acerca de su situación financiera. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la periodicidad y contenido de esta información que no podrá exceder de la que exige a las sociedades anónimas abiertas.”.

4)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 10º, la segunda oración por las siguientes: 


“Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, se pacten otros sistemas de reajustabilidad o moneda de curso legal. Pactada en moneda de curso legal, la indemnización deberá reajustarse según la variación que experimente la unidad de fomento entre el día del siniestro y el de pago efectivo.”.

5)
Sustitúyese en el Nº 2 del artículo 16º, la expresión “de garantía” por “para responder”.

6)
Modifícase el artículo 21, de la siguiente manera:

a)
Incorpórese en el Nº 1, la siguiente letra f), nueva:


“f) Pagarés u otros instrumentos de crédito suscritos por personas naturales que constituyan título ejecutivo, conforme a los requisitos, condiciones y límites que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, la Superintendencia no podrá fijar un límite de inversión en estos instrumentos superior al 5% de las reservas técnicas y el patrimonio de riesgo.”.

b)
Incorpórese en el Nº 5, la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales e) y f), a ser f) y g), respectivamente:


“e) Préstamos otorgados a asegurados de pólizas de seguro de crédito, a que se refiere el artículo 11, que cumplan con los requisitos, condiciones y límites que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, hasta por el monto del crédito asegurado.”.

c)
Incorpórase el siguiente número 7, nuevo:


“7) Otros instrumentos y activos autorizados por la Superintendencia, conforme a los requisitos, condiciones y límites que establezca mediante norma de carácter general. El límite máximo de inversión para el total de estos activos que fije la Superintendencia, no podrá ser superior al 5% de las reservas técnicas y el patrimonio de riesgo de las compañías.”.

7)
Modifícase el artículo 23, en el siguiente tenor:

a)
Incorpórese en el Nº 1 del artículo 23, la siguiente nueva letra l), nueva:


“l) 10% del total, en aquellos activos de la letra e) del Nº 5.”.

b)
Incorpórense en el Nº 2, las siguientes letras g) y h), nuevas:


“g) 0,5% del total, para la suma de la inversión en instrumentos de las letras c) del Nº 1 y a) y b) del Nº 3, comprendidos en las letras a) y h) del Nº 1 de este artículo, según corresponda, emitidos por una misma entidad o sus respectivas filiales.

h)
10% del total, para la suma de la inversión en los siguientes instrumentos:


i) Instrumentos de la letra f) del Nº 1;


ii) Instrumentos de la letra a) del Nº 2, que no cumplan con el requisito de presencia bursátil que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general;


iii) Instrumentos de los números 6 y 7;


iv) Instrumentos de la letra c) del Nº 1 y a) y b) del Nº 3, comprendidos en las letra a) y h) del Nº 1 de este artículo.”.

8)
Modifícase el artículo 37 en los siguientes términos:

a)
Intercálese el siguiente nuevo inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Tratándose de compañías del segundo grupo, la Superintendencia podrá requerir otros antecedentes que permitan establecer la integridad y solvencia de los accionistas y sus controladores.”.

b)
Agrégase el siguiente nuevo inciso final:


“Si al pronunciarse sobre la aprobación de una autorización de una compañía del segundo grupo, la Superintendencia estimare que debe rechazarlo, podrá consultar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. Si todas ellas concuerdan con la opinión de la Superintendencia, ésta podrá rechazarlo sin más trámite.”.

9)
Agréguense en el artículo 38 los siguientes incisos segundo a cuarto, nuevos:


“Tratándose de acciones de compañías del segundo grupo, si el poseedor de dichas acciones es una sociedad de cualquier tipo, sus socios o accionistas no podrán ceder un porcentaje de derechos o de acciones en su sociedad, superior a un 10%, sin haber informado y acreditado a la Superintendencia las circunstancias indicadas en las letras a) y b) del artículo anterior. Antes de cumplir con lo preceptuado en este artículo, el adquirente de derechos o de acciones no podrá ejercer el derecho a voto en la compañía de seguros.


Si las acciones así adquiridas, antes de cumplirse lo establecido en este artículo, se hubieren inscrito en el registro de accionistas de la entidad aseguradora, o se hubiere transferido el dominio de las acciones o derechos en la sociedad propietaria de las acciones, en su caso, la Superintendencia declarará la exclusión del derecho a voto y comunicará su determinación a la entidad aseguradora para su cumplimiento y correspondiente anotación en el registro de accionistas.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá proceder de acuerdo al inciso cuarto del artículo anterior, para declarar la exclusión del derecho a voto de las acciones de compañías del segundo grupo sujetas a este artículo en su cambio de propiedad.”.

10) Incorpórase el siguiente artículo 40º, nuevo:


“Artículo 40º.- Las entidades aseguradoras deberán designar a una persona natural o jurídica llamada “Defensor del Asegurado”, para que conozca de las reclamaciones que formulen los contratantes, asegurados, beneficiarios y derechohabientes de unos y otros contra dichas entidades. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, establecerá el procedimiento administrativo a que se sujetará, las limitaciones de naturaleza y monto a que estarán afectas dichas reclamaciones, los requisitos mínimos a cumplir por las personas a designar, y otras materias relacionadas, quedando sujetas a su fiscalización las personas que se designen.


Los gastos que se ocasionen con motivo de la actuación del defensor del asegurado, serán de cargo de la institución que lo designe, no pudiendo, en ningún caso, ser de cargo de los reclamantes. 


La decisión del defensor del asegurado será fundada y obligatoria para la institución que lo designó, pero el reclamante tendrá libertad para acogerse a ella.


El defensor del asegurado sólo podrá conocer y pronunciarse de la ejecución del contrato respectivo, y no obligará a la compañía en materias distintas a las convenidas en la póliza.


Lo anterior no obsta a la posibilidad de recurrir a los tribunales o a otros mecanismos de solución de conflictos.”.

11) Introdúzcase en el artículo 46, la siguiente frase al inicio del inciso primero:


“Exceptuadas aquellas compañías comprendidas en el inciso segundo del artículo 4º y únicamente con respecto a los seguros allí señalados,”.

12) Agréguese en el artículo 58, el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, en el caso de los seguros de transporte marítimo internacional, aviación comercial internacional y mercancías en tránsito internacional, podrán efectuar la intermediación de los mismos las personas naturales o jurídicas establecidas en el territorio de un país con el cual se hubiese suscrito un tratado internacional que se encuentre vigente y en el cual Chile haya comprometido la intermediación transfronteriza de dichos seguros. En todo caso, estos intermediarios deberán cumplir con los términos y condiciones establecidos en dichos tratados como asimismo con los requisitos que la Superintendencia establezca mediante norma de carácter general.”.

13) Agrégase en el Título IV un nuevo párrafo 4. “Régimen Especial de Regularización”, pasando los actuales 4 y 5, a ser 5 y 6, respectivamente, e introdúzcase el siguiente nuevo artículo 73 bis:


“Artículo 73 bis.- La Superintendencia, sin sujeción a los plazos previstos en este Título, podrá, por resolución fundada, adoptar una o más de las medidas establecidas en los artículos precedentes o aplicar las sanciones señaladas en el artículo 44º, en caso que la compañía presente déficit de inversiones representativas de reservas técnicas y patrimonio de riesgo igual o superior al 10%, o endeudamiento superior en un 40% o más al máximo establecido en el artículo 15º.


Los porcentajes señalados se rebajarán a la mitad, si la situación de déficit o sobreendeudamiento se origina en operaciones efectuadas con personas relacionadas, directamente o a través de terceros, con su propiedad o gestión.”.


ARTÍCULO 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones:

1)
Agréguese en el artículo 23, en el inciso vigésimo, la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido:


“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un siete por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de valores, con la cual la Superintendencia le haya autorizado a operar.”.

2)
Agréguese en el artículo 28, en el inciso tercero, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,), la siguiente oración: “con excepción de aquellas que se cobren por la administración de depósitos de ahorro previsional voluntario.”.

3)
Modifícase el artículo 44, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en la primera oración del inciso primero, la frase “a lo menos, el noventa por ciento” por la expresión “la totalidad”. A su vez, intercálese entre las expresiones “respectivos” y “deberán”, la expresión “, susceptibles de ser custodiados,”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido la siguiente tercera oración: “La Superintendencia mediante norma de carácter general establecerá los títulos susceptibles de ser custodiados por parte de las referidas entidades.”.

b)
Reemplázase los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“El depositario no podrá autorizar el retiro de los títulos en custodia, si con ello el Fondo respectivo deja de cumplir con el valor mínimo que determinará la Superintendencia para cada uno de los Fondos de Pensiones. En el evento de que ello ocurriere, la Administradora deberá efectuar las diligencias necesarias que le permitan cumplir la respectiva operación en el mercado secundario formal, a más tardar el día hábil siguiente a la fecha en que correspondía su cumplimiento.


El valor mínimo al que se refiere el inciso anterior, será establecido para cada uno de los Fondos de Pensiones y comunicado al Banco Central de Chile o a las empresas de depósito de valores, al menos una vez a la semana y no podrá ser inferior al noventa por ciento del valor de cada uno de los Fondos y sus respectivos Encajes.”.

c)
Reemplázase en el inciso octavo, la expresión “seis” por “tres”.

d)
Elimínase el inciso noveno.

e)
Reemplázase el inciso undécimo por el siguiente:


“La constitución en garantía en favor de las Cámaras de Compensación, por operaciones de cobertura de riesgo financiero, sólo podrá efectuarse por parte de las Administradoras con títulos de propiedad de un Fondo que se encuentren en custodia.”.

f)
Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“Para efectos del cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, se entenderá como valor de un Fondo de Pensiones y del Encaje al valor de las inversiones del Fondo respectivo, deducido el valor de los instrumentos financieros entregados en préstamo a que se refieren las letras k) y n) del inciso segundo del artículo 45, cuando corresponda.”.

4)
Reemplázase la letra e), del inciso segundo del artículo 45, por la siguiente:


“e) Bonos de empresas públicas y privadas y bonos de fondos de inversión a que se refiere la ley Nº 18.815.”.

5)
Modifícase el artículo 47, de la siguiente forma:

a)
Intercálese en el inciso vigésimo tercero, entre las expresiones “transferibles,” y “no podrá”, la siguiente oración “así como en bonos emitidos por fondos de inversión,”.

b)
Agrégase en el inciso vigésimo quinto la siguiente oración a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido: “Por su parte, para cada Fondo de Pensiones Tipos A, B, C o D, la suma de las inversiones en cuotas y bonos de fondos de inversión, no podrá exceder del siete por ciento del valor del Fondo.”.

c)
Reemplázase en la primera oración del inciso cuadragésimo, entre las expresiones “número de” y “de suscribir”, la oración “cuotas de cada fondo de inversión prometidas”, por la siguiente: “cuotas y bonos de cada fondo de inversión prometidos”.

6)
Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en la primera oración del inciso quinto, la expresión “cuotas de” por la siguiente: “cuotas o bonos emitidos por”. A su vez, reemplázase en la segunda oración la expresión “Los aportes” por “El pago de las inversiones”. Finalmente, intercálese en la misma oración entre las expresiones “entrega de” y “las cuotas”, lo siguiente: “los bonos o”.

b)
Reemplázase en la primera oración del inciso sexto la expresión “la emisión de” por “respecto de la emisión de los bonos o de las”. Asimismo, en la segunda oración intercálese entre las expresiones “pago de” y “cuotas” lo siguiente: “bonos o”.

c)
Intercálese en el inciso séptimo entre las expresiones “adquisición de” y “cuotas” lo siguiente: “bonos o”. A su vez, reemplázase la palabra “tres” por “seis”.

d)
Reemplázase los incisos octavo y noveno por los siguientes incisos nuevos:


“Las inversiones comprometidas mediante contratos de promesa de suscripción y pago de bonos o cuotas de fondos de inversión, no podrán exceder en su totalidad, del cuatro por ciento del valor del Fondo de Pensiones respectivo. Asimismo, estas inversiones, en su conjunto, no podrán superar el uno y medio por ciento del valor del Fondo por cada emisor en particular. Para los efectos de los límites de inversión establecidos en los artículos 45, 47 y 47 bis, se entenderá que la inversión en bonos de empresas públicas y privadas y fondos de inversión, a que se refiere la letra e) del artículo 45, comprende las inversiones comprometidas mediante contratos de promesa de suscripción y pago de bonos. A su vez, para efecto de los mencionados artículos, se entenderá que la inversión en cuotas de fondos de inversión, a que se refiere la letra i) del artículo 45, comprende las inversiones comprometidas mediante contratos de promesa de suscripción y pago de cuotas. Si como resultado de la inversión en bonos y cuotas, originada en el cumplimiento de los contratos a que se refiere el inciso quinto del artículo 48, se excedieran los límites de inversión por instrumento o emisor, o existiendo exceso éste se incrementara, el Fondo tendrá un plazo de tres años para eliminar el monto representativo del exceso resultante de la operación.


Se extinguirá la obligación de efectuar el pago de inversiones en un fondo de inversión cuando al momento de suscribir las cuotas o bonos y de enterar el pago de las inversiones, las cuotas o bonos, según corresponda, se encuentren desaprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo o cuando se liquide el Fondo de Pensiones respectivo. Con todo, no procederá la restitución de los aportes que se hayan efectuado ni quedarán sin efecto los bonos o las cuotas suscritas y pagadas, respectivamente.”.

7)
Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:

a)
Agréguese en el número 1., el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Asimismo, por requerirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una Administradora que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen diez por ciento o más del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia. Las acciones de la Administradora que se encuentren en la situación antes mencionada y cuya adquisición no haya sido autorizada no tendrán derecho a voto. La Superintendencia sólo podrá denegar tal autorización si quienes la solicitan no cumplen con los requisitos de integridad y solvencia que serán evaluados por aquélla.


Si al pronunciarse sobre la aprobación de cambio de propiedad a que alude el inciso anterior, la Superintendencia estimare que debe rechazarlo, podrá consultar al respecto a las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros. Si ellas concuerdan con la opinión de la Superintendencia, ésta podrá rechazarlo sin más trámite.”.

b)
Agregase los siguientes números 12 al 14, nuevos:


“12. Nombrar, mediante resolución fundada, a un administrador provisional de los Fondos de Pensiones de una Administradora, cuando existieren presunciones fundadas acerca de la ocurrencia de hechos que pusieren en riesgo la seguridad de los fondos.


El administrador provisional tendrá respecto de los Fondos de Pensiones, las facultades que, para su administración, la ley confiera al directorio y al gerente general de la Administradora, la cual quedará obligada, a su costo, de poner a disposición del administrador provisional, todos los recursos necesarios para que éste pueda desempeñar debidamente sus funciones.


La resolución que designe al administrador provisional de los Fondos de Pensiones se cumplirá sin más tramite que su notificación a la Administradora, y será reclamable ante la Corte de Apelaciones respectiva, sujetándose su tramitación al procedimiento establecido en el número ocho del presente artículo.


El nombramiento del administrador provisional no podrá tener una duración superior a cuatro meses, no obstante lo cual podrá renovarse por un nuevo período no superior a cuatro meses, si el Superintendente lo estima necesario.

13. Requerir que las personas naturales o jurídicas que, personalmente o en conjunto, sean controladoras de una Administradora conforme al artículo 97 de la Ley de Mercado de Valores o posean individualmente más del diez por ciento de sus acciones, envíen a la Superintendencia información confiable acerca de su situación financiera. La Superintendencia, mediante normas generales, determinará la periodicidad y contenido de esta información, que no podrá exceder de la que exige la Superintendencia de Valores y Seguros a las sociedades anónimas abiertas.

14. Instruir, por resolución fundada, a una Administradora que se abstenga de efectuar con recursos de los Fondos de Pensiones, las transacciones que específicamente determine con o a través de personas relacionadas a ella, hasta por un plazo de tres meses renovable por igual período, cuando la situación financiera de la Administradora o sus personas relacionadas lo ameriten.


La Superintendencia podrá impartir igual instrucción en caso que dichas personas relacionadas hubieran incumplido disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que les sean aplicables conforme a su objeto social en forma reiterada o grave.”.

8)
Modifícase el inciso primero del artículo 3º, del Título XV en la siguiente forma:

a)
Reemplazase las palabras “instrumento expresado” por “título de deuda denominado”; y

b)
Agréguese al final del inciso, la siguiente frase:


“El Bono de Reconocimiento podrá emitirse por medios inmateriales, esto es, sin que sea necesaria la impresión de una lámina física en la que conste el bono respectivo, pero en tal caso, los bonos emitidos bajo esta modalidad, deberán depositarse en un depósito centralizado de valores autorizado por la ley Nº 18.876.”.

9)
Modifícase el inciso primero del artículo 11, en la siguiente forma:

a)
Elimínase las palabras “mediante un documento que cuente con las características necesarias para impedir su falsificación”; y

b)
Agréguese al final del inciso que se modifica, la siguiente frase:


“El Bono de Reconocimiento será emitido sin que sea necesaria la impresión de una lámina física en la que conste el bono respectivo, en la medida que los bonos emitidos bajo esta modalidad sean depositados en un depósito centralizado de valores autorizado por la ley Nº 18.876. Con todo, si por alguna razón legítima fuere requerida la impresión física de un documento en el que conste el Bono de Reconocimiento, éste contará con las características necesarias para impedir su falsificación y los costos de impresión serán de cargo del requirente.”.

10) Reemplácese en el inciso primero del artículo 12, las palabras “endosado el documento” por “transferido el Bono”.


ARTÍCULO 6º.- Deróguese el artículo 5º transitorio de la Ley Nº 19.795, que modificó el D.L. Nº 3.500, en materia de inversión de los Fondos de Pensiones, de 28 de febrero de 2002.


ARTÍCULO 7º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.045, Ley de Mercado de Valores:

1)
Incorporase como artículo 13, el siguiente texto:


“Art. 13º. La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas, los documentos, información y comunicaciones que establece esta Ley.”.

2)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 30, el guarismo “4.000” por “20.000”.

3)
Introdúcese en el artículo 34, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Superintendencia podrá exigir requisitos adicionales a los ejecutivos principales y personal que participen en la intermediación de valores.”.

4)
Modifícase el artículo 40, de la siguiente forma:

a)
Sustitúyase el Nº 4) por el siguiente:


“4) Deben constituirse y mantener un capital pagado mínimo equivalente a 30.000 unidades de fomento dividido en acciones sin valor nominal y un número de miembros de a lo menos 10 corredores de bolsa.


Si durante la vigencia de la sociedad el monto de su patrimonio neto o el número de miembros se redujere a cifras inferiores a las establecidas en el inciso precedente, la bolsa dispondrá de un plazo de 6 meses para subsanar los déficit producidos. Vencido este plazo sin que así haya ocurrido, podrá serle revocada su autorización de existencia por la Superintendencia, a menos que este organismo le autorice la reducción del capital social o el número de miembros.”.

b)
Sustitúyase el Nº 5), por el siguiente:


“5) Un corredor podrá ejercer su actividad en más de una bolsa, ya sea en calidad de accionista o celebrando un contrato para operar en ella.


Ninguna persona natural o jurídica, en forma individual o conjuntamente con personas relacionadas, podrá poseer directa o indirectamente más del 10% de la propiedad de una bolsa de valores.


Las acciones de las bolsas de valores se podrán transar en el mismo centro bursátil emisor o en otros, lo que será regulado por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

c)
Sustitúyase en el Nº 6), la expresión “deberá adquirir la acción respectiva, lo que podrá hacer” por la siguiente frase”, en la cual se requiera adquirir una acción para operar, lo podrá hacer”. Asimismo, elimínase la última parte de este inciso desde la frase “En este caso, la acción deberá pagarse en dinero efectivo y de contado.”.

d)
Deróganse los números 8) y 11), pasando los actuales números 9), 10), 12), 13) y 14) a ser 8), 9) 10), 11) y 12), respectivamente.

5)
Agréguese al artículo 44, la siguiente letra h), nueva:


“h) Normas que aseguren un tratamiento justo, equitativo y no discriminatorio para todos los corredores que operen en ellas.”.

6)
Modifícase el artículo 46, de la siguiente forma:

a)
Reemplácese en la letra d), la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).

b)
Sustitúyese en la letra e), el punto aparte (.) por una coma (,) y la conjunción “y”.

7)
Agréguese en el artículo 45, a continuación del primer inciso, el siguiente nuevo inciso:


“Con todo, una bolsa de valores podrá rechazar, con el acuerdo de a lo menos dos tercios de sus directores, a las personas que opten al cargo de corredor de dicha bolsa, en la medida que ellas, y sus socios cuando se trate de personas jurídicas, no cumplan o no puedan acreditar los requerimientos de solvencia, idoneidad, integridad, y demás exigencias que la respectiva bolsa establezca en sus estatutos o reglamentos. Los fundamentos del rechazo deberán constar en el acta respectiva.”.

8)
Reemplácese en el inciso tercero del artículo 58, la expresión: “los delitos señalados en los artículos 59 y 60 de”, por la frase “alguno de los delitos contemplados en”.

9)
Sustitúyase la letra j) del artículo 60, por la siguiente:


“j) El que maliciosamente elimine, altere, modifique, oculte o destruya registros, documentos o antecedentes cualquiera sea su naturaleza que contengan información específica sobre operaciones, actos y contratos realizados por entidades sometidas a la fiscalización de la Superintendencia.”.

10) Agrégase el siguiente artículo 63 bis:


“Artículo 63 bis.- La calidad de intermediario se mirará siempre como una agravante respecto de su participación comprobada en cualquier acto penalmente punible de acuerdo con esta ley.”.

11) Agréguense en el artículo 131, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando los actuales incisos cuarto, quinto y sexto a ser noveno, décimo y undécimo:


“Las características de la emisión deberán constar en escritura pública, suscrita por quien al efecto designe especialmente el emisor. Si la emisión fuere por líneas, las características de cada colocación deberán también constar en escritura pública, suscrita en la forma antedicha.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, regulará la forma y menciones de las escrituras, la que contendrá a lo menos, los requisitos de información señalados en las letras c), d), f), g) y h) precedentes y el compromiso irrevocable del emisor, de pagar y cumplir todas las obligaciones que consten en ellas.


Mientras existan obligaciones pendientes, las declaraciones contenidas en la o las escrituras públicas, serán irrevocables sin el consentimiento de todos los acreedores.


Las letras, pagarés u otros títulos de crédito que se emitan de acuerdo a este Título y que contengan las menciones que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, tendrán por esta sola circunstancia, mérito ejecutivo en contra del emisor, sin que sea necesaria ninguna otra formalidad.


Las garantías que se deban constituir en beneficio de los acreedores, serán aceptadas en su nombre y representación, por una entidad que pueda ser representante de tenedores de bonos, que será nombrada y deberá aceptar el cargo en la escritura en que consten las características de la emisión, aplicándose lo dispuesto en el artículo 119. Esta entidad sólo podrá ser reemplazada, en caso de renuncia o imposibilidad para seguir desempeñando el cargo, mediante escritura pública suscrita entre el emisor y el nuevo representante.”.

12) Sustitúyese en el artículo 153, el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 153.- Estará exenta del impuesto establecido en el artículo 1.º, Nº 3, del decreto ley Nº 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, la emisión de títulos de deuda hasta por un monto equivalente al valor del activo del patrimonio separado respectivo constituido por documentos, que en su emisión, otorgamiento o suscripción, se hubieren gravado con el impuesto señalado o se encontraren exentos de él.”.

13) Efectuase las siguientes enmiendas en el artículo 166:

a)
Modifícase el inciso primero de la siguiente forma:


i) Reemplázase la actual letra b), por la siguiente: 


“b) Las personas indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en una sociedad que tenga la calidad de matriz, coligante o controlador, de la emisora de cuyos valores se trate, del inversionista institucional o de la persona jurídica, y los apoderados de la persona natural que, de conformidad a la letra e) de este inciso, haya generado la información, en su caso;”.


ii) Sustitúyese en la letra c), la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


iii) Sustitúyese en la letra d), el punto aparte (.) por una coma (,) y la conjunción “y”.


iv) Agrégase la siguiente letra e), nueva: 


“e) Las personas naturales o los directores, gerentes, administradores y liquidadores de una persona jurídica que haya generado información capaz de influir en la cotización de los valores de un emisor.”.

b)
Modifícase el inciso tercero, de la siguiente manera:


i) Reemplázase la letra c), por la siguiente: 


“c) Los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores o liquidadores del emisor, del inversionista institucional o de la persona natural o jurídica que, de conformidad a la letra e) del inciso primero de este artículo, haya generado la información;”.


ii) Intercálese en la letra d), entre la palabra “emisor” y el punto y coma (;) que la precede la siguiente frase: “o a la persona natural o jurídica que, de conformidad a la letra e) del inciso 1º de este artículo, haya generado la información.”.


iii) Intercálese en la letra f) entre la expresión “letra a” y la palabra “del”, la siguiente expresión: “y e)”.

14) Reemplácese en el inciso segundo del artículo 172, la expresión “un año” por “cuatro años”.

15) Agrégase al artículo 179, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Los intermediarios de valores que mantengan en su custodia valores de terceros, deberán solicitar la apertura de una cuenta destinada al depósito de dichos valores, en una empresa de depósito y custodia de valores, regulada por la ley 18.876. No obstante lo anterior, en el caso que los dueños de dichos valores así lo requieran, el intermediario deberá solicitar la apertura de cuentas individuales a nombre de aquellos.”.
16) Intercálense en el artículo 187, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser cuarto y quinto respectivamente:


“Tratándose de valores extranjeros que cumplan con los requisitos exigidos por la Superintendencia mediante norma de carácter general, la inscripción podrá ser solicitada, además, por un patrocinador de dichos valores.


Podrán patrocinar la inscripción de valores extranjeros, aquellas sociedades que cumplan con los requisitos y condiciones de idoneidad que se determinen en la norma indicada en el inciso anterior.”.

17) Reemplácese en el artículo 188, el actual inciso segundo, por el siguiente:


“La información del emisor y de sus valores deberá proporcionarse a la Superintendencia y a las bolsas de valores, en el idioma del país de origen o en el del país en que se transen esos valores y en idioma español, acompañada de una declaración jurada, del emisor o patrocinante, que certifique que dicha información es copia fiel de la información proporcionada por el emisor en el extranjero. Sin embargo, tratándose de valores de los del inciso segundo de este artículo, la Superintendencia por norma de carácter general podrá establecer requisitos de información y de idioma diferentes.”.

18) Agréguese en el inciso final del artículo 224, la siguiente frase, pasando el punto final (.) a ser seguido (.): 


“Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

19) Reemplázase los incisos tercero y cuarto del artículo 231, por los siguientes:


“La sociedad administradora del fondo deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley Nº 18.876. No obstante la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados, que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en deposito en una institución autorizada por ley.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito, cuando se trate de valores extranjeros.”.


20)
Introdúzcase el siguiente Título XXVIII, a continuación del artículo 238:

“TÍTULO XXVIII

DE LA AGENCIA DE GARANTÍAS

Artículo 239. - Para los efectos de este título, los términos indicados a continuación tendrán los siguientes significados:

1)
“acreedor” o “beneficiario final”, es el prestamista o inversionista que participa en un programa de financiamiento, ya sea otorgando originariamente el crédito o adquiriendo posteriormente una participación en la acreencia ya sea por cesión, sucesión o reemplazo a cualquier título;

2)
“agente”, es un banco o institución financiera nacional o extranjera;

3)
“contrato”, es el contrato de agencia de garantía que suscribirá el acreedor o beneficiario final y el agente con el objeto de regular las actividades del agente en relación con la garantía agenciada;

4)
“garantía”, es todo tipo de caución real o personal, u otro tipo de convención destinado a permitir o asegurar el completo cumplimiento de las obligaciones del deudor en un programa de financiamiento a favor del o los beneficiarios finales respectivos.

5)
“programa de financiamiento” es:

a)
todo crédito contratado con dos o más acreedores bajo un plan único o unificado de obligaciones y garantías;

b)
toda colocación de bonos o valores, en Chile o en el extranjero, representativos de participaciones en planes de crédito; y

c)
un plan de financiamiento conformado por uno o más créditos que se relacionen entre sí por un deudor común -o con las personas relacionadas de éste- y por encontrarse destinado a satisfacer los requerimientos de recursos de un proyecto de negocios especifico.

Artículo 240. - En todo programa de financiamiento, las garantías que se constituyan podrán otorgarse a favor de un agente, quien las aceptará a nombre propio pero por cuenta y en beneficio del o los acreedores existentes a la fecha del otorgamiento de la garantía respectiva como, asimismo por cuenta y en beneficio de aquellos beneficiarios finales que adquieran tal calidad con posterioridad. A dicho agente corresponderá igualmente aceptar las modificaciones o sustituciones de las garantías constituidas o consentir en su alzamiento de acuerdo con los términos y condiciones que puedan establecerse en el contrato de agencia de garantía.


Si la caución consistiera en prenda, la entrega de la cosa empeñada, cuando se requiera para la constitución de la garantía, se hará al agente o a quien éste designe. Las citaciones y notificaciones que de acuerdo a la ley deben practicarse respecto de los acreedores hipotecarios o prendarios, se entenderán cumplidas al efectuarse al agente.


Artículo 241.- La designación y el reemplazo del agente se efectuará por escritura pública o privada debiendo en este último caso, ser autorizadas las firmas por un notario público y protocolizado. También podrá otorgarse por instrumento suscrito en el extranjero debiendo protocolizarse en Chile una copia del mismo.


Artículo 242.- El reemplazo del Agente de Garantías y la cesión de sus derechos y obligaciones deberá hacerse al amparo de los términos y condiciones establecidas en el contrato, y en su silencio, deberá ser acordado por los beneficiarios finales que representen a lo menos la mayoría absoluta del saldo adeudado bajo el programa de financiamiento. En todos los casos el reemplazo y la cesión de los derechos y obligaciones del agente deberá constar por escrito en un instrumento de similares características al de constitución de la agencia, individualizando al agente reemplazante y haciendo indicación de la fecha de término de funciones del agente saliente y de inicio del reemplazante.


Podrá reemplazarse al agente aún sin su consentimiento, cuando así lo convengan beneficiarios finales que representen, a lo menos, dos tercios del saldo adeudado bajo el programa de financiamiento. En dicho acto no será necesario acompañar o citar documentos en que prueben la falta de voluntad del agente reemplazado, bastando tan sólo la declaración en tal sentido de los beneficiarios finales concurrentes.


Artículo 243.- En las escrituras e inscripciones de hipotecas o prendas que se acojan a este sistema de agencia, no será necesario individualizar a los beneficiarios finales, bastando expresar el nombre del agente y la fecha y el nombre del notario público ante quien se otorgó la escritura pública o que protocolizó el instrumento, según sea el caso, mediante el cual se designó al agente. Se anotará, además, y al margen de la inscripción original, los reemplazos del agente, si fuere el caso.”.


ARTÍCULO 8º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:

1)
Agrégase a continuación de la individualización de la Ley e inmediatamente antes del título “Título I”, lo siguiente:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Las sociedades anónimas pueden ser de tres clases: sociedades anónimas abiertas, sociedades anónimas cerradas o sociedades de responsabilidad limitada por acciones.


Son sociedades anónimas abiertas:

a)
Aquellas que tienen 500 o más accionistas;

b)
Aquellas en las que, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenece a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente, o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje; y

c)
Aquéllas que inscriban voluntariamente sus acciones, en el Registro de Valores que se menciona en la ley Nº 18.045.


Son sociedades de responsabilidad limitada por acciones, aquellas que se constituyan al amparo del Capítulo II de esta ley.


Las sociedades anónimas cerradas son las no comprendidas en los incisos segundo y tercero anteriores.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Las sociedades anónimas abiertas y cerradas serán constituidas y regladas de acuerdo con las disposiciones contendidas en el Capítulo I, siguiente. Cada vez que una disposición legal haga referencia a una “sociedad anónima” se entenderá hecha esta referencia a alguna de las sociedades anónimas constituidas bajo las disposiciones del Capítulo I de esta ley, según corresponda. 


ARTÍCULO TERCERO.- Las sociedades de responsabilidad limitada por acciones se constituirán por las reglas que se establecen en el Capítulo II de esta ley. Todo lo que no esté expresamente regulado por los estatutos de este tipo de sociedades deberá ajustarse a las disposiciones del capítulo ya citado. Sin perjuicio de lo anterior, las disposiciones del Capítulo I serán aplicables a las sociedades de responsabilidad limitada por acciones en todo aquello que no les sea contradictorio con lo establecido en el Capítulo II de esta ley y a sus estatutos sociales.


ARTÍCULO CUARTO.- Las sociedades de responsabilidad limitada por acciones no podrán tener más de 50 accionistas y en caso de superar dicho límite y mantenerse esta situación por más de 180 días, la sociedad se transformará, por el sólo ministerio de la ley, en una sociedad anónima cerrada, siéndoles aplicables las disposiciones pertinentes del Capítulo I.


Las sociedades de responsabilidad limitada por acciones no podrán acogerse a la fiscalización de la Superintendencia.

CAPÍTULO I

DE LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS Y CERRADAS.”.
2)
Reemplázase en el artículo 2º, inciso final, las palabras “de la presente ley”, por las palabras “del presente capítulo de esta ley”.

3)
Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 16:

a)
Reemplázase en el inciso tercero, la palabra “Las”, por la expresión “En las sociedades anónimas cerradas, las”.

b)
Agréguese el siguiente inciso cuarto, final:


“En las sociedades anónimas abiertas, no tendrán derecho a voto ni se considerarán para los efectos de quórum y de las mayorías requeridas en las juntas, las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado. Estas acciones sólo tendrán derecho a participar en los beneficios sociales y en las devoluciones de capital, en proporción a la parte pagada.”.

4)
Incorpórase a continuación del artículo 26, el siguiente artículo 26 bis, nuevo:


“Artículo 26 bis.- La sociedad podrá emitir opciones de suscripción de acciones o warrants, para ser colocadas entre los accionistas o terceros, al precio que determine la junta extraordinaria de accionistas, siempre que exista un margen no suscrito de uno o más aumentos de capital por la cantidad de acciones que sea necesario para cumplir la opción. Estas acciones se mantendrán vigentes mientras las opciones no se ejerzan o no venza su plazo.


La junta deberá determinar el precio de ejercicio de la opción y su plazo, el que no podrá exceder de veinte años.


Las condiciones y características de la opción, deberán constar en el título.”.

5)
Modifícase el artículo 44 de la siguiente forma:

a)
Reemplazase la expresión “;y” por “o” y agregase antes del punto aparte, la frase: “o el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director ha resultado electo con los votos determinantes de aquél o aquellos.”

b)
Agrégase en el inciso tercero, después de la expresión “persona,” la siguiente frase:


“ni estarán sometidos a lo dispuesto en este artículo,”.

6)
Agréguese, a continuación del artículo 44, el siguiente artículo 44 bis, nuevo:


“Artículo 44 bis.- El controlador de la sociedad y las personas relacionadas de ésta y aquel, no podrán utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad sin que el directorio acuerde o declare su intención prescindir de tal oportunidad comercial en forma expresa. El acuerdo o declaración deberá ser fundamentada y basarse sobre opiniones expertas que permitan concluir que no existen alternativas comerciales o financieras como para que la sociedad pueda llevar adelante el negocio de manera rentable y oportuna, ya sea en forma individual o en asociación con terceros; y deberán ser dados a conocer en la próxima junta de accionistas por el que la presida.


Asimismo, deberán mantener reserva, secreto o confidencialidad respecto de los negocios de la sociedad y de la información social a que tengan acceso y que no haya sido divulgada oficialmente por la sociedad, en virtud de un acuerdo de entrega de información bajo obligación de confidencialidad o por una orden judicial.”.

7)
Modifícase el artículo 50 bis, del siguiente modo:

a)
Reemplázase en el numeral 3) del inciso tercero, la expresión “refieren el artículo 44 y 89” por “refiere el artículo 44”.

b)
Intercálense los siguientes numerales 4), 5) y 6), nuevos, pasando los actuales números 4) y 5) a ser 7) y 8) respectivamente:


“4) Proponer al directorio, las condiciones y requisitos generales para llevar a efecto las operaciones a que se refiere el artículo 89. Esta proposición no será vinculante.

5)
Informar anualmente, si las operaciones a que se refiere el artículo 89 se han ajustado a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado y a las condiciones y requisitos generales acordadas por el directorio. Este informe deberá ser puesto a disposición de los accionistas, en los términos establecidos en el artículo 54.

6)
Evacuar un informe previo, respecto de las operaciones del artículo 89 que así lo requieran, habiendo tenido a la vista los informes de los evaluadores independientes.”.

8)
Introdúcese en el artículo 56, el siguiente numeral 4, nuevo, pasando el actual número 4, a ser número 5:


“4) En las sociedades anónimas abiertas, acordar la modificación o mantenimiento del plan de negocios de la sociedad y la individualización de los activos esenciales de la misma.”.

9)
Elimínese en el artículo 59, en su inciso segundo, la frase “por correo”.

10) Modifícase el artículo 64, de la siguiente forma:

a)
Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Los estatutos o en su defecto la junta ordinaria o extraordinaria de accionistas podrán autorizar que, para los efectos de quórum de constitución y adopción de acuerdos, se considerarán los votos que, respecto a las materias a tratar, los accionistas hubieren remitido a la sociedad, en la forma y plazos que determine el Reglamento, siempre que dichos accionistas no concurran personalmente o debidamente representados a la respectiva junta.”.

b)
Agrégase al final del actual inciso segundo, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.) la siguiente frase: “Asimismo, determinará la forma, plazos y condiciones para ejercer el derecho señalado en el inciso anterior.”.

11) Agréguese en el artículo 66, el siguiente inciso final, nuevo:


“En toda votación en sociedades anónimas abiertas destinada a elegir directores, una vez efectuada la misma, el o los controladores de la sociedad deberán individualizar expresa​mente a aquellos directores que hubieren resultado elegidos con el apoyo decisivo del o los controladores. Se entenderá que un director ha recibido apoyo decisivo de uno o más con​troladores cuando, al sustraer de su votación los votos provenientes de aquellos o de sus per​sonas relacionadas, no hubiese resultado electo. Para efectos de este artículo, los términos controlador y persona relacionadas tendrán el significado que se les asigna en la ley 
Nº 18.045.”.

12) Agréguese en el número 9), del artículo 67, a continuación de la palabra “activo” la frase “individual o consolidado”.

13) Agréguese en el número 11) del artículo 67, a continuación de la palabra “activo” la frase “individual o consolidado”.

14) Modifícase el artículo 75, del siguiente modo:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la expresión “enviar a” por “poner a disposición de”.
b)
Elimínase el inciso segundo.

c)
Reemplázase en el inciso final, la expresión “se enviarán a” por “se pondrán a disposición de”.

15) Agrégase en el artículo 89, a continuación del inciso primero los siguientes incisos, pasando el actual inciso segundo a ser séptimo:


“El directorio podrá acordar al inicio de cada ejercicio, los tipos de operaciones a realizar y las condiciones y requisitos generales a las que se sujetarán, especialmente aquellas que aseguren el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.


El directorio deberá aprobar previamente, todas aquellas operaciones que no se encuentren incluidas en el acuerdo indicado en el inciso anterior, declarando expresamente, que ellas se ajustan a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. 


Si no fuere posible determinar que la operación se ajusta a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, el directorio sólo podrá aprobar la operación, una vez que tenga a la vista los informes de a lo menos dos peritos evaluadores independientes y del comité de directores.


Los acuerdos a que hacen referencia los incisos anteriores, serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención a esta materia en su citación. Los informes quedarán a disposición de los accionistas para su examen, durante los 15 días anteriores a dicha junta.


La infracción a este artículo, no afectará la validez de la operación, pero además de las sanciones administrativas en su caso y penales que correspondan, otorgará a la sociedad o a sus accionistas el derecho de resarcir los perjuicios ocasionados a aquélla. En tal caso, corresponderá al demandado probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado.”.

16) Intercálase a continuación del artículo 137, el siguiente artículo 137 bis, nuevo:


“Artículo 137 bis.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas, los documentos, información y comunicaciones que establece esta Ley.”.

17) Agrégase el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:


“Artículo 11 transitorio.- La modificación contemplada en el artículo 7º, numero tres de la presente ley, no regirá para aquellas acciones que se encuentren pendientes de emisión, suscripción o pago con anterioridad a la publicación de esta ley.”.

18) Agrégase a continuación del artículo Noveno Transitorio, del título XVI de la Ley 
Nº 18.046, lo siguiente:

“CAPÍTULO II

DE LA SOCIEDAD de Responsabilidad Limitada por Acciones
TÍTULO I

De la Sociedad y su Constitución

Artículo 1º.- La sociedad de responsabilidad limitada por acciones, o simplemente, la “sociedad” para los efectos de este Capítulo II, es una persona jurídica creada por un acto de constitución validamente ejecutado por una o más personas de acuerdo con esta ley, cuyos derechos o intereses en el capital aportado por el o los accionistas, son representados por acciones y que se regulará, en todo lo que no sea contrario a esta ley, de acuerdo a las disposiciones de su estatuto social.


Artículo 2º.- La sociedad tendrá un estatuto social en el cual se establecerán los términos y condiciones, derechos y obligaciones de los accionistas y de la administración de la misma. Salvo las materias indicadas en el artículo 3º siguiente, en todo aquello en que los accionistas hubieren evitado disponer en forma expresa en el estatuto social, primará lo indicado en este Capítulo II.


Con relación a las obligaciones de la sociedad, los accionistas sólo serán responsables por sus respectivos aportes en la sociedad.


Artículo 3º.- La sociedad se forma, existe y prueba por un acto de constitución social que deberá constar por escritura pública, inscrita y publicada en los términos del Artículo 4º Capitulo I de esta ley.


No obstante lo señalado precedentemente, la escritura pública a que se refiere el inciso anterior, podrá ser suplida por instrumento privado con tal que éste sea protocolizado en el registro de un notario público y conste en idioma español, sin perjuicio de aquellos términos que por su propia naturaleza o por costumbre, sean consignados en otros idiomas.


El instrumento constitutivo de la sociedad debe expresar y regular, a lo menos, las siguientes materias de su estatuto:

1)
El nombre de la sociedad;

2)
El o los objetos específicos de la sociedad;

3)
El monto al que asciende el capital de la sociedad; y

4)
El número de acciones en que el capital es dividido y representado.


Adicionalmente, deberán señalarse el nombre de la o las personas que administrarán la sociedad o los integrantes del órgano de administración designado provisoriamente, según sea el caso, y el nombre de uno o más reemplazantes en caso de renuncia o vacancia de aquel o aquellos; y el nombre las personas o entidades que deberán fiscalizar el primer ejercicio social.


Artículo 4º.- Un extracto del instrumento de constitución social, autorizado por el notario respectivo, será publicado e inscrito en los términos del Artículo 4º Capitulo I.


El extracto deberá expresar:

1)
La fecha de otorgamiento y el nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó la escritura o se protocolizó el instrumento privado de constitución y que es consecuentemente extractado;

2)
El nombre y domicilio del o los accionistas concurrentes al instrumento de constitución;

3)
El nombre de la sociedad;

4)
El o los objetos específicos de la sociedad;

5)
El monto al que asciende el capital de la sociedad;

6)
El número de acciones en que el capital es dividido y representado;

7)
Indicación resumida de la organización, modalidades y facultades de la administración social; y

8)
Si la sociedad no tuviere duración indefinida, se señalará la fecha o condición establecida para su término.


Artículo 5º.- Las disposiciones de los estatutos sociales, sólo podrán ser modificadas por resolución de la junta de accionistas o por una declaración unilateral en el caso de una sociedad que tenga sólo un accionista. Tales resoluciones o declaraciones deberán ser reducidas a escritura pública o protocolizadas en el registro de un notario público.


Un extracto de tales resoluciones o declaraciones, haciendo indicación de la fecha de otorgamiento de la escritura pública o protocolización del instrumento privado, y de la junta de accionistas o declaración respectiva, y del nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó o protocolizó el instrumento de reducción, según corresponda, será inscrito y publicado en la misma forma establecida en el artículo 3º, precedente. Sólo será necesario hacer referencia al contenido de la reforma cuando se hayan modificado algunas de las materias señaladas en dicho artículo.


Artículo 6º.- El nombre de la sociedad deberá señalar que se trata de una “sociedad de responsabilidad limitada por acciones o incluir la abreviatura “S.L.A.”.


Artículo 7º.- La sociedad deberá tener un domicilio, pero si en el instrumento de constitución se hubiere omitido el domicilio social, se entenderá domiciliada en el lugar de otorgamiento o protocolización de aquélla, según correspondiere.

TÍTULO II

Del Capital Social y las Acciones

Artículo 8º.- El capital de la sociedad deberá ser fijado de manera precisa en los estatutos y estará dividido en un número determinado de acciones nominativas de igual valor.


Artículo 9º.- El capital social deberá quedar totalmente suscrito y pagado en el plazo que indiquen los estatutos y si éstos nada señalaren al respecto, el plazo de entero del capital inicial no podrá ser superior a cinco años contados desde la fecha de constitución de la sociedad. Si así no ocurriere, al vencimiento de plazo correspondiente, el capital social quedará reducido al monto efectivamente suscrito y pagado.


Artículo 10.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, las contribuciones de capital deberán hacerse en dinero efectivo. Se considerará también como aporte en efectivo la capitalización de créditos de dinero adeudados por la misma sociedad.


Los administradores y el gerente que aceptaren una forma de pago de acciones distintas de la establecida en el inciso anterior, o a la acordada en los estatutos, serán solidariamente responsables del valor de colocación de las acciones pagadas en otra forma.


Los aportes no consistentes en dinero efectivo serán estimados en la forma que establezca la junta de accionistas o los estatutos. Si nada dijeren, se valorizarán en la forma que establezca la administración. A menos que la junta de accionistas lo exija expresamente, no será necesario que la ésta apruebe dichos aportes.


Artículo 11.- Los estatutos sociales podrán establecer porcentajes o montos mínimos o máximos del capital social que podrá ser controlado por uno o más accionistas, o accionistas determinados en forma directa o indirecta, pero si existieren tales disposiciones, los estatutos deberán contener disposiciones que regulen los efectos y establezcan las obligaciones o limitaciones que nazcan para los accionistas que quebranten dichos límites, según sea el caso, so pena de ser considerados nulas tales disposiciones.


Artículo 12.- Los títulos de acciones serán firmados por el administrador de la sociedad o por quien presida el órgano de administración y por el gerente. Las sociedades podrán establecer sistemas para que la firma de uno de ellos quede estampada mediante procedimientos mecánicos que ofrezcan seguridad o determinar que las acciones de la sociedad sean emitidas sin la necesidad de imprimir láminas físicas de dichos títulos, en la medida que tales acciones sean debidamente depositadas en depósitos de valores autorizados al amparo de la Ley Nº 18.876.


Artículo 13.- A menos que los estatutos sociales estipulen algo diferente, las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado, no gozarán de derecho alguno.


Artículo 14.- Las acciones pueden ser ordinarias o preferidas.


Los estatutos sociales deberán establecer en forma precisa las cargas, obligaciones, privilegios o derechos especiales que afecten o de que gocen una o más series de acciones. Las preferencias no deberán necesariamente asociarse a una o más limitaciones en los derechos a que ordinariamente podrían gozar.


Artículo 15.- Cada accionista dispondrá de un voto por cada acción que posea o represente. Sin embargo, los estatutos podrán contemplar series de acciones sin derecho a voto, con derecho a voto limitado o con derecho a dos o más votos por acción.


Las acciones sin derecho a voto o las con derecho a voto limitado, en aquellas materias en que carezcan de derecho a voto, no se computarán para el cálculo de los quórum de sesión o de votación en las juntas de accionistas y aquellas que tengan derecho a dos o más votos, se contabilizarán de acuerdo a su capacidad de votación.


Artículo 16.- A menos que los estatutos dispongan lo contrario, a la sociedad no le corresponde pronunciarse sobre la transferencia de las acciones y está obligada a inscribir sin más trámite los traspasos que se le presenten, a menos que éstos no se ajusten a las formalidades legalmente exigidas o a los estatutos sociales.


Artículo 17.- A menos que los estatutos señalen algo distinto, la sociedad no podrá adquirir y poseer acciones de su propia emisión.


Con todo, si se hubiere otorgado dicha facultad, las acciones de propia emisión que se encuentren bajo el dominio de la sociedad, no se computarán para la constitución del quórum en las asambleas de accionistas y no tendrán derecho a voto, dividendo o preferencia en la suscripción de aumentos de capital. Las acciones adquiridas por la sociedad, deberán enajenarse dentro del plazo que establezcan sus estatutos y si estos nada señalaren al respecto, deberán enajenarse en el plazo máximo de cinco años a contar de su adquisición, bajo pena de quedar reducido el capital de pleno derecho. Las acciones adquiridas por la sociedad también podrán ser utilizadas por la administración para los usos indicados en el artículo 22 del capítulo II de esta ley.


Artículo 18.- Los aumentos de capital serán acordados por la junta de accionistas, sin perjuicio que los estatutos podrán facultar en forma general o limitada, temporal o permanentemente a la administración para aumentar el capital con el objeto de financiar la gestión general de la sociedad o para fines específicos.


Con todo, los aumentos de capital deberán quedar totalmente suscritos y pagados en el plazo que establezca el acuerdo de junta de accionistas o de la administración, según sea el caso, y si éstos nada indicaren al respecto, el plazo de entero del aumento de capital respectivo será de cinco años contado desde la fecha del acuerdo de junta de accionistas o administración, según corresponda. Vencido el plazo respectivo, sin que se haya enterado el aumento de capital, éste quedará reducido a la cantidad efectivamente pagada.


Artículo 19.- La sociedad podrá emitir acciones de pago que se ofrecerán al precio que determine libremente la junta de accionistas.


Artículo 20.- Los estatutos sociales podrán establecer el derecho de los accionistas para que las opciones para suscribir acciones de aumento de capital de la sociedad y de valores convertibles en acciones de la sociedad emisora, o de cualesquiera otros valores que confieran derechos futuros sobre estas acciones, incluyendo las acciones liberadas emitidas por la sociedad, deban ser ofrecidas, a lo menos por una vez, preferentemente a los accionistas a prorrata de las acciones que posean.


En el silencio de los estatutos, los accionistas no tendrán tal derecho a menos que la junta de accionistas lo establezca expresamente para una emisión de acciones específica.


En caso de tener los accionistas tal derecho, si todos o algunos de ellos no ejercieren su derecho de suscribir preferentemente las acciones emitidas, en todo o parte, las acciones no suscritas serán destinadas para los fines que sean establecidos por la junta de accionistas o la administración, según sea el caso y si estos nada hubieren señalado, el capital social será reducido de pleno derecho al monto efectivamente pagado y las acciones emitidas para tales efectos se tendrán por no emitidas para todos los efectos legales.


No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, mientras estuviere pendiente una emisión de bonos convertibles en acciones, deberá permanecer vigente un margen no suscrito del aumento de capital por la cantidad de acciones que sea necesaria para cumplir con la opción, cuando ésta sea exigible conforme a las condiciones de la emisión de los bonos respectivos.


Artículo 21.- La sociedad también podrá emitir acciones de pago o fijar su precio de suscripción por resolución de la administración en el caso que ésta esté facultada para ello en los estatutos sociales o en virtud de un acuerdo de la junta de accionistas el que será tomado por simple mayoría, a menos que los estatutos establezcan una mayoría calificada, caso en el cual los accionistas disidentes tendrán derecho de retiro de acuerdo al artículo 30 de este Capítulo II.


En caso de requerirse la modificación de los estatutos de la sociedad para facultar a la administración para emitir acciones de pago o para fijar su precio de suscripción, o para modificar la norma estatutaria que exija una mayoría calificada de la junta de accionistas para otorgar cualquiera de tales facultades, el acuerdo de la junta de accionistas que resuelva tal modificación de estatutos deberá ser tomado por simple mayoría, a menos que los mismos estatutos establezcan una mayoría calificada, caso en el cual los accionistas disidentes tendrán derecho de retiro de acuerdo al capítulo II de esta ley.


La facultad de la administración para emitir acciones de pago o para fijar su precio de suscripción, podrá referirse a una o más emisiones como asimismo podrá establecer limites de monto de suscripción, plazos de colocación y entero, usos de los fondos obtenidos de la colocación, o destinatarios de la colocación. También, podrán establecerse límites de dilución de los accionistas existentes a la fecha de la emisión respectiva o montos máximos de capitalización.


Artículo 22.- Las acciones emitidas producto del ejercicio de la facultad de la administración podrán ser destinadas a las siguientes operaciones:

1)
Para ser colocadas entre uno o más accionistas o entre terceros a cambio de dinero o divisas;
2)
Para pagar obligaciones monetarias de la sociedad o sus filiales las que podrán incluir obligaciones salarios u otras obligaciones emanadas de contratos de trabajo o de servicios de gestión y/o asesoría celebrados por la sociedad y/o sus filiales;

3)
Para cumplir con planes generales de compensación salarial, opciones de compra o suscripción de acciones establecidos a favor de trabajadores de la sociedad y/o de sus filiales;
4)
Para cumplir con las obligaciones emanadas de valores de su propia emisión o emitidos por sus filiales con la autorización de la administración de la sociedad, y que den derecho a suscribir o adquirir acciones de su propia emisión; y

5)
Para ser permutadas por acciones o derechos sociales de otras sociedades.


Artículo 23.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 18, 20 y 30 de este Capítulo II, el capital social sólo podrá ser reducido por acuerdo de la junta de accionistas que modifique consecuentemente los estatutos de la sociedad. En tal caso, todo acuerdo de reducción de capital deberá ser adoptado por la mayoría establecida en los estatutos, y en el silencio de estos será considerada una materia que requerirá el voto conforme de la unanimidad de los accionistas.


No podrá procederse al reparto o devolución de capital o a la adquisición de acciones con que dicha disminución pretenda llevarse a efecto, sino transcurridos 15 días desde la fecha de publicación en el Diario Oficial del extracto de la respectiva modificación estatutaria. Adicionalmente, dentro de los 10 días siguientes a la publicación precedentemente referida, deberá publicarse un aviso destacado en un diario de circulación nacional, en el que se informe al público del hecho de la disminución de capital y de su monto.

TÍTULO III

De la Administración

Artículo 24.- A menos que los estatutos sociales establezcan algo distinto, la administración de la sociedad tendrá la forma y será regulada supletoriamente en todo lo que no sea contrario a esta ley, por las reglas del Título IV del Capítulo I de esta misma ley, en lo que sea aplicable a las sociedades anónimas cerradas. En tal caso, el número de miembros que integrará el directorio será de tres directores titulares no remunerados y sin suplentes que durarán un año en su cargo con derecho a reelección sucesivamente.


Cada vez que esta ley haga referencia a la “administración” o “administrador” se entenderá que incluye cualquier forma colectiva o plural de administración y a los miembros de dichos órganos, como por ejemplo, y sin que sea limitado a, un directorio integrado por miembros o directores.

TÍTULO IV

De la Fiscalización de la Administración

Artículo 25.- Los estatutos sociales establecerán la forma en que la administración será fiscalizada.


Si estos nada dijeren, la junta de accionistas deberá nombrar anualmente un auditor externo independiente con el objeto de examinar la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros, debiendo informar por escrito a la próxima junta ordinaria sobre el cumplimiento de su mandato y a este auditor externo independiente les serán aplicables las disposiciones del título IV del Decreto Supremo Nº 587 de 1982, en todo lo que les sea aplicable en relación con los auditores externos ahí señalados.

TÍTULO V

De las Juntas de Accionistas

Artículo 26.- Los accionistas se reunirán en juntas ordinarias o extraordinarias.


Artículo 27.- Las juntas de accionistas serán presididas por el administrador o por el presidente del órgano de administración, si este fuere colegiado, y a falta del anterior, por el que haga sus veces y actuará como secretario el titular de este cargo, cuando lo hubiere, o el gerente general en su defecto.


Artículo 28.- Sin perjuicio de lo que puedan establecer los estatutos, requerirán del voto conforme de, a lo menos, el 67% del total de las acciones emitidas con derecho a voto en las materias correspondientes, los acuerdos relativos a las siguientes materias:

1)
Las materias señaladas en los números 1,2,3,4,5 y 6 del inciso cuarto del artículo 69 del capítulo I de esta Ley;

2)
La modificación del plazo de duración de la sociedad cuando lo hubiere o su disolución anticipada;

3)
La disminución del capital social;

4)
La modificación de las facultades reservadas a la junta de accionistas;

5)
El cambio de sistema de administración, número de integrantes del órgano de administración o modificación de las atribuciones, limitaciones o requisitos establecidos respecto de la administración;

6)
La forma de distribuir los beneficios sociales;

7)
La creación, modificación o supresión de preferencias establecidas respecto de una serie específica de acciones; y

8)
Las demás que señalen los estatutos.


Artículo 29.- A menos que los estatutos establezcan algo en contrario, las juntas de accionistas deberán celebrarse en el lugar de domicilio social. Con todo, si los estatutos autorizasen a celebrar una junta de accionistas fuera del lugar del domicilio social, la administración será responsable de arbitrar los medios para que todo accionista que no pueda ser representado, ejerza sus derechos en junta directamente o por medios de telecomunicación que den razonables garantías de fidelidad y simultaneidad.

TÍTULO VI

Del Derecho de retiro

Artículo 30.- El accionista disidente tendrá derecho a retirarse de la sociedad, previo pago por aquella del valor de sus acciones.


Es accionista disidente aquel que en la respectiva junta se hubiere opuesto al acuerdo que da derecho a retiro, o que, no habiendo concurrido a la junta, manifieste su disidencia por escrito a la sociedad, dentro del plazo 15 días hábiles contado desde la celebración de la junta correspondiente.


Sin perjuicio de los demás casos que establezcan la ley o sus estatutos, sólo las materias indicadas en los numerales 1), 4), 5) y 6) del artículo 28 del Capítulo II de esta ley, darán origen al derecho a retiro. También gozarán de este derecho, los accionistas afectadas por resoluciones que impliquen La creación, modificación o supresión de preferencias establecidas respecto de una serie específica de acciones.


Artículo 31.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, el precio a pagar por la sociedad al accionista disidente que haga uso del derecho a retiro será el valor de libros de la acción.

TÍTULO VII

De la distribución de las utilidades

Artículo 32.- En caso que la sociedad deba pagar periódica y obligatoriamente un dividendo por un monto determinado o determinable, a las acciones de una serie determinada, estos se pagarán con preferencia a los dividendos a que pudieren tener derecho las demás acciones y si las utilidades correspondientes no fueren suficientes para cubrir el dividendo fijo obligatorio, se procederá de alguna de las formas siguientes:

1)
El saldo insoluto se anotará en una cuenta especial de patrimonio creada al efecto y que acumulará los dividendos adeudados y por pagar. La sociedad no podrá pagar dividendos a las demás acciones que no gocen de la preferencia de dividendo fijo obligatorio, hasta que la cuenta de dividendos por pagar no haya sido completamente saldada. En caso de disolución de la sociedad, la cancelación de la cuenta de dividendos por pagar tendrá preferencia a las distribuciones que deban hacerse al efecto; y

2)
Capitalizar las sumas que se le adeuden por acciones ordinarias de la sociedad o acciones de la clase que establezcan los estatutos.


Artículo 33.- En caso que la sociedad deba pagar dividendos provenientes de las utilidades de unidades de negocios o activos específicos de ésta, la sociedad deberá llevar contabilidad separada respecto de dichas unidades de negocios o activos específicos y las utilidades sobre las que se pagarán dividendos serán calculadas exclusivamente sobre la base de esta contabilidad sin importar los resultados generales de la sociedad. Por su parte, la sociedad no computará las cuentas separadas para al cálculo de sus utilidades, en relación con el pago de dividendos. Las utilidades provenientes de las unidades de negocios o activos separados que no sean distribuidos como dividendos se integrarán a los resultados generales del ejercicio correspondiente. Para todos los demás efectos, especialmente los crediticios y tributarios, los resultados de la sociedad se mirarán siempre como un solo todo sin divisiones ni limitaciones que les puedan ser oponibles.

TÍTULO VIII

De la disolución y la liquidación de la sociedad

Artículo 34.- Sin perjuicio de las demás causales de disolución consignadas en el Capítulo I de esta ley, y a menos que los estatutos establezcan lo contrario, la sociedad no se disuelve por reunirse en una misma persona la totalidad de las acciones emitidas por la sociedad.


Artículo 35.- En todo evento de disolución o terminación de la sociedad, ésta será liquidada por un liquidador elegido por la junta de accionistas, la cual fijará, además, el monto de su remuneración y la forma de pago. El liquidador no podrá entrar en funciones, sino una vez que estén cumplidas todas las solemnidades que la ley señala para la disolución de la sociedad. En lo demás, serán aplicables al liquidador y a la sociedad, las demás reglas de liquidación establecidas en el Capítulo I de esta ley.

TÍTULO IX

Del arbitraje

Artículo 36.- Los estatutos sociales determinarán si las diferencias que ocurran entre los accionistas en su calidad de tales, entre éstos y la sociedad o sus administradores o liquidadores, como tales y según sea el caso, y entre la sociedad y sus administradores o liquidadores, como tales y según sea el caso, serán resueltas por medio de un arbitraje forzoso o por los tribunales de justicia, pero no podrá dejarse la elección de uno u otro, a elección del demandante.


Artículo 37.- En caso de establecerse que dichas disputas serán conocidas y resueltas por arbitraje forzoso, los estatutos deberán indicar lo siguiente:

1)
El número de integrantes del tribunal arbitral. En el silencio de los estatutos, las disputas sociales serán conocidas y resueltas por solo árbitro;

2)
La forma en que se nominará al árbitro o árbitros que integrarán el tribunal arbitral. En caso que los estatutos designen a una o más personas determinadas como árbitros, deberá indicarse, además, la forma de designar un reemplazante en caso de faltar él o cualquiera de las personas individualizadas. En el silencio de los estatutos, el o los árbitros serán designados por el tribunal de turno; y

3)
El tipo de arbitraje y/o las reglas especiales de procedimiento a las que el arbitraje y el tribunal deberán ajustarse, o las facultades del tribunal arbitral para establecer reglas especiales de procedimiento. En el silencio de los estatutos, tanto las normas de procedimiento como el fondo de lo debatido se ajustará estrictamente a las normas de derecho y el procedimiento será sumario.”.


ARTÍCULO 9º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.815, sobre Fondos de Inversión:

1)
Agrégase el siguiente artículo 3 C, nuevo:


“Artículo 3 C.- La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el contrato de administración, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el reglamento interno, si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo de que se trate y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

2)
Modifícase el artículo 4º, de la siguiente manera:

a)
Agréguese el siguiente párrafo segundo a la letra c), del inciso tercero: “Respecto de la política de liquidez, se deberá señalar a lo menos el porcentaje mínimo del activo del fondo que se mantendrá invertido en activos líquidos, indicando cuáles serán éstos y razones financieras de liquidez.”.

b)
Sustitúyase la letra d) del inciso tercero por la siguiente: “d) Política de reparto de beneficios, debiendo señalarse, a lo menos, el porcentaje mínimo de los beneficios netos percibidos durante el ejercicio que se distribuirá anualmente como dividendo. De no contemplarse un porcentaje mínimo, también deberá señalarse expresamente.”.

c)
Sustitúyase la letra j), del inciso tercero por la siguiente: “j) Política de endeudamiento, que señalará, a lo menos los tipos y las fuentes de las obligaciones que podrá contraer el fondo, los plazos asociados a éstas y los límites de pasivo exigible y pasivo de mediano y largo plazo, respecto del patrimonio del fondo. Asimismo, deberá señalar el límite de gravámenes y prohibiciones que afecten los activos del fondo, respecto del activo total del mismo.”.

d)
Reemplácese en la letra n), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), y en la letra ñ), el punto aparte por la expresión “, y”

e)
Incorpórase la siguiente nueva letra o), nueva, al inciso tercero: 


“o) Materias que otorguen derecho a retiro, así como la forma en que se valorarán las cuotas a restituir a los aportantes disidentes.”.

3)
Sustitúyese en el artículo 8º, el inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso final:


“Artículo 8º.- La política de diversificación de las inversiones del fondo deberá quedar establecida en el reglamento interno y contendrá, a lo menos, según corresponda, límites de inversión respecto del activo total del fondo, en función de cada emisor, grupo empresarial y sus personas relacionadas y bienes raíces, conjunto o complejos inmobiliarios, estos últimos, según lo defina la Superintendencia, sin perjuicio de cualquier otro límite que se establezca mediante instrucciones de general aplicación.


Asimismo, los fondos que contemplen dentro de su política de inversiones la posibilidad de invertir en mutuos hipotecarios o carteras de crédito o de cobranzas, deberán señalar en su reglamento interno, según corresponda, el límite de inversión, respecto del activo total del fondo, en mutuos hipotecarios otorgados a un mismo deudor y sus personas relacionadas y en títulos de crédito de un mismo deudor y sus personas relacionadas que formen parte de una cartera de créditos o de cobranza.”.

4)
Modifícase el artículo 13, del siguiente modo:

a)
Sustitúyase el inciso tercero, por el siguiente: 


“En todo caso, los gravámenes y prohibiciones que afecten los activos del fondo, así como los pasivos que mantenga el fondo, no podrán exceder los límites que se establezcan en su reglamento interno.”.

b)
Elimínase el inciso cuarto.

5)
Elimínese en el artículo 14, en su inciso segundo, la siguiente expresión: “si así ocurriera, por el exceso no tendrán derecho a voto en la asamblea y, además”.

6)
Reemplácese en el artículo 17, en sus incisos tercero y sexto, la palabra “tres” por “seis”.

7)
Reemplázase el inciso primero del artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Las operaciones del fondo serán efectuadas por la sociedad administradora, a nombre de aquel, quien será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas y de los bienes adquiridos, los que se registrarán y contabilizarán en forma separada de las operaciones realizadas por la sociedad administradora con sus recursos propios. La sociedad administradora del fondo, deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley Nº 18.876. No obstante, la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en depósito en una institución autorizada por ley. En el caso de los valores extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito.”.

8)
Reemplácese en el Artículo 31, el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 31.- Los fondos distribuirán anualmente como dividendos, el monto de los beneficios netos percibidos durante el ejercicio, de acuerdo a la política establecida en sus respectivos reglamentos internos.”.

9)
Agrégase los siguientes literales al artículo 43º, suprimiendo la expresión “y”, y sustituyendo la coma por un punto y coma (;) del literal b) y sustituyendo el punto final de la letra c) por un punto y coma (;):


“d) Composición e identidad de sus accionistas, y

e)
Inversión de los recursos del Fondo.”.

10) Agrégase el siguiente artículo 43º bis, nuevo:


“Artículo 43 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41º, los fondos a que se refiere este título, que sean administrados por sociedades que posean directa o indirectamente más del 10% del capital de éstos, o cuando los accionistas de las sociedades administradoras de estos fondos se encuentren relacionados en los términos del artículo 100º de la Ley 
Nº 18.045, con los partícipes y la participación sea igual o superior al porcentaje señalado sumada la participación de los relacionados, se considerarán sociedades anónimas para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del 1º de enero del año siguiente a aquel en que ocurra alguno de los hechos señalados en este artículo, y en consecuencia, tributarán en la misma forma y oportunidad que establece dicha ley respecto de esas sociedades.”.


ARTÍCULO 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Decreto Ley Nº 3.538, de 1980, sobre Superintendencia de Valores y Seguros:

1)
Modifícase el artículo 4º, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase el inciso primero y segundo, de la letra d), por los siguientes:


“d) Examinar por los medios que estime convenientes, todas las operaciones, bienes, libros, registros, cuentas, archivos, documentos, correspondencia, registros de correspondencia y de comunicaciones, de cualquier tipo o medio que sean, de los sujetos o actividades fiscalizadas, sus controladores y personas relacionadas. Asimismo, podrá requerir de ellos o de sus administradores, gerentes, ejecutivos principales, personal, asesores o cualquier otra persona que hubiera tenido participación en sus negocios, tanto los antecedentes ya indicados, como las explicaciones que se juzguen necesarias para su información.


Podrá requerir directamente de las empresas de telecomunicaciones y comunicaciones de cualquier tipo, los registros de correspondencia, llamados o cualquier otro tipo de contactos de las personas o entidades señaladas en el inciso primero.”.

b)
Reemplácese en el inciso primero, de la letra h), la frase “celebrado con ellas” por “celebrado con o respecto de ellas”.

c)
Incorpórense en letra h), los siguientes incisos 3º y 4º, nuevos: 


“Las declaraciones que se presten ante funcionarios de la Superintendencia que consten por escrito o por cualquier medio que otorgue garantía de su integridad, y que fueren prestadas por las personas que en los mismos conste, serán apreciadas por los tribunales conforme a las reglas de la sana crítica y se les podrá otorgar el carácter de plena prueba sobre los hechos de que versen.


Los medios en que se podrá dejar constancia de una declaración serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, éstos deberán asegurar su integridad, fidelidad y durabilidad.”.

d)
Intercálase al final de la letra ñ, entre la palabra “cotejo” y el punto y coma (;) con que termina, la siguiente frase, antecedida por un punto seguido (.): “Se considerará también documento original, aquel que se recibiere en la Superintendencia, por los medios tecnológicos que ésta haya establecido para tal efecto”.

e)
Intercálase la siguiente letra u), nueva, pasando la actual a ser letra v):


“u) Ordenar a los intermediarios de valores, administradoras de fondos fiscalizados y a las compañías de seguros del segundo grupo, mediante resolución fundada, cuando la situación financiera de éstas o sus personas relacionadas lo amerite, se abstengan de realizar determinadas transacciones con o a través de sus personas relacionadas. La orden podrá tener una duración de hasta tres meses, y renovarse por una vez por el mismo lapso.”.

2)
Introdúcese en el artículo 46, las siguientes modificaciones a su inciso cuarto:

a)
Reemplázase la frase “a menos que se refiera a los casos establecidos en los artículos 15, 36, 51 y 87 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores” por la siguiente: “a menos que se refiera a los casos de cancelación establecidos en los artículos 15, 36, 51 y 87 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores”.

b)
Suprímase entre el punto y coma (;) después de la palabra “Valores;” y la expresión “en el inciso tercero” la frase “en los números 3,4 ó 5 del artículo 44, del Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, de 1931, Ley de Seguros”.

c)
Reemplázase la frase “o, en el inciso final de la letra e) del artículo 4º y en los números 3 de los artículos 27 y 28” por “o, en el inciso final de la letra e) del artículo 4º, número 3 del artículo 27 y letra b)del número 3 del artículo 28”.


ARTÍCULO 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.876, sobre Deposito y Custodia de Valores:

1)
Agréguese en el artículo 1º, en su inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: “Asimismo, las empresas de depósito podrán realizar las actividades complementarias que determine la Superintendencia de acuerdo a norma de carácter general.”.

2)
Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:

a)
Reemplácese en el inciso primero, la palabra “depositante” por la expresión “depositante o su mandante, si fuera el caso”.

b)
Agrégase el siguiente inciso tercero: 


“No obstante lo anterior, cuando los valores que se entreguen en depósito, sean acciones de sociedades anónimas o cuotas de fondos de inversión, cuyos respectivos registros de accionistas o aportantes sean administrados por la empresa o por una filial de ésta constituida de acuerdo con el artículo 23 de esta Ley, tal entrega se podrá hacer mediante una instrucción dada a la empresa por el depositante o su mandante a través de medios escritos o electrónicos, que señale el reglamento interno, y ejecutada por la empresa o su filial, mediante anotaciones simultáneas, tanto en la cuenta individual del depositante o su mandante, si fuera el caso, como en el registro del emisor respectivo.”.

3)
Modifícase el artículo 6º, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 


“La empresa cumplirá su obligación de restitución entregando valores homogéneos, al depositante o a quien éste le indique por medios escritos o electrónicos, que señale el reglamento interno. La restitución se hará mediante las formalidades propias de la transferencia del dominio, según sea la naturaleza del valor que se restituya.”.

b)
Agrégase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero: 


“No obstante lo anterior, cuando los valores que se entreguen sean acciones de sociedades anónimas o cuotas de fondos de inversión, cuyos respectivos registros de accionistas o aportantes sean administrados por la empresa o por una filial de ésta constituida de acuerdo con el artículo 23 de esta Ley, bastará para efectuar la restitución con las anotaciones simultáneas que haga la empresa o su filial, tanto en la cuenta individual del depositante o su mandante, si fuera el caso, como en el registro del emisor respectivo.”.

4)
Intercálese en el artículo 11, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto respectivamente:


“En las emisiones de bonos, letras, pagarés y cualquier otro título de crédito, que se efectúen en conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, los títulos no requerirán ninguna de las menciones, formalidades, requisitos o firmas, que serían necesarios de acuerdo a la ley o a su naturaleza, de haber sido confeccionado materialmente, bastando su sola anotación en cuenta.”.

5)
Agréguese en el artículo 14, el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el caso de prendas u otros derechos reales sobre valores en depósito, que se constituyan por un depositante de la empresa a favor de otro, se entenderá notificada la empresa con las comunicaciones electrónicas simultáneas entre las partes y aquella.”.

6)
Agréguese en el artículo 14 bis, el siguiente inciso final, nuevo:


“Los certificados antes referidos, podrán ser solicitados y emitidos a nombre de quienes, sin ser depositantes, hayan efectuado el pago por cuenta del emisor, estando obligados a ello.”.

7)
Agréguese en el Artículo 20, la siguiente letra h), nueva:


“h) Proporcionar un estudio tarifario, el cual será de conocimiento público, respaldando la estructura de remuneraciones a ser aplicadas por los servicios prestados. El estudio se debe fundamentar en la estructura de ingresos y costos relevantes proyectados por la empresa para su normal funcionamiento. Para ello, se deberá tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de equidad entre los usuarios. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de una norma de carácter general. Con todo, el referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años o con ocasión de ajustes a las tarifas de la empresa. Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá requerir en cualquier oportunidad una actualización del referido estudio.”.

8)
Agréguese en el artículo 25, después de la expresión “realice;” la siguiente frase: “tratándose de mandantes a los que se refiere el artículo 179 de la ley 18.045, la empresa estará obligada a poner a disposición de éstos un listado de todas las operaciones realizadas con los valores depositados, al menos en forma trimestral y de acuerdo a las normas que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

9)
Insértese en el artículo 26, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La misma obligación de comunicación a que se refiere el inciso precedente, se aplicará respecto de las operaciones con cuotas de fondos de inversión u otros que determine la Superintendencia, debiendo en este caso las administradoras de estos fondos conformar y mantener un listado de los depositantes de las cuotas registradas a nombre de la empresa, conforme a lo que la Superintendencia determine mediante norma de general aplicación.”.


ARTÍCULO 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley Nº 1.328, sobre Fondos Mutuos:

1)
Modifícase el artículo 9, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9º.- Las operaciones del fondo serán efectuadas por la sociedad administradora, a nombre de aquel, quien será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas. La sociedad administradora del fondo deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley Nº 18.876. No obstante la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en deposito en una institución autorizada por ley. En el caso de los valores extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito.”.

b)
Agrégase los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio de que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el reglamento interno, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el reglamento interno si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

2)
Agrégase el siguiente artículo 9 bis, nuevo:


“Artículo 9 bis.- Las administradoras, para los efectos de mantener dinero efectivo en bancos, perteneciente al o los fondos que administren, podrán abrir a nombre de uno o más fondos, una o más cuentas corrientes bancarias.


Los dineros que, en conformidad a este artículo, las administradoras mantengan a nombre del o los fondos que administren serán inembargables para todos los efectos legales.”.

3)
Modifícase el artículo 13 del siguiente modo:

a)
Agréguese en el número 4, en su primer inciso, a continuación del punto aparte que se elimina, la siguiente frase: “de Chile o por un Estado extranjero, en cuanto la clasificación de riesgo de la deuda soberana de este último sea equivalente o superior a la determinada para el primero.”.

b)
Intercálese en el número 5, en su inciso segundo, después de la palabra “deuda” la expresión “emitidos o”

c)
Intercálese en el número 6, en la primera oración, a continuación de la palabra “Estado”, la siguiente frase: “de Chile o por un Estado extranjero, en cuanto la clasificación de riesgo de la deuda soberana de este último sea equivalente o superior a la determinada para el primero.”, y en la segunda oración, después de la palabra “cuotas”, la siguiente frase: “de un fondo mutuo, de un fondo de inversión constituido en Chile,”.

d)
Agréguese en el número 8, en su inciso segundo, a continuación del punto aparte que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “salvo que la Superintendencia, mediante norma de carácter general, establezca un procedimiento diferente teniendo en consideración el número de clasificaciones y otros criterios que ésta determine.”.

4)
Agréguense en el artículo 13 A, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Tratándose de un fondo mutuo cuyo reglamento interno establezca una política de inversión que contemple que las inversiones del fondo tendrán una composición idéntica a la que tenga un determinado índice de medición de fluctuaciones de precio de valores de renta fija o variable, nacional o internacional, no le serán aplicables los limites que contemplan los numerales 6 y 7 del artículo 13.


En todo caso, la Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, las características que deben cumplir los índices, los porcentajes máximos de inversión en instrumentos emitidos o garantizados por una misma entidad y en el conjunto de inversiones en valores emitidos o garantizados por entidades pertenecientes a un mismo grupo empresarial, ambos sobre el activo del fondo. Asimismo, podrá establecer rangos máximos dentro de los que la distribución de la cartera que replica un índice podrá desviarse.”.

5)
Sustitúyese en el artículo 17, el inciso tercero por el siguiente, agregándose los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto nuevos, pasando el actual cuarto a ser séptimo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, los reglamentos internos de los fondos mutuos podrán establecer que se efectúen repartos de beneficios a los partícipes a prorrata de su participación en el fondo o de la serie respectiva si correspondiere. Tendrán derecho a percibir tales beneficios, aquellos partícipes del fondo que tengan esa calidad el día anterior a la fecha de pago de los mismos.


Tratándose de un reparto de beneficios efectuado con cargo a los dividendos pagados por las sociedades anónimas en que los recursos del fondo hubiesen sido invertidos, tendrán derecho a éste, a prorrata de su participación en el fondo o serie respectiva, aquellos participes que tengan esa calidad el día en que el respectivo dividendo sea percibido por el fondo. La sociedad administradora deberá, a lo menos dos veces en cada año calendario, pagar estos beneficios, a quienes corresponda, debidamente reajustados, según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor, en el período comprendido entre el último día del mes anterior al día en que el fondo hubiese percibido dicho dividendo y el último día del mes anterior al día que tal beneficio sea pagado a los participes. Para el caso que un partícipe rescate total o parcialmente sus cuotas del fondo, la sociedad administradora pagará conjuntamente con el valor del rescate, los beneficios indicados anteriormente.


Los dividendos devengados que la sociedad administradora no hubiere pagado en las fechas indicadas anteriormente, se reajustarán de acuerdo a la variación que experimente el índice de precios al consumidor, entre la fecha en que éstos se hicieren exigibles y la de su pago efectivo, y devengará intereses corrientes para operaciones reajustables por el mismo periodo. Con todo, los dividendos que las sociedades administradoras hubiesen dispuesto oportunamente a disposición de los partícipes no retirados por éstos, no devengarán reajuste ni interés alguno.


Las sociedades administradoras señalarán el día de pago de los beneficios, a través de un aviso publicado en un diario de amplia circulación nacional, en el tiempo, forma y condiciones que señale el reglamento de esta ley.”.


ARTÍCULO 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.281, que establece normas sobre arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa:

1)
Modifíquese el artículo 55, de la siguiente manera:

a)
Agréguese en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo anterior, las administradoras podrán realizar las actividades complementarias que autorice la Superintendencia.”.

b)
Sustitúyase la actual letra c) de inciso segundo por la siguiente: “c) Acreditar un capital pagado en dinero efectivo, en la forma y por el monto que indica el artículo 55 A.”.

2)
Intercálense a continuación del artículo 55, los siguientes artículos 55 A y 55 B, respectivamente:


“Artículo 55 A.- Para obtener la autorización de existencia, las administradoras deberán acreditar ante la Superintendencia, un capital pagado en dinero efectivo no inferior al equivalente a 10.000 unidades de fomento. Asimismo, las administradoras deberán cumplir con lo dispuesto en los artículos 225 y 226 de la Ley Nº 18.045.


Artículo 55 B.- La institución que mantenga las cuentas con cuyos recursos se hubieren constituido los fondos beneficiarios de la garantía a que se refiere el artículo 226 de la Ley Nº 18.045, actuará como representante de los mismos, desempeñando las funciones que se señalan en el artículo 227 del mismo cuerpo legal.

3)
Modifícase el artículo 59º, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 59º.- Las operaciones del fondo serán efectuadas por la sociedad administradora, a nombre de aquel, quien será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas. La sociedad administradora del fondo deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley Nº 18.876. No obstante, la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en depósito en una institución autorizada por ley. En el caso de los valores extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito.”.

b)
Agrégase los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio de que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el contrato de administración, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el contrato de administración, si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo de que se trate y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

4)
Modifíquese en el artículo 62, el inciso primero del siguiente modo:

a)
Sustitúyese en el párrafo primero de la letra a) la palabra “cinco” por “siete”.

b)
Intercálese en el párrafo segundo, de la letra a) después de la palabra “cuotas” la siguiente expresión “de un fondo mutuo, de un fondo de inversión constituido en Chile,”.
c)
Sustitúyese en la letra b), la palabra “quince” por “veinticinco”.

d)
Sustitúyese en la letra c), la palabra “quince” por “veinticinco”.

e)
Reemplácese en la letra e), el inciso primero, por el siguiente y agrégase un inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero de esta letra a ser incisos tercero y cuarto:


“El Fondo no podrá poseer el veinticinco por ciento o más de las acciones emitidas por una misma sociedad o de las cuotas de un mismo fondo de inversión o fondo mutuo, nacional o extranjero. El conjunto de inversiones del Fondo en valores emitidos o garantizados por una misma sociedad no podrá ser igual o superior al veinticinco por ciento del activo total de dicha emisora.


Sin perjuicio de lo anterior, las inversiones del fondo no podrán significar en ningún caso el control directo o indirecto del respectivo emisor.”.

5)
Intercálase a continuación del artículo 64, el siguiente artículo 64 A:

“Artículo 64 A.- Los directores de las administradoras, sin perjuicio de las obligaciones señaladas en la Ley sobre Sociedades Anónimas, estarán obligados a:

a)
Comprobar que la sociedad administradora cumpla con las disposiciones establecidas en los respectivos contratos de administración que suscriban con las instituciones;

b)
Verificar que las inversiones, valorizaciones u operaciones del fondo se realicen de acuerdo con esta ley, con su reglamento y con el contrato de administración correspondiente; y

c)
Constatar que las operaciones y transacciones que se efectúen, sean sólo en el mejor interés del fondo de que se trate y en beneficio exclusivo de titulares de las cuentas.


Para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, en las sesiones ordinarias de directorio, se dejará constancia del tratamiento de las materias antes descritas y de los acuerdos adoptados.”.


ARTÍCULO 14.- Agregase al artículo 2.489 del Código Civil, los siguientes incisos tercero y final, nuevos:


“Sin perjuicio de lo anterior, si entre los créditos valistas figuraren créditos subordinados a otros, estos se pagarán con antelación a aquellos.


La subordinación de créditos es un pacto celebrado entre acreedores valistas de un deudor, en virtud del cual un acreedor acepta postergar a favor de otro u otros, en forma total o parcial, el pago de su crédito. Este pacto deberá constar por escritura pública o documento privado firmado ante notario y protocolizado. Los efectos del pacto serán obligatorios para el deudor, si éste lo aceptare expresamente, concurriendo a su suscripción o por medio de un acto posterior por escrito.”.


ARTÍCULO 15.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.175, que modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto:

1)
Agrégase al artículo 69, los siguientes incisos segundo, tercero y final, nuevos:


“Para efectos de lo establecido en el inciso primero anterior, se entenderá que constituyen obligaciones conexas, entre otras, las derivadas de operaciones de canje o de derivados financieros, suscritos al amparo de un mismo contrato convenio global de compensación y contratación de instrumentos financieros derivados, cuyos términos y condiciones repliquen aquellas disposiciones generalmente aceptadas y que serán oficialmente determinados por norma de carácter general de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, también serán estimadas como conexas, las obligaciones resultantes de las compensaciones operadas bajo los convenios globales antedichos si hubieran existido más de un contrato o derivado financiero efectuados al amparo de tales convenios de compensación y contratación global. No podrán compensarse las obligaciones conexas que nazcan de contratos u operaciones de derivados financieros efectuados en los periodos a que se refiere el 
artículo 74 de esta ley.


Las operaciones de derivados financieros efectuados en la forma antedicha, se entenderán de plazo vencido, líquidas y terminadas a la fecha de la declaración de quiebra y las compensaciones que deban efectuarse conforme a esta disposición, serán ejecutadas y calculadas simultáneamente en dicha fecha. Asimismo, a menos que las partes hayan establecido la liquidación anticipada de sus gastos asociados a los derivados financieros en cuestión, y daño emergente o lucro cesante, o la forma en que estas deberán calcularse automáticamente en el caso de la quiebra de alguna de las partes, tales cargos no podrán incorporarse el cálculo de las compensaciones aquí reguladas.


El Banco Central de Chile podrá dictar las normas que sean requeridas para precisar y detallar la forma y alcance de las compensaciones de obligaciones conexas que se ordenan en inciso segundo anterior.”.

2)
Agréguese en el artículo 77, en la primera parte de su inciso segundo, las siguientes expresiones:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso final del artículo 69,”.

3)
Agréguese en el artículo 137, en su inciso final a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:


“En el caso de los créditos subordinados, las demandas de impugnación sólo podrán ser deducidas entre los acreedores que figuren como partes en el respectivo pacto de subordinación. La tramitación de esta demanda no impedirá el reparto de los demás acreedores comunes no comprendidos en el pacto de subordinación respectivo.”.

4)
Agrégase al artículo 147, el siguiente inciso final, nuevo:


“Los pagos del síndico a los acreedores se harán con pleno respeto a los pactos de subordinación de créditos a que se refiere el artículo 2489 del Código Civil.”.

5)
Agrégase al artículo 151, el siguiente inciso segundo y final, nuevo:


“En el caso de créditos afectos a pactos de subordinación, el o los acreedores subordinados contribuirán con lo que les correspondiere en dicho reparto respecto de su crédito subordinado al pago de sus acreedores subordinantes.”.


ARTÍCULO 16.- Las normas que regirán la prenda sin desplazamiento y el registro único de prenda serán las siguientes:

TÍTULO I

De la Constitución y Requisitos de la prenda

Artículo 1º.- El contrato de prenda sin desplazamiento es solemne y tiene por objeto constituir una garantía sobre una cosa mueble, para caucionar obligaciones propias o de terceros, conservando el constituyente la tenencia y uso del bien constituido en prenda.


En lo no previsto por las disposiciones de esta ley, se aplicarán las normas generales del Código Civil y de Comercio que no sean contrarias a aquéllas.


Artículo 2º.- El contrato de prenda y su alzamiento deberán otorgarse por escritura pública o instrumento privado. En este último caso, las firmas de las partes concurrentes deberán ser autorizadas por un Notario Público y el instrumento deberá ser protocolizado en el registro del mismo notario. La fecha de protocolización se entenderá por fecha del contrato. La prenda constituida por este medio tendrá mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo.


Artículo 3º.- El contrato de prenda debe contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1)
La individualización de sus otorgantes;

2)
La indicación de las obligaciones caucionadas o la indicación precisa del o los documentos donde constan dichas obligaciones. En caso que sólo se indique el o los documentos donde constan las obligaciones garantizadas y estos no fueren otorgados por escritura pública, deberán ser protocolizados al momento de la celebración del contrato de prenda. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4º siguiente;

3)
La especificación de las cosas empeñadas mediante los detalles necesarios para su individualización; y

4)
La suma determinada a la que se extiende la prenda en el caso de haberse limitado a una cantidad.


Puede, igualmente, señalarse el lugar donde debe mantenerse la cosa empeñada, la utilización que debe darse a ésta y las rutas o zonas que podrá recorrer.

TÍTULO II

De las Obligaciones Caucionadas y Bienes Prendados

Artículo 4º.- Puede caucionarse con prenda toda clase de obligaciones, presentes o futuras, estén o no determinadas a la fecha del contrato. En el caso de tratarse de una garantía general, será necesario hacer indicación de esta circunstancia.


Artículo 5º.- Podrá constituirse prenda sobre toda clase de bienes corporales muebles, valores o derechos cuya enajenación no esté prohibida a la fecha de suscripción del contrato.


En el caso de prenda sobre derechos emanados de contratos intuito personae, ésta deberá haber sido consentida expresamente por la contraparte en el mismo contrato de prenda. En los demás contratos, la contraparte deberá ser notificada de la prenda judicialmente o por medio de un Notario Público de conformidad con el artículo 401 número 4 del Código Orgánico de Tribunales. En caso de incumplimiento de las formalidades anteriormente señaladas, la prenda será inoponible a la contraparte. Una copia del contrato prendado será protocolizada al tiempo de suscribirse el contrato de prenda y en éste deberá hacerse mención respecto de la protocolización de aquel.


En el caso de prenda sobre valores, la prenda deberá anotarse sobre el título, instrumento o certificado de registro, emisión o depósito en el que conste la existencia de los mismos, quedando la prenda restringida a los derechos que de tales títulos, instrumentos o certificados emanen de acuerdo a sus estatutos de emisión, si fuere el caso. Cuando los valores se encuentren en depósito de conformidad con la Ley 18.876, tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del articulo 14 de dicho cuerpo legal. 


En caso de constituirse la prenda sobre bienes que no existen al tiempo del contrato, pero que se espera que existan, tal contrato será válido. Con todo, no se adquirirá el derecho real de prenda, sino hasta que el bien empeñado llegue a existir.


Las cosas que no han llegado al país pueden ser empeñadas, siempre que el constituyente de la prenda sea el titular del documento de embarque o expedición o de recepción para el embarque o expedición de ellas, conforme a las normas que regulan la circulación de tales documentos.


La prenda establecida sobre materias primas, quedará ipso iure constituida sobre el producto elaborado.


A menos que las partes acuerden lo contrario, en el caso de existencias de mercaderías, materias primas, grupos de bienes de una misma clase, inventarios, productos elaborados o semielaborados y repuestos del comercio o industrias y, en general, de cualquier actividad de la producción o de los servicios, los componentes de dichas existencias podrán ser utilizados, transformados o enajenados, en todo o en parte, de forma tal que los bienes que salgan del conjunto empeñado queden subrogados por los que posteriormente lo integren hasta la concurrencia del total constituido en prenda. No podrán ser dados en prenda los muebles de una casa destinados a su ajuar.


Artículo 6º.- Si el constituyente de la prenda no es dueño de la cosa sobre la que recae, el contrato es válido, pero no se adquiere el derecho real de prenda. Sólo el dueño podrá invocar la inexistencia del derecho real de prenda, fundado en no ser el constituyente propietario de la cosa dada en prenda.


Sin embargo, si el constituyente adquiere después el dominio de la cosa o el dueño ratificare el correspondiente contrato de prenda, se entenderá constituido el derecho real de prenda desde la fecha de su tradición y si esta fuera anterior a la fecha de inscripción de la prenda en el registro que se menciona en el artículo 17, se entenderá constituido el derecho real de prenda desde la fecha de su inscripción.


Artículo 7º.- Para constituir prenda sin desplazamiento sobre las cosas inmuebles por destinación o naturaleza, no será necesario el acuerdo del acreedor a cuyo favor exista constituida hipoteca sobre los inmuebles a que se hayan incorporado los bienes materia de la prenda, y el crédito prendario gozará de preferencia en estos bienes, sobre el acreedor hipotecario.

TÍTULO III

De los Derechos y Obligaciones emanados

del Contrato de Prenda sin Desplazamiento

Artículo 8º.- El acreedor prendario tendrá derecho para pagarse, con la preferencia establecida en el artículo 2474 del Código Civil, del total del monto del crédito, incluidos los gastos y costas, si los hubiere, extendiéndose este privilegio, además, al valor del seguro sobre la cosa dada en prenda, si lo hubiere, y a cualquier otra indemnización que terceros deban por daños y perjuicios que ella sufriere.


Artículo 9º.- Se podrá constituir una o más prendas sobre un mismo bien empeñado, prefiriéndose las unas a las otras por el orden cronológico de sus respectivas inscripciones en el Registro Único de Prendas.


Artículo 10.- Si se ha convenido que las cosas dadas en prenda no pueden gravarse o enajenarse, la infracción de lo anterior dará derecho al acreedor para exigir, de inmediato, el cumplimiento de la obligación principal y la realización de la prenda, siguiéndose contra el adquirente en este último caso el procedimiento de desposeimiento señalado en el artículo 23. Las normas de este artículo no se aplicarán en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 17. 


Artículo 11.- El deudor prendario o el tercero constituyente conservará la tenencia, uso y goce de la cosa dada prenda, siendo de su cargo los gastos de custodia y conservación. Sus deberes y responsabilidades en relación con la conservación de la cosa dada en prenda serán los del depositario, sin perjuicio de las penas que más adelante se establecen.


Si el deudor o el tercero constituyente abandonare las especies prendadas, el tribunal podrá autorizar al acreedor, para que, a su opción, tome la tenencia del bien prendado, designe un depositario o proceda a la realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como si fuere de plazo vencido.


Lo anterior es sin perjuicio de perseguir las demás responsabilidades civiles o penales que le quepan al deudor prendario o al tercero constituyente como consecuencia del abandono.


Artículo 12.- Si se ha convenido un lugar en donde deba mantenerse la cosa empeñada, ésta no podrá trasladarse. Asimismo, si se ha convenido que la cosa empeñada se utilice de una forma especificada en el contrato, ésta no podrá utilizarse de forma distinta a lo pactado. Lo anterior es sin perjuicio que el contrato autorice lo contrario, que el acreedor consienta en ello o que el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato decrete su traslado o uso distinto para su mejor aprovechamiento o conservación.


En caso de infracción a lo dispuesto precedentemente, el acreedor podrá exigir de inmediato el cumplimiento de la obligación principal y la realización de la prenda.
El tribunal competente del lugar de suscripción del contrato, podrá a petición del constituyente, ordenar la enajenación del bien dado en prenda de la forma más conveniente, sin previa tasación, si los gastos de custodia y conservación fueren dispendiosos, pagándose al acreedor el producto de la enajenación. En todo caso, la obligación caucionada se considerará como sí fuera de plazo vencido.


Artículo 13.- El acreedor prendario tiene derecho para inspeccionar en cualquier momento, por sí o por delegado, los efectos dados en prenda. Si con las visitas se irrogaren daños o graves molestias al constituyente de la prenda, podrá el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato regularlas con la sola audiencia de las partes. Para designar delegado que ejerza este derecho, bastará una simple comunicación escrita del acreedor prendario. En caso de oposición del constituyente para que se verifique la inspección, el acreedor podrá exigir de inmediato la realización de la prenda, siempre que requerido judicialmente el constituyente insistiere en su oposición, considerándose la obligación caucionada como si fuere de plazo vencido.


Artículo 14.- El arrendador podrá ejercer su derecho legal de retención sobre especies dadas en prenda, sólo cuando el contrato de arrendamiento conste en escritura pública otorgada con anterioridad a la inscripción de la prenda en el Registro Único de Prenda.


Artículo 15.- Las acciones que se establecen en este Título, se tramitarán con arreglo al procedimiento prescrito en el Título IV, Párrafo 2º, del Libro III del Código de Procedimiento Civil.

TÍTULO IV

De la inscripción del contrato de prenda

Artículo 16.- El contrato de prenda deberá ser inscrito en el Registro Único de Prendas a que se refiere el Título V de esta ley.


Adicionalmente, tanto una copia del contrato de prenda sin desplazamiento autorizada ante notario público, como una del contrato en que consten las obligaciones garantizadas, si la hubiere, deberá ser enviada al Registro Único de Prenda para su inscripción dentro del plazo de treinta días por el notario respectivo. La omisión de este último requisito no afectará la validez del contrato de prenda, pero hará responsable al notario respectivo por los daños que se originen como consecuencia de esta omisión, sin perjuicio de la sanción disciplinaria de que pudieren ser objeto según lo establecido en el artículo 440 inciso primero del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 17.- El derecho real de prenda se adquirirá, probará y conservará por la inscripción del contrato de prenda en el Registro Único de Prenda y la prenda sólo será oponible a terceros a partir de esa fecha.


Adicionalmente, en el caso de bienes sujetos a inscripción obligatoria en algún otro registro, se anotará una indicación del contrato al margen de la inscripción correspondiente y, mientras no se practiquen tales anotaciones, el respectivo contrato será inoponible a terceros.


El derecho de prenda no será oponible contra el tercero que adquiera la cosa empeñada en una fábrica, feria, bolsas de productos agropecuarios, casa de martillo, tienda, almacén u otros establecimientos análogos en que se vendan cosas muebles de la misma clase.


Artículo 18.- Sólo un tribunal podrá disponer que una inscripción practicada por el Registro Único de Prenda sea modificada, eliminada o cancelada, de acuerdo a las normas generales. No obstante, de oficio o a requerimiento de cualquier interesado, y dentro de un plazo de cinco días hábiles a contar de la fecha de la inscripción en el Registro Único de Prenda, éste podrá rectificar los errores manifiestos en que se pudiere haber incurrido al practicarse la anotación. No obstante, la fecha de la constitución del derecho real de prenda será siempre la de su inscripción.


Artículo 19.- Sin perjuicio del artículo anterior, el deudor prendario tendrá derecho a exigir la cancelación de la inscripción de la prenda efectuado que sea el pago íntegro de la o las obligaciones caucionadas.

TÍTULO V

Del Registro Único de Prenda

Artículo 20.- Créase y autorízase el funcionamiento del Registro Único de Prenda que será organizado, mantenido y administrado por el Servicio de Registro Civil e Identificación y se regirá por esta ley y por el reglamento que al efecto dicte el Presidente de la República mediante decreto supremo emanado conjuntamente del Ministerio de Hacienda y del Ministerio de Justicia.


El Reglamento establecerá, entre otros, los requerimientos básicos de servicio, organización y operación del Registro Único de Prenda, incluyendo los requisitos específicos de las solicitudes, de los procedimientos de inscripción, revisión, rechazo o anotación de las mismas, como asimismo los relativos a su cancelación. El Reglamento establecerá, además, la información continua que el Registro Único de Prenda deberá poner a disposición del público.


El Servicio de Registro Civil e Identificación estará facultado para cobrarlos derechos que se establezcan en el reglamento interno por las inscripciones, modificaciones, eliminaciones, cancelaciones, alzamientos, certificados y copias de contrato de prenda que se efectúen u otorguen.

TÍTULO VI

De la Realización de la prenda y

de la cesión del derecho de prenda

Artículo 21.- En caso de cobro judicial, la prenda será subastada de acuerdo con las reglas del juicio ejecutivo en las obligaciones de dar establecidas en el Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Con todo, en este juicio sólo serán admisibles las excepciones del pago y remisión de la deuda, siempre que se funden en antecedente escrito, y la de prescripción.


Artículo 22.- Notificado el deudor, el acreedor de una obligación caucionada con prenda podrá pedir que ésta sea realizada de inmediato, aunque se hubieren opuesto excepciones.


El tribunal, con citación del deudor, resolverá dicha petición y podrá exigir que el acreedor caucione previamente las resultas del juicio.


La notificación de la demanda ejecutiva y el requerimiento de pago podrán practicarse en la forma establecida en el artículo 553 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 23.- Si las especies que se trataren de subastar fueren animales, el tribunal podrá disponer que se vendan en la feria que indique, debiendo en tal caso publicarse avisos durante dos días en el periódico que el tribunal señale.


Artículo 24.- La acción de desposeimiento contra el tercer poseedor que no sea deudor personal, se sujetará a las normas del Título XVIII del Libro III del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a la naturaleza de la cosa prendada o del contrato de prenda.


Artículo 25.- En los juicios civiles a que se refiere este cuerpo legal, no se tomará en cuenta el fuero personal de los litigantes, ni se suspenderá su tramitación por la declaración de quiebra, sin perjuicio de lo prescrito en la Ley Nº 18.175.


Artículo 26.- En la realización de la prenda se aplicarán las normas del artículo 2428 del Código Civil y, junto con la notificación del deudor, deberá notificarse a los demás acreedores prendarios que tengan derecho sobre la prenda para que los hagan valer, si correspondiere. Asimismo, serán aplicables los artículos 492 y 762 del Código de Procedimiento Civil, en la medida en que resulten aplicables.


Artículo 27.- La cesión de créditos caucionados con prenda se sujetará a las reglas que correspondan a su naturaleza. Sin embargo, para que la cesión comprenda el derecho real de prenda deberá inscribirse en el Registro Único de Prenda una copia, autorizada ante notario, del documento en el que conste la cesión, manteniendo la prenda la preferencia que gozaba en virtud del primer contrato. 

TÍTULO VII

Delitos y Penas

Artículo 28.- Serán castigados con las penas señaladas en el artículo 467 del Código Penal, aumentadas en un grado:

1)
El que defraudare a otro disponiendo de las cosas empeñadas sin hacer indicación expresa del gravamen que las afecte o constituyendo prenda sobre bienes ajenos como propios; 

2)
El deudor prendario y el que tenga en su poder las cosas empeñadas que defraudaren al acreedor prendario ya sea alterando, ocultando, trasladando o disponiendo de las especies dadas en prenda; y 

3)
El que maliciosamente, al inscribir la prenda, pignorare bienes distintos de aquellos indicados en el contrato o alterare las características del bien prendado, como asimismo modificare los términos o condiciones establecidos en el contrato de prenda.

TÍTULO VIII

Otras Disposiciones

Artículo 29.- Los beneficiarios de los documentos de que trata en el inciso quinto del artículo 5º, que hayan pagado o que se hayan obligado a pagar por cuenta o en interés de un tercero, todo o parte del valor de las mercaderías a que esos documentos se refieren, gozan de derecho legal de retención sobre ellas, mientras no se les reembolsen o garantice con prenda sobre esos mismos bienes, lo que han pagado o se han obligado a pagar, según sea el caso, por concepto de precio, transporte, seguros, derechos de aduana, almacenaje y otros gastos en que hayan incurrido con motivo de la operación, sin necesidad de declaración judicial.


Las personas aludidas en el inciso anterior tendrán la facultad de pagar por cuenta del deudor los gastos e impuestos y realizar los trámites necesarios para desaduanar e internar la mercadería en el país, si ello fuere necesario.


Podrán, además, obtener la realización de la mercadería retenida, para el reembolso de los pagos, conforme al procedimiento ejecutivo que establece la presente ley.


El deudor queda facultado para constituir la prenda a que se refiere el inciso primero, aún cuando según los documentos de embarque, expedición o de recepción para embarque y expedición, aparezca como dueño de ellos el acreedor, siempre que pueda acreditar que según la documentación en poder del acreedor es el destinatario de las mercaderías.


Artículo 30.- El Presidente de la República deberá dictar el Reglamento a que se refiere el artículo 20, dentro del plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 


Las disposiciones de esta Ley comenzarán a regir transcurridos 180 días desde la fecha en que se publique en el Diario Oficial el decreto que contiene el Reglamento a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 31.- Las leyes Nº 4.097, 4.702, 5.687 y 18.112, que regulan regímenes de prendas sin desplazamiento continuarán vigentes para el solo y exclusivo efecto de regular las prendas sin desplazamiento constituidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.


Sin perjuicio de lo anterior, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, sólo podrá constituirse bienes en prenda sin desplazamiento de conformidad a este cuerpo legal.


Con todo, y durante el plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, las prendas sin desplazamiento constituidas con anterioridad a su entrada en vigencia podrán acogerse al régimen aquí establecido mediante un contrato inscrito en el Registro Único de Prenda en el que se individualice la prenda sin desplazamiento original y su transformación. En este caso, se reconocerá a la prenda transformada, la antigüedad y fecha de la prenda original.”.

Disposiciones Transitorias


Artículo Primero Transitorio.- Para efectos de lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del DL Nº 824 de 1974, se considerará ingreso no renta el mayor valor generado en la primera transferencia, de acciones de sociedades regidas por la Ley Nº 18.046 que no sean abiertas, que se efectúe en alguna bolsa de valores del país y siempre que al momento de efectuarse dicha transferencia se cumplan los siguientes requisitos:

a)
Que a lo menos un tercio del capital accionario pertenezca a Fondos de Inversión y haya pertenecido a lo menos por un período de 3 años.

b)
Que los participes del o de los Fondos de Inversión no tengan relación, en los términos del artículo 100º de la Ley Nº 18.045, con los socios o accionistas de la sociedad administradora del Fondo y con los demás accionistas de la sociedad emisora de las acciones que se transfieran.

c)
Que todos los accionistas vendan en el mismo valor las acciones al momento de su transferencia en Bolsa y en la misma proporción.

d)
Que la sociedad administradora del Fondo o una entidad relacionada en los términos señalados en la letra b) no posea más de un 25% del capital del Fondo.


Para aplicar lo dispuesto en el inciso precedente, se considerará que el mayor valor que constituye ingreso no renta, es el que resulte de comparar el precio de transferencia con el valor que las acciones tenían en la fecha en que se incorporaron a la sociedad el o los Fondos en la proporción señalada en la letra c) precedente. Para determinar dicho valor, se considerará el valor libro de la sociedad al 31 de Diciembre del año anterior a aquel en que se materialice la participación señalada, aumentado o disminuido con los aportes o retiros de capital y distribuciones de utilidad, según corresponda, ocurrido entre dicha fecha y el mes en que se materialice la participación del o los Fondos de Inversión. Para este efecto se considerará como valor libro, el señalado en el inciso penúltimo del artículo 41º de esta ley.


Si la primera transferencia fuere efectuada por un accionista que ingresó a la sociedad con posterioridad a la participación de los Fondos de Inversiones, el valor de comparación con el precio de transferencia será el mayor entre el señalado en el inciso precedente y el valor de adquisición o suscripción pagado por el accionista.


Con todo, sólo se considerará ingreso no renta el valor señalado en los incisos precedentes hasta un monto equivalente a 10.000 unidades de Fomento según el valor que dicha unidad tenga al 31 de Diciembre del año en que se efectúe la enajenación.


El mayor valor generado entre el valor señalado en los incisos precedentes y el valor de adquisición o suscripción pagado antes de la incorporación del o los Fondos de Inversiones, se afectará con los impuestos señalados en esta ley de acuerdo a las normas generales.


Asimismo, cumpliendo las mismas condiciones establecidas en las letras a) a la c) del inciso primero y con el mismo límite señalado precedentemente, se considerará ingreso no renta el mayor valor que se genere en la enajenación de acciones emitidas por las sociedades a que se refiere este artículo cuando entre el enajenante y el adquirente no exista relación en los términos señalados en la letra b) y siempre que éste sea una sociedad en la cual participen, a lo menos en un 20% del capital, inversionistas institucionales de aquellos señalados en al artículo 4º bis letra e) de la Ley Nº 18.045.


El mayor valor que obtengan los participes de los Fondos señalados en el rescate de las cuotas en la liquidación de éstos, se considerará ingreso no renta en la proporción que a esa fecha represente en los beneficios del Fondo el Mayor valor generado en la enajenación de acciones a que se refiere este artículo.


Los Fondos de Inversión a que se refiere este artículo deberán tener a lo menos el 50% de sus recursos invertidos en acciones, bonos, efectos de comercio u otros títulos de deuda, cuya emisión no haya sido registrada en la Superintendencia de Valores y Seguros y que sean para financiar actividades de sociedades regidas por la Ley Nº 18.046, que no sean abiertas.


El porcentaje señalado deberá mantenerse durante el período a que se refiere la letra a), para que proceda lo dispuesto en este artículo.


Las sociedades administradoras de estos Fondos deberán presentar anualmente un informe al Servicio de Impuestos Internos, acerca de la inversión de sus recursos y de la composición de los participes, a fin que dicho Servicio pueda verificar el cumplimiento de las condiciones que establece la letra b) del inciso primero y el inciso precedente. Dicho informe deberá ser presentado en la forma y plazo que determine el Servicio de Impuestos Internos.


El tratamiento tributario establecido en este artículo tendrá una duración de quince años a contar del día primero del mes siguiente a la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo Segundo Transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley, dictado dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, fije el texto refundido, sistematizado y concordado del Decreto Ley Nº 3.500 y del Decreto con Fuerza de Ley Nº 101, Ley Orgánica de la Superintendencia Administradoras de Fondos de Pensiones, ambos de 1980, del Ministerio del Trabajo y Pre


visión Social, y de los demás textos legales que se refieren a las Administradoras de Fondos de Pensiones u otras empresas fiscalizadas por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; LUIS BATES HIDALGO, Ministro de Justicia, RICARDO SOLARI SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY SEGUNDA REFORMA AL MERCADO DE CAPITALES

(Mensaje Nº 39-349)


El proyecto de ley aborda los siguientes aspectos:

a.
Incentivos para el desarrollo de la industria de Capital de Riesgo, incluidas las exenciones al impuesto a las ganancias de capital para las empresas emergentes.

b.
Reducción de costos de transacción y contratación comercial sofisticada.

c.
Profundización de reformas de perfeccionamiento de los gobiernos corporativos.

d.
Fortalecimiento de los mecanismos de fiscalización, potestades de control, sanción y coordinación por parte de los organismos reguladores.

e.
Actualización de textos legales en 14 leyes que regulan el mercado de capitales.


El costo fiscal de estas iniciativas, es de $ 118 millones el año 2004, de los cuales $ 83 millones corresponden a la menor recaudación fiscal por la exención del impuesto a las ganancias de capital para las empresas de capital de riesgo, monto que se repetirá en los años siguientes, y $ 35 millones corresponden al costo de puesta en marcha del registro único de prendas, el cual se ejecutará sólo el año 2004.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea y sus anexos, suscritos en Seúl el 15 de febrero de 2003, con las correcciones introducidas al texto en español adoptadas por notas verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003. (boletín Nº 3279-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea y sus Anexos, suscritos en Seúl el 15 de febrero de 2003, con las correcciones introducidas al texto en español en el título de la Parte III y al párrafo 2. (a), de su Anexo 19.2, adoptadas por Notas Verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003, respectivamente.

I. EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON COREA EN EL MARCO DE LA POLÍTICA EXTERIOR CHILENA.


En el mundo contemporáneo, las sociedades han tomado conciencia de que dependen unas de otras para lograr incrementar el nivel de desarrollo y, así, disminuir la pobreza. Ello, junto con un acelerado proceso de desarrollo tecnológico, ha llevado a una globalización de las economías cada vez mayor. Este proceso se manifiesta tanto a nivel político como social y económico.


El presente Tratado crea una sólida y profunda zona de libre comercio entre Chile y Corea. Constituye un factor fundamental para dar seguridad y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial bilateral, incorporando las reglas y disciplinas comerciales correspondientes. 


Asimismo, se trata de un Acuerdo histórico: es el primer Tratado de Libre Comercio suscrito entre una economía asiática y otra occidental; es el primero para Corea del Sur; y es el primer acuerdo de libre comercio transpacífico, logro que nos distingue como pioneros en la apertura y profundización de vínculos con el Asia Pacífico.


A través de este Acuerdo, Chile estará en condiciones de ser un puente efectivo entre Asia y América y seguirá aumentando su mercado, el que llega a 858 millones de personas con los acuerdos comerciales vigentes. Los 47 millones de habitantes de Corea del Sur ampliarán aun más este vasto espectro de eventuales compradores de exportaciones chilenas.


Así, el hecho que Corea del Sur participe en ASEAN y en APEC favorecerá el acercamiento de las exportaciones chilenas al mercado asiático. 


En la medida que este Acuerdo incremente el flujo de comercio bilateral, se reducirán los costos del transporte marítimo, generando condiciones favorables para elevar nuestras exportaciones a otras economías asiáticas.


Corea del Sur es un socio relevante de Chile. Se ubica en el cuarto a sexto destino de nuestras exportaciones, compitiendo con Brasil y México en ese plano. Es la economía número 11 del globo, con 47 millones de habitantes y un ingreso per capita de US$ 9.400. Es una de las economías de mayor crecimiento en las últimas décadas, pues ha tenido niveles de crecimiento sostenidos de 8,9% durante la década de los ochenta y de 5,7% en los noventa.


Una de las claves del éxito de la economía sudcoreana ha sido el crecimiento de las exportaciones, las que tienen un elevado porcentaje de bienes de alta tecnología, que alcanza el 35% de las ventas externas coreanas. Destacan sus envíos de componentes informáticos, automotrices e instrumentos médicos. 


El Tratado de Libre Comercio negociado entre Chile y Corea del Sur dota de considerables ventajas competitivas a productos chilenos de exportación claves. Hoy, los aranceles sudcoreanos son altos: varían desde niveles del 7% en el sector industrial y 50% en la agricultura. En este último sector, abundan los aranceles sobre 40%, y no son escasos aquellos superiores al 100%. 


Siendo éste el único Tratado de Libre Comercio negociado por Corea del Sur, los exportadores chilenos disfrutarán de rebajas arancelarias que estarán disponibles sólo para ellos. Esto es válido para productos pesqueros, mineros, forestales, agrícolas, industriales y agroindustriales. 


Las ventajas arancelarias, junto a disciplinas diversas, orientadas a otorgar estabilidad a las decisiones bilaterales de comercio e inversión, y a un adecuado sistema de solución de controversias, transforman a este Tratado en un instrumento preciso para consolidar favorables expectativas de inversión, exportaciones y crecimiento.


Este Acuerdo forma parte de los esfuerzos realizados en la última década por Chile para avanzar en la liberalización e integración comercial, y en la creación de un marco claro de normas y disciplinas comerciales, tanto a nivel multilateral y unilateral, como en las negociaciones bilaterales y regionales. 


La política comercial de Chile es una pieza clave del modelo de desarrollo nacional, que busca abrir mercados, atraer y dinamizar inversiones, llevar el desarrollo a las regiones y generar más y mejores empleos, prosperidad y bienestar para los chilenos.

II. VENTAJAS DEL TRATADO.

1.
Constituye una señal de confianza internacional.


Al igual que el reciente Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, es una señal de confianza en la calidad de nuestras políticas e instituciones, y genera un escenario propicio para profundizar nuestro desarrollo exportador, diversificando las ventas externas, ampliando el universo de empresas exportadoras e incorporando a las Pymes al esfuerzo de modernización e internacionalización. 


Como todo tratado comercial de estas características, tiende a mejorar la generación de empleos y abre interesantes perspectivas para el fomento de la competitividad y la modernización de nuestra estructura empresarial y productiva.

2.
Equipo país.


Este Acuerdo es, también, el producto de una estrecha y continua labor de coordinación entre el sector público y el sector privado, inserta en el llamado “cuarto adjunto”. Este corresponde al espacio en el que participan las agrupaciones empresariales, sindicales y otras, en el cual intercambian puntos de vista con los negociadores sobre el ritmo y contenido de las negociaciones. En fin, es la construcción de confianza para elaborar escenarios de negociación y opciones alternativas. En este sentido, el esfuerzo y el logro fue del conjunto de los actores públicos y privados involucrados durante meses en esta negociación.

3.
Aumento y diversificación de exportaciones.


Dada la reducida diversidad de la actual oferta chilena en Corea del Sur, este Acuerdo permitirá abrir oportunidades a nuevos exportadores a través de rebajas arancelarias para productos con potencial exportador que actualmente no se venden hacia dicho país. En este sentido, se abren posibilidades a los sectores agrícola y agroindustrial, forestal, minero, maderero, pesquero y ciertos productos industriales, especialmente químicos.

4.
Economías complementarias.


En esencia, Chile exporta a Corea del Sur productos intensivos en recursos naturales (minería, pesca, agricultura y sector forestal), al tiempo que importa bienes industriales. Lo opuesto ocurre en Corea del Sur, lo que viene a reforzar el potencial del crecimiento del comercio.

5.
No perder oportunidad comercial.


Este aspecto posee dos dimensiones: en el mediano plazo, Chile tendrá ventajas comerciales en el mercado sudcoreano por sobre países competidores, como Canadá y Nueva Zelanda; en el futuro, es probable que Corea del Sur negocie con otros países que, de no mediar este Tratado de Libre Comercio, tendrían ventajas comerciales por sobre los productos chilenos.

6.
Mejores disciplinas.


El presente Convenio posibilita la regulación del comercio bilateral al contener normativas que complementan los mecanismos de la OMC. Ello permite enfrentar mejor las distorsiones y barreras comerciales a través de mecanismos más fuertes y expeditos de solución de controversias. De este modo, Chile podrá contar con herramientas para reducir o eliminar los problemas comerciales existentes en la actualidad, tales como subfacturación, triangulación de productos y aplicación arbitraria de medidas sanitarias, fitosanitarias y estándares técnicos. 

7.
Inversiones.


La existencia de este Acuerdo debiera estimular las inversiones sudcoreanas en Chile al aumentar sus garantías. Corea del Sur tiene un patrón de inversión con innovación tecnológica y orientado a la industria productiva de bienes tales como telecomunicaciones, siderurgia, metalurgia, textiles y confección. Chile ofrecería a los empresarios sudcoreanos el atractivo de un mercado sudamericano ampliado, producto de los acuerdos comerciales negociados en la región.

8.
Consistencia con política comercial en Asia.


En el foro Apec, Chile ha sostenido que las metas de liberalización fijadas en Bogor, Indonesia, pueden ser cumplidas a través de Tratados de Libre Comercio. Esta negociación se enmarca en un contexto en que, amén de Corea del Sur, hemos anunciado el inicio de negociaciones trilaterales con Nueva Zelanda y Singapur, y fue concluido un estudio orientado a evaluar los méritos de un Tratado de Libre Comercio con Japón.

9.
Reforzamiento del bilateralismo post-Seattle.


La negociación de este Acuerdo se enmarca dentro de la tendencia que generó el fracaso temporal de las negociaciones de liberalización multilateral en el marco de la OMC y la lentitud con que la opinión pública percibe el proceso de la ronda de Doha. Muchos países estiman que, como complemento a la OMC, existen otras vías de integración comercial efectiva como son los acuerdos bilaterales o regionales. Así lo han entendido Corea del Sur, Japón y Australia, que tradicionalmente circunscribían su quehacer comercial internacional a la OMC.

III. COMERCIO CHILE-COREA DEL SUR.

1.
Exportaciones chilenas a Corea del Sur.


En el año 2002, Corea del Sur ocupó el lugar Nº 7 entre nuestros socios comerciales. Ese mismo año fue el tercer destino para las exportaciones chilenas al Asia, detrás de Japón y China, países que tienen un tamaño mucho mayor. El intercambio comercial entre ambas Partes sumó US$ 1.149,3 millones, inclinándose la balanza comercial a favor de nuestro país. Las exportaciones chilenas a Corea del Sur sumaron US$ 710,5 millones FOB, en tanto que las importaciones sudcoreanas alcanzaron los US$ 438,8 millones CIF.


Al analizar las exportaciones por sector productivo, se observa que el 80,4% de los envíos destinados a Corea del Sur provienen del sector minero. Le siguen el sector forestal, con el 12,3%, y la pesca y agroindustria, con un 2,8% cada uno.


Los sectores que más crecieron durante el 2002 respecto al año precedente son Agroindustria (125%) y Minería (36%). En cambio, los que presentan una mayor caída son Industria, con -67%, y Pesca, con -13%. Cobre, Celulosa y Hierro siguen siendo los principales subsectores de exportación, representando un 57,4%, 9,4%, y 4,7%, respectivamente, de las exportaciones totales durante el año recién pasado.


Respecto de la diversificación de las exportaciones chilenas a Corea del Sur, en el 2002 el número de productos exportados alcanzó a 187. Esta cifra no es comparable con los datos de años anteriores, debido a que desde el 1 de enero de 2002 entró en vigor un nuevo arancel nacional que tiene una mayor apertura que el existente en el año 2001.


A noviembre del 2002, las exportaciones no tradicionales destinadas al mercado sudcoreano sumaron US$ 35,2 millones, lo cual equivale a un crecimiento de 58,8 % respecto a igual período del año pasado. 


Cabe anotar que el año pasado, las exportaciones no tradicionales destinadas al mercado sudcoreano totalizaron un monto de 24,11 millones de dólares. Dicha cifra experimentó una merma del 17,04% respecto del 2000. En este contexto, sobresale la recuperación de las exportaciones no tradicionales a este mercado, reforzando nuevas opciones para los envíos chilenos.

2.
Principales Productos Importados.


Entre los principales productos provenientes de Corea del Sur, figuran los “demás vehículos con motor de émbolo de cilindrada superior a 1.500 cm3, pero inferior o igual a 3.000 cm3” (8,1%), los automóviles de turismo con cilindrada entre 1.000 y 1.500 cm3 (7,6%) y los teléfonos celulares (7,2%). 

IV. CARACTERÍSTICAS DEL TRATADO.


Se trata de un Acuerdo de última generación, similar a los celebrados con Canadá, México y Centroamérica. Precisando las obligaciones OMC, se establecen disciplinas comerciales que tienden a garantizar el cumplimiento de las obligaciones contraídas, incluyendo un sistema de solución de controversias fuerte y con capacidad de coacción comercial. 


Cabe hacer notar que, a la fecha de inicio de la negociación, el único tratado comercial de Chile de estas características, en idioma inglés, era el de Chile-Canadá. Fue ese motivo por el cual aquél fue utilizado como documento maestro, tanto en su estructura como en las disciplinas. 


Las diferencias frente al texto canadiense son consecuencia ya sea de mejoras producto de la experiencia con Canadá y México; ya de la búsqueda de compatibilidad con tratados comerciales posteriores, especialmente con la Unión Europea; o, en ciertas materias, se postergó la aplicación de alguna disciplina específica, a la espera de lo que ocurriese finalmente en las negociaciones con Estados Unidos, pues este último Acuerdo será el modelo para el Alca, ciertos aspectos de la OMC y, eventualmente, Apec.


Los Capítulos más importantes son los siguientes:

1.
Disposiciones iniciales. 


Establece la zona de libre comercio, los objetivos generales del Tratado, su preeminencia frente a otros acuerdos de carácter comercial, y la obligación de hacer cumplir el mismo en todo el territorio de las Partes. 

2.
Comercio de bienes.


Regula la liberalización comercial arancelaria y no arancelaria, y la garantiza por la aplicación del principio de trato nacional.

3.
Reglas de origen.


Las normas de origen tienen por objeto determinar el país donde una mercancía fue producida, con el fin de establecer si puede beneficiarse de las rebajas arancelarias pactadas entre las Partes. 

4.
Procedimientos aduaneros.


En el Acuerdo se establecen diversos compromisos que van destinados a facilitar los negocios en materia aduanera, a través de los cuales las Partes se obligan, por ejemplo, a mantener procedimientos simplificados, cooperar en el intercambio de distinto tipo de información pertinente, mejorar la eficiencia y la transparencia de los procedimientos aduaneros, etc.

5.
Defensa comercial: salvaguardias, antidumping y derechos compensatorios.


En el Acuerdo se confirman las disciplinas de la OMC en materia de Salvaguardias Globales, permitiendo su uso para el comercio recíproco. Igual cosa sucede en materia Antidumping y Derechos Compensatorios, donde las Partes acordaron no innovar y, por lo tanto, mantienen sus derechos y obligaciones ante la OMC. 

6.
Temas sanitarios y fitosanitarios.


El Tratado busca facilitar el comercio entre Corea del Sur y Chile en materias sanitarias y fitosanitarias, reduciendo el riesgo de barreras proteccionistas por estos motivos y generando condiciones que refuercen la fluidez del comercio. Con este fin, ambas Partes se comprometen a implementar los principios de la OMC y, en particular, dar pleno cumplimiento al Acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC. 

7.
Normas técnicas.


Al igual que en el tópico sanitario y fitosanitario, el Acuerdo busca facilitar el comercio entre Corea del Sur y Chile en materia de estándares técnicos, reduciendo el riesgo de medidas para-arancelarias de carácter proteccionista. Se propende a un comercio fluido y libre de trabas ilegítimas. Con este fin, ambas Partes se comprometen a implementar los principios de la OMC, esto es, que las normas técnicas deben estar fundadas en criterios científicos o técnicos para ser lícitas. 

8.
Inversiones y servicios transfronterizos.


El Tratado consolida la actual certidumbre jurídica respecto a las condiciones de acceso y establecimiento de la inversión extranjera en Chile. En él se consagra el derecho de acceso a los inversionistas de ambas Partes en bienes y servicios. 


Se siguió la lógica del Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, en cuanto a conceder el trato de nación más favorecida para la etapa de post establecimiento y se resguardaron las facultades del Banco Central en materia monetaria y cambiaria, así como las capacidades del Comité de Inversiones Extranjeras para fijar los términos y condiciones de los contratos de inversión extranjera. 

9.
Telecomunicaciones.


En esta materia se siguió la lógica de los Tratados de Libre Comercio anteriores, regulando de manera especial el acceso a las redes de telecomunicaciones básicas y su interconexión, y servicios de valor agregado.

10. Entrada temporal de personas de negocios.


El Acuerdo reconoce las facultades reguladoras de las autoridades nacionales para administrar el ingreso de extranjeros al país. Se regula, sin embargo, el ingreso temporal de personas de negocios, prestadores de servicios e inversionistas, cuando vengan a realizar transitoriamente tales actividades. 

11. Competencia.


Este Capítulo busca prevenir conductas de empresas privadas o públicas que restrinjan la competencia, afectando así el comercio de bienes o servicios y menoscabando los beneficios del proceso de liberación del presente Acuerdo. Para ello, las Partes convinieron en cooperar y coordinar sus actuaciones para la aplicación de leyes en materia de competencia.

12. Contratación pública.


El objetivo en esta materia es lograr una apertura real y recíproca de los respectivos mercados públicos, en forma transparente y no discriminatoria. El Tratado busca asegurar a los proveedores de ambas Partes significativas oportunidades de negocios. El Capítulo correspondiente abarca los procesos de contratación de bienes y servicios, así como las concesiones de obra pública realizadas por las entidades públicas cubiertas por el Tratado.

13. Propiedad intelectual.


Chile reiteró su compromiso de otorgar una protección efectiva a los derechos de propiedad intelectual. Se reafirmaron obligaciones asumidas por las Partes en el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (Adpic), estableciendo regulaciones específicas en materia de marcas y el reconocimiento de indicaciones geográficas de ambas Partes. 

14. Transparencia y administración del Acuerdo.


En la materia, se siguió la normativa del Tratado de Libre Comercio Chile-Canadá, aunque con disposiciones sobre administración más simples y operativas, que no implican crear una institucionalidad especial. 

15. Solución de controversias. 


Se establece un procedimiento estructurado en dos etapas, a saber, consultas entre las Partes, y “panel” de tres árbitros neutrales seleccionados de una lista preestablecida. Los plazos son breves y hay sanciones comerciales en caso de incumplimiento del fallo, que es obligatorio. En caso que haya varios foros posibles para resolver la controversia, se concordó en que la elección de uno de ellos elimina la opción de recurrir a los demás. 

16. Excepciones.


Se reconocen las llamadas “excepciones generales” contenidas en la OMC (artículo XX del GATT y XIV del GATS), según corresponda. Se garantiza, además, la legitimidad de no cumplir con el Tratado por razones de seguridad nacional, y se mantiene incólume la facultad soberana para imponer impuestos domésticos y para adoptar medidas de emergencia en caso de eventuales dificultades en la balanza de pagos. 

V. OBJETIVOS y ESTRUCTURA DEL TRATADO.

1.
Objetivos.


El Tratado establece una zona de libre comercio entre Chile y Corea del Sur, de conformidad con las disposiciones de la OMC. Además, regula la relación que existe entre el presente Tratado y los derechos y obligaciones existentes derivados del Acuerdo sobre la OMC y de otros convenios internacionales de los que ambos Estados sean Partes, señalando que en caso de conflicto prevalecerán las disposiciones de este Tratado. 


El texto consta de veintiún Capítulos, distribuidos en siete Partes, en los que se establecen los principios generales. Cada Capítulo tiene una numeración correlativa independiente de los otros.


Sus objetivos, tal como se recogen en el Artículo 1.2 del Acuerdo, son los siguientes: estimular la expansión y diversificación del intercambio comercial entre las Partes; eliminar los obstáculos técnicos al comercio y facilitar el movimiento transfronterizo de bienes y servicios entre los territorios de las Partes; promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio; aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión entre los territorios de las Partes; proporcionar protección adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual y para el cumplimiento de los mismos en el territorio de cada Parte; crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias; y establecer un marco para la ulterior cooperación bilateral y multilateral, encaminados a ampliar y mejorar los beneficios del Tratado.


Las excepciones a los principios generales del Tratado que aparecen en los Capítulos, se establecen en Anexos, los que forman parte integrante del mismo. El Tratado contiene cuatro Anexos generales que se relacionan con los Capítulos 10 (Inversiones) y 11 (Comercio Transfronterizo de Servicios). Además, cuando ha sido necesario detallar alguna obligación o derecho específico de una o ambas Partes, se ha recurrido a la redacción de Anexos particulares de determinados artículos o párrafos de los mismos.

2.
Estructura.


El Tratado se estructura sobre la base de un Preámbulo y siete Partes.

a.
El Preámbulo contiene los propósitos que animan a las Partes para suscribirlo el Acuerdo.

b.
La Parte I, sobre Aspectos Generales, comprende el Capítulo 1, que describe las Disposiciones Iniciales, y el Capítulo 2, de Definiciones Generales utilizadas en todo el articulado, sin perjuicio de que algunos capítulos contengan definiciones especiales.

c.
La Parte II, que se refiere al Comercio de Bienes, incluye el Capítulo 3 sobre Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado; el Capítulo 4, que establece las Reglas de Origen; el Capítulo 5, relativo a Procedimientos Aduaneros; el Capítulo 6, que regula la aplicación de Medidas de Salvaguardia; el Capítulo 7, sobre Materias relacionadas con Derechos Antidumping y Compensatorios; el Capítulo 8, relativo a Medidas Sanitarias y Fitosanitarias; y el Capítulo 9, que se refiere a Medidas Relativas a la Normalización.

d.
La Parte III, sobre Inversiones, Servicios y Asuntos Relacionados incluye el Capítulo 10, sobre Inversiones; el Capítulo 11, sobre Comercio Transfronterizo de Servicios; el Capítulo 12, sobre Telecomunicaciones; el Capítulo 13, sobre Entrada Temporal de Personas de Negocios; y el Capítulo 14, relativo a la Competencia.

e.
La Parte IV contiene el Capítulo 15, sobre Contratación Pública.

f.
La Parte V, a su vez, contiene el Capítulo 16, sobre Derechos de Propiedad Intelectual.

g.
La Parte VI, referida a Disposiciones Administrativas e Institucionales, comprende el Capítulo 17, sobre Transparencia; el Capítulo 18, sobre Administración del Tratado; y el Capítulo 19, sobre Solución de Controversias.

h.
La Parte VII, por último, desarrolla Otras Disposiciones e incluye el Capítulo 20, sobre Excepciones; y el Capítulo 21, que da cuenta de ciertas Disposiciones Finales.

VI. CONTENIDO DEL TRATADO.

1.
Trato nacional y acceso de bienes al mercado.


En materia de eliminación arancelaria, un principio que inspira el Capítulo es el de Trato Nacional. En su virtud, los bienes de una Parte, una vez ingresados al territorio de la otra Parte, no pueden ser objeto de discriminación y tienen el mismo tratamiento que los bienes de la Parte importadora.


En el caso de las exportaciones sudcoreanas al mercado chileno, se negoció un calendario de desgravación que considera 5 listas, con distintos plazos para llegar al arancel cero: desgravación inmediata, a 5, 7, 10 y 13 años (en este último caso se incluyen 5 años de gracia antes de comenzar a desgravarse).


Por su parte, para las exportaciones chilenas al mercado sudcoreano se incluyen 6 listas, con plazos de desgravación inmediata, a 5, 7, 9, 10 y 16 años (en este último caso con 6 años de gracia). También se considera una categoría sujeta a revisión después de finalizada la ronda de negociación de Doha en la OMC, así como productos sujetos a cuotas libres de arancel. Ambas Partes acordaron, además, una lista reducida de productos sensibles que han quedado exceptuados de la desgravación arancelaria.


Considerando estos cronogramas, se observa que el 87% de los ítems arancelarios tendrán una desgravación inmediata, una vez entrado en vigor el Tratado, cifra que representa el 41% del valor de las ventas chilenas al mercado sudcoreano.


En desgravación a 5 años se incluye el 6,3% de los ítems, que constituyen un 2,9% de las exportaciones chilenas. Luego, en desgravación a 7 años Corea del Sur ubica el 53,5% del total de las ventas de Chile a ese mercado. En consecuencia, luego de 7 años, Chile tendrá acceso libre de aranceles para el 97% del valor de las exportaciones al mercado sudcoreano.


El 41% de las actuales exportaciones chilenas se ubican en desgravación inmediata. Distinguiendo entre exportaciones Cobre y no cobre, el 78% de las exportaciones no Cobre de Chile a Corea del Sur está en la lista de desgravación inmediata. En el año 5, Chile gozará de arancel 0% para un 88% de este tipo de exportaciones.


Si se consideran los principales productos de exportación chilenos, se observa que 13 de los 20 productos que ocupan los primeros lugares llegarán a arancel cero en forma inmediata, una vez que entre en vigor el Tratado.


Respecto a las importaciones sudcoreanas que llegan a Chile, el 70% de ellas tendrá un acceso inmediato libre de arancel al momento de la entrada en vigor del Tratado, lo que corresponde a 2.437 ítems arancelarios (41% del total de ítems). En un plazo de 5 años estarían libres de arancel un 84% de las importaciones procedentes de Corea del Sur. Mientras que en 10 años entrarían libres de arancel casi el 90% de los productos importados desde dicho país.


En los plazos más largos, que en este caso es de 13 años, con 5 de gracia, se han incluido productos que son sensibles para la industria nacional, como el polietileno, los textiles, calzado y algunos aceros.


En tanto, en las excepciones han quedado incluidos productos como las lavadoras, refrigeradores, neumáticos, y los productos con bandas de precios.


Respecto de los productos chilenos sensibles, ellos se ubican en categorías de desgravación de muy largo plazo, con períodos suficientemente largos para el ajuste frente a las nuevas condiciones de competencia provocadas por la suscripción del Tratado. Este es el caso de:

a.
Algunos textiles, algunos aceros, calzado y neumáticos nuevos de autos: 13 años con 5 años de gracia; y

b.
Textiles (la mayor parte del sector), algunos cementos y acumuladores eléctricos: 10 años.


Como es tradicional, la determinación de estos productos sensibles se realiza, por una parte, de las consultas con el sector privado y Ministerios correspondientes, y por otra, de los intereses y sensibilidades de la contraparte. 


Además de las listas de desgravación arancelaria, en el Capítulo de Acceso a Mercado se establecen disposiciones que regulan la aplicación de medidas arancelarias y no arancelarias que afectan el acceso de los bienes al territorio de la otra Parte. 


Los bienes de las listas de excepción estarán, sin embargo, sujetos a los derechos y obligaciones derivados del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, de 1994. También se prevé la posibilidad de que las Partes consulten y acuerden una eliminación más acelerada de la prevista. De conformidad con el Tratado, las Partes no podrán aplicar restricciones a las importaciones ni exportaciones, salvo las reservas que cada una de ellas establece en el Anexo correspondiente. Chile se reservó el derecho de imponer y mantener medidas relativas a la importación de vehículos usados. Corea, por su parte, no listó medidas en el Anexo 3.9.


En cuanto a la exención de aranceles aduaneros, ambas Partes mantienen sus programas de exención de aranceles aduaneros, en el caso de Chile el Drawback y el Reintegro Simplificado (con sus últimas modificaciones), situación distinta al Acuerdo con la Unión Europea, en que se elimina en un plazo de 4 años la utilización de estos instrumentos.


Respecto de los derechos de trámite aduanero, las Partes acordaron mantener los derechos que sean cobrados en un monto equivalente al valor de los servicios prestados. 


En relación con los impuestos a la exportación, ninguna de las Partes puede imponer impuestos, gravámenes o cargos sobre bienes destinados a la exportación a territorio de la otra Parte.


El Tratado permite a los nacionales de ambos Estados que deseen realizar negocios sujetos a las disposiciones sobre admisión temporal establecidas en el mismo, ingresar a territorio de ambas Partes, sin pago de arancel y por un período limitado, equipo profesional e instrumentos de trabajo. Estas reglas se aplican también a la importación de muestras comerciales, de cierta clase de películas publicitarias y a los bienes que se importen con fines deportivos, de exhibición y demostración. También gozarán de este beneficio todos los bienes que se hayan sometido a reparaciones o modificaciones en la otra Parte.


Se establece, además, un Comité de Comercio de Bienes que deberá asegurar la efectiva implementación y administración de los Capítulos 3 (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado), 4 (Reglas de Origen) y 5 (Procedimientos Aduaneros) y de las Reglamentaciones Uniformes. El Comité estará integrado por representantes de ambas Partes y tendrá por funciones revisar y hacer recomendaciones a la Comisión de Libre Comercio sobre asuntos relativos al acceso a mercados, incluyendo medidas no arancelarias, y promover el comercio de bienes entre las Partes por medio de consultas y estudios relacionados con el acceso a mercados, a objeto de acelerar el proceso de eliminación arancelaria.


Finalmente, se incorpora una salvaguardia especial para el sector agrícola. Las principales características de esta salvaguardia son: primero, que se activan cuando se produce un aumento en las importaciones que causen o amenacen causar daño grave en los mercados de la otra Parte; segundo, deben ser consultadas con la Parte involucrada; tercero, podrán tomarse medidas de emergencia; y cuarto, las Partes podrán acordar compensaciones a la Parte afectada.

2.
Reglas de origen.


Las reglas de origen, acordadas en el Capítulo 4, tienen por objetivo, en general, asegurar que los beneficios del Tratado sean concedidos a bienes producidos en Chile y Corea y no a bienes que se elaboren total o mayoritariamente en otros países. De esta manera, se reducen obstáculos administrativos para los exportadores, importadores y productores que realicen actividades comerciales en el marco del Acuerdo.


En esta materia se establece un texto normativo (Capítulo 4) y un Anexo (Anexo 4), que contiene las reglas específicas de origen para cada producto, por código de clasificación arancelaria, lo que permite conocer la regla aplicable a cada bien dando transparencia a la aplicación e interpretación de las mismas. 


Se establecen tres criterios fundamentales para que las mercaderías adquieran el carácter de originarias de la zona de libre comercio: (a) totalmente obtenidas, esto es, que se trate de bienes totalmente obtenidos o producidos en territorio de las Partes; (b) cambio de clasificación arancelaria, es decir, el producto terminado se clasifica en una partida arancelaria diferente que la de los materiales no originarios incorporados en el producto; y (c) valor de contenido regional. 


Por su parte, los métodos acordados para calcular el valor de contenido regional son de fácil aplicación y permiten elegir entre dos alternativas de cálculo.


En el Anexo 4 se establecen las reglas de origen a nivel de productos. Cabe destacar que los sectores considerados sensibles quedaron cubiertos por una norma que contempla los intereses chilenos. En efecto, en el sector agroindustrial, por ejemplo, se logró una regla flexible para las conservas de mezclas de frutas y para las mezclas de jugos. Por otra parte, tanto los sectores textiles, especialmente las confecciones, como el acero quedaron protegidos por una norma estricta.


Estas reglas, además de una serie de principios generales, se presentan en una lista donde se especificó la que cada producto debe seguir para ser considerado originario y acceder a las preferencias del Tratado. Según dispone el Artículo 5.12, se establecerá una reglamentación anexa, Reglamentaciones Uniformes, que determinarán en detalle los procedimientos a seguir para realizar los cálculos, cuando estos son necesarios. Lo anterior implica que las normas establecidas en el Tratado no dejan espacio a una doble interpretación de éste, evitándose así futuras diferencias.


Para determinar si un producto puede acceder a la preferencia, el exportador requerirá conocer la regla específica del producto que desea exportar, sin necesidad de entender el capítulo completo de reglas de origen.

3.
Procedimientos aduaneros.


El Tratado consigna, en el Capítulo 5, reglas respecto de los procedimientos aduaneros vinculados con el origen, que son las reglas que establecen cómo se realizará el proceso de certificación y verificación. El Capítulo tiene por objeto, por una parte, impedir que éstos se utilicen como barreras no arancelarias al comercio, y, por la otra, reglamentar la aplicación y fiscalización del cumplimiento de las normas de origen. Estos procedimientos ya han sido incorporados en los Tratados de Libre Comercio con Canadá y México, y regulan, en particular, la certificación del origen, la determinación de las obligaciones del importador y del exportador, mecanismos de revisión e impugnación de las actuaciones de la administración, y un adecuado y efectivo sistema de sanciones.


Respecto a la certificación de origen, en el caso de Chile, ésta corresponde a los principales responsables de la observancia de las reglas de origen, es decir, los exportadores y productores. En el caso de Corea del Sur, esta tarea fue asignada a una entidad habilitada para estos propósitos, atendida la inexperiencia que tendrían sus exportadores para realizar directamente esta labor.


En cuanto a los procesos de verificación, éstos son similares a los establecidos en los Tratados de Libre Comercio firmados con México y Canadá, y se basan en las investigaciones que pueda hacer la aduana de importación. Estas investigaciones se realizan a través del envío de cuestionarios, cooperación entre aduanas e incluso posibles visitas al país importador si el monto del eventual fraude lo amerita.


Por último, cabe destacar que en torno a la certificación y a la verificación existe una serie de otros compromisos, como la ampliación al máximo de la automatización de los procedimientos aduaneros; emitir resoluciones anticipadas vinculantes sobre clasificación arancelaria y reglas de origen; la aplicación, en la medida de lo posible, de reglas y estándares internacionales, así como cooperar en todas las materias relacionadas con la aplicación del Acuerdo de Valoración de la OMC. Dichos compromisos están previstos en similares términos a los establecidos en los tratados firmados con México, Canadá y Centroamérica.

4.
Medidas de salvaguardias.


En el Capítulo 6, las Partes acordaron continuar rigiéndose por los Acuerdos multilaterales vigentes (OMC), en materia de Medidas de Salvaguardia Globales, y dejaron establecido que tales medidas no quedarán sujetas al Acuerdo comercial bilateral. Asimismo, el Tratado prevé que cualquier discusión respecto de la aplicación y posible modificación de dichas medidas debe llevarse a efecto ante el organismo multilateral, la OMC. En consecuencia, las Partes mantienen intacta su opción de acudir, para estas cuestiones, al sistema de solución de controversias de la OMC.

5.
Derechos antidumping y compensatorios.


De acuerdo a lo establecido en el Capítulo 7, las Partes continuarán rigiéndose por los derechos y obligaciones previstos en los Acuerdos multilaterales vigentes (OMC) en materia de medidas antidumping. Además, se deja establecido que tales medidas no quedarán sujetas al procedimiento de solución de controversias del Tratado. En consecuencia, cualquier divergencia respecto de la aplicación y posible modificación de las referidas medidas debe plantearse ante la OMC, por cuanto las Partes mantienen intacta su opción de acudir, para estas cuestiones, al sistema de solución de controversias de dicho organismo multilateral.

4.
Medidas sanitarias y fitosanitarias.


El Capítulo 8 establece preceptos para el desarrollo, adopción y ejecución de medidas sanitarias y fitosanitarias, con el fin de impedir el uso de tales medidas como restricciones encubiertas al comercio, salvaguardando el derecho de cada Parte para adoptar las medidas necesarias para la protección de la vida o la salud humana, animal o vegetal. Lo anterior de acuerdo a los derechos, obligaciones y principios que establece el Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC (Acuerdo MSF).


Sobre la base de los referidos principios, se establece el compromiso de trabajar en forma conjunta la promoción de la equivalencia y la regionalización y facilitar los procesos de verificación in situ del cumplimiento de los requisitos sanitarios y fitosanitarios de la Parte importadora. 


Las Partes se comprometen a utilizar las normas, directrices o recomendaciones de las organizaciones internacionales competentes (Convención Internacional de Protección Fitosanitaria, Oficina Internacional de Epizootias y Comisión del Codex Alimentarius) como base para sus medidas sanitarias y fitosanitarias. No obstante, cada país signatario podrá adoptar medidas más estrictas que las internacionales cuando sea necesario para alcanzar los niveles de protección que considere apropiados, siempre que tengan fundamento científico.


Las Partes acuerdan, asimismo, aplicar las disposiciones contenidas en el Anexo C del Acuerdo MSF, en lo relativo a procedimientos de control, inspección o aprobación, incluyendo los sistemas para la aprobación del uso de aditivos o los de establecimiento de niveles de tolerancia de contaminantes en alimentos para el consumo humano, bebidas y alimentos para el consumo animal. 


En lo relativo al principio de transparencia, las Partes se comprometen a dar fiel cumplimiento a las disposiciones del Anexo B del Acuerdo MSF y se establecen obligaciones MSF plus con respecto a notificaciones de situaciones sanitarias y fitosanitarias específicas.


Con el fin de materializar el trabajo conjunto en estas materias, se crea, igualmente, un Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, al que corresponden, entre otras tareas, coordinar la aplicación de las disposiciones del Capítulo 8; vigilar el cumplimiento de sus normas; facilitar la celebración de consultas o negociaciones sobre cuestiones específicas relacionadas con medidas sanitarias y fitosanitarias; establecer y definir el ámbito de competencia de los subcomités (salud animal, protección vegetal e inocuidad de los alimentos); y promover la cooperación técnica entre las Partes, incluyendo la cooperación para la elaboración, adopción y aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias. En el caso que preocupaciones comerciales de una de las Partes no pudieran resolverse a través de las consultas y trabajo conjunto realizado en el Comité, dichas consultas se realizarán de acuerdo a lo establecido en el Artículo 19.4 del Tratado (Solución de Controversias).

7.
Medidas relativas a la normalización.


El Capítulo 9 se refiere a las medidas relativas a la normalización, es decir, a las normas oficiales, a los reglamentos técnicos del Gobierno y a los procedimientos utilizados para determinar si estas medidas se cumplen, estableciéndose el compromiso de las Partes de no utilizar estas medidas como obstáculos innecesarios al comercio. Se profundizan algunas de las disciplinas del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, en particular las referidas a evaluación de la conformidad y equivalencia de los reglamentos técnicos. Asimismo, se crea una instancia bilateral para abordar las barreras técnicas al comercio que puedan surgir entre las Partes y buscar mecanismos para la simplificación regulatoria que permita facilitar el comercio.


Se reconoce el derecho de las Partes a adoptar, aplicar y hacer cumplir las medidas de normalización que considere necesarias, siempre que éstas no creen obstáculos innecesarios al comercio en el caso y estén conformes a una norma internacional. Entre las obligaciones que las Partes asumen está la de otorgar trato nacional y trato de nación más favorecida a los bienes de la otra Parte. 


Este Capítulo promueve la compatibilidad de las medidas de normalización de cada Parte, estableciéndose la obligación, previa solicitud de una Parte, de dar las razones para no aceptar como equivalentes las medidas de la otra Parte. 


El Tratado aborda, asimismo, la evaluación de la conformidad, que son los procedimientos utilizados para determinar que se cumplen los requisitos pertinentes de las normas o reglamentos técnicos. Este es un tema relevante al momento de acceder al mercado, considerando los costos que implican múltiples evaluaciones tanto en el país de origen como en el de destino, con el riesgo, además, que los productos sean rechazados al llegar a destino por no cumplir con las especificaciones definidas. Por lo tanto, el objetivo de este Capítulo es que los productos puedan ser certificados en el país exportador y aceptados por el país importador.


Por otra parte, se establecen disciplinas de transparencia para los organismos evaluadores de la conformidad, como por ejemplo la realización de los procedimientos con la mayor rapidez posible y en orden no discriminatorio. Adicionalmente, se insta a considerar favorablemente la posibilidad de negociar acuerdos de reconocimiento mutuo de los resultados de sus respectivos procedimientos de evaluación de la conformidad; considerar la aceptación unilateral de estos resultados; y acreditar a los organismos de evaluación de la conformidad de la otra Parte en condiciones no menos favorables que a los propios.


Cabe destacar que las medidas de transparencia que se establecen para los procedimientos de evaluación de la conformidad, también serán aplicables a los “procedimientos de autorización”, que constituyen otro tipo de requisitos para ingresar al mercado, como por ejemplo registros, notificaciones y otros.


Se establece un Comité de Medidas Relativas a la Normalización, que será la instancia para abordar los problemas que surjan en el comercio bilateral relacionados con estas materias, así como para desarrollar los trabajos de cooperación para la compatibilización de medidas, acuerdos de reconocimiento mutuo y otros que sean necesarios para facilitar el comercio. El referido Comité estará coordinado por las instituciones competentes de cada Parte, esto es, en el caso de Chile, por el Departamento de Comercio Exterior del Ministerio de Economía.


Finalmente, el Capítulo aborda el tema de la cooperación técnica entre las Partes, con la finalidad de fortalecer las medidas de normalización.

8.
Inversiones.


En el Capítulo 10 se regula el régimen de Inversiones entre ambos países, mejorando considerablemente el régimen jurídico general que se aplica a los inversionistas coreanos en Chile y a los chilenos en Corea del Sur, ya que se otorgan beneficios y garantías relativas a trato no discriminatorio.


Similar a lo que ocurre en el caso de los bienes, se asegura que los inversionistas de la otra Parte reciban un trato similar a los inversionistas nacionales, respetándose el principio de la no discriminación arbitraria establecido en nuestra Constitución. Asimismo, los inversionistas de la otra Parte, una vez que han materializado su inversión, deben recibir beneficios equivalentes a los que la Parte otorgue a inversionistas de terceros países.


El Tratado regula cuidadosamente las condiciones para la expropiación y asegura a los inversionistas de la otra Parte una compensación justa y adecuada en caso que ocurriese una expropiación, no obstante que la actual legislación chilena otorga estas garantías al inversionista extranjero.


Se consagra la no existencia de requisitos especiales para invertir en un determinado sector -requisitos de desempeño-, tales como la exigencia de que se exporte una parte de la producción. Asimismo, ninguna Parte podrá exigir que una empresa que sea una inversión de inversionistas de la otra Parte, designe a individuos de alguna nacionalidad en particular para ocupar puestos de alta dirección.


El Tratado reconoce la existencia de ciertas restricciones en inversiones que impiden cumplir con los principios generales establecidos en el articulado, permitiendo a las Partes incluir reservas, las cuales se encuentran acordadas en los Anexos I y II, mediante el sistema de listas negativas, esto es, similar al del Tratado de Libre Comercio suscrito con Canadá.


En el Anexo I se han establecido excepciones a los principios antes señalados, basadas en medidas existentes. Sin embargo, se conviene que dichas medidas sólo podrán modificarse en el sentido de hacerlas más compatibles con los principios antes mencionados. Más aún, si una Parte modifica las medidas en el sentido de liberalizarlas, esa Parte no podrá modificar nuevamente la legislación para volver a los niveles de restricción reservados originalmente. En otras palabras, se consolidan también las futuras liberalizaciones.


Adicionalmente, cada Parte ha mantenido la posibilidad de adoptar medidas disconformes con los principios del Acuerdo en algunos sectores, para los que se establecen reservas en el Anexo II.


El Artículo 10.11 señala que las Partes se comprometen a que las transferencias relacionadas con la inversión de la otra Parte puedan realizarse libremente y sin demora, en una divisa de libre uso y al tipo de cambio vigente en el mercado. Sin embargo, la aplicación irrestricta de esa norma iría en detrimento de las atribuciones que su Ley Orgánica Constitucional confiere al Banco Central de Chile. Por ello, Chile ha incluido una reserva a dicho artículo, lo que permitiría la aplicación de ciertas medidas con el propósito de mantener la estabilidad de la moneda.


Dentro de las medidas reservadas se incluyen:

a.
El derecho a limitar las transferencias desde Chile del producto de la venta de todo o parte de una inversión de un inversionista de la República de Corea o de la liquidación parcial o total de la inversión (un año en el caso del Decreto Ley Nº 600 y cinco años según la Ley Nº 18.657).

b.
El derecho del Banco Central de Chile de mantener o adoptar medidas de conformidad con su Ley Orgánica Constitucional, u otra legislación, con el objeto de garantizar la estabilidad monetaria y el funcionamiento normal de pagos nacionales y extranjeros. Cabe hacer presente que, con este fin, el Banco Central de Chile está facultado para regular el suministro de dinero y crédito en circulación y las operaciones de crédito internacional y de divisas. Asimismo, el Banco Central de Chile está autorizado a promulgar reglamentación sobre cuestiones monetarias, de crédito, financieras y de divisas. No obstante lo anterior, el requisito de reserva que el Banco Central de Chile puede aplicar en virtud del párrafo 2 del Artículo 49 de la Ley Nº 18.840 no podrá ser superior al 30 por ciento de la cantidad transferida y no se podrá imponer por un período superior a dos años. 


El Tratado establece un sistema especial de solución de controversias relacionado con inversiones, en virtud del cual un inversionista (como se define en el Tratado) puede reclamar por sí o por cuenta de una empresa bajo su control, contra una medida de una Parte que viole las normas que rigen las inversiones. 


En general, el sistema de solución de controversias es similar al utilizado en los capítulos de inversiones de los Tratados de Libre Comercio suscritos con Canadá y México. Sin embargo, dadas las revisiones que los miembros del NAFTA habían hecho de estas disciplinas, y la negociación que se estaba llevando a cabo con los Estados Unidos de América sobre la materia, se decidió limitar el sistema de solución de controversias “inversionista-Estado” sólo para aquellos casos en que la inversión ya había sido materializada, es decir, se otorga protección sólo en la fase de “post establecimiento” -tal como lo establece el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones entre Chile y Corea-, con el objeto de limitar demandas frívolas de los llamados inversionistas “soñadores”. 


Con todo, en el numeral 2 del Anexo 10.20, se establece el compromiso entre las Partes de negociar, a más tardar un año después de la entrada en vigor del Tratado, la cobertura del sistema de solución de controversias “inversionista-Estado”, considerando las soluciones que sobre la materia se hayan alcanzado en otros acuerdos similares. La intención de las Partes al establecer el compromiso señalado en el Anexo 10.20 fue volver a la discusión de este tema una vez que éste hubiese sido resuelto en la negociación con los Estados Unidos de América y en otros foros plurilaterales o multilaterales.


Por otra parte, es importante destacar que ambas Partes estuvieron de acuerdo en dejar sin efecto el Acuerdo de Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones (APPI), suscrito el 6 septiembre de 1996 y aprobado por el Congreso Nacional el 9 de agosto de 1999. El objetivo de terminar el APPI de mutuo acuerdo fue evitar la duplicidad de normas internacionales que regulan una misma materia y mantener sólo el Capítulo de inversiones del presente Tratado, como el único instrumento que rige las inversiones entre ambos países. Cabe hacer presente que las normas que da cuenta del acuerdo alcanzado en este aspecto se encuentran ubicadas en el Capítulo relativo a las Disposiciones Finales.

9.
Servicios transfronterizos.


El Tratado, en su Capítulo 11, incluye una liberalización en el campo de los servicios transfronterizos, en el que se amplía lo establecido en las negociaciones multilaterales de la Ronda Uruguay, ya que abarca la casi totalidad de los sectores de servicios y comprende más aspectos de cada sector.


El Capítulo abarca el comercio transfronterizo de servicios, incluyendo medidas respecto de la producción, distribución, comercialización y venta de los servicios; la compra y el pago, el acceso y uso de las cadenas de distribución y los sistemas de transporte relacionados con los servicios; la presencia en el territorio de un proveedor de servicios de la otra Parte; y la provisión de un valor financiero como condición para la prestación de un servicio.


Este Capítulo está regido por el principio de Trato Nacional, de modo similar al caso del Capítulo sobre inversiones. Se agrega, en esta materia, la no exigencia de presencia local a los proveedores de la otra Parte para prestar un servicio; el compromiso de transparencia de información respecto de restricciones cuantitativas no discriminatorias; y criterios objetivos y de transparencia de información para la obtención de licencias y certificados. En lo que se refiere al principio de Trato de Nación más Favorecida, se acordó eliminarlo, dejando establecido que si las Partes realizan cualquier liberalización adicional mediante un acuerdo con un tercer país, se concederán mutuamente la posibilidad de negociar el trato otorgado en dicho acuerdo.


Al igual que en el Capítulo sobre inversiones, también mediante el sistema de listas negativas las Partes listaron las medidas existentes disconformes y aquellos sectores que en el futuro pueden ser objeto de medidas discriminatorias, en los Anexos I y II, respectivamente. Además, cada Parte listó sus restricciones cuantitativas en el Anexo III, en el que cada Parte señala las disposiciones vigentes no discriminatorias que limitan el número de prestadores de servicios o las operaciones de los prestadores de servicios en algún sector en particular. 


Dado que los servicios profesionales son una de las principales actividades del sector servicios, este Capítulo contempla disciplinas orientadas a facilitar y promover la prestación de este tipo de servicios. En efecto, a objeto de evitar barreras innecesarias al comercio de servicios profesionales, se establecen procedimientos para la expedición de licencias y certificación de profesionales. Estos se llevarán a cabo con criterios de objetividad y transparencia, como es la capacidad profesional; no podrán ser más gravosos de lo necesario para garantizar la calidad de los servicios; y no podrán constituir una restricción para la prestación de un servicio. 


Adicionalmente, se fijan mecanismos para el reconocimiento mutuo de licencias y certificados, por cuanto no existe obligación de reconocer automáticamente los estudios o experiencia de un prestador de servicios proveniente de la otra Parte. 


Cabe anotar que este Capítulo no es aplicable al comercio transfronterizo de algunos servicios, los que se han exceptuado en el mismo, a saber, los servicios financieros, los servicios de transporte aéreo, las contrataciones públicas o de empresas del Estado y los subsidios o donaciones otorgados por una Parte o una empresa del Estado. En el caso de los servicios financieros, las Partes acordaron evaluar la conveniencia de incorporarlos luego de cuatro años de la entrada en vigor del Tratado, acuerdo que se encuentra plasmado en el Capítulo relativo a las Disposiciones Finales.

10. Servicios de telecomunicaciones.


En materia de servicios de telecomunicaciones, el Capítulo 12 regula las medidas que las Partes adopten o mantengan respecto al acceso y uso de redes o servicios públicos de telecomunicaciones, incluido el acceso y uso de redes privadas para las comunicaciones internas de las empresas, la prestación de servicios mejorados o de valor agregado y la normalización de la conexión de equipo terminal y otro equipo a las redes públicas de telecomunicaciones.


Este Capítulo no se aplica a la operación y establecimiento de las redes y servicios públicos de telecomunicaciones, como tampoco a la radiodifusión o distribución por cable de programación de radio o televisión, las cuales tendrán acceso y uso permanentes de las redes y servicios públicos.


El Tratado garantiza el acceso y posibilidades de uso, en términos no discriminatorios y en condiciones razonables, a cualquier red o servicio público de telecomunicaciones ofrecidos en su territorio o de manera transfronteriza, para la conducción de negocios. 


En materia de servicios de telecomunicaciones de valor agregado, los procedimientos de cada Parte para otorgar licencias, permisos, concesiones u otras autorizaciones para la prestación de estos servicios, deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos. 


También se establecen en el Tratado las medidas que se pueden imponer a la conexión del equipo de telecomunicaciones a las redes públicas. Estas deben limitarse a los casos necesarios para impedir daños técnicos o interferencia con las redes y servicios públicos, interferencia electromagnética, mal funcionamiento de los equipos de tasación, cobro y facturación, seguridad del usuario y su acceso a las redes. Se podrán fijar los requisitos de aprobación para la conexión a la red pública de telecomunicaciones de los equipos, caso en que las bases deberán ser justas y razonables. 


En cuanto a los procedimientos de evaluación de la conformidad, éstos deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos, permitiéndose a cualquier entidad técnicamente calificada, probar el equipo que será conectado a las redes públicas.


Finalmente, el Capítulo establece un Comité de Normas de Telecomunicaciones, integrado por representantes de las Partes, cuyas funciones se señalan en el Anexo 12.5.8.

11. Entrada temporal de personas de negocios.


El Capítulo 13 establece tres categorías sobre la materia: comerciantes e inversionistas; visitantes de negocios; y personal transferido dentro de una empresa. Asimismo, el Tratado regula los requisitos y condiciones que facilitan la obtención de residencia temporal en cada Parte.


Las disposiciones del Capítulo procuran facilitar el movimiento de estas categorías de personas de negocios, que participan en el comercio de bienes o prestación de servicios, o en actividades de inversión, complementando de esta manera las respectivas disposiciones del Tratado. Adicionalmente, se consagra el derecho de los países de velar por la protección de su mercado laboral y la soberanía de determinar las políticas migratorias que estimen convenientes. 


Los compromisos adquiridos en esta materia no alteran los requisitos nacionales generales de inmigración, relativos al orden público, seguridad nacional, requisitos sanitarios y de pasaporte. Además, el Capítulo no se aplica a los residentes permanentes de cada Parte, tal como ocurre en los Tratados de Libre Comercio suscritos con Canadá y México.

12. Competencia.


El Capítulo 14 tiene por objeto prevenir las prácticas comerciales que restrinjan la competencia y que con ello afecten el comercio de bienes y servicios, menoscabándose los beneficios del proceso de liberación del Acuerdo. 


Para ello, las Partes convienen en cooperar y coordinar sus actuaciones para la aplicación de sus respectivas leyes en materia de competencia. Esta cooperación incluye la notificación, la consulta, el intercambio de información no confidencial y la asistencia técnica. Cabe hacer presente que, por la naturaleza de las obligaciones asumidas en esta materia, este Capítulo quedó excluido del ámbito de aplicación del sistema de solución de controversias del Tratado. 

13. Contratación Pública.


El objetivo del Capítulo 15 consiste en asegurar una efectiva y recíproca apertura de los respectivos mercados públicos. 


El Capítulo se aplica a toda medida de contratación de bienes, servicios, y servicios de construcción adoptada por las entidades públicas de las Partes cubiertas por el Tratado y bajo las condiciones establecidas en el mismo. Así, por ejemplo, el Tratado establece umbrales equivalentes para ambas Partes, que son montos diferenciados según se trate de servicios, servicios de construcción o entidades, a partir de los cuales se aplican las normas del Capítulo. 


Complementariamente, el Tratado se aplica a las concesiones de obra pública, lo que refleja uno de los objetivos principales de la política de negociación de Chile en este ámbito.


Asimismo, el Acuerdo contempla un conjunto de disciplinas procesales orientadas a otorgar mayor certeza y predictibilidad jurídicas al momento de acceder al mercado público de las Partes. En efecto, se establece como regla general de contratación la licitación abierta, en tanto que incorpora un listado de causales específicas que permiten a las Partes recurrir a procedimientos distintos a dicha modalidad de contratación.


Por otra parte, se promueve el intercambio de información por medios electrónicos, lo que asegurará a los proveedores de las Partes una participación eficiente y no discriminatoria en los correspondientes procesos de contratación. 


En definitiva, el Capítulo representa un importante potencial de oportunidades de negocios para el sector privado chileno, en tanto que asegura la participación de proveedores y eventuales inversionistas en los procesos de contratación pública que se lleven a cabo en la contraparte. Lo anterior resulta especialmente destacable en tanto que el sistema de contratación pública vigente en Corea no garantiza el acceso de los proveedores nacionales a dicho mercado en forma no discriminatoria y transparente. 


Si bien el Tratado no incorpora principios rectores distintos a los contemplados en el ordenamiento vigente en esta materia, el mismo contiene una serie de regulaciones procesales específicas que deberán ser conocidas y aplicadas por las entidades públicas de las Partes, lo que facilitará y uniformará las prácticas de contratación en nuestro país, pero a la vez requerirá de un adecuado programa de capacitación y difusión de las disciplinas que rigen el Acuerdo.

14. Propiedad intelectual.


El Capítulo 16 impone a cada Parte la obligación de otorgar en su territorio a los nacionales de la otra Parte, protección adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual, garantizando que las medidas destinadas a cumplir esos derechos no se conviertan en obstáculos al comercio legítimo. Para cumplir este objetivo, las Partes se obligan a aplicar los acuerdos internacionales de que son respectivamente partes, incluido el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) de la OMC.


Todo lo anterior es sin perjuicio que las Partes puedan otorgar una protección más amplia a los derechos de propiedad intelectual, siempre y cuando dicha protección sea compatible con el Tratado y con el Acuerdo ADPIC.


En cuanto a las marcas, se reitera la obligación contemplada en el Acuerdo ADPIC de aplicar a los servicios el mismo trato que se otorga a los bienes con relación a las marcas notoriamente conocidas.


Asimismo, en relación con las marcas se acuerda que si una Parte exige el uso de la marca para mantener el registro, éste no podrá cancelarse sino una vez que transcurran ininterrumpidamente tres años, salvo que el titular de la marca demuestre que tuvo razones válidas para su no uso. Esta disposición también se encuentra en el Acuerdo ADPIC.


En lo relativo a indicaciones geográficas, las Partes se comprometen a proteger recíprocamente las indicaciones geográficas de la otra Parte, que cumplan con la definición de indicación geográfica del Acuerdo ADPIC, y a protegerlas según las normas de dicho Acuerdo. Además, se prohiben ciertas conductas, como la fabricación y venta de productos con indicaciones geográficas de la otra Parte. Para tales efectos, se listaron las indicaciones geográficas que deben ser protegidas por las Partes y se contempló un mecanismo por el cual dicho listado puede ser ampliado, de modo de incorporar, por ejemplo, en el caso de Chile, futuras zonas vitivinícolas. 


Finalmente, en cuanto a la observancia de los derechos de propiedad intelectual, se señala que ella debe ser consistente con las disposiciones sobre observancia del Acuerdo ADPIC.

15. Transparencia.


En el Capítulo 17, las Partes se obligan a publicar las normas legales y las resoluciones administrativas de aplicación general. En lo posible, la publicación debe hacerse por adelantado, dando la oportunidad a los interesados de formular observaciones.


También se establece que cada Parte debe notificar a la otra cualquier medida que pueda afectar sustancialmente el funcionamiento del Acuerdo o los intereses de la otra Parte. No obstante, se entenderá que dicha notificación se ha efectuado cuando la medida se haya notificado a la OMC o cuando haya sido puesta a disposición pública en la página web oficial y de acceso gratuito de una Parte.


En cuanto a procedimientos administrativos, el Capítulo señala que cada Parte debe asegurar que las personas afectadas reciban aviso del inicio del procedimiento y, cuando sea factible, puedan presentar argumentaciones a sus pretensiones. Asimismo, se dispone que deben establecerse tribunales imparciales para la corrección de acciones administrativas relacionadas con el Tratado, dando oportunidad a que las Partes puedan defender su posición y se dicten resoluciones fundadas en las pruebas rendidas.

16. Administración del Tratado.


El Capítulo 18 establece los órganos que administrarán el Tratado.


En primer lugar, se crea la Comisión de Libre Comercio, integrada por el ministro de Relaciones Exteriores de Chile y el ministro de Relaciones Exteriores y Comercio de Corea. La Comisión tendrá como misión supervisar la aplicación del Tratado y la labor de los Comités, Subcomités y Grupos de Trabajo que se creen; evaluar los resultados obtenidos durante la aplicación del Tratado; y, en general, considerar cualquier otro asunto que pueda afectar el funcionamiento del mismo o que le sea encargado por las Partes. Sus decisiones se tomarán de común acuerdo, quedando facultada la Comisión para establecer su reglamento. En todo caso, debe reunirse por lo menos una vez al año.


En segundo término, se establece un Secretariado, integrado por las Instituciones que al afecto se designan. En el caso de Chile, se determina que el Secretariado es la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores. En el caso de Corea, se designa como Secretariado a la Oficina de Comercio Multilateral del Ministerio de Relaciones Exteriores y Comercio. El Secretariado deberá proporcionar asistencia a la Comisión y a los grupos arbitrales que se formen de acuerdo al Capítulo 19, sobre Solución de Controversias.

17. Solución de controversias.


El Capítulo 19 contempla el sistema de solución de disputas del Tratado. Se reglamenta la forma de solucionar divergencias entre las Partes relativas al Tratado o a medidas incompatibles con éste o que puedan causar anulación o menoscabo a ciertos beneficios en él establecidos. No se aplicará este procedimiento a discrepancias relativas a materias expresamente exceptuadas en el Tratado.


Primeramente, el Acuerdo abre una opción para que la Parte reclamante recurra, a su elección y en los casos en que proceda, al procedimiento establecido bajo la OMC o al Tratado. La opción que haga la Parte será definitiva. 


Si la Parte opta por el sistema del Tratado, el procedimiento es el que se resume a continuación.


Se establece un sistema de consultas entre las Partes, y si éste no prosperase, cualquiera de ellas puede solicitar la constitución de un grupo arbitral. Cabe hacer presente que las Partes, en todo momento, pueden iniciar una fase de buenos oficios, conciliación o mediación, en tanto se trata de procedimientos voluntarios.


El grupo arbitral de tres miembros se escoge, por lo general, de una lista elaborada por las Partes, de común acuerdo, que incluye los nombres de personas nacionales y no-nacionales con conocimiento y experiencia en las materias cubiertas por el Tratado. Cada Parte selecciona un árbitro de la lista de nacionales, en el plazo que se señala. El Presidente se designa de común acuerdo, y si no lo hubiere dentro de un determinado plazo, el Presidente en ejercicio de la Comisión designará al Presidente del grupo arbitral y a los árbitros que no hubieren sido designados entre aquellos nacionales de la lista, incluidos en ésta por la Parte que no hubiese realizado el nombramiento. El Presidente del grupo arbitral no podrá ser nacional de ninguna de las Partes. Una Parte puede escoger un árbitro que no esté en la lista, pero puede ser recusado por la otra Parte.


El grupo arbitral, dentro de ciertos plazos y recibida la información que estime pertinente, debe emitir un informe preliminar que contiene una conclusión de hecho, una determinación de si existe incompatibilidad entre el Tratado y la medida de la Parte, y una recomendación para la solución de la controversia. Cumplido cierto plazo para observaciones de las Partes, el grupo arbitral emite un informe final que se comunica a las Partes y luego se hace público, transcurrido el plazo que se indica.


El informe final del grupo arbitral es obligatorio e inapelable para las Partes, sin perjuicio que ellas puedan convenir otra cosa. Siempre que sea posible, la solución debe consistir en la derogación de la medida disconforme. Si las Partes no llegan a acuerdo sobre una solución satisfactoria para ambas, la Parte reclamante puede suspender la aplicación de beneficios de efecto equivalente a la Parte demandada, en lo posible dentro del sector afectado por la medida. Si la Parte demandada considera que la medida de la Parte reclamante es excesiva, puede solicitar la constitución de un grupo arbitral que lo determine.


El Capítulo 19 se complementa con las Reglas Modelo de Procedimiento para los Grupos Arbitrales y el Código de Conducta aplicable a los árbitros, instrumentos que figuran como Anexos.

18. Excepciones.


El Tratado contempla ciertas excepciones generales, establecidas en el Capítulo 20. 


Dicho Capítulo, en primer término, incorpora al Tratado las excepciones generales contenidas en el Artículo XX del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 y en el Artículo XIV del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios.


Seguidamente, en relación con la seguridad nacional, dispone que las Partes no tienen obligación de proporcionar información y que pueden adoptar las medidas necesarias para proteger sus intereses esenciales en materia de seguridad, en especial relativas al comercio de armamentos y las operaciones sobre bienes, servicios y tecnología, con el fin de proporcionar suministros a un establecimiento de defensa.


Luego, el Capítulo exceptúa en general las medidas tributarias de orden interno, disponiendo que no se afectarán los derechos que se deriven de convenios tributarios, debiendo prevalecer éstos en caso de incompatibilidad. 


Finalmente, en relación con la balanza de pagos, el permite adoptar medidas que restrinjan las transferencias en caso de dificultades serias en su balanza de pagos o amenaza de las mismas. La Parte deberá someter a revisión de la Comisión las medidas que aplique, debiendo evitar daños innecesarios y debiendo ser éstas temporales.

19. Disposiciones finales.


Por último, en el Capítulo 21 se establecen las disposiciones relativas a la duración, entrada en vigor, modificaciones y denuncia del Tratado. 


Asimismo, se deroga el Acuerdo sobre Promoción y Promoción de Inversiones entre las Partes, suscrito el 6 de septiembre de 1996. 


Además, se contemplan compromisos futuros en materia de servicios financieros, en orden a que las autoridades encargadas se reúnan cuatro años después de la entrada en vigor del presente Acuerdo, para analizar la factibilidad y conveniencia de incorporar en éste los servicios financieros.


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea” y sus Anexos, suscritos en Seúl el 15 de febrero de 2003, con las correcciones introducidas al texto en español en el título de la Parte III y al párrafo 2. (a), del Anexo 19.2, adoptadas por Notas Verbales de fechas 7 y 17 de abril de 2003, respectivamente.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; JORGE RODRÍGUEZ GROSSI, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; JAIME CAMPOS QUIROGA. Ministro de Agricultura”.

3.
Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la Republica con el que inicia un proyecto de ley que modifica el articulo 12 de la ley Nº 18.525 y el arancel aduanero.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto efectuar adecuaciones legales correspondientes al “Sistema de Bandas de Precios” contemplado en el artículo 12 de la Ley 18.525, en cumplimiento de las resoluciones y recomendaciones del Órganos de Solución de Diferencias de la Organización Mundial del Comercio (“OMC”), como asimismo, precisar la forma de clasificación de las importaciones de azúcar.

I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA.


El Sistema de Bandas de Precios.


El artículo 12 de la Ley Nº 18.525, sobre “Normas sobre Importación de Mercancías al País”, establece los procedimientos para la determinación del mecanismo que se ha denominado “Sistema de Bandas de Precios”. Ésta se aplica a las importaciones de trigo, de azúcar, de aceites vegetales comestibles y de semillas de oleaginosas.

2.
Reparos al Sistema de Bandas de Precios por la OMC.


Este sistema, que inició su funcionamiento a mediados de la década de los ochenta, fue cuestionado por la República Argentina a través de una presentación ante la OMC, que dio lugar a una controversia resuelta en uso del mecanismo de solución de diferencias de esta organización. 


Con fecha 23 de octubre de 2002, el Órgano de Solución de Diferencias de la OMC, solicitó a Chile adecuar su Sistema de Bandas de Precios para hacerlo más transparente, previsible y no discrecional.

II. OBJETIVOS.


El proyecto de ley que se presenta a vuestra consideración, surge de un análisis profundo del Sistema de Bandas de Precios y de las observaciones emitidas por la OMC, el cual contó con el apoyo y discusión de representantes del sector privado de los rubros y mercados involucrados.


En lo fundamental, establece dos cosas.

1.
Supresión de las exclusiones. del sistema.


En primer lugar, la iniciativa excluyen del mecanismo de Bandas de Precios a los aceites vegetales comestibles y las semillas de oleaginosas, considerando que este sistema es inoperante en tales productos como consecuencia de los acuerdos comerciales que Chile ha suscrito con los países que son sus principales proveedores y en cumplimiento del fallo ,de la controversia presentada por Bolivia ante la Aladi.

2.
Adecuación a los principios establecidos en fallo de la OMC.


Los aspectos principales que han sido considerados para la elaboración de este proyecto de ley son la mantención del Sistema de Bandas de Precios en su esencia, la transparencia de los métodos de determinación de los parámetros del sistema, la previsibilidad de los mismos; el aseguramiento de un margen razonable de fluctuación de los precios internos de tales productos; la adecuación del sistema al comportamiento de los mercados y a los procesos de liberalización que están en pleno desarrollo a nivel internacional y, las negociaciones bilaterales llevadas a cabo.


Adicionalmente a la modificación al Sistema de Bandas de Precios, el proyecto pretende dar claridad a la clasificación arancelaria de ciertas partidas, determinando la introducción de una Nota Legal Nacional al Capítulo 17 del Arancel Aduanero.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto regula las siguientes materias:

1.
Adecuación del Sistema de Bandas de Precios.


En primer lugar, el proyecto sustituye el artículo 12 de la Ley Nº 18.525, estableciendo los ajustes al Sistema de Bandas de Precios que permitan su continuidad, sus diferencias su adecuación a las normas emanadas de la OMC y, otorgar estabilidad a los mercados internos de los productos afectos a este sistema.


De esta manera, se establecen derechos específicos y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero que podrán afectar a las importaciones de trigo, harina de trigo y azúcar.


En consideración a la tendencia actual de apertura de los mercados internacionales y los avances en la competitividad de la producción agrícola, se determina que la facultad de establecer derechos y rebajas arancelarios expirará el año 2014. Este plazo también es consistente con la política comercial chilena, que en el caso de los Acuerdos de Libre Comercio compromete la liberalización de estos productos.

2.
Procedimiento para fijación de derechos.


Por otra parte, la iniciativa establece la forma a través de la cual el Presidente de la República, ejercerá la facultad para fijar los derechos y rebajas que correspondan.

a.
Decreto del Ministerio de Hacienda.


En primer lugar, ello se debe llevar a cabo mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, bajo la formula Por Orden del Presidente de la República.

b.
Períodos anuales y oportunidades en el año en que se fijan los derechos.


Luego, se definen los períodos anuales que se utilizarán para los productos afectos al sistema, los cuales, en consideración a su naturaleza agrícola y estacional, no se inician y finalizan dentro de un mismo año. 


A su vez, con relación a la adecuación del sistema al funcionamiento de los mercados, se establece que los derechos y rebajas arancelarios se fijarán cuatro veces para el trigo en su período anual y cinco veces para el azúcar. 


Ambos aspectos, los períodos anuales y el número de veces en que se fijarán los derechos y rebajas arancelarios, copulativamente, permiten que el sistema se adecue en su aplicación al comportamiento habitual de la producción y de los mercados de tales productos.

c.
Adecuación del Sistema de Bandas de Precios sobre la base de la valoración vigente.


Se establece, enseguida, que la relación entre el Sistema de Bandas de Precios ajustado y el actualmente vigente, determinando que los valores piso y techo, expresados en términos de costo de importación, utilizados para las bandas actuales, serán los que se consideren para la fijación de los derechos y rebajas arancelarios del sistema ajustado, pero expresados en términos FOB y adecuados a las condiciones actuales de los mercados. 


De esta manera, se determina que deberán establecerse derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 128 dólares por tonelada para el trigo y 310 dólares por tonelada para el azúcar; y rebajas arancelarias, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 148 dólares para el trigo y 339 dólares para el azúcar.


Estos valores tendrán una vigencia anual hasta el período anual que para cada producto finaliza en el año 2007. Es decir, estarán vigentes hasta el 15 de diciembre de 2007 para el trigo y hasta el 30 de noviembre de 2007 para el azúcar.


Adicionalmente, se ha considerado el establecimiento de un precio de referencia acorde a las condiciones del mercado internacional de los productos involucrados al momento de establecerse los derechos y rebajas . Estos arancelarios serán específicos para cada producto con relación a sus propios mercados relevantes.

3.
Período de ajuste se extiende hasta el año 2014.


Asimismo, considerando el comportamiento de los mercados internacionales del trigo y del azúcar, se establece el ajuste necesario de los valores piso y techo de ambos productos hasta el período anual respectivo que finaliza el año 2014.


Al efecto, se propone que los derechos y rebajas que en virtud de este sistema se apliquen, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo y un precio de referencia FOB. Dichos valores se determinarán por los mecanismos establecidos en la ley. 


Además, se especifica que los precios de referencia para el trigo, el azúcar refinada y el azúcar cruda, que deberán ser considerados en la determinación de los derechos y rebajas arancelarios respectivos, corresponderán al promedio de los precios diarios observados en un período que podrá ser desde el equivalente a una semana hasta un mes calendario para el azúcar.

4.
Situación del azúcar refinada.


Para el caso del azúcar refinada, se determinan derechos y rebajas arancelarios diferentes en relación con la calidad del azúcar de acuerdo a la Norma Chilena Oficial NCh 1242, del Instituto Nacional de Normalización. Esta señala cuatro calidades para el azúcar blanca más una subestándar. En consideración a dicha norma, en el caso de las importaciones de azúcar refinada que no cumplan con los requisitos definidos para los grados 1 y 2, los precios de referencia se reducirán en el 60% del valor de la prima de refinación vigente.


En el mercado internacional del azúcar la prima de refinación corresponde a la diferencia entre el precio del azúcar refinada y el precio del azúcar cruda. En consecuencia, para los efectos de este artículo, dicha prima de refinación será la diferencia entre los precios de referencia calculados para ambos tipos de azúcar según el procedimiento que señala en el proyecto.

5.
Situación de la harina de trigo.


Por otra parte, con relación a las importaciones de harina de trigo, se mantiene el factor de 1,56 utilizado para la determinación de los derechos y rebajas arancelarios de la harina de trigo a partir de los vigentes para el trigo.

6.
Derechos aplicables.


En cuanto a los derechos y rebajas arancelarios que se aplicarán a cada operación de importación, se establece que serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las respectivas mercancías, es decir, al momento en que las mercancías llegan al territorio nacional, evitando que se produzcan distorsiones en la aplicación de este mecanismo.

7.
Cumplimiento de compromiso ante la OMC en cuanto no exceder el arancel consolidado.


El proyecto, a continuación, reitera el compromiso de Chile asumido ante la Organización Mundial del Comercio referido a no exceder el arancel tipo consolidado para cada producto en la aplicación de su Sistema de Bandas de Precios. Además, establece que las rebajas arancelarias que resulten de la aplicación, en ningún caso podrán ser superiores a los montos que corresponda pagar por derecho ad valórem del Arancel Aduanero.

8.
Reglamento para fijar épocas de dictación de decretos con la aplicación de derechos y rebajas.


Concluyendo, se dispone que el Presidente de la República, mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, dictará un reglamento que definirá los aspectos metodológicos referidos a las épocas de dictación de los decretos que establecerán los derechos y rebajas arancelarios, las fechas de su aplicación según corresponda a los períodos anuales y las frecuencias de establecimiento determinados para cada producto.


Del mismo modo, el reglamento citado definirá los mercados de mayor relevancia y las fechas que serán utilizadas para el cálculo de los precios de referencia del trigo, el azúcar y el azúcar cruda de conformidad a lo señalado en el inciso quinto, así como también otros factores metodológicos que sean necesarios para la correcta aplicación de este artículo. Considerando que las normas de esta iniciativa tienen características técnicas de suma complejidad, se hace necesario reglamentarlas para asegurar la correcta aplicación de las mismas y otorgar total transparencia a los métodos y definiciones que serán utilizados, y por tanto evitar interpretaciones erróneas que se demuestran por la controversia enfrentada con Argentina.

IV. NOTA EXPLICATIVA AL ARANCEL ADUANERO.


Adicionalmente, el proyecto contempla una norma que tiene por objetivo incluir una nota explicativa en el Arancel Aduanero, respecto de los procedimientos que se aplican para la clasificación aduanera de algunas importaciones de azúcar que han sido recurrentemente solicitadas al Servicio Nacional de Aduanas, evitando que la autoridad administrativa se vea presionada para asumir interpretaciones que llevan a controversias legales.


Al respecto, la Nota Legal Nacional Nº 1, que se introduce al Capítulo 17 del Arancel Aduanero, establece que el azúcar importada con adición de uno o más ingredientes, deberá clasificarse en la partida correspondiente de dicho capítulo, siempre que el contenido de tales adiciones no altere el carácter de azúcar propiamente tal y que la proporción de azúcar sea superior a 90 por ciento.

V. NORMA TRANSITORIA.


Finalmente el proyecto de ley, mediante un artículo transitorio determina la vigencia del artículo primero, y deja sin efecto, a contar de la entrada en vigencia del mismo, las normas que sean incompatible o contradictorias con su texto. Cabe hacer presente que esta fecha de vigencia de las adecuaciones del Sistema de Bandas de Precios cumple con el plazo máximo que la OMC le confirió a Chile para implementar las Resoluciones y Recomendaciones de su Órgano de Solución de Diferencias de dicha organización multilateral de comercio.


En consecuencia, en mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Sustitúyase el artículo 12 de la ley Nº 18.525, por el siguiente:


“Artículo 12.- Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América, por unidad arancelaria, y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, hasta el año 2014, los que podrán afectar la importación de trigo, en las siguientes partidas: partida arancelaria 1001.9000, harina de trigo; partida arancelaria 1101.0000, y azúcar; partidas arancelarias 1701.1100, 1701.1200, 1701.9100, 1701.9910, 1701.9920 y 1701.9990. 


El monto de tales derechos y rebajas será fijado en la forma establecida en este artículo por el Presidente de la República, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República” cuatro veces para el trigo por cada período anual comprendido entre el 16 de diciembre y el 15 de diciembre del año siguiente, y cinco veces para el azúcar por cada período anual comprendido entre el 1 de diciembre y el 30 de noviembre del año siguiente, en términos que, aplicados a los niveles de precios que los mencionados productos alcancen en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional.


Para la determinación de los derechos y rebajas hasta el período anual que finaliza el año 2007, se considerarán los valores piso y techo utilizados para el trigo y el azúcar, en la elaboración de los Decretos Exentos del Ministerio de Hacienda Nº 266 y Nº 268, publicados en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada. Deberán establecerse, por una parte, derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 128 dólares para el trigo y 310 dólares para el azúcar, y, por la otra, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 148 dólares para el trigo y 339 dólares para el azúcar.


Para la determinación de los derechos y rebajas desde el período anual que finaliza el año 2008 y hasta el año 2014, los valores piso y techo establecidos en el inciso anterior, se ajustarán anualmente multiplicando los valores vigentes en el período anual anterior por el factor 0,985 en el caso del trigo. En el caso del azúcar, éstos se establecerán multiplicando por el factor 0,970 hasta el año 2011 y por el factor 0,950 a partir del período anual que finaliza el año 2012.


Los derechos y rebajas a que se refiere este artículo, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo determinados en los incisos precedentes y un precio de referencia FOB, constituido por el promedio de los precios internacionales diarios del trigo, del azúcar refinada y del azúcar cruda, registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período equivalente que va corrido desde una semana hasta un mes calendario para el trigo y a un mes para el azúcar, ambos contados desde la fecha que para cada decreto fije el reglamento.


Los derechos y rebajas que se determinen para el azúcar refinada se aplicarán a las mercancías cuyas características cumplan con los requisitos de los grados 1 y 2 de la Norma Chilena Oficial NCh 1242 del Instituto Nacional de Normalización. En el caso de las demás importaciones de azúcar refinada, al precio de referencia determinado de conformidad al inciso precedente, se le restará el monto correspondiente al 60% del valor de la prima de refinación vigente, la que corresponderá a la diferencia entre los precios de referencia calculados para el azúcar refinada y el azúcar cruda.


En el caso de la harina de trigo, se aplicarán los derechos y rebajas determinados para el trigo multiplicados por el factor 1,56.


Los derechos y rebajas aplicables para cada operación de importación, serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las correspondientes mercancías. 


Los derechos que resulten de la aplicación de este artículo, sumados al derecho ad valórem, no podrán sobrepasar el arancel tipo consolidado por Chile ante la Organización Mundial del Comercio para las mercancías a que se refiere el inciso primero, considerando cada operación de importación individualmente y teniendo como base de cálculo el valor CIF de las mercancías comprendidas en la respectiva operación. Las rebajas establecidas que resulten de la aplicación de este artículo, en ningún caso podrán exceder a la suma que corresponda pagar por concepto de derecho ad valórem a la importación de las mercancías conforme a la Declaración de Importación. El Servicio Nacional de Aduanas deberá adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en este inciso.


El Presidente de la República, mediante un Decreto Supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, establecerá, en conformidad a lo señalado en este artículo, las épocas de dictación y los períodos de aplicación de los derechos y rebajas arancelarios. Asimismo, establecerá los mercados de mayor relevancia para cada producto, los procedimientos y fechas para el cálculo de los precios de referencia y otros factores metodológicos que sean necesarios para la correcta aplicación del presente artículo.”.


Artículo 2º.- Incorpórese la siguiente Nota Legal Nacional en el Capítulo 17 del Arancel Aduanero:


“Nota Legal Nacional Nº 1: El azúcar de caña o de remolacha, en estado sólido, adicionado con uno o más ingredientes, deberá clasificarse en la partida 17.01, siempre que el contenido de tales adiciones no altere su carácter de azúcar propiamente tal y que la proporción de azúcar sea superior a 90 por ciento.”.


Artículo transitorio.- El artículo 1º de esta ley entrará en vigencia a contar del 1 de diciembre del año 2003 para el azúcar y a contar del 16 de diciembre del año 2003 para el trigo y la harina de trigo.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; JAIME CAMPOS QUIROGA, Ministro de Agricultura; CRISTIÁN BARROS MELET, Ministro de Relaciones Exteriores (S)”.
INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 12

DE LA LEY Nº 18.525 Y EL ARANCEL ADUANERO

(Mensaje Nº 012-349)

1.
El proyecto de ley que se propone introduce modificaciones al actual sistema de Bandas de Precios, que contiene un mecanismo estabilizador para el trigo, harina de trigo, azúcar y aceites vegetales, de manera tal de asegurar un margen razonable de fluctuación de precios internos con respecto al comportamiento de los internacionales.

2.
Los derechos específicos se expresan en dólares en los Estados Unidos de Norteamérica por unidad de medida que se deben sumar al derecho ad valorem vigente y las rebajas que corresponda efectuar, expresadas en iguales términos, se descuentan hasta el límite de dichos derechos. Aplicar uno u otro tipo de derecho dependerá de las estimaciones que se realicen respecto al comportamiento de los precios externos de los productos afectos al sistema, a los que se les fijarán un nivel mínimo y máximo de precios de entrada al mercado interno de acuerdo a la metodología establecida en la ley.

3.
De esta forma, el monto de los derechos y rebajas al arancel ad valorem, calculados en cada decreto, permiten sustentar un costo mínimo y máximo de importación durante el período de comercialización interna de la producción nacional.

4.
Por lo anterior, este sistema no tiene fines recaudatorios, sino establecer condiciones a los productores nacionales para la producción, considerando las distorsiones en sus precios internacionales.

5.
Por otra parte, dada la estructura del mecanismo que se propone modificar a través de este proyecto de ley y de los bienes afectos a éste, se persigue, asimismo, cumplir con los requerimientos del Organismo Mundial del Comercio, el que ha solicitado transformarlo en un sistema previsible, transparente y que responda a los movimientos de precios externos. Por otra parte, de acuerdo a las estimaciones de precios internacionales de dichas mercancías por Odepa, organismo dependiente del Ministerio de Agricultura, se mantendrá la esencia del sistema vigente, cuyo único objetivo es dar estabilidad a los mercados internos frente a mercados internacionales altamente distorsionados.

6.
Se ha eliminado del sistema de bandas de precios los aceites vegetales comestibles y semillas de oleaginosas, dada las condiciones de los mercados internacionales y la liberación de este producto a través de los acuerdos comerciales bilaterales, que han hecho inoperante dicho sistema para la importación de estas mercancías.

7.
Adicionalmente, mediante este proyecto de ley se introduce una nota legal que permite evitar que se desvirtúe el sistema a través de la importación de azúcar mezclada en pequeñas cantidades con otros productos que ha estado ingresando al país.

8.
Por lo antes expresado, este proyecto no generará gasto fiscal.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos.

4.
Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de reforma constitucional en materia de nacionalidad. (boletín Nº 2649-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que adelanta los plazos del procedimiento para nombrar fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina tribunal competente para la comuna de Curacaví. (boletín Nº 3265-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo el que corresponde cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que sanciona conductas sobre maltrato animal. (boletín Nº 3250-12).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo el que corresponde cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.175, en materia de fortalecimiento de la transparencia en la administración privada de las Quiebras, fortalecimiento de la labor de los Síndicos y de la Superintendencia de Quiebras. (boletín Nº 3180-03).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo el que corresponde cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que crea el Registro Nacional de ADN. (boletín Nº 2851-07) (S)


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

9.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo el que corresponde cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. (boletín Nº 3021-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

10. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la normativa relativa a la importación de las mercancías del sector Defensa, calificadas como “pertrechos”. (boletín Nº 3204-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

11. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley, iniciado en moción de los diputados señores Juan Bustos; Carlos Montes y Juan Pablo Letelier que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, estableciendo mayores exigencias para inscribir un arma, prohibiendo el porte de las mismas y realiza otras modificaciones. (boletín Nº 2219-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

12. Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4389, de fecha 1 de julio de 2003, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que introduce modificaciones al Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado y establece otras normas sobre administración presupuestaria y de personal. (boletín Nº 3239-05).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

13. Oficio del Senado.

“Nº 22.475


Valparaíso, 2 de julio de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre la República de Chile y la República del Ecuador para evitar la doble tributación y para prevenir la evasión fiscal en relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Quito, el 26 de agosto de 1999”, correspondiente al boletín 
Nº 3013-10.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4007, de 13 de noviembre de 2002.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

14. Oficio del Senado.

“Nº 22.476


Valparaíso, 2 de julio de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre la República de Chile y el Reino de Noruega para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 26 de octubre de 2001”, correspondiente al boletín Nº 3027-10.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4008, de 13 de 
noviembre de 2002.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

15. Oficio del Senado.

“Nº 22.477


Valparaíso, 2 de julio de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto sobre la renta” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 3 de abril de 2001, correspondiente al boletín 
Nº 3028-10.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4004, de 13 de 
noviembre de 2002.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

16. Oficio del Senado.

“Nº 22.478


Valparaíso, 2 de julio de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre la República de Chile y el gobierno de la República de Polonia para evitar la doble tributación y para prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 10 de marzo de 2000”, correspondiente al boletín Nº 3029-10.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4009, de 13 de noviembre de 2002.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

17. Oficio del Senado.

“Nº 22.479


Valparaíso, 2 de julio de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre la República de Chile y la República del Perú para evitar la doble tributación y para prevenir la evasión fiscal al impuesto a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en Santiago, el 8 de junio de 2001, y el protocolo modificatorio del numeral 1 del artículo 6 y el numeral 1 del artículo 13 de dicho Convenio, suscrito en Lima, el 25 de junio de 2002.”, correspondiente al boletín Nº 3086-10.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4005, de 13 de noviembre de 2002.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

18. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que adelanta los plazos del Procedimiento para nombrar Fiscales Regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina tribunal competente para la comuna de Curacaví. (boletín Nº 3265-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Para el despacho de esta iniciativa el Jefe del Estado ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de simple para todos sus trámites constitucionales, contando, en consecuencia, esta Cámara con un plazo de treinta días para afinar su tramitación, plazo que vence el día 31 del mes en curso, por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 1 del presente mes.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


Don Jaime Arellano Quintana, Subsecretario de Justicia.


Don Guillermo Piedrabuena Richards, Fiscal Nacional del Ministerio Público.


Don Mauricio Decap Fernández, abogado, Coordinador Legislativo de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia.


Don Pablo Álvarez, Director Nacional Ejecutivo del Ministerio Público.


Don Juan Enrique Suárez, Jefe de la División de Finanzas del Ministerio Público.

OBJETO


El proyecto tiene por finalidad:

a)
adelantar en seis meses la fecha para el inicio del procedimiento encaminado a la designación de los fiscales regionales de la Región Metropolitana de Santiago, con el objeto de que éstos puedan asumir sus cargos con la adecuada antelación a la fecha en que debe comenzar a aplicarse la reforma procesal penal en la región señalada.

b)
facultar al Fiscal Nacional para convocar a los concursos públicos para la primera designación de los fiscales adjuntos de la Región Metropolitana, sin necesidad de que estén nombrados los respectivos fiscales regionales.

c)
reconocer la competencia del juzgado de letras de Casablanca para conocer de todos los asuntos contenciosos y no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, correspondiendo la segunda instancia en tales casos a la Corte de Apelaciones de Valparaíso.

d)
disponer, respecto de las materias a que se refiere la letra anterior, el cese de la competencia en cuestiones penales, tratándose de los hechos que acontezcan a partir del 16 de diciembre de 2004.

e)
reglar la situación intermedia relativa a la competencia para seguir conociendo de los asuntos pendientes a que se refieren las dos letras anteriores, que estuvieren siendo conocidos por otros juzgados, asignándosela al juzgado de letras de Casablanca.

f)
establecer respecto de las cuestiones en que no ha existido intervención del juzgado de Casablanca, que la competencia para conocer de ellos, sea en primera o en segunda instancia, corresponderá a la Corte de Apelaciones de San Miguel.

ANTECEDENTES


1. A) El Mensaje parte recordando que la reforma procesal penal se encuentra vigente ya en ocho regiones del país, debiendo, a contar del 16 de diciembre de 2003, comenzar a regir en cuatro regiones más, después de lo cual solamente faltará la Región Metropolitana de Santiago


Junto con señalar que este es el proceso de mayor importancia en materia de justicia criminal en la historia republicana del país, con crecientes índices de aceptación en la ciudadanía y transformándose en una legislación ejemplar para Latinoamérica, señala que su implementación requiere mucha consistencia y planificación, “de modo de ir previendo las dificultades que su puesta en marcha vaya generando”.


Añade, en seguida, que de acuerdo a la calendarización establecida en la ley, la reforma debe entrar a regir en la Región Metropolitana el 16 de diciembre de 2004, correspondiendo que el Fiscal Nacional solicite a las Cortes de Apelaciones respectivas - en este caso las de Santiago y de San Miguel - la elaboración de las ternas para la designación de los fiscales regionales con doce meses de anticipación a la fecha señalada.


Agrega que de acuerdo a tal mecanismo, los fiscales regionales asumen sus funciones con aproximadamente once meses de antelación al inicio del proceso en la región, circunstancia que ha permitido en las regiones en que ya se está aplicando, tener la organización preparada para la puesta en marcha del nuevo sistema.


Sin embargo, en la región Metropolitana, dada la magnitud de los nombramientos a efectuar y aplicando cálculos reales de tiempo para la realización de todas las diligencias necesarias, no es posible aplicar los mismos plazos que para el resto del país. Al efecto, el mismo Mensaje efectúa una demostración de tal afirmación señalando los pasos a seguir, los que en síntesis, consisten en:

a)
la petición del Fiscal Nacional a las dos Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana para que elaboren las ternas para los cuatro cargos de fiscales regionales, lo que debe hacer el 16 de diciembre de 2003, que, de acuerdo al tiempo que media entre el llamado a concurso y la posterior designación, el que en promedio sería de mes y medio, significaría que dichos fiscales estarían asumiendo sus cargos a mediados de enero de 2004.

b)
Conforme a lo anterior, a fines de enero se efectuaría el llamado para ocupar los 279 cargos de fiscales adjuntos para la región, cargos a los cuales se presentarían, en promedio, seis postulantes, lo que daría un total de 1674 personas. El concurso se cerraría a mediados de febrero en atención a que deberían considerarse tres semanas para la entrega de los antecedentes.

c)
Las cuatro fiscalías regionales demorarían dos semanas en la revisión de los antecedentes, lo que significaría que el listado de postulantes para rendir el examen escrito se enviaría a la Fiscalía Nacional a principios de marzo, concluyendo el proceso de revisión de los exámenes a mediados del mismo mes.

d)
A mediados o fines de marzo, se notificaría la nota del examen escrito y se fijaría el calendario para el examen oral. Agrega el Mensaje que, de conformidad a datos históricos, aprobaría el examen un 45% de los postulantes, lo que arrojaría un total de 750 personas en condiciones de rendir el examen oral.

e)
El examen oral, tomado por una comisión integrada por los cuatro fiscales regionales, podría efectuarse en seis meses y una semana, considerando hasta diez entrevistas diarias de 45 minutos cada una, durante tres días a la semana, lo que permitiría concluir con la selección el 19 de octubre, a lo que debería agregarse tres semanas, aproximadamente, para la confección de las ternas, por lo que el proceso terminaría a mediados de noviembre.

f)
Finalmente, el proceso de selección y designación de los fiscales adjuntos ocuparía alrededor de cinco semanas, es decir, hasta mediados de diciembre y si se considera que el proceso de capacitación dura alrededor de cinco meses, estarían estos últimos listos para hacerse cargo de sus funciones en junio del año 2005, es decir, seis meses después de iniciada la reforma en la región.


Por ello se propone adelantar en seis meses la fecha para que el Fiscal Nacional solicite a las Cortes de Apelaciones la elaboración de las ternas para los cargos de fiscales regionales, ampliando la antelación de 12 a 18 meses antes de la entrada en vigencia de la reforma, como también permitir que sea el Fiscal Nacional quien convoque a los concursos para fiscales adjuntos, sin esperar a que estén nombrados los fiscales regionales, los que, no obstante, con el adelantamiento señalado, alcanzarían a estarlo para la fecha en que deba practicarse los exámenes orales a los postulantes a fiscales adjuntos.

B)
El segundo objetivo perseguido por el proyecto dice relación con la competencia para conocer de los asuntos contenciosos y no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, situación compleja por cuanto de conformidad a lo establecido por la ley Nº 19.861, disposición que, entre otras materias, con la finalidad de aplicar la regionalización a la competencia de las Cortes de Apelaciones, modificó el Código Orgánico de Tribunales señalando que el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Valparaíso comprendería la Quinta Región, consecuente con lo cual la Corte Suprema, mediante resolución administrativa, otorgó competencia a los juzgados de Melipilla para conocer de los asuntos originados en el territorio de la comuna de Curacaví.


Agrega el Mensaje que tal asignación de competencia en virtud de un acto administrativo, “altera el principio de juridicidad en materia de radicación de competencia de nuestros tribunales”, por lo que se hace necesario que la ley resuelva esta situación.


Para lo anterior, se tuvo presente que históricamente las causas originadas en el territorio de Curacaví siempre fueron de competencia del juzgado de Casablanca, atendida su cercanía geográfica y la fácil movilización entre ambas localidades. Actualmente, luego de la resolución de la Corte Suprema, estas causas están siendo derivadas a los juzgados de letras de Melipilla, ciudad alejada y unida a Curacaví por escasos medios de movilización y con horarios restringidos. Además de lo anterior, la nueva situación ha aumentado la carga de trabajo de los juzgados melipillanos, los que no cuentan con la suficiente capacidad instalada para absorber este aumento. 


En atención a lo anterior, se declara que el juzgado de Casablanca es el único competente para conocer de las cuestiones contenciosas y voluntarias que se susciten en el territorio de la comuna de Curacaví, tomando como base para ello el texto del artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales, el que asigna tal competencia y que no ha sido modificado por ninguna de las leyes dictadas en el contexto de la reforma procesal penal. Precisamente el hecho de no haber sido modificado tal artículo, estaría demostrando que el espíritu del legislador fue el de mantener tal competencia hasta que se pueda crear un juzgado de letras en Curacaví.


Agrega el Mensaje que en atención a la entrada en vigencia el 16 de diciembre de 2003 de la reforma procesal penal en la Región de Valparaíso y el 16 de diciembre de 2004 en la Metropolitana, se ha optado por extender la competencia del juzgado de Casablanca para conocer de los asuntos criminales que se susciten en el territorio de Curacaví, extensión que durará hasta el 16 de diciembre de 2004, fecha en que se establecerá un juzgado de garantía en esta última ciudad, el que comenzará a conocer, de acuerdo al nuevo procedimiento, las cuestiones que surjan a partir de entonces.


En lo que respecta a la segunda instancia, se ha estimado indispensable respetar el principio de jerarquía de los tribunales, de tal manera que siendo la Corte de Valparaíso el superior jerárquico del juzgado de Casablanca, corresponderá a ésta conocer de todas las cuestiones relacionadas con la intervención de ese juzgado, sin importar que se trate de asuntos originados en el territorio de Curacaví, pero, en el mismo caso, si no ha habido intervención de ese juzgado, como esta última ciudad pertenece a la provincia de Melipilla, se aplica la norma del artículo 55 del Código Orgánico de Tribunales, correspondiendo la competencia a la Corte de Apelaciones de San Miguel.


Finalmente, en lo que se refiere a los asuntos contenciosos y voluntarios que en el tiempo intermedio se hubieren incoado, en atención a la resolución de la Corte Suprema, en un juzgado de letras distinto al de Casablanca, se ha optado por enviarlos al tribunal competente, en este caso el de Casablanca, suspendiéndose los plazos y términos que estuvieren corriendo hasta que se certifique su ingreso a este último tribunal. Se exceptúan de esta regla las causas que ya hubieren sido falladas, las cuales seguirán siendo tratadas por los tribunales que dictaron la sentencia, hasta su completa ejecución.

2.
La ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


En lo que interesa más directamente a este informe, cabe señalar que:


-su artículo 2º transitorio establece que dentro de los cinco días siguientes de que se publique en el Diario Oficial el decreto de nombramiento del Fiscal Nacional, los Presidentes de las Cortes de Apelaciones de La Serena y de Temuco deberán llamar a concurso público de antecedentes para conformar las ternas de los postulantes a los cargos de fiscal regional de las Cuarta y Novena Regiones, las que deberán remitirse dentro de los treinta días siguientes al Fiscal Nacional, el que dentro de décimo día deberá proceder al nombramiento de los respectivos fiscales regionales.


-su artículo 3º transitorio dispone que el Fiscal Nacional solicitará a las Cortes de Apelaciones con asiento en comunas ubicadas en las restantes regiones del país, la elaboración de las ternas para la designación de los fiscales regionales con doce meses de anticipación respecto de los plazos en que deberá empezar a regir la reforma en las distintas regiones del país.


-su artículo 4º transitorio establece la gradualidad con que deberán entrar a regir en las distintas regiones del país, las disposiciones de la reforma procesal penal:


Estas son:

	IV y IX Regiones
	16 de diciembre de 2000

	II, III y VII Regiones
	16 de octubre de 2001

	I, XI y XII Regiones
	16 de diciembre de 2002

	V, VI, VIII y X Regiones
	16 de diciembre de 2003

	Región Metropolitana
	16 de diciembre de 2004



El inciso segundo de esta norma agrega que dentro de los plazos señalados, se conformarán gradualmente las fiscalías regionales, de acuerdo con los recursos que se aprueben en las respectivas leyes de presupuestos.


-su artículo 29 (permanente) dispone que los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones respectiva, señalando a continuación el procedimiento para la formación de estas ternas.


-su artículo 38 (permanente) se refiere a las fiscalías locales, señalando que serán las unidades operativas de las fiscalías regionales para el cumplimiento de las tareas de investigación, ejercicio de la acción penal pública y protección de las víctimas y testigos.


-su inciso segundo señala que las fiscalías locales contarán con los fiscales adjuntos, profesionales y personal de apoyo, así como los medios materiales que determine el Fiscal Nacional, a propuesta del respetivo fiscal regional.


-su inciso tercero señala que cada fiscalía local estará integrada por uno o más fiscales adjuntos, los que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta del fiscal regional.


-su .artículo 41 (permanente) establece que los fiscales adjuntos serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, terna que deberá elaborar sobre la base de un concurso público.

3.
El Código Orgánico de Tribunales.


-Su artículo 32, ubicado en el Título III, que trata de los jueces de letras, enumera los distintos juzgados de letras existentes en la Quinta Región de Valparaíso, señalando en el párrafo tercero de la letra C.-, que en la comuna de Casablanca habrá un juzgado de letras con asiento en dicha comuna y con jurisdicción sobre esa comuna y las de El Quisco y Algarrobo en la Quinta Región, y la comuna de Curacaví en la Región Metropolitana. 


-Su artículo 55, ubicado en el Título V, que trata de las Cortes de Apelaciones, se refiere al territorio jurisdiccional de dichos tribunales, señalando en su letra f), después de la modificación que le introdujera la ley Nº 19.861, que el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Valparaíso comprenderá la Quinta Región.


-Su artículo 63, ubicado en el mismo Título V, señala la competencia de las Cortes de Apelaciones para conocer de las causas tanto en única como en primera o segunda instancia.


Su número 1º señala que conocerán en segunda instancia de las causas civiles, criminales y del trabajo y de los actos no contenciosos de que hayan conocido en primera los jueces de letras de su territorio jurisdiccional o uno de sus ministros.


Su número 2º agrega que conocerán en única instancia de los recursos de casación en la forma interpuestos en contra de las sentencias dictadas por los tribunales de su territorio jurisdiccional o las sentencias definitivas de primera instancia dictadas por jueces árbitros; de los recursos de queja que se deduzcan en contra de jueces de letras, de policía local, jueces árbitros y órganos que ejerzan jurisdicción dentro de su territorio jurisdiccional.


Su número 3º agrega que conocerán de las consultas de sentencias civiles y criminales dictadas por los mismos tribunales mencionados.


Su número 4º añade que en primera instancia conocerán de las peticiones de desafuero, de los recursos de amparo y de protección y de los procesos de amovilidad entablados en contra de los jueces de letras.


-Su artículo 109, ubicado en el Título VII, que trata de la competencia, señala que una vez radicado con arreglo a la ley el conocimiento de un negocio ante tribunal competente, no se alterará esta competencia por causa sobreviniente.


-Su artículo 110, ubicado en el mismo Título, agrega que una vez fijada con arreglo a la ley la competencia de un juez inferior para conocer en primera instancia de un determinado asunto, queda igualmente fijada la del tribunal superior que debe conocer del mismo asunto en segunda instancia.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

Y CONSTITUCIONALIDAD DE LAS MISMAS

Las ideas centrales del proyecto se orientan fundamentalmente a:

a)
adelantar en seis meses la fecha para el inicio del procedimiento encaminado a la designación de los fiscales regionales de la Región Metropolitana de Santiago, con el objeto de que éstos puedan asumir sus cargos con la adecuada antelación a la fecha en que debe comenzar a aplicarse la reforma procesal penal en la región señalada.

b)
facultar al Fiscal Nacional para convocar a los concursos públicos para la primera designación de los fiscales adjuntos de la Región Metropolitana, sin necesidad de que estén nombrados los respectivos fiscales regionales.

c)
reconocer la competencia del juzgado de letras de Casablanca para conocer de todos los asuntos contenciosos y no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, correspondiendo la segunda instancia en tales casos a la Corte de Apelaciones de Valparaíso.

d)
disponer, respecto de las materias a que se refiere la letra anterior, el cese de la competencia en cuestiones penales, tratándose de los hechos que acontezcan a partir del 16 de diciembre de 2004.

e)
reglar la situación intermedia relativa a la competencia para seguir conociendo de los asuntos pendientes a que se refieren las dos letras anteriores, que estuvieren siendo conocidos por otros juzgados, asignándosela al juzgado de letras de Casablanca.

f)
establecer respecto de las cuestiones en que no ha existido intervención del juzgado de Casablanca, que la competencia para conocer de ellas, sea en primera o en segunda instancia, corresponderá a la Corte de Apelaciones de San Miguel.


Tales ideas, las que el proyecto concreta mediante tres artículos permanentes y dos transitorios, son propias de ley al tenor de lo establecido en los artículos 60 Nºs 1 y 2, en relación con los artículos 74 y 80 B de la Constitución Política. Además, de acuerdo al artículo 62, inciso tercero de la misma Carta Fundamental, el artículo 2º transitorio es materia de ley de la exclusiva iniciativa presidencial.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO

a)
Opinión de las personas invitadas a exponer.

1.
Don Jaime Arellano Quintana, Subsecretario de Justicia.


Inició su intervención señalando que el proyecto perseguía dos objetivos fundamentales, siendo el primero de ellos el adelantamiento del nombramiento de los fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago. Ello porque en la normativa vigente, el Fiscal Nacional debe pedir a las Cortes de Apelaciones respectivas, en este caso las de Santiago y de San Miguel, .la preparación de las ternas para el nombramiento de los fiscales regionales, doce meses antes de que entre en vigencia la reforma en la Región Metropolitana. Agregó que de acuerdo a los términos legales, en Santiago deben nombrarse cuatro fiscales regionales y 279 fiscales adjuntos, que son, en general, quienes llevan los procesos y concurren a los tribunales. Para lo anterior debe llamarse a concurso y una vez nombrados los fiscales regionales, éstos, a su vez, deben formar su equipo ejecutivo y luego elaborar las ternas para el nombramiento de los fiscales adjuntos. Para el nombramiento de estos últimos, se efectúan exámenes escritos y, luego, orales, en los que debe participar el fiscal regional respectivo. Terminado lo anterior, viene el proceso de capacitación de los fiscales adjuntos para prepararlos para el inicio de la reforma en la región.


Frente a todo este procedimiento y de acuerdo a la experiencia que tiene la Fiscalía Nacional en los nombramientos efectuados en las demás regiones del país, el Fiscal Nacional planteó al Ministerio de Justicia la posibilidad de iniciar el mecanismo de nombramiento de los cuatro fiscales de la Región Metropolitana no con 12 meses de antelación a la entrada en vigencia de la reforma, sino con 18 meses y que, además, el inicio del proceso para la designación de los fiscales adjuntos pueda efectuarse antes del nombramiento de los fiscales regionales, en el entendido que estos últimos ya estarán nombrados una vez que deban efectuarse los exámenes orales para la designación de los fiscales adjuntos, etapa en que la Constitución exige su participación.


Terminó señalando que el proyecto no tenía costos adicionales, puesto que se financiaba el gasto que representaba con una reformulación del presupuesto del Ministerio Público.

2.
El señor Mauricio Decap Fernández, Coordinador Legislativo de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia.


Le correspondió desarrollar el segundo objetivo perseguido por el proyecto, cual es el de determinar el tribunal competente para conocer de las materias suscitadas en la comuna de Curacaví.


Planteó su intervención haciendo presente que el problema que se quería resolver, era producto de anteriores modificaciones legales relacionadas con la reforma procesal penal. En efecto, la ley Nº 19.665, que crea los nuevos tribunales para hacer efectiva la reforma procesal penal, estableció un criterio que decía relación con la regionalización del país, es decir, las competencia de cada tribunal debían seguir la división administrativa regional de Chile, requisito que obligó a corregir algunos problemas que se mantenían en la situación orgánica de determinados tribunales, como era el caso de la comuna de Navidad que, aún cuando correspondiente a la Sexta Región, los litigios que en ella se suscitaran debían ser conocidos por los juzgados de letras de San Antonio, los que, no obstante pertenecer a la Quinta Región, su superior jerárquico era la Corte de Apelaciones de San Miguel, es decir, tres regiones involucradas para un mismo asunto. El otro caso, sería precisamente el de Curacaví que, no obstante su pertenencia a Santiago, dada su cercanía con Casablanca, es el juzgado de esta última ciudad quien conoce los asuntos que allí se originan, siendo su superior jerárquico la Corte de Valparaíso.


Agregó que la ley 19.665 crea un juzgado de garantía en Curacaví, pero sin alterar la competencia del juzgado de letras de Casablanca, lo que significaría que este último tribunal continuaría teniendo competencia para conocer de los asuntos no penales originados en Curacaví.. Posteriormente, la ley 19.861 modificó el artículo 55 del Código Orgánico de Tribunales, fijando la competencia de las Cortes de acuerdo al orden de la regionalización, con lo que solucionaba el problema que se presentaba con los llamados para los cargos de jueces del nuevo sistema en San Antonio, comuna que como dependía jerárquicamente de la Corte de San Miguel, obligaba a este último tribunal a efectuarlos. La modificación significó también que la comuna de Navidad volvió a depender de Rancagua y Curacaví de San Miguel. Sin embargo, a raíz de una consulta formulada a la Corte Suprema, este tribunal resolvió que los juzgados de Melipilla tenían competencia para conocer de las cuestiones suscitadas en Curacaví, cuestión que se contradecía con la disposición del artículo 32 del Código citado, el que no había sido modificado y que incluía dentro de la competencia del juzgado de Casablanca a Curacaví. 


Esta situación sería la que el proyecto busca resolver, ratificando la competencia del juzgado de Casablanca sobre Curacaví, hasta que, a futuro, pueda crearse un juzgado de letras en esta última ciudad.

3.
El señor Guillermo Piedrabuena Richards, Fiscal Nacional del Ministerio Público.


Señaló que la modificación que se introducía por el artículo 1º a la ley Nº 19.640, obedecía a la experiencia ganada en tres años de aplicación de la reforma procesal penal, agregando que cuando se redactaron las normas transitorias de ese cuerpo legal, se estableció la entrada en vigencia de la reforma para las distintas regiones, año a año, vale decir, 2000, 2001, 2002, 2003 y 2004, creándose un sistema aplicable a las cuatro últimas etapas, en virtud del cual con 12 meses de antelación a la correspondiente entrada en vigencia, la Corte de Apelaciones respectiva, a petición del Fiscal Nacional, debería llamar a concurso público para el nombramiento de los fiscales regionales. Este sistema habría funcionado relativamente bien en las tres primeras etapas a partir del 2001, por cuanto, aunque ajustado en el tiempo, se habían podido implementar los concursos para los correspondientes llamados en el año de anticipación establecido en la ley. No obstante, en el caso de la Región Metropolitana, dada la cantidad de fiscales adjuntos que deben designarse, tal anticipación resultaría insuficiente.


Recordó que en la última etapa de la implementación de la reforma, se terminó el proceso en los primeros días de junio del año en curso, faltando aún los nombramientos de abogados asesores y ayudantes, lo que significará pasar el resto del año en concursos, por lo que siendo la Región Metropolitana, prácticamente el doble, siguiendo el mismo sistema y plazos, se estaría casi todo el año 2004 en concursos, siendo designados los últimos fiscales adjuntos en noviembre de dicho año, lo que impediría su adecuada capacitación.


Hizo presente que en la Región Metropolitana existen 278 cargos de fiscales adjuntos, siendo la planta total de 1350 personas, la mayoría de las cuales se nombran por concurso público, estando dirigido el proceso por los 4 fiscales regionales que corresponden a dicha Región. Agregó que dos años atrás se había modificado el mecanismo establecido en el artículo 29 de la ley 19.640 para la realización de los concursos en la Región Metropolitana, disponiéndose que deberían reunirse las dos Cortes, es decir, las de Santiago y de San Miguel, realizándose un solo concurso pero las ternas deberían confeccionarse en dos series de a dos. El mecanismo obligaría a las Cortes a reunirse y luego de escuchar a los postulantes, elaborarían una serie de dos ternas entre las que elegiría el Fiscal Nacional, procediendo nuevamente a reunirse para confeccionar la segunda serie de dos ternas. Lo anterior que ha demorado en promedio entre un mes y medio y dos meses, en la Región Metropolitana deberá ocupar, a lo menos, tres o cuatro meses.


Agregó que de acuerdo a las facultades legales, en el mes de marzo se había fijado el territorio jurisdiccional y la sede de cada fiscalía regional, las que corresponderían, más o menos, a Santiago Centro, Oriente, Sur y Poniente, orden en que se elegirían los fiscales.


Señaló, asimismo, que si bien es el Fiscal Nacional quien fija las bases del concurso, son los fiscales regionales quienes deben tomar los exámenes escritos y orales y preparar las ternas, lo que en el caso de los 278 cargos de fiscales adjuntos permite dos opciones: se efectúa un solo concurso, lo que demoraría unos seis meses o se hace en dos concursos, todo lo cual dependerá de las disponibilidades presupuestarias del año 2004, pero que, si se contara con los medios, el ideal sería empezar el concurso para los fiscales adjuntos en el último trimestre del presente año, caso en el cual se requeriría tener designados ya a los fiscales regionales. Por ello, el proyecto plantea iniciar el proceso no con 12 meses de antelación sino que con 18, aun cuando originalmente se habían pedido dos años, disponiendo, además, que el Fiscal Nacional podrá convocar al concurso, permitiendo así avanzar en tanto se eligen los fiscales regionales.

Discusión en general

La Comisión coincidió plenamente con los planteamientos efectuados , como también con la necesidad de aprobar con celeridad la modificación que se propone, conviniendo en aprobar la idea de legislar, por unanimidad. (participaron en la votación los diputados señora Soto y señores Burgos, Bustos, Ceroni, Forni, Luksic; Pérez Lobos, Pérez Varela y Uriarte.).

Discusión en particular


Durante la discusión artículo por artículo, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo 1º.-


Modifica el artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.640, para intercalar un inciso segundo que dispone que el Fiscal Nacional solicitará la designación de los fiscales regionales de la Región Metropolitana, con 18 meses de antelación a la fecha en que la reforma debe empezar a regir en dicha Región. Igualmente, establece que los concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos, serán convocados por el Fiscal Nacional sin esperar el nombramiento de los fiscales regionales.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente respecto de esta norma, que la antelación de 18 meses que se establece en este artículo, en razón de demoras habidas con la Dirección de Presupuestos y el Ministerio de Hacienda, había ya comenzado a correr el mismo 1 de julio. De ahí la necesidad de tratar con rapidez esta materia.


Ante una prevención formulada por el diputado señor Burgos, acerca de que de acuerdo a lo señalado por los representantes del Ejecutivo, al momento de convertirse el proyecto en ley, ya no existirían los 18 meses de antelación que menciona el artículo, la Comisión concordó con una proposición del diputado señor Ceroni para intercalar entre los términos “Santiago” y “con” la preposición “hasta”, circunstancia que flexibilizaba la norma y salvaba la observación.


El mismo diputado señor Burgos mostró aprehensión por el hecho de que no se designara a los fiscales regionales antes de la convocatoria para la designación de los fiscales adjuntos, cuestión que fue aclarada por los representantes del Ejecutivo quienes señalaron que la exigencia constitucional requería la presencia de dichos fiscales para la formación de las ternas y su posterior proposición al Fiscal Nacional, no para la convocatoria, la que si bien hoy día debe hacerse por los fiscales regionales según lo dispone el artículo 41 de la ley Nº 19.640, se quiere, en razón de la necesidad de avanzar rápido en la implementación del sistema, que la primera convocatoria la haga el Fiscal Nacional.


A proposición del diputado señor Bustos, quien estimó que la redacción dada al artículo era susceptible de aclararse para evitar interpretaciones erróneas, la Comisión acordó redactar la segunda parte de esta disposición en el siguiente sentido:


“Asimismo, la convocatoria a concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos se hará por el Fiscal Nacional sin esperar el nombramiento de dichos fiscales regionales.”.


Se aprobó el artículo, con las modificaciones acordadas, por unanimidad.

Artículo 2º.-


Declara que el juzgado de Casablanca es competente para conocer de todas las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, de conformidad a lo establecido en el artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales.


Su inciso segundo señala que dicha competencia no resulta alterada por las modificaciones introducidas por el artículo 3º de la ley Nº 19.861 al artículo 55 del Código Orgánico de Tribunales.


Su inciso tercero agrega que tratándose de materias penales, cesará dicha competencia sólo respecto de aquellos hechos acaecidos a partir del 16 de diciembre de 2004.


Los representantes del Ejecutivo explicaron el carácter interpretativo de la norma, señalando que ello se debía a la necesidad de retrotraer la situación al momento en que la Corte Suprema había dictado la resolución que entregaba jurisdicción a los tribunales de Melipilla, por cuanto dicha resolución contradecía un texto legal expreso como era el artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales. 


Respecto de este artículo, el diputado señor Uriarte apoyó restablecer la competencia del juzgado de Casablanca sobre el territorio de la comuna de Curacaví, señalando que la situación creada por la resolución de la Corte Suprema había ocasionado grandes trastornos a los habitantes de esta última ciudad. Recordó, al efecto, que en el año 1920 Curacaví había dejado de pertenecer a la jurisdicción de Melipilla y desde 1968 había quedado sujeto a la competencia del juzgado de letras de Casablanca. Lo anterior había determinado también que fuera el Conservador de Bienes Raíces de esta ciudad el que llevara la historia de la propiedad raíz de todo el valle de Curacaví, el que comprende también algunas localidades de la comuna de María Pinto.


Efectuó, luego, un paralelo para resaltar la conveniencia de la vinculación de Curacaví con Casablanca, señalando que ambas ciudades se encuentran separadas por una distancia de no más de veinte kilómetros, unidas por líneas de buses con una frecuencia de diez viajes diarios, a un costo de doscientos o trescientos pesos por persona; en cambio, Melipilla se encuentra a una distancia de cincuenta kilómetros, con sólo dos viajes de buses al día y a un costo de mil doscientos a mil trescientos pesos por persona. 


Finalmente, citó las opiniones entregadas por los mismos jueces de Melipilla, quienes habían resaltado las dificultades que presentaba a su trabajo la investigación de cualquier hecho criminal en el territorio de Curacaví, por cuanto les obligaba a trasladar legistas desde San Antonio para practicar las pericias correspondientes en esos lugares. Todo lo dicho justificaba plenamente la modificación planteada por el Ejecutivo.


Cerrado el debate, se aprobó en los mismos términos, por unanimidad.

Artículo 3º.-


Dispone que las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, incoados ante el juzgado de letras de Casablanca, que, por cualquier motivo, corresponda conocer a un tribunal superior, serán de la competencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso.


Su inciso segundo agrega que los demás casos, serán de competencia de la Corte de Apelaciones de San Miguel.



La disposición, que no es más que una aplicación de las reglas procesales de la radicación y la jerarquía, se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad.

Artículo 1º transitorio.


Establece que las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de Curacaví, que a partir del 31 de enero de 2003, hubieren sido conocidos por otros juzgados de letras, serán derivados al juzgado de letras de Casablanca para la prosecución de los mismos en este tribunal.


Su inciso segundo dispone la suspensión de los plazos que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren corriendo, hasta el día y hora en que el secretario del juzgado de Casablanca certifique el ingreso del asunto al tribunal.


Su inciso tercero exceptúa de las reglas anteriores a los asuntos que a la fecha de publicación de esta ley ya estuvieren fallados, todos los cuales seguirán siendo vistos por el tribunal que se pronunció, hasta su completa ejecución.


La norma regla la situación intermedia producida entre el 31 de enero de 2003, fecha de publicación de la ley Nº 19.861, que modificó el artículo 55 del Código Orgánico para ajustar las competencias de las Cortes de Apelaciones a la regionalización, y la fecha de publicación como ley de este proyecto, entregando la competencia para conocer de los asuntos pendientes al juzgado de Casablanca y disponiendo la suspensión de los plazos que ya estuvieren corriendo hasta el ingreso del asunto a este último tribunal.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Artículo 2º transitorio


Dispone que el mayor gasto fiscal que origine la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a la redistribución de los recursos asignados en la Partida Presupuestaria Ministerio Público de la Ley de Presupuesto para el año 2003.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

CONSTANCIAS


De conformidad a lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

1.
Que los artículos 1º, 2º y 3º permanentes y el artículo 1º transitorio tienen rango de ley orgánica constitucional por afectar el primero la organización y atribuciones del Ministerio Público, conforme lo señala el artículo 80 B de la Constitución Política, y los tres siguientes la organización y atribuciones de los tribunales, según lo indica el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.

2.
Que el artículo 2º transitorio es de la competencia de la Comisión de Hacienda.

3.
Que el proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.

4.
Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.

-o-


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Modifícase el artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, para incorporar el siguiente inciso segundo, pasando a ser tercero el actual segundo: 


“Con todo, el Fiscal Nacional solicitará la designación de los Fiscales Regionales de la Región Metropolitana de Santiago hasta con dieciocho meses de anticipación respecto del plazo que se establece en el artículo siguiente. Asimismo, la convocatoria a concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos se hará por el Fiscal Nacional sin esperar el nombramiento de dichos fiscales regionales.”.


Artículo 2º.- Declárase, para todos los efectos legales, que el juzgado de letras de Casablanca es competente para conocer de todas las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio perteneciente a la comuna de Curacaví, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 32 del Código Orgánico de Tribunales.


Dicha competencia no resulta alterada por las modificaciones introducidas por el artículo 3º de la ley Nº 19.861, al artículo 55º del Código Orgánico de Tribunales.


Tratándose de materias penales, cesará dicha competencia solamente respecto de los hechos acaecidos a partir del 16 de diciembre de 2004.

Artículo 3º.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví, incoados ante el juzgado de letras de Casablanca, de que corresponda conocer, por cualquier motivo, a un tribunal superior, serán de competencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso.


En los demás casos, será competente la Corte de Apelaciones de San Miguel.

Artículo 1º transitorio.-
Las causas y asuntos no contenciosos originados en el territorio de la comuna de Curacaví que, a partir del 31 de enero de 2003, hubieren sido conocidos por otros juzgados de letras, serán derivadas al juzgado de letras de Casablanca, con todos sus antecedentes, para la prosecución de las mismas en este último tribunal.


Los plazos que, a la fecha de la publicación de la presente ley, se encontraren corriendo, se suspenderán hasta el día y hora en que el secretario del juzgado de letras de Casablanca certifique su ingreso al tribunal.


Se exceptúan de las reglas anteriores aquellas causas y asuntos no contenciosos que a la fecha de la publicación de la presente ley se encuentren fallados, los que continuarán siendo vistos por el juzgado que ya se hubiere pronunciado hasta su completa ejecución.


Artículo 2º transitorio.- El mayor gasto fiscal que representa esta ley se financiará con cargo a redistribución de los recursos asignados en la Partida Presupuestaria Ministerio Público de la Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2003.”.


Sala de la Comisión, a 1 de julio de 2003.


Se designó diputado informante al señor Gonzalo Uriarte Herrera.


Acordado en sesión de igual fecha, con la asistencia de los diputados señor Guillermo Ceroni Fuentes (Presidente), señora Laura Soto Sonzález y señores Gabriel Ascencio 
Mansilla, Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Marcelo Forni Lobos, Zarko Luksic Sandoval, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos y Víctor Pérez Varela.


En reemplazo de la diputada señora Marcela Cubillos Sigall asistió el diputado señor Gonzalo Uriarte Herrera.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

19. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que adelanta los plazos del procedimiento para nombrar fiscales regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina tribunal competente para la comuna de Curacaví. (boletín Nº 3265-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencias.


La iniciativa tiene su origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “simple urgencia” para su tramitación legislativa.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.

3.
Artículos que no fueron aprobados por unanimidad


No hay.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Jaime Arellano, Subsecretario de Justicia y Mauricio Decap, Asesor del Ministerio de Justicia.


El propósito principal de la iniciativa consiste en adelantar los plazos previstos para nombrar Fiscales Regionales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago, mediante la modificación del artículo 3º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, de modo que se adelante la fecha en la que el Fiscal Nacional solicitará a las Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana que efectúen el llamado a concurso público para dichos cargos a dieciocho meses, en lugar de los doce que actualmente contempla la citada disposición.


Asimismo, con la finalidad de adelantar el proceso de designación de fiscales adjuntos, se propone que sea el Fiscal Nacional quien convoque a los respectivos concursos, permitiendo dar inicio al procedimiento administrativo sin necesidad que se encuentren nombrados los Fiscales Regionales respectivos.


También, se aclara la situación jurisdiccional de la comuna de Curacaví, determinándose el tribunal competente para conocer las causas originadas en dicha comuna.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos señala que la modificación del artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.960, conlleva un gasto por una sola vez de 
$ 116.000 miles, que se financiará con cargo a los recursos del presupuesto vigente del Ministerio Público, por lo que el proyecto no implica un mayor gasto fiscal durante el año 2003, ni en los sucesivos.


El señor Jaime Arellano, Subsecretario de Justicia, hizo presente la necesidad de adelantar los nombramientos de los Fiscales Regionales de la Región Metropolitana y de los fiscales adjuntos, con el objeto de cumplir con la calendarización establecida en la ley que dispone que la reforma procesal penal entrará a regir el 16 de diciembre de 2004 en la Región Metropolitana.


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del artículo 2º transitorio. Por su parte, la Comisión de Hacienda acordó incorporar a su conocimiento el artículo 1º del proyecto aprobado por la Comisión Técnica, en conformidad al numeral segundo del artículo 220 del Reglamento.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 1º del proyecto, se modifica el artículo tercero transitorio de la ley 
Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, para incorporar el siguiente inciso segundo, pasando a ser tercero el actual segundo:


“Con todo, el Fiscal Nacional solicitará la designación de los Fiscales Regionales de la Región Metropolitana de Santiago hasta con dieciocho meses de anticipación respecto del plazo que se establece en el artículo siguiente. Asimismo, la convocatoria a concursos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos se hará por el Fiscal Nacional sin esperar el nombramiento de dichos fiscales regionales.”.


En el artículo 2º transitorio, se dispone que el mayor gasto fiscal que representa el proyecto se financiará con cargo a redistribución de los recursos asignados en la Partida presupuestaria Ministerio Público de la Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2003.”.


Puestos en votación los artículos precedentes fueron aprobados por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 2 de julio de 2003.


Acordado en sesión de igual fecha, con la asistencia de los diputados señores Jaramillo, don Enrique (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Cardemil, don 
Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Hidalgo, don Carlos; Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don José y Tuma, don Eugenio.


Se designó diputado informante al señor Cardemil, don Alberto.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

20. Informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud previsional, Administradoras de Fondos de Pensiones y Compañías de Seguros. 
(boletín Nº 3263-11)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Salud pasa a informaros sobre el proyecto de ley del epígrafe, iniciado en un mensaje de S. E. el Presidente de la República.

I. ANTECEDENTES.


Entre las iniciativas que conforman la Reforma de la Salud, se encuentra una en segundo trámite constitucional en el honorable Senado que introduce una serie de modificaciones a la ley de Isapres.


Uno de los objetivos del mencionado proyecto, es dotar a la Superintendencia de Isapres de nuevas facultades que permitan precaver situaciones de riesgo que puedan afectar los derechos de los afiliados, ante la eventualidad del cierre del registro de una Institución de Salud Previsional.


Sin embargo, situaciones recientes por todos conocidas, obligan a promover un nuevo proyecto de ley que, por una parte, recoja alguna de las normas ya aprobadas por esta Cámara de Diputados y, por otra, introduzca nuevos mecanismos para asegurar la solvencia de las Instituciones de Salud Previsional.


Las normas que se proponen son las mínimas necesarias para enfrentar eventuales problemas futuros que pudieran afectar a las Isapres y, adicionalmente, preparar al mercado para hacer frente a las nuevas exigencias que implicará la reforma de la salud.


Los sucesos referidos han afectado también a los participes de fondos de pensiones y pensionados con seguros de rentas vitalicias en compañías de seguros de vida, razón por la cual se proponen nuevas normas destinadas a proteger los intereses de estas personas ante situaciones de insolvencia financiera de esas instituciones.

II. IDEAS MATRICES Y FUNDAMENTALES.


La iniciativa tiene por objeto modificar la ley Nº 18.933, a fin de conceder mayores atribuciones a la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional las que permitirán adoptar resguardo ante situaciones que pongan en riesgo los derechos de los afiliados y beneficiarios del sistema e introduce nuevos mecanismos para asegurar la solvencia de las Isapres.


Asimismo, se modifican normas relativas a las Administradoras de Fondos de Pensiones, al decreto ley Nº 3,500, de 1980, y a la ley de seguros, decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.

Contenido de la Iniciativa.


El proyecto consta de cuatro artículos.


El artículo 1º, modifica la ley Nº 18.933. El 2º, regula el período de transición para los nuevos requerimientos que se establecen. El artículo 3º modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y el artículo 4º modifica el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.


El articulo 1º, consta de 12 numerales.


El número 1, que modifica el artículo 2º, agrega nuevas definiciones. Así es como, en concordancia con las modificaciones que se proponen, se señala lo que debe entenderse por cotizante cautivo y prestador de salud.


El número 2, modifica el artículo 3º, y otorga nuevas facultades a la Superintendencia como son las de elaborar y difundir índices, estadísticas y estudios relacionados con el sistema y las Isapres; impartir instrucciones para transferencia de carteras y dar su aprobación así como la de adjudicarlas en conformidad a las normas propuestas.


El número 3, sustituye el inciso tercero del artículo 25, con el objeto de establecer que el patrimonio de las Instituciones debe ser igual o superior a 0,4 veces sus deudas totales.


El número 4, agrega los artículos 25 bis y 25 ter, nuevos, con el propósito de, por una parte, obligar a las Isapres a designar auditores externos, y por otra, a mantener un índice de liquidez no inferior a 0,8 veces la relación entre el activo y el pasivo circulante.


El número 5, sustituye el artículo 26, mediante el cual modifica la regla de garantía que deben mantener las Isapres, especialmente en cuanto a que ella debe reflejar las deudas con afiliados y prestadores. Asimismo, contempla normas para su actualización y establece los casos en que la Institución puede solicitar la devolución de parte de la garantía.


El número 6, reemplaza el artículo 28, a fin de establecer el destino de la garantía en caso de cancelación del registro de una institución de salud. Básicamente, ésta será destinada al pago de las obligaciones pendientes con los cotizantes, sus cargas y terceros beneficiarios, al pago de obligaciones devengadas de prestaciones de salud otorgadas, así como al pago de las cotizaciones que correspondan a la Isapre o al Fonasa como a las demás obligaciones.


El número 7, agrega los artículos 44 bis y 44 ter, nuevos, por los cuales se obliga a las Isapres a informar a la Superintendencia de todo hecho relevante para los fines de supervigilancia y de control respecto de ellas mismas y de sus operaciones, artículo 44 bis. Asimismo, se faculta a las Isapres para transferir voluntariamente sus contratos dando cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 44 ter.


El número 8, agrega el artículo 45 bis, nuevo, mediante el cual incorpora los mecanismos de supervigilancia y control cuando una Institución de Salud Previsional disminuya los rangos mínimos de patrimonio, garantía y liquidez. Se crea el Plan de Ajuste y Contingencia, estableciendo los plazos para su presentación así como los mecanismos de aprobación y rechazo del mismo.


Asimismo, se contemplan nuevas disposiciones para el evento de que sea rechazado el plan o que éste no de los resultados que se esperan caso en el cual la Superintendencia estará facultada para llamar a Junta Extraordinaria de Accionistas o al órgano resolutivo correspondiente a fin de instarlos a adoptar las medidas para superar el problema y, en caso que ello no sea efectivo, para llamar a licitación de la cartera o adjudicarla en las condiciones aquí establecidas.


El número 9, modifica el artículo 46 que regula las causales de cancelación del registro de una Isapre para señalar que se podrá cancelar cuanto la cartera de afiliados de una Institución de Salud Previsional haya sido adjudicada por otra u otras Isapres de conformidad a lo establecido en los artículos 45 bis y 47 que se proponen en este proyecto.


Asimismo, se señala que la Institución cuyo registro se cancela no podrá celebrar nuevos contratos de salud y los afiliados podrán desahuciar los contratos vigentes aun cuando haya transcurrido el plazo previsto en el inciso segundo del artículo 38, esto es el plazo, de un mes antes de cumplir el primer año o desde la fecha de la desafiliación.


El número 10, sustituye el artículo 47 con el propósito de regular la adjudicación aleatoria de una cartera de afiliados de una Institución de Salud Previsional.


El número 11, agrega un artículo 47 bis, nuevo, con el objeto de establecer que las Isapres a las que se les hayan adjudicado beneficiarios puedan no incluir los mayores ingresos y gastos para los efectos de calcular los estándares de patrimonio y de liquidez, durante el plazo de dos años.


El número 12, modifica el artículo 48. Mediante esta norma se altera la regla de prelación de créditos para los efectos de aplicar la garantía.


El artículo 2º, regula el periodo de transición de la aplicación de los nuevos indicadores de liquidez, patrimonio y garantía.


Los artículos 3º y 4º, en opinión de esta Comisión, deben ser conocidos por las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda por tratarse de materias que exceden a la competencia de la Comisión de Salud por cuanto regulan temas relacionados con las Administradoras de Fondos de Pensiones y con los seguros.

III. NORMAS DE LEY DE QUÓRUM CALIFICADO U ORGÁNICA CONSTITUCIONAL:


La Comisión consideró que este proyecto no contiene normas de quórum calificado ni de orgánicas constitucionales.

IV. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión, en el cumplimiento de su cometido contó con la concurrencia de las siguientes personas. Algunos extractos de intervenciones de los invitados están insertos en este informe y otros en las actas de la Comisión.


Ministro de Salud, doctor Pedro García;


Superintendente de Isapres, doctor Manuel Inostroza 


El Presidente de la Asociación de Isapres señor Hernán Doren.

1. INTERVENCIÓN DEL MINISTRO DE SALUD DOCTOR PEDRO GARCIA.


El doctor Pedro García (ministro de Salud) señaló que los fundamentos y objetivos del proyecto fueron dados a conocer, ante la Comisión por el Superintendente de Isapres, por lo que sólo desea dejar constancia que esta iniciativa tiene por objeto establecer normas de solvencia para las personas afiliadas a Isapres y protección de los mismos, en especial si se considera que existen algunas instituciones que se encuentran en una situación desmedrada y que podrían ocasionar conflictos para sus usuarios.


Expresó que el estudio, pretende, básicamente, establecer nuevas normas relacionadas con la garantía, el patrimonio y la liquidez de las instituciones de salud y que mediante el cumplimiento de determinados estándares se pueda lograr supervisión más eficaz por parte de la Superintendencia de Isapres a fin de evitar perjuicios a los afiliados y prestadores, asegurando a los usuarios el fiel cumplimiento de los contratos que tengan con la entidad de salud.


En todo caso, suscribe las explicaciones dadas por el Superintendente sobre las nuevas modificaciones que introduce el proyecto a la actual ley Nº 18.933.


Asimismo, señaló que las indicaciones del Ejecutivo que se formularon en el día de hoy dicen relación con algunos aspectos fundamentales en caso de la posible quiebra de una Isapre que no fueron considerados en su momento y que un estudio posterior, aconsejo incorporar ya que no sólo se puede llegar a la quiebra por razones de orden financiero sino que pueden existir otras causales.

2. INTERVENCIÓN DEL SUPERINTENDENTE DE ISAPRES, DOCTOR MANUEL INOSTROZA.


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) se refirió a las modificaciones propuestas en el artículo 1º del proyecto que afecta al sistema Isapres ya que existen dos disposiciones, artículos 3º y 4º del proyecto que se refieren a las Administradoras de Fondo de Pensiones y a las compañías de seguros.


Destacó que las modificaciones que se proponen se pueden agrupar en tres aspectos fundamentales.

1.
Patrimonio, garantía y liquidez;

2.
Isapres en incumplimiento de estándares, y

3.
Otras normas de protección al beneficiario.

El patrimonio mínimo: En relación con este tema se propone una nueva definición de patrimonio mínimo y que se define como el mayor entre cinco mil unidades de fomento, actual patrimonio de ingreso al sistema, y el monto necesario para mantener una determinada relación del patrimonio respecto de las deudas totales.


El estándar para la industria, que será fijado por ley, deberá ser equivalente al 40 por ciento, esto es 0,4 veces de las deudas totales que la Isapre tenga con afiliados, con prestadores de salud, el saldo acreedor del FUPF, deudas financieras y otras.


Hizo presente que no se está subiendo el monto de capital para ingresar al mercado ya que éste se mantiene en 5.000 unidades de fomento pero en la medida en que empiece a funcionar y a contraer deudas, lo que se está exigiendo es que esas deudas tenga un respaldo en el patrimonio contable de, al menos, el 40 por ciento.


Garantía: Se establece un nuevo mecanismo de cálculo y actualización de la garantía, haciéndola equivalente de uno es uno. al monto de la deuda con afiliados y con prestadores de salud.


Recordó que en el proyecto que modifica la ley Nº 18.933, que actualmente se encuentra pendiente en el honorable Senado en segundo trámite constitucional, existe aprobada por esta Cámara, una norma que establece que la garantía no debe ser equivalente a un mes de la cotizaciones sino que debe ser equivalente al ciento por ciento del monto de la deuda con los afiliados.


Pero si se toma en cuenta lo sucedido con la Isapre Vida Plena, se puede concluir que existe una triada entre el asegurador, el usuario y el prestador. Cuando existe algún problema de solvencia y liquidez se genera una situación de desconfianza en el mercado, los prestadores no están dispuestos a seguir recibiendo el bono ya que no tienen seguridad de que ese bono vaya a ser cancelado por la aseguradora o por la Isapre que cayó en insolvencia o por problemas de liquidez y al no aceptarse el bono del paciente el sistema como tal pierde su razón de ser que es evitar que el beneficiario pague todo el monto de la atención y posteriormente pida su reembolso.


En síntesis, la garantía debe cubrir el monto de la deuda con prestadores y con afiliados. A la Isapre no le conviene tener deudas ya que si las tiene o éstas aumentan, deben ser respaldadas con garantía, lo que implica tener activos financieros inmovilizados que, aun cuando ganen intereses, podrían ser utilizados en inversiones más rentables. Por lo tanto, existe un segundo concepto de incentivo a que no tengan deudas ya que se establece que si se cumplen con determinados indicadores de solvencia o de liquidez pueden liberar estos recursos y ser depositados en otros instrumentos.


La deuda con los afiliados comprende seis conceptos, a saber, prestaciones por pagar, provisión por prestaciones en proceso de liquidación, provisión por prestaciones ocurridas y no reportadas, provisión por prestaciones en litigio, excedentes de cotizaciones y cotizaciones por regularizar que incluye los excesos de cotizaciones, cotizaciones anticipadas y las cotizaciones mal enteradas.


Por su parte, las deudas con prestadores de salud comprende bonos, ordenes de atención, programas médicos y per cápita por pagar a prestadores de salud y cualquier otro concepto de deuda para con ellos generada en el otorgamiento de prestaciones a los afiliados. 


Asimismo, hizo presente que poseen las herramientas computacionales necesarias para fiscalizar estos ítems por cuanto esta regulada la forma en como las Instituciones de Salud Previsional tienen que tener construidas sus bases de datos con lo cual se facilita la labor de fiscalización y de control ya que están en línea con la Superintendencia.


No obstante lo anterior se fija una garantía mínima en 2.000 unidades de fomento y se mantiene la inembargabilidad.


Liquidez: Se entiende por liquidez la relación entre las cuentas del activo circulante y las del pasivo circulante. En esta materia se fija en la ley un estándar del 80 por ciento, es decir de 0,8 veces. 


Para el cumplimiento de este indicador, la garantía se considerará parte del activo circulante.

El Régimen especial de supervigilancia y control incorpora elementos nuevos como es la creación del Plan de Ajuste y Contingencia, PAC.


Actualmente, el Superintendente no posee ninguna atribución legal para exigir a una Isapre ni ellas están obligadas a elaborar un plan de contingencia, sino que sólo puede solicitarlo y las Instituciones tienen que informar al tenor de lo solicitado pero el Superintendente no puede aprobarlo o rechazarlo. Reconoce que las Isapres Vida Plena y Promepart están funcionando con planes de contingencia gestionados y conversados con la Superintendencia pero ello ha sido una decisión voluntaria de esas entidades.


El proyecto lo establece como obligatorio cuando se cumplen determinados presupuestos pudiendo ser aprobado o rechazado por lo cual se puede analizar el mérito del Plan.


Asimismo, el proyecto propone un conjunto de medidas de intervención cuando no funcione el Plan de Ajuste y Contingencia.


De igual manera, se propone un periodo de transición de tres años ya que actualmente no todas las Instituciones de Salud Previsional cumplen con los indicadores de mayor solvencia y liquidez por lo que requieren de un plazo para adecuarse a estos indicadores nuevos. En todo caso en cada año estarán obligados a cumplir un tercio de la meta.


Por último, se contempla una disposición especial para abordar el caso de la Isapre Vida Plena ya que no le serán aplicables las dos primeras etapas de este proceso que se está proponiendo.


Respecto de otras normas que contempla el proyecto y que están destinadas a proteger al beneficiarios, hizo presente que aquí se consideran algunas disposiciones ya aprobadas por la honorable Cámara en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.933 que actualmente se encuentra en el honorable Senado y que han sido retiradas por el Ejecutivo.


Estas normas dicen relación con la obligación de informar sobre hechos relevantes en forma oportuna a la Superintendencia, entendiendo por tales, todas aquellas operaciones relacionadas con la compra, absorción, fusión con otras Isapres, cambios de grupos controladores y otras.


Además, se regula y supervisa la labor de los auditores externos. En esta materia se definen las funciones de los auditores externos y la obligación de elegirlos del Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Asimismo, se otorga la facultad a la Superintendencia para requerir informes específicos. 


En este mismo orden de materias, se consideran las disposiciones contenidas en el proyecto y que están relacionadas con el traspaso voluntario de cartera entre Isapres en casos de cierre, ventas, fusiones o absorciones, y se otorgan facultades a la Superintendencia tanto para conocerlos con antelación como para autorizarlos o rechazarlos. Actualmente esta posibilidad no está contemplada en la ley y esta opción podría haber sido aplicable en el caso de la Isapre Vida Plena ya que al adquirir la cartera de afiliados como un todo se puede mantener la continuidad de los beneficios.


El señor Superintendente entregó copia de una minuta sobre “Normas de Solvencia y Protección de los Beneficiarios de Isapres”, la que se anexa a este informe.


En dicho documento figuran antecedentes sobre la situación de las Isapres, al 31 de diciembre de 2002, respecto del patrimonio garantía, liquidez, transición del patrimonio y de la liquidez. Respecto de la situación patrimonial señaló que existen siete entidades que están bajo el indicador de 0,40 las que tendrán un plazo de 3 años para corregir su situación.


Insistió en que el diseño que esta nueva regulación está relacionada con el deseo de que no exista incentivo para tener deudas sino que por el contrario se pretende que las Isapres paguen oportunamente sus compromisos de la manera más ajustada posible ya que ello les permitirá tener una garantía menor.


Las causales que dan lugar a la intervención de la Superintendencia son:

1.
Incumplimiento de los estándares en la transición.


Puede suceder que una Isapre que éste bajo los indicadores y que al primer año no cumpla con el tercio de la meta entra en el proceso;

2.
Incumplimiento del patrimonio mínimo;

3.
Incumplimiento de la garantía, y

4.
Incumplimiento del estándar de liquidez.


Las causales 2 a la 4, inclusive, tendrán aplicación durante la vigencia de estas normas. Por lo tanto, si alguna de las Isapres cae en cualquiera de estas causales también tiene aplicación la intervención de la Superintendencia.


A partir de la constatación de que la Institución de Salud Previsional ha incurrido en alguna de estas causales quedará sujeta a un régimen especial de supervigilancia y control, que generará para la Isapre la obligación de presentar un plan de ajuste y contingencia, cuyo objetivo será mantener la continuidad de giro de la Institución y superar la situación de riesgo o de incumplimiento, de acuerdo al procedimiento que se indica a continuación.


Cuando la Superintendencia detecte los incumplimientos de patrimonio mínimo, de garantía exigida o de liquidez, fijará un plazo, no inferior a 10 días hábiles contados desde el mismo día en que se represente tal circunstancia a la Isapre, dentro del cual ésta deberá presentar un Plan de Ajuste y Contingencia, PAC. Este plazo podrá ser prorrogado si así lo ameritan las circunstancias.


Si la misma Isapre comunica anticipadamente este hecho o incumplimiento, se le concede un mayor plazo de 5 días más, que también podrá ser prorrogado por la Superintendencia para presentar un Plan de Ajuste y Contingencia.


Cualquiera sea el caso, una vez presentado el PAC, la Superintendencia dispondrá de un plazo máximo de 10 días hábiles para pronunciarse sobre éste, ya sea para aprobarlo o rechazarlo.


Si se aprueba el PAC y el plan de contingencia funciona y el problema es resuelto, todo vuelve a la normalidad.


Si se rechaza el PAC, la Isapre debe presentar un nuevo plan y entra a operar un nuevo proceso de elaboración de plan de contingencia. Si se rechaza el PAC o éste no funciona dando solución a los problemas que lo originaron se pasa a la segunda fase. En todo caso, la Isapre tiene 120 días para solucionar el problema con la aplicación del PAC.


En la segunda fase de este proceso, la Superintendencia podrá, citar a una Junta Extraordinaria de Accionistas o al órgano resolutivo de la institución que corresponda, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de la citación, cuya finalidad será aprobar, una propuesta de solución con efecto patrimonial, cuya implementación deberá concretarse dentro de un plazo de 30 días. La idea es que se aporten mayores recursos.


Si no se lograre la referida aprobación, el Superintendente llamará a una nueva Junta Extraordinaria de Accionistas o reunión del órgano resolutivo de la Institución, la que deberá celebrarse dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de la citación, para que se adopte el acuerdo de venta de la Isapre o la transferencia de la totalidad de la cartera de afiliados a una o más Instituciones de Salud Previsional a través de una licitación pública, la que será supervigilada por la Superintendencia. Dicha licitación no podrá extenderse más allá de 60 días contados desde la fecha del acuerdo.


Durante este período, la Superintendencia podrá ordenar el congelamiento de la cartera, esto es, suspender la celebración de nuevos contratos y desafiliaciones durante la licitación.


De resultar desierta la licitación o, si al término del plazo otorgado a la propuesta de la Junta Extraordinaria de Accionistas, ésta no resulte en una solución respecto al tema patrimonial, comienza la cuarta etapa de este proceso en que la Superintendencia deberá adjudicar aleatoriamente la cartera al día hábil siguiente. 


Dicha cartera será asignada en forma proporcional a la participación de cada Isapre, considerando mantener la integridad del núcleo familiar, la correspondencia regional y, en la medida de lo posible, que la distribución no altere significativamente la participación de mercado de las Instituciones participantes a nivel nacional. La distribución aleatoria compensará los riesgos asignados en las distintas Isapres, situación que se podrá verificar a través del factor de riesgo promedio y de la cotización promedio pactada. Por otra parte, los beneficiarios cautivos por enfermedad identificados podrían quedar excluidos de la distribución aleatoria asignándoseles de acuerdo al costo esperado que involucra la patología que los afecta.


Por último, los afiliados dispondrán hasta el último día hábil del mes siguiente a la fecha de notificación de la licitación o adjudicación de la cartera para manifestar su intención de desafiliarse e incorporarse a otra Isapre o al Fonasa. Si nada dicen dentro del plazo señalado se volverá a la regla general y, en consecuencia, el cotizante sólo se podrá desafiliar una vez que haya cumplido un año de vigencia de beneficios.


La licitación permitirá la evaluación de la cartera o de la Isapre como un todo, sin segregar a los con mas alto riesgo de los con riesgo menor, lo que posibilitará la afiliación de la totalidad de la cartera de la Institución intervenida en otras instituciones.


La adjudicación aleatoria de la cartera permitirá una distribución de beneficiarios con riesgos compensados, de manera que esta asignación no perjudique o beneficie arbitrariamente a ninguna Isapre en particular. Además, constituye un mecanismo de fácil implementación, que permitirá a la autoridad fiscalizar su aplicación sin demasiadas complicaciones. 


Además, se considera que la Isapre receptora no puede exigir ninguna declaración de salud nueva ni considerar nuevas preexistencias ni carencias sino que debe mantener íntegro el contrato anterior. Sin embargo la Isapre receptora estará obligada a darle al afiliado el plan de lista equivalente a la cotización que esa persona tenía en su anterior Isapre con lo cual se atenúan los efectos de la repartición de la cartera en forma aleatoria. También produce el mismo efecto la posibilidad que se otorga a la Isapre de no considerar a estos nuevos afiliado para los efectos del cálculo de los indicadores de solvencia o liquidez por esta mayor carga, durante dos años.


Con todo, cuando la cartera de afiliados de una Isapre haya sido adquirida por otra u otras Instituciones de Salud Previsional en virtud de la licitación pública o, cuando la mencionada cartera haya sido adjudicada por el Superintendente a otra u otras Instituciones, la Superintendencia procederá al cierre del registro.


En consecuencia el proyecto tiene por objeto aumentar la confianza que la ciudadanía debe tener respecto de las Instituciones de Salud Previsional, y con ello se pretende prevenir la quiebra de una Institución por lo que se consideran medidas tendientes a salvaguardar los intereses del sistema y de los afiliados. Asimismo, se busca disminuir la incertidumbre que se produce en caso de que una Isapre caiga en una situación de insolvencia o de liquidez aguda en el caso de los usuarios garantizando sus derechos y de los prestadores sus pagos.


De haber existido una normativa como la propuesta, es probable que se habría podido evitar la actual situación que afecta a la Isapre Vida Plena que era viable pero la desconfianza que surgió ante el no pago de los bonos generó el éxodo masivo de afiliados y de prestadores.


Por otra parte, informó que este proyecto fue analizado con el Colegio Médico de Chile, con la Asociación de Isapres y con la Asociación de Clínicas quienes, en términos generales, concuerdan con la idea de legislar.


En lo particular, hizo presente que no existen reparos por parte de la Asociación de Clínicas pero que por parte de la Asociación de Isapres hay dos temas que les merecen observaciones aun cuando entienden que está atenuado el efecto que podría producir la repartición aleatoria de la cartera, igual no les parece lo más adecuado, pero comprenden las razones por las cuales se están proponiendo estas modificaciones. Asimismo, le merecen reparos las atribuciones que se le otorgan a la Superintendencia en cuanto a la última fase del proceso.


Finalmente, precisó que estas normas permitirían licitar la cartera de la Isapre Vida Plena a un valor que fije el Superintendente y si ello no fuere posible se podría proceder a la repartición aleatoria de los afiliados.

3. INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE ISAPRES SEÑOR HERNÁN DOREN.


El señor Hernán Doren (Presidente de la Asociación de Isapres) señaló que han analizado detalladamente con los representantes de la Superintendencia de Isapres las modificaciones propuestas y que algunas de ellas las estiman inconvenientes


En relación con las modificaciones propuestas, expresó que las mayores exigencias de patrimonio, de liquidez y de solvencia las consideran como un resguardo para los afiliados y los prestadores, además, de que previenen situaciones de insolvencia pero que, a su vez constituyen una exigencia dura para la operación de las Isapres y que aumentan las barreras de entrada de nuevas Instituciones.


Sobre el régimen de supervigilancia y control, estima que es necesario aplicar a las Isapres que se encuentren en incumplimiento de normas de solvencia así como también concuerda en que es conveniente que se otorguen mayores facultades a la Superintendencia en estos casos.


Asimismo, concuerdan con las etapas definidas sobre el control de inversiones por parte de la Superintendencia, uso de la garantía para cubrir deudas de afiliados y prestadores, plan de ajuste y contingencia, situación patrimonial así como respecto del congelamiento y licitación de la cartera.


En lo que dice relación con la asignación aleatoria de la cartera a otras Isapres, tiene algunas dudas ya que se obliga a una Institución de Salud a asumir las contingencias de un competidor que lo han llevado a la insolvencia; favorece a la Isapre fallida, elimina sus contingencias futuras y las Instituciones receptoras no pueden repetir contra ella.


Añadió que se está creando un mecanismo que no está presente en ninguna otra empresa como bancos, seguros, administradoras de fondos de pensiones, fondos mutuos, servicios públicos, etc. e incluso algunas de ellas cuentan con garantías del Estado. Las Isapres serían el único sector de la economía a las que se les está haciendo una exigencia de estas características.


Sobre este tema cree que tienen dudas respecto de la constitucionalidad de las normas relacionadas con la asignación de cartera.


Respecto de la exigencia de patrimonio, expresó que existe un aumento significativo de la garantía actual que garantiza la capacidad de la Isapre de cumplir con sus obligaciones con afiliados y prestadores ya que existirá un patrimonio adicional de respaldo.


El patrimonio propuesto que equivaldría al 40 por ciento de la deuda total lo consideran alto y establece barrera de entrada a la industria. Las exigencias propuestas para industrias similares son ostensiblemente más bajas, para los Seguros Generales se exige el 20 por ciento de la deuda total, para los seguros de vida es del 6,7 por ciento de la deuda total. Reconoció que la industria como tal cumple con este porcentaje pero tiene dudas respecto del mismo cuanto entre en aplicación este proyecto. La Asociación es partidaria de establecer el mismo porcentaje que se encuentra vigente para los seguros generales que es del 20 por ciento de la deuda total.


Sobre la operatoria de la garantía, señaló que se genera la necesidad de contar con recursos adicionales y dificulta el pago a los afiliados y a los prestadores. Consideró que el mecanismo propuesto no es lo suficientemente dúctil para el uso de la garantía ya que existe un proceso que no es muy claro y no es muy expedito por parte de la Superintendencia por lo que se debe constituir una garantía que es del 20 por ciento adicional de que lo que conceptualmente se requiere. Sobre este problema cree que se debería considerar la devolución automática cuando la garantía exceda a la deuda.


Asimismo, sobre este mismo tema estimó que es innecesaria la autorización de la Superintendencia para usar fondos de la garantía para pagar las deudas con los afiliados y los prestadores especialmente respecto de las Isapres que mantiene parte de la garantía en custodia.


Respecto de la licitación de la cartera, previa al reparto, no debería contar con autorización de la Junta de Accionista ya que ellos ya tuvieron la oportunidad de hacerlo. También, considera que el congelar la cartera y licitarla, debe ser una condición obligatoria en caso de cierre del registro y debe realizarse antes del reparto obligado de la misma.


Agregó que, el hecho de poder licitar la cartera antes del reparto puede ir en desmedro de los accionistas e inclusive de las posibles deudas de la Isapre en falencia ya que son recursos que no se recibirían. Si valen algo esos recursos deben ir a la fallida pero si se salta ese paso ello no será posible.


Por el mismo motivo, la licitación de la cartera debe proceder en todas las causales de cierre del registro y, no sólo en el caso de incumplimiento de las normas de solvencia.


En resumen, básicamente, discrepan de las normas que elevan el monto de la garantía y de las que dicen relación con la adjudicación aleatoria de la cartera.

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


La Comisión de Hacienda debe conocer del artículo 4º del proyecto.


Se deja constancia que en cumplimiento al acuerdo adoptado por la honorable Cámara, el proyecto debe pasar a trámite de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.

VI. VOTACIÓN EN GENERAL.


La Comisión, sin debate, prestó su aprobación en general al proyecto por la unanimidad de los señores diputados presentes.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR.

Artículo 1º


Introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.933.

Nº 1


Modifica el artículo 2º.


Puesto en votación, fue aprobado sin debate, por unanimidad, en los mismos términos propuestos.

Nº 2.


Modifica el artículo 3º.


Los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, formularon indicación a la letra a), para eliminar el Nº 16, que se propone agregar.


El diputado señor Melero expresó que en este numeral, especialmente en el número 16, nuevo, que se agrega al inciso tercero que establece las funciones del Superintendente, se introduce la de adjudicar la cartera de beneficiarios de una Isapre una vez que ésta caiga en situación de insolvencia u otros problemas que hagan imperioso hacerlo.


En su opinión, esta adjudicación aleatoria de cartera es compleja desde el punto de vista de la libertad económica que se encuentra consagrada en la Constitución Política, que garantiza que las entidades y los cotizantes pueden libremente resolver a donde destinar su cotización de salud. Sin embargo, en virtud de esta norma se le va obligar a pertenecer a una determinada Institución de Salud Previsional en razón de la nueva atribución que se le otorga al Superintendente. También se violenta el principio de libertad económica por cuanto la Isapre estará obligada a recibir a esos cotizantes.


Le preocupan los efectos que puede producir esta modificación por cuanto en su opinión infringe la norma de los números 21 y 22 del artículo 19 de la Constitución.


En este mismo orden de materias consultó las razones por las cuales el Ejecutivo, optó por la adjudicación aleatoria de cartera y no se consideró la licitación de la misma.


El doctor Pedro García (ministro de Salud) manifestó que precisamente por la libertad de afiliación y de elección, se asume que las personas que se han inscrito en una Isapre, les interesa permanecer en ese sistema. Es por eso que lo que busca esta medida es resguardar el interés de los usuarios de continuar en este sistema al cual han adherido libremente. De esta forma, se resguarda que la persona quede en un plan de lista de la Isapre a la cual se adjudicó la cartera y, posteriormente, tiene la libertad de permanecer en esa Institución, cambiarse a otra Isapre o ingresar al Fondo Nacional de Salud si así lo desea.


En todo caso, precisó que la adjudicación de cartera se considera como un caso muy excepcional y para que la persona no pierda continuidad de sus beneficios.


El señor Inostroza (Superintendente de Isapres) expresó que se ha optado por la adjudicación de cartera para determinados casos en razón de que es necesario garantizar la continuidad de beneficios para los afiliados ya que de existir una situación de emergencia cualquier procedimiento burocrático que se introduzca va a generar un período de indefensión sin cobertura para personas que estén afectadas por cualquier patología médica. 


Asimismo, se trata de resguardar la libertad de afiliación por cuanto se otorga un plazo, de treinta días, para que el afectado decida si continúa en la misma Isapre, se cambia a otra o ingresa al Fonasa.


Por otra parte, también se ha considerado la situación de la Institución de Salud por ello establece que se debe otorgar al afiliado un plan que tenga un valor acorde a de la cotización con que se traspasó mediante la adjudicación aleatoria de cartera.


Además, se resguarda a la Isapre cuando se propone que para efectos de calcular los indicadores de solvencia y liquidez facultándola para separar cuentas a fin de que no se vean afectados dichos indicadores durante el plazo de dos años por los afiliados que estará obligada a recibir.


El diputado señor Forni estimó loables las medidas de resguardo que se adoptaran para evitar mayores daños a las Isapres en razón de la asignación de cartera pero consideró que este mecanismo constituye un mal precedente no sólo en el área de la salud sino que para toda la economía del país ya que mediante este sistema se está obligando a los competidores a responder por la quiebra de una empresa lo cual, en su opinión, vulnera un derecho constitucional. No considera que los fundamentos que han entregado para aprobar la norma sean suficientes para salvaguardar el cumplimiento de la norma constitucional establecida en el Nº 16 del artículo 19 de la Constitución que es la libertad de contratación.


Agregó que, efectivamente, el afiliado puede optar por quedarse o irse del sistema y existe un plazo para ejercer el derecho de opción. Sin embargo, no se otorga la misma libertad a la Institución para decidir si recibe o no a ese afiliado. Es decir, la libertad de contratación de la Isapre esta severamente conculcada en virtud de esta disposición, por lo que si bien comparte los objetivos de la norma de evitar que los afiliados queden desprotegidos no se puede dañar la economía del país, al aprobar un mecanismo de adjudicación aleatorio en razón que cree que se está alterando dicha libertad.


El diputado señor Accorsi (Presidente) señaló que el mercado no ofrece ninguna alternativa a las personas que están, prácticamente, cautivas del sistema por lo que la posibilidad de elegir no está conculcada por la ley sino que lo ésta por que el sistema que no recibe un afiliado caro que padece alguna enfermedad y ese sí es objeto de una discriminación. En definitiva, lo que se está haciendo es posibilitar que la persona cuya libertad está restringida pueda permanecer en el sistema privado.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra, tres a favor y dos abstenciones.


Puesto en votación el numeral fue aprobado por siete votos a favor y cuatro abstenciones.

Nº 3


Sustituye el inciso tercero del artículo 25 por dos incisos nuevos.


Los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, formulan indicación al inciso tercero, para sustituir el guarismo “0,4” por “0,2”.


El diputado señor Melero expresó que la indicación pretende flexibilizar el mecanismo de ingreso de nuevas Isapres al sistema ya que estima que las nuevas normas para la garantía protege los derechos de los afiliados. Acotó que actualmente sólo tres Instituciones están bajo este porcentaje de 0,4 por ciento.


Destacó que la indicación busca resguardar el principio de la libertad de ingresar al sistema de nuevas entidades siendo positivo que exista menos concentración en el mercado ya que los efectos que genera la quiebra de una Isapre como Vida Plena produce consecuencias negativas para los usuarios.


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) consideró que la complementariedad de la relación 0,5 por ciento y el 100 por ciento de la garantías de la deuda con prestadores y de beneficios de las personas constituyen en conjunto un desincentivo a que existan instituciones que se manejen con crédito prestador o con deudas sea cual sea su origen. El Ejecutivo, es partidario de mantener el porcentaje propuesto.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra y cinco abstenciones.


Puesto en votación el numeral fue aprobado por siete votos a favor y tres abstenciones.

Nº 4


Agrega, a continuación del artículo 25, los artículos 25 bis y 25 ter, nuevos.


Sin debate y puesto en votación el numeral fue aprobado por diez votos a favor y una abstención.

Nº 5.


Sustituye el artículo 26.


Se formularon las siguientes indicaciones:

a)
De la diputada señora Mella y de los diputados señores Accorsi, Cornejo, Girardi, Robles, Rossi y Palma, para sustituir el Nº 2, del artículo 26, por el siguiente:


“2.- Respecto de los prestadores de salud, la garantía deberá considerar las obligaciones derivadas de prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la Institución. Las Instituciones no podrán adeudar a sus prestadores obligaciones derivadas de las prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la institución que excedan el plazo de treinta días contados desde su otorgamiento.”

b)
Del Ejecutivo, al inciso cuarto para reemplazar la frase “liberar de su custodia un porcentaje equivalente al veinte por ciento de la garantía señalada en el inciso primero” por “liberar de la custodia señalada en el inciso primero un porcentaje equivalente al veinte por ciento de la garantía señalada en dicho inciso”.

c)
De los diputados Forni, Masferrer y Melero al inciso quinto para sustituir el guarismo “0,5” por “0,3”.

d)
De los diputados Forni, Masferrer y Melero al inciso octavo para reemplazarlo, por el siguiente:


“Los fondos en garantía que hayan sido liberados de la custodia señalada en el inciso primero podrán ser destinados por la respectiva Isapre al pago de las obligaciones indicadas en los números 1 y 2 de dicho inciso. Para emplear en este objeto los fondos que no hayan sido liberados de la referida custodia, se requerirá autorización de la Superintendencia mediante resolución fundada.”


El diputado señor Accorsi (Presidente) fundamentó la indicación signada con la letra a) en razón de que el sistema de pago que tienen las entidades de salud excede los plazos razonables por lo que estimó que es necesario establecer un plazo perentorio para el pago de las obligaciones que las Isapres tengan con prestadores.


El diputado señor Melero señaló que la pretensión de los prestadores es dar la calidad de título ejecutivo a los bonos emitidos por las Isapres. Considera que si se aprueba esta indicación introduce un elemento de complejidad que distorsionará la actividad comercial en general e implica intervenir en un acto que es propio de la negociación entre dos entes, la Institución de Salud y el prestador que libremente convienen un determinado sistema de pago incluido el plazo en que éste debe realizarse.


En definitiva, cree que si se aprueba esta indicación se estará consagrando un privilegio inexplicable para los profesionales de la salud en general y para los médicos en particular que ningún otro profesional o área de la economía posee.


El doctor Pedro García (ministro de Salud) señaló que todos los resguardos que propone el proyecto en otras materias especialmente en lo relativo al desincentivo a tener deudas con prestadores se resguarda el derecho de éstos de recibir el pago de las prestaciones realizadas e incentiva a las Instituciones a no tener deudas pendientes sino que a pagarlas en plazos inferiores al plazo propuesto en la indicación ya que ello les permitirá disminuir la garantía.


En relación con la indicación signada con la letra b), el señor Inostroza (Superintendente de Isapres) señaló que la diferencia entre la norma contenida en el proyecto y la propuesta en la indicación es tenue pero se justifica en que existirán custodias de garantías de dos tipos, una que estará en la Superintendencia y otra en las Instituciones que determine la Superintendencia pero bajo control de la Isapre, por lo tanto la norma del proyecto podría dar lugar a problemas de interpretación ya que se podría pensar que sólo se puede liberar una y no las dos como es el espíritu de la disposición.


Respecto de la indicación signada con la letra c), expresó que dicho indicador si bien es alto ello es para otorgar un premio a una Institución de Salud a la cual se le autorizará liberar el 80 por ciento de la custodia y éste premio debe ser sólo para los mejores desde el punto de vista de garantía, solvencia y liquidez.


El señor Ulises Nancuante (Fiscal de la Superintendencia de Isapres) estimó que la indicación signada con la letra d) es inadmisible por cuanto está otorgando nuevas atribuciones a la Superintendencia materia de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación signada con la letra a), fue aprobada por seis votos a favor, tres en contra y dos abstenciones.


Sometida a votación la indicación signada con la letra b), fue aprobada por diez votos a favor y una abstención.


Puesta en votación la indicación signada con la letra c) se contabilizaron cuatro votos a favor, cinco en contra y dos abstenciones, repetida la votación, fue rechazada por seis votos en contra, cuatro a favor y una abstención.


La indicación signada con la letra d) fue declarada inadmisible.


Puesto en votación el numeral fue aprobado por siete votos a favor y cuatro abstenciones.

Nº 6


Reemplaza el artículo 28.


Si debate, Puesto en votación fue aprobado por unanimidad.

Nº 7


Agrega, a continuación del artículo 44, los artículo 44 bis y 44 ter, nuevos.


Se formulan las siguientes indicaciones:

a)
Del Ejecutivo, para reemplazar el inciso primero del artículo 44 ter, por el siguiente:


“Artículo 44 ter.- Las Instituciones de Salud Previsional podrán transferir la totalidad de sus contratos de salud previsional y cartera de afiliados y beneficiarios, a una o más Isapres que operen legalmente y que no estén afectas a alguna de las situaciones previstas en los artículos 45 bis, 46 y 47 de esta ley. De considerarse dos o más Isapres de destino en esta transferencia, la distribución de los beneficiarios, entre dichas instituciones, no deberá implicar discriminación entre los beneficiarios ya sea por edad, sexo, cotización pactada o condición de cautividad.”

b)
De los diputados Forni, Masferrer y Melero, al inciso primero del artículo 44 ter, para suprimir la expresión “y 47”.


El diputado señor Melero señaló que la indicación es consecuente con su oposición a la existencia de la adjudicación de cartera efectuada por parte de la Superintendencia.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación signada con la letra a) fue aprobada por cinco votos a favor y cuatro abstenciones.


Puesta en votación la indicación signada con la letra b) fue rechazada por cinco votos en contra, tres a favor y una abstención.


Puesto en votación el numeral fue aprobado por cinco votos a favor y cuatro abstenciones.

Nº 8


Agrega, a continuación del artículo 45, el artículo 45 bis, nuevo.


Se formulan las siguientes indicaciones:

1.
De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, al inciso octavo, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Si no se lograre la referida aprobación, o no se materializare la propuesta aprobada dentro del plazo indicado en el inciso precedente, o ésta no resolviere, dentro de dicho término, el problema informado, el Superintendente dará inicio, mediante resolución fundada, al procedimiento de cancelación de registro de la institución, el que se desarrollará en la siguiente forma:

a)
El Superintendente procederá a la transferencia de la totalidad de la cartera de afiliados a una o más Isapres a través de una licitación a través de una licitación pública, que deberá realizarse en no más de sesenta días contados desde la fecha de la resolución señalada precedentemente.

b)
Para efectos de la indicada licitación pública, el Superintendente podrá suspender, hasta que se produzca, la celebración de nuevos contratos con la institución y las desafiliaciones de la misma.

c)
Las bases de la licitación podrán disponer que con cargo a la garantía a que se refiere el artículo 26 de esta ley, se pague un valor a la Isapre adjudicataria, en caso que se proceda a licitar la cartera al menor pago.

d)
No podrán participar en la licitación aquellas instituciones que se encuentren en alguna de las situaciones descritas en el inciso primero de este artículo.”

2.
De los mismos señores diputado, para sustituir el inciso noveno, por el siguiente:


“Cumplido el procedimiento descrito en el inciso octavo, el Superintendente procederá a la cancelación del registro de la respectiva instituciones. En caso que la respectiva licitación pública haya sido declarada desierta, se aplicará lo dispuestos en el artículo 47.”

3.
De los mismos señores diputados para suprimir el inciso décimo.

4.
Del Ejecutivo, al inciso octavo del artículo 45 bis, para agregar, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,) “a menos que constare su falta de participación o su oposición.”


Las indicaciones signadas con los números 1 a 3, fueron declaradas inadmisibles, por incidir en materia propias de la iniciativa de S.E. el Presidente de la República.


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) expresó que lo que persigue la indicación del Ejecutivo es incentivar la participación responsable de los directivos de la Isapre que son los que tendrán que citar a la junta de accionistas y hacer que ella funcione para que adopte una resolución al problema planteado. Por ello se acota la responsabilidad de los directivos.


Cerrado el debate y puesto en votación el numeral con la indicación signada con el número 4, fue aprobado por cinco votos a favor y cuatro abstenciones.

Nº 9


Modifica el artículo 46.


Se formulan las siguientes indicaciones:


Los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, formulan indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 46.- La Superintendencia podrá cancelar, mediante resolución fundada y previo cumplimiento del procedimiento señalado en los incisos octavo y 9º del artículo 45 bis, el registro de una institución en cualquiera de los siguientes casos:

1.
Cuando la respectiva Institución haya incurrido en alguna de las situaciones señaladas en el inciso primero del artículo 45 bis, y ella no se haya subsanado con la aplicación del régimen de supervigilancia y control descrito en los incisos segundo a séptimo del mencionado artículo.

2.
En caso de incumplimiento grave y reiterado dentro de un período de doce meses de las obligaciones que establece la ley o de las instrucciones que imparte la Superintendencia, debidamente observado o sancionado en cada oportunidad por ésta.

3.
Por la quiebra de la institución. La existencia del síndico no obstará, ni afectará en modo alguno las facultades conferidas al Superintendente en virtud de lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 45 bis.

4.
Por pérdida de la personalidad jurídica de la Institución.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, la Superintendencia podrá también proceder a la cancelación del registro a solicitud de la propia institución. En este caso, sólo se aplicará lo dispuesto en el artículo 46 bis.”


El diputado señor MELERO señaló que el objeto de la indicación es hacer extensivo el procedimiento de licitación a todas las causales de cierre del registro.


El señor Ulises Nancuante (Fiscal de la Superintendencia de Isapres) expresó que como ya se rechazó la indicación que otorgaba facultades a la Superintendencia para efectuar la licitación todas las referencias a ese proceso de licitación pierden su razón de ser.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra, tres a favor y una abstención.


Sometido a votación el numeral, fue aprobado por cinco votos a favor y cuatro abstenciones.

Nº 10


Sustituye el artículo 47.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

a)
De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, para sustituir el Nº 10, por el siguiente:


“10.- Intercálase en el inciso primero del artículo 47, entre las expresiones “cancelación de registro”, y “los cotizantes” la siguiente frase “y siempre que no se haya producido la transferencia de la totalidad de la cartera de afiliados, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 45 bis,”.

b)
Del Ejecutivo:

1.
Al inciso primero, para agregar, a continuación de la palabra “ley” y antes la coma (,) que le sigue, la siguiente oración: “y en los demás en que quede a firme la resolución que cancela el registro de una Isapre”.

2.
Al inciso cuarto, para agregar en el inciso cuarto, antes del punto aparte (.), la siguiente oración precedida de una coma (,): “sin perjuicio que las partes, de mutuo acuerdo, convengan un plan distinto”.

3.
Al inciso final, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Con todo, la o las instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados afectados por la licitación efectuada de acuerdo al artículo 45 bis o adjudicación de la cartera realizada en los términos dispuestos en los incisos precedentes, deberán notificar de este hecho a dichos afiliados mediante carta certificada expedida dentro del plazo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de la licitación o adjudicación, informándoles, además, de que pueden desafiliarse de la Institución y traspasarse, junto a sus cargas legales, al régimen de la ley Nº 18.469 o a otra Isapre con la que convengan. Si los afiliados nada dicen hasta el último día hábil del mes siguiente a la respectiva notificación, regirá a su respecto lo dispuesto en el artículo 38, inciso segundo, de esta ley.”


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) manifestó que la indicación hace extensiva la aplicación del plan de ajuste y contingencia a otras razones de quiebra.


Asimismo, se dejó claramente establecido que el afiliado puede concordar con la nueva Isapre un nuevo plan de salud y, además, se precisa la norma a fin de evitar eventuales problemas de interpretación.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación signada con la letra a) se contabilizan cuatro votos en contra, tres a favor y dos abstenciones. Repetida la votación, fue rechazada por cinco votos en contra, tres a favor y una abstención.


Puesto en votación el numeral con las indicaciones signadas con la letra b) fue aprobado por cinco votos a favor y cuatro abstenciones.

Nº 11


Agrega, a continuación del artículo 47, un artículo 47 bis, nuevo.


Se formulan las siguientes indicaciones.

a)
De los diputados Forni, Masferrer y Melero, para eliminarlo.

b)
Del Ejecutivo, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- La o las Instituciones adjudicatarias, a que se refiere el artículo precedente, podrán no considerar el impacto que impliquen los nuevos beneficiarios que se les hayan adjudicado en las cuentas del estado de resultados y del balance general, para los efectos de calcular los estándares de patrimonio y de liquidez, a que se refieren los artículos 25, inciso tercero, y 25 ter, respectivamente. Esta facultad podrá ser ejercida hasta por un plazo máximo de dos años, contado desde la fecha de la adjudicación, y se someterá a las normas de general aplicación que imparta la Superintendencia.”


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) señaló que esta modificación ratifica el orden de prelación de pagos por lo que se establece que en primer lugar se pagará a los beneficiarios en segundo lugar los prestadores y finalmente, si sobran recursos pagar a la Isapre receptora de la cartera adjudicada.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación signada con la letra a) fue rechazada por cinco votos en contra y uno a favor.


Sometida a votación la indicción signada con la letra b) fue aprobada por cinco votos a favor y una abstención.

Nº 12


Modifica el artículo 48.


Sin debate, puesto en votación el numeral fue aprobado por siete votos a favor y dos abstenciones.

Artículo 2º


Regula el periodo de transición de la aplicación de los nuevos indicadores de liquidez, de patrimonio y de garantía.


Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por seis votos a favor y tres abstenciones.

Artículo 3º


Modifica el artículo 43 del decreto ley Nº 3.500, de 1980.


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) informó que esta disposición pretende subsanar los efectos de la situación producida por el grupo Inverlink en el ámbito de las Administradoras de Fondos de Pensiones y en las rentas vitalicias. Esta disposición busca evitar que se perjudique el cálculo financiero de los montos de pensiones de los afiliados que tienen depositados sus fondos en la A.F.P. Magister ya que la Superintendencia correspondiente lleva registro diario del valor financiero de los fondos si se tuviera que vender esta entidad podrían existir fluctuaciones de precios que pudiesen perjudicar el valor de los fondos.


Por ello se establece que la transferencia se hará al valor contable y comercial que tiene la Superintendencia de A.F.P y se realice en forma automática sin considerar las fluctuaciones financieras de los fondos. Además, se dispone que estos fondos quedarán excluidos por seis meses del cálculo de rentabilidad mínima. En definitiva, se están cautelando los fondos de los afiliados a fin de que no sufran pérdidas y que ello influya en el cálculo de la pensión futura de la persona.


Cerrado el debate y puesto en votación el artículo fue aprobado por siete votos a favor y dos abstenciones.

Artículo 4º


Modifica los artículos 80 y 82 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.


El doctor Manuel Inostroza (Superintendente de Isapres) expresó que con esta disposición se protegen los intereses de los afiliados que estén acogidos al sistema de rentas vitalicias. Por consiguiente, se establece que el síndico de quiebras que sea nombrado por el Superintendente de Seguros y Valores tenga más flexibilidad para efectuar la liquidación de los activos de la quiebra a fin de no poner en riesgo los valores de las rentas vitalicias.


Además, se posibilita la cesión de cartera de las pólizas en caso de que exista falta de garantía y la empresa no este en condiciones de cubrir el pago futuro de las pensiones. Por lo que se propone que las pólizas cedidas o traspasadas como cartera tengan relación con el ejercicio futuro de la garantía estatal, fijando una fecha para que ellas se hagan efectivas.


Cerrado el debate y puesto en votación el artículo fue aprobado por siete a favor y dos abstenciones.

-o-

VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.

a)
Artículos rechazados:


No los hay.

b)
Indicaciones rechazadas:

Artículo 1º

Nº 2


-De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, formularon indicación a la letra a), para eliminar el Nº 16, que se propone agregar.

Nº 3


-De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, formulan indicación al inciso tercero, para sustituir el guarismo “0,4” por “0,2”.

Nº 5


-De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero al inciso quinto para sustituir el guarismo “0,5” por “0,3”.

Nº 7


-De los diputados Forni, Masferrer y Melero, al inciso primero del artículo 44 ter, para suprimir la expresión “y 47”.

Nº 9


-De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, formulan indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 46.- La Superintendencia podrá cancelar, mediante resolución fundada y previo cumplimiento del procedimiento señalado en los incisos octavo y 9º del artículo 45 bis, el registro de una institución en cualquiera de los siguientes casos:

1.
Cuando la respectiva Institución haya incurrido en alguna de las situaciones señaladas en el inciso primero del artículo 45 bis, y ella no se haya subsanado con la aplicación del régimen de supervigilancia y control descrito en los incisos segundo a séptimo del mencionado artículo.

2.
En caso de incumplimiento grave y reiterado dentro de un período de doce meses de las obligaciones que establece la ley o de las instrucciones que imparte la Superintendencia, debidamente observado o sancionado en cada oportunidad por ésta.

3.
Por la quiebra de la institución. La existencia del síndico no obstará, ni afectará en modo alguno las facultades conferidas al Superintendente en virtud de lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 45 bis.

4.
Por pérdida de la personalidad jurídica de la Institución.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, la Superintendencia podrá también proceder a la cancelación del registro a solicitud de la propia institución. En este caso, sólo se aplicará lo dispuesto en el artículo 46 bis.”

Nº 10


-De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, para sustituir el Nº 10, por el siguiente:


“10.- Intercálase en el inciso primero del artículo 47, entre las expresiones “cancelación de registro”, y “los cotizantes” la siguiente frase “y siempre que no se haya producido la transferencia de la totalidad de la cartera de afiliados, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 45 bis,”.

Nº 11


-De los diputados Forni, Masferrer y Melero, para eliminarlo.


b) Indicaciones inadmisibles.

Al artículo 1º, Nº 5


-De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero al inciso octavo para reemplazarlo, por el siguiente:


“Los fondos en garantía que hayan sido liberados de la custodia señalada en el inciso primero podrán ser destinados por la respectiva Isapre al pago de las obligaciones indicadas en los números 1 y 2 de dicho inciso. Para emplear en este objeto los fondos que no hayan sido liberados de la referida custodia, se requerirá autorización de la Superintendencia mediante resolución fundada.”

Al artículo 1º, Nº 8

1.
De los diputados señores Forni, Masferrer y Melero, al inciso octavo, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Si no se lograre la referida aprobación, o no se materializare la propuesta aprobada dentro del plazo indicado en el inciso precedente, o ésta no resolviere, dentro de dicho término, el problema informado, el Superintendente dará inicio, mediante resolución fundada, al procedimiento de cancelación de registro de la institución, el que se desarrollará en la siguiente forma:

2.
De los mismos señores diputado, para sustituir el inciso noveno, por el siguiente:


“Cumplido el procedimiento descrito en el inciso octavo, el Superintendente procederá a la cancelación del registro de la respectiva instituciones. En caso que la respectiva licitación pública haya sido declarada desierta, se aplicará lo dispuestos en el artículo 47.”

3.
De los mismos señores diputados para suprimir el inciso décimo.

-o-


En mérito de lo expuesto y por la consideraciones que, en su oportunidad, dará a conocer el señor diputado Informante la Comisión de Salud recomiendan la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.933:

1.
Modifícase el artículo 2º del siguiente modo:

a)
Reemplázase, en la letra g), la conjunción “y” con que finaliza y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;).

b)
Reemplázase, en la letra h), el punto final (.) por un punto y coma (;).

c)
Agréganse las siguientes letras i) y j), nuevas, a continuación de la letra h):


“i) La expresión “cotizante cautivo”, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47, por la de aquel cotizante cuya voluntad se ve seriamente afectada, por razones de edad, sexo o por la ocurrencia de antecedentes de salud, sea de él o de alguno de sus beneficiarios, y que le impida o restrinja, significativa o definitivamente, su posibilidad de contratar con otra Institución de Salud Previsional, y


j) La expresión “prestador de salud” corresponde a cualquier persona natural, establecimiento o institución que se encuentre autorizada para otorgar prestaciones de salud, tales como: consulta, consultorio, hospital, clínica, centro médico, centro de diagnóstico terapéutico, centro de referencia de salud, laboratorio y otros de cualquier naturaleza, incluidas ambulancias y otros vehículos adaptados para atención extrahospitalaria.”
2.
Modifícase el artículo 3º del siguiente modo:

a)
Agréganse, a continuación del numeral 13 del inciso primero, los siguientes numerales 14, 15 y 16, nuevos: 


“14.- Elaborar y difundir índices, estadísticas y estudios relativos a las Instituciones y al sistema privado de salud.


15.- Impartir instrucciones generales sobre la transferencia de los contratos de salud y cartera de afiliados y beneficiarios a que se refiere el artículo 44 ter y dar su aprobación a dichas operaciones.


16.- Adjudicar la cartera de beneficiarios de una Isapre, en conformidad al artículo 47.”

b)
Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “asesores” y la letra “o”, la expresión “auditores externos”, precedida de una coma (,).

c)
Intercálase, en el inciso tercero, entre la palabra “asesores” y la letra “y”, la expresión “auditores externos”, precedida de una coma (,).

3.
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 25 por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Asimismo, las Instituciones deberán mantener un patrimonio igual o superior a 0,4 veces sus deudas totales. Dicha relación será revisada mensualmente por la Superintendencia. 


En todo caso, el patrimonio nunca podrá ser inferior a cinco mil unidades de fomento.”

4.
Agréganse, a continuación del artículo 25, los siguientes artículos 25 bis y 25 ter, nuevos:


“Artículo 25 bis.- Las Instituciones deberán designar auditores externos independientes, los que deberán examinar la contabilidad, el inventario, los balances y otros estados financieros, e informar por escrito a la Superintendencia, en la forma y con la periodicidad que ésta determine en instrucciones de general aplicación.


Dichos auditores deberán ser elegidos de entre los inscritos en el Registro de Auditores Externos que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros y les serán aplicables, en general, los requisitos, derechos, obligaciones, funciones y demás atribuciones que se establecen en la ley sobre Sociedades Anónimas y su reglamento.


Los auditores externos serán remunerados por las Instituciones fiscalizadas.


La Superintendencia podrá requerir, adicionalmente, informes específicos o cualquier dato o antecedente relacionado con el cumplimiento de sus funciones en las Instituciones fiscalizadas; y examinar, en sus propias dependencias, dichas informaciones o antecedentes.


Artículo 25 ter.- Las Instituciones deberán mantener un indicador de liquidez no inferior a 0,8 veces la relación entre el activo circulante y el pasivo circulante. Dicha relación será revisada mensualmente por la Superintendencia. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá dictar instrucciones de general aplicación para autorizar los instrumentos de largo plazo y de fácil liquidación, así como la forma en que podrán ser considerados por las Instituciones, para establecer el indicador referido en este artículo. Con todo, para los efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, la garantía se considerará parte integrante del activo circulante.”

5.
Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:


“Artículo 26.- Las Instituciones mantendrán, en la Superintendencia o en alguna entidad especializada que ésta determine, una garantía, equivalente al monto de las obligaciones que se señalan a continuación: 

1.
Respecto de los cotizantes y beneficiarios, el monto de garantía deberá considerar las obligaciones por concepto de prestaciones por pagar, prestaciones en proceso de liquidación, prestaciones ocurridas y no reportadas, prestaciones en litigio, excedentes de cotizaciones, cotizaciones por regularizar y cotizaciones enteradas anticipadamente.

2.
Respecto de los prestadores de salud, la garantía deberá considerar las obligaciones derivadas de prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la Institución. Las Instituciones no podrán adeudar a sus prestadores obligaciones derivadas de las prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la institución que excedan el plazo de treinta días contados desde su otorgamiento.


La actualización de la garantía será mensual, para lo cual la Institución deberá completarla dentro de los veinte primeros días de cada mes, hasta cubrir el monto total que corresponda a las referidas obligaciones.


Cuando el monto de las antedichas obligaciones, en un determinado mes, sea inferior al ochenta por ciento de la garantía existente, la Institución podrá solicitar a la Superintendencia la devolución de la parte de dicha garantía que exceda el referido monto. La Superintendencia tendrá el plazo de veinte días para efectuar la devolución, a contar de la fecha de presentación de la solicitud, el que podrá prorrogarse por una sola vez, para lo cual se deberá dictar una resolución fundada.


El Superintendente podrá, mediante resolución fundada, liberar de la custodia señalada en el inciso primero un porcentaje equivalente al veinte por ciento de la garantía señalada en dicho inciso si la Institución cumple con los estándares de patrimonio y liquidez a que se refieren los artículos 25, inciso tercero, y 25 ter, respectivamente. 


Dicha liberación podrá ser de hasta un ochenta por ciento si dichos estándares son iguales o superiores a 0,5 veces, en el caso del patrimonio, y de 1,1 veces, en el caso de liquidez. La Superintendencia, mediante normas de general aplicación, establecerá los porcentajes de liberación a que tendrán derecho las Instituciones. 


El porcentaje de la garantía liberado por la Superintendencia para ser custodiado por la propia Isapre o por alguna entidad especializada que aquella determine, la cual deberá dar estricto cumplimiento a las condiciones de diversificación por instrumento, emisor y depositario que establezca la misma Superintendencia mediante instrucciones generales.


Con todo, cuando los indicadores de patrimonio y liquidez de la entidad respecto de la cual se autorizó la liberación de custodia hayan disminuido por debajo de los estándares señalados por la Superintendencia, de acuerdo con lo establecido en los incisos anteriores, la Institución deberá restituir la garantía al nivel que corresponda, dentro de los veinte primeros días del mes siguiente al de configurados los hechos señalados. 


La Superintendencia podrá autorizar, mediante resolución fundada, que parte de los fondos en garantía sean destinados por la Isapre al pago de alguna de las obligaciones a que se refieren los números 1 y 2 del inciso primero.


Sin perjuicio de lo anterior, los fondos afectos a la garantía y los documentos representativos de estas obligaciones liberados de custodia no podrán ser utilizados para caucionar ningún tipo de obligación. Todo acto celebrado en contravención de este artículo será nulo. 


La garantía de que trata este artículo será inembargable y en ningún caso podrá ser inferior al equivalente, en moneda nacional, a dos mil unidades de fomento.”

6.
Reemplázase el artículo 28 por el siguiente: 


“Artículo 28.- La Superintendencia, en caso de cancelación del registro de una entidad, podrá, mediante resolución fundada, hacer efectiva la garantía y destinarla, total o parcialmente, a las siguientes finalidades:

1.
Al pago de las obligaciones de la Institución, existentes a la fecha de cancelación del registro, para con los cotizantes, sus cargas y terceros beneficiarios.

2.
Al pago de las obligaciones de la Institución, existentes a la fecha de cancelación del registro, para con los prestadores de salud respecto de las obligaciones devengadas a esa fecha y que provengan de prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la Institución, o que emanen de convenios de salud celebrados con dicha Institución para la atención de los mencionados cotizantes y beneficiarios. 

3.
Al pago de las cotizaciones que correspondan a la Isapre o al Fondo Nacional de Salud.

4.
Al pago de las demás obligaciones que, conforme la ley, deban ser cubiertas por la garantía.”

7.
Agréganse, a continuación del artículo 44, los siguientes artículos 44 bis y 44 ter:


“Artículo 44 bis.- Las Instituciones deberán comunicar a la Superintendencia todo hecho o información relevante para fines de supervigilancia y control, respecto de ellas mismas y de sus operaciones y negocios.


La Superintendencia impartirá instrucciones de general aplicación que regulen los casos, la forma y oportunidad en que deberá cumplirse con esta obligación.


Las Instituciones podrán comunicar, en carácter de reservados, ciertos hechos o informaciones que se refieran a negociaciones aún pendientes que, al difundirse, puedan perjudicar el interés de la entidad.


Artículo 44 ter.- Las Instituciones de Salud Previsional podrán transferir la totalidad de sus contratos de salud previsional y cartera de afiliados y beneficiarios, a una o más Isapres que operen legalmente y que no estén afectas a alguna de las situaciones previstas en los artículos 45 bis, 46 y 47. De considerarse dos o más Isapres de destino en esta transferencia, la distribución de los beneficiarios, entre dichas instituciones, no deberá implicar discriminación entre los beneficiarios ya sea por edad, sexo, cotización pactada o condición de cautividad.


Esta transferencia no podrá, en caso alguno, afectar los derechos y obligaciones que emanan de los contratos de salud cedidos, imponer a los afiliados y beneficiarios otras restricciones que las que ya se encontraren en curso en virtud del contrato que se cede, ni establecer la exigencia de una nueva declaración de salud. Con todo, los cotizantes podrán, hasta el último día hábil del mes siguiente a la respectiva transferencia, desafiliarse de la nueva Institución de Salud y optar por otra, o bien por traspasarse, junto con sus cargas legales, al régimen de la ley Nº 18.469. Si los afiliados nada dicen dentro del plazo señalado, regirá a su respecto lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 38.


La transferencia de contratos y cartera a que se refiere esta disposición requerirá la autorización de la Superintendencia y deberá sujetarse a las instrucciones de general aplicación que se dicten al efecto.


La Institución de Salud que desee hacer uso del mecanismo de traspaso de la totalidad de sus contratos de salud previsional y cartera de afiliados y beneficiarios, en los términos de esta disposición, deberá publicar, en forma previa a la ejecución de la mencionada transferencia, un aviso en tres diarios de circulación nacional, en diferentes días, su propósito de transferir sus contratos de salud, indicar la institución a la cual pretende transferir y las condiciones societarias, financieras y de respaldo económico de la misma.”

8.
Agrégase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo:


“Artículo 45 bis.- La Institución de Salud Previsional que no dé cumplimiento al indicador de liquidez definido en el artículo 25 ter, quedará sujeta al régimen especial de supervigilancia y control que se establece en el presente artículo. La Superintendencia podrá aplicar este mismo régimen cuando el patrimonio y/o la garantía disminuyan por debajo de los límites establecidos en los artículos 25 y 26. En todo caso, una vez subsanada la situación de incumplimiento de que se trate, se alzarán las medidas adoptadas en virtud de este régimen de supervigilancia y control.


Detectado por la Superintendencia alguno de los incumplimientos señalados precedentemente, ésta representará a la Isapre la situación y le otorgará un plazo no inferior a diez días hábiles para que presente un Plan de Ajuste y Contingencia, que podrá versar, entre otras cosas, sobre aumento de capital, transferencias de cartera, cambio en la composición de activos, pago de pasivos, venta de la Institución y, en general, acerca de cualquier medida que procure la solución de los problemas existentes.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente y desde que se representen el o los incumplimientos indicados en el inciso primero, la Superintendencia podrá tomar custodia de las inversiones de la Institución, aprobar sus transacciones, restringir las inversiones con entidades relacionadas y todas aquellas medidas que tiendan a resguardar la integridad de su patrimonio. La Superintendencia también podrá, mediante resolución fundada, destinar parte de los fondos en garantía al pago de alguna de las obligaciones a que se refieren los números 1 y 2 del inciso primero, del artículo 26.


La Superintendencia dispondrá de un plazo máximo de diez días hábiles para pronunciarse acerca del Plan de Ajuste y Contingencia presentado, ya sea aprobándolo o rechazándolo.


Si la Superintendencia aprueba el Plan de Ajuste y Contingencia presentado por la Institución, éste deberá ejecutarse en un plazo no superior a ciento veinte días, al cabo del cual deberá evaluarse si éste subsanó el o los incumplimientos que se pretendieron regularizar con su implementación.


En caso de que la Superintendencia, mediante resolución fundada, rechace el Plan de Ajuste y Contingencia presentado, quedará facultada para adoptar alguna de las medidas señaladas en el inciso séptimo o bien para formular observaciones al referido Plan. En este último caso, la Superintendencia otorgará a la Isapre un plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la resolución respectiva, para presentar un nuevo Plan de Ajuste y Contingencia, el cual deberá ser aprobado o rechazado dentro de los cinco días hábiles siguientes a su presentación. 


En el evento de que la Superintendencia rechace el Plan de Ajuste y Contingencia presentado o si, habiéndolo aprobado, éste se incumple o transcurre el plazo de ejecución previsto sin que se haya superado el problema informado o detectado, la Superintendencia podrá citar, por resolución fundada, a una Junta Extraordinaria de Accionistas o al órgano resolutivo de la Institución que corresponda, la que deberá celebrarse dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la citación, y cuya finalidad será aprobar una propuesta de solución con efecto patrimonial cuya materialización deberá concretarse dentro de los treinta días siguientes.


Si no se lograre la referida aprobación, el Superintendente llamará a una nueva Junta Extraordinaria de Accionistas o reunión del órgano resolutivo de la Institución, la que deberá celebrarse dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la citación, para que se adopte el acuerdo de venta de la Isapre o la transferencia de la totalidad de la cartera de afiliados a una o más Isapres a través de una licitación pública, la que será supervigilada por la Superintendencia. Dicha licitación no podrá extenderse más allá de sesenta días, contados desde la fecha del acuerdo. Para este efecto, la Superintendencia podrá suspender, por el mismo período señalado, la celebración de nuevos contratos con la Institución y las desafiliaciones de ésta. Asimismo, las bases de la licitación podrán disponer que, con cargo a la garantía a que se refiere el artículo 26, se pague a la Isapre adjudicataria un valor, el que podrá ser definido en las respectivas bases, o bien en la oferta económica de la Institución que participe en la licitación. Si el valor fuere definido en las bases, deberá ser ratificado por la Superintendencia y deberá considerar, entre otros, las características de riesgo, la cotización pactada y la condición de cautividad de los cotizantes de la Isapre cuya cartera o institución se licita. El valor que se defina se imputará, total o parcialmente, a dicha garantía, dependiendo de la preferencia indicada en el artículo 48. Si la Junta Extraordinaria o la reunión del órgano consultivo de la Institución fracasa por cualquier motivo y no se adopta, en definitiva, el acuerdo de venta, se hará solidariamente responsables a sus administradores o representantes legales de los perjuicios que se causen, además de la responsabilidad administrativa y penal que les pudiera afectar, a menos que constare su falta de participación o su oposición.


En esta licitación pública no podrán participar aquellas Instituciones de Salud Previsional que se encuentren en alguna de las situaciones descritas en este artículo. 


Si transcurrido el plazo máximo indicado en el inciso anteprecedente, la licitación es declarada desierta o, si al cabo del plazo previsto para la ejecución de la propuesta aprobada por la Junta Extraordinaria de Accionistas o por el órgano resolutivo de la Isapre, según corresponda, ésta no genera los efectos patrimoniales acordados, el Superintendente, o quien este designe, deberá, al día siguiente hábil de ocurrido alguno de estos hechos, adjudicar la totalidad de la cartera de afiliados de la Institución a otra u otras Instituciones de Salud Previsional, de conformidad a las normas contenidas en el artículo 47.


Con todo, si la Institución comunicare a la Superintendencia alguno de los incumplimientos señalados en el inciso primero antes que ésta lo detectare, dispondrá de un plazo mayor en cinco días hábiles al indicado en el inciso segundo para presentar el Plan de Ajuste y Contingencia, el cual podrá ser prorrogado por la Superintendencia.


La o las Instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados y beneficiarios de la Isapre a la que se le aplique el régimen especial de supervigilancia y control que se establece en el presente artículo deberán adscribir a cada uno de los cotizantes al plan de salud en actual comercialización cuyo precio más se ajuste al monto de su cotización pactada al momento de la transferencia, la que notificarán a los afectados en los términos señalados en el inciso final del artículo 47.”

9.
Modifícase el artículo 46 del siguiente modo:

a)
Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Cuando la cartera de afiliados de una Isapre haya sido adquirida por otra u otras Instituciones de Salud Previsional en virtud de una licitación pública efectuada de conformidad al artículo 45 bis, o cuando la mencionada cartera haya sido adjudicada por el Superintendente a otra u otras Instituciones, en ejercicio de la facultad prevista en los artículos 45 bis y 47 de la presente ley.”

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Una vez dictada la resolución que cancela el registro, la Institución no podrá celebrar nuevos contratos de salud previsional y sus afiliados podrán desahuciar los contratos vigentes, aun cuando no haya transcurrido el plazo previsto en el inciso segundo del artículo 38.”

10. Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:


“Artículo 47.- En la situación señalada en el inciso décimo del artículo 45 bis de esta ley y en los demás casos en que quede a firme la resolución que cancela el registro de una Isapre, la Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará la o las Instituciones de Salud Previsional a las que cada cotizante y sus beneficiarios se incorporarán, las que, en ningún caso, podrán encontrarse en alguna de las situaciones previstas en el referido artículo.


Para los efectos señalados anteriormente, las Isapres descritas en el inciso final del artículo 39 sólo podrán ser designadas en la medida en que así lo soliciten expresamente.


Dicha cartera será asignada en forma aleatoria y proporcional a la participación de cada Isapre en el número total de cotizantes de Isapres adjudicatarias. Para estos efectos, la Superintendencia también deberá considerar el domicilio de los cotizantes, sus características de riesgo, su cotización pactada y su condición de cautividad, si correspondiere. 


La o las Instituciones designadas por el Superintendente estarán obligadas a aceptar la totalidad de los afiliados y beneficiarios que les hayan sido adjudicados, adscribiendo a cada uno de los cotizantes al plan de salud en actual comercialización cuyo precio más se ajuste al monto de su cotización pactada al momento de la adjudicación, la que notificarán a los afectados en los términos señalados en el inciso final, sin perjuicio que las partes, de mutuo acuerdo, convengan un plan distinto.


Para los efectos de la revisión a la que se refiere el inciso tercero del artículo 38, el mes de suscripción de los contratos adjudicados corresponderá a aquél en que se haya dictado la resolución de adjudicación.


La o las Instituciones adjudicatarias no podrán, en caso alguno, imponer a los afiliados y beneficiarios otras restricciones o exclusiones que las que ya se encontraren en curso en virtud del contrato que mantenían con la Institución de anterior afiliación, ni exigir una nueva declaración de salud. La misma regla se aplicará en el caso de la o las Instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados y beneficiarios de la Isapre a la que se le aplique el régimen especial de supervigilancia y control a que se refiere el artículo 45 bis.


Con todo, la o las instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados afectados por la licitación efectuada de acuerdo al artículo 45 bis o adjudicación de la cartera realizada en los términos dispuestos en los incisos precedentes, deberán notificar de este hecho a dichos afiliados mediante carta certificada expedida dentro del plazo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de la licitación o adjudicación, informándoles, además, de que pueden desafiliarse de la Institución y traspasarse, junto a sus cargas legales, al régimen de la ley Nº 18.469 o a otra Isapre con la que convengan. Si los afiliados nada dicen hasta el último día hábil del mes siguiente a la respectiva notificación, regirá a su respecto lo dispuesto en el artículo 38, inciso segundo.”

11. Agrégase, a continuación del artículo 47, el siguiente artículo 47 bis, nuevo:


“Artículo 47 bis.- La o las Instituciones adjudicatarias, a que se refiere el artículo precedente, podrán no considerar el impacto que impliquen los nuevos beneficiarios que se les hayan adjudicado en las cuentas del estado de resultados y del balance general, para los efectos de calcular los estándares de patrimonio y de liquidez, a que se refieren los artículos 25, inciso tercero, y 25 ter, respectivamente. Esta facultad podrá ser ejercida hasta por un plazo máximo de dos años, contado desde la fecha de la adjudicación, y se someterá a las normas de general aplicación que imparta la Superintendencia.”

12. Modifícase el artículo 48 del siguiente modo:

a)
Intercálase, en el inciso primero, a continuación del número 2, el siguiente número 3, nuevo, pasando los actuales números 3 y 4 a ser 4 y 5, respectivamente:


“3.- Una vez solucionados los créditos enumerados, si quedare un remanente, se procederá al pago de las deudas con los prestadores de salud, íntegramente o a prorrata, según sea el caso;”.

b)
Intercálase, a continuación del número 4, actual, que pasó a ser número 5, el siguiente número 6, nuevo, pasando el actual número 5 a ser número 7:


“6.- Posteriormente, si queda un remanente, se enterará el valor que se haya definido en la licitación de la cartera o de la Institución, de acuerdo con lo prescrito por el inciso octavo del artículo 45 bis.”


Artículo 2º.- Las Instituciones que se encuentren por debajo de los requisitos de patrimonio mínimo, liquidez y/o garantía a que se refieren los artículos 25, 25 ter y 26 de la ley 
Nº 18.933, deberán completar los montos exigidos o subsanar dicha situación en un plazo máximo de tres años, a contar de la publicación de la presente ley, conforme las siguientes etapas:

1.
Al término del primer año deberán contar, al menos, con niveles de patrimonio mínimo, liquidez y garantía exigida, según corresponda, equivalente a su valor inicial más un tercio de la diferencia entre los respectivos valores iniciales y los estándares requeridos.


El cómputo del año a que se refiere el párrafo precedente comenzará a correr en el mes de enero, abril, julio u octubre siguiente más próximo al de publicación de la presente ley.

2.
Al término del segundo año deberán contar, al menos, con niveles de patrimonio mínimo, liquidez y garantía exigida, según corresponda, equivalente a su valor inicial más dos tercios de la diferencia entre los respectivos valores iniciales y los estándares requeridos.


El cómputo del año a que se refiere el párrafo precedente, comenzará a correr en el mes de enero, abril, julio u octubre siguiente más próximo al de publicación de la presente ley.

3.
Al término del tercer año, deberán cumplir íntegramente con los requisitos que establece la presente ley.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se utilizará la última información financiera auditada anual presentada por la Institución antes de la publicación de esta ley.


El incumplimiento de cualquiera de las etapas definidas en el inciso primero de este precepto dará lugar a la aplicación de lo dispuesto en el artículo 45 bis de la ley Nº 18.933, caso en el cual, el Plan de Ajuste y Contingencia deberá contemplar las medidas tendientes a dar íntegro cumplimiento a los requisitos legales que correspondan a la fecha de término del plazo otorgado para la realización del mencionado Plan.


Lo dispuesto precedentemente se aplicará, también, en el caso que la Institución haya disminuido sus niveles de patrimonio mínimo, liquidez y/o garantía para un trimestre calendario en relación con la información a que se refiere el inciso segundo, para la etapa indicada en el numeral 1 del inciso primero. Para las etapas señaladas en los numerales 2 y 3 del mencionado inciso, los referidos niveles deberán compararse con los índices alcanzados al término de la etapa anterior.


Con todo, la Superintendencia aplicará el régimen especial de supervigilancia y control del artículo 45 bis de la ley Nº 18.933 a aquellas Instituciones que, a la fecha de publicación de esta ley, presentaren un patrimonio inferior a cinco mil unidades de fomento y/o una garantía por debajo de las dos mil unidades de fomento.


Artículo 3º.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 43 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, por el siguiente:


“Durante el proceso de liquidación, el liquidador transferirá las cuotas representativas del saldo de las cuentas personales de cada afiliado a la Administradora a que cada uno de ellos se incorpore de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 42. Para efectos de la mencionada transferencia, el liquidador podrá traspasar instrumentos financieros de los Fondos de Pensiones en liquidación a los precios que se determinen según lo señalado en el artículo 35, los cuales se integrarán al Fondo de Pensiones receptor. Con todo, los instrumentos traspasados quedarán excluidos, por un período de seis meses, del cálculo de la rentabilidad mínima a que se refiere el artículo 36 y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39, que se efectuarán para la Administradora que recibe los instrumentos.”.


Artículo 4º.- Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 251 de 1931, en los siguientes términos:

1.
Agregase en el artículo 80, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 de la ley Nº 18.175, sin sujeción a los límites que éste establece.”.

2.
Agregase en el artículo 82, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Tratándose de la quiebra de una compañía de seguros del segundo grupo, cuyas reservas técnicas por seguros de renta vitalicia regidos por el decreto ley Nº 3.500 de 1980, no estén suficientemente respaldadas por inversiones, la Superintendencia podrá autorizar el traspaso de dichos seguros, sujetando el pago de las pensiones pactadas a un plazo determinado. En la autorización del traspaso de cartera, para efectos de lo establecido en el artículo 82 del citado decreto ley, se determinará la fecha a partir de la cual se hará efectiva la garantía estatal.”

-o-


Se designó diputado informante, al señor Palma, don Osvaldo.


Sala de la Comisión, aprobado en sesiones de fechas 1 y 2 de julio de 2003, con la asistencia del diputado señor Accorsi, don Enrique, (Presidente), de la diputada señora Ibáñez, doña Carmen, y de los diputados señores Aguiló, don Sergio; Cornejo, don Patricio; Forni, don Marcelo; Girardi, don Guido; Masferrer, don Juan; Melero, don Patricio; Ojeda, don Sergio; Olivares, don Carlos; Palma, don Osvaldo, y Robles, don Alberto.


Asimismo, asistieron, por la vía del reemplazo, la diputada señora Mella, doña María Eugenia y los diputados señores Bayo, don Francisco, y Tuma, don Eugenio.


(Fdo.): HÉCTOR PIÑA DE LA FUENTE, Secretario de las Comisiones Unidas”.

21. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el proyecto de ley que establece normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de Salud Previsional, Administradoras de Fondos de Pensiones y compañías de seguros. (boletín Nº 3263-11-1) (Trabajo y Seguridad Social)

“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de salud provisional, administradoras de fondos de pensiones y compañías de seguros.


A las sesiones que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió el señor ministro de Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra; el señor Superintendente de Valores y Seguros, don Alejandro Ferreiro Y.; el señor Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, don Guillermo Larraín, y el asesor de esa cartera señor Francisco Del Río Correa.


Cabe señalaros que S.E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del proyecto, en todos sus trámites constitucionales, con calificación de “suma urgencia”.


Conforme se acordó en la Sala de esta Corporación, este proyecto fue conocido por las Comisiones de Salud; de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda, respectivamente. Abocándose, esta Comisión a debatir y sancionar los artículos 3 y 4 del proyecto, por incidir en materias propias de su competencia.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Junto a la regulación que en materia de acceso a la salud se establece en los proyectos de ley que actualmente se tramitan en el Senado, se ha hecho necesaria la presentación de una legislación especial que contribuya a otorgar mayores niveles de protección y garantía a la efectiva prestación de servicios a los afiliados en las instituciones de salud previsional, Administradoras de Fondos de Pensiones y de personas que reciben prestaciones por parte de las compañías de seguros.


En lo referente a los afiliados a las administradoras de fondos de pensiones, es necesario tener claro que al momento de disolución de una AFP, la respectiva Superintendencia liquida el fondo de pensiones en un plazo de 90 días, transfiriéndose los fondos a otra administradora en el mercado secundario formal.


Sin embargo, se debe tener presente que este esquema puede involucrar un impacto no deseado en el mercado de capitales, al considerar el tamaño o capacidad del resto de las administradoras de fondos de pensiones a la fecha de expiración de la administradora de origen. En particular, la sobreoferta de instrumentos que no están calzados inmediatamente por la compra puede generar una pérdida patrimonial para el afiliado.


Abordar este problema constituye el objeto principal de esta iniciativa en lo referente a la administración de fondos de pensiones, por lo que se propone que la liquidación mencionada pueda efectuarse sin acudir a los mercados secundarios formales y a precios de la Superintendencia, con lo que se evita la liquidación forzada de estos instrumentos y su consiguiente merma en el precio.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


En conformidad con el Nº 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es, en lo que concierne a esta Comisión, por una parte permitir el traspaso de los activos desde las administradora de fondos de pensiones liquidada hacia las administradoras de fondos de pensiones de destino, sin recurrir a los mercados formales, evitando la liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el fondo en liquidación, además de, en el caso de quiebra de una compañía aseguradora, aumentar las facultades del síndico y permitir la cesión de cartera de pólizas de rentas vitalicias en caso de que exista un déficit grave de inversiones representativas, que no permita financiar totalmente el pago futuro de las pensiones.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en los artículos 3 y 4, que consideran modificar el artículo 43 del Decreto Ley 3.500, de 1980, y los artículos 80 y 82 del Decreto con Fuerza de Ley 251, de 1931, respectivamente.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.


En relación con esta materia a juicio de vuestra Comisión las normas del proyecto de ley en informe no contemplan normas orgánicas constitucionales ni de quórum calificado.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISION.


Vuestra Comisión recibió al señor ministro de Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra; al señor Superintendente de Valores y Seguros, don Alejandro Ferreiro Y.; al señor Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, don Guillermo Larraín, y al asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río Correa.

V. ARTICULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.


A juicio de vuestra Comisión los artículos 3 y 4 del proyecto en informe debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

VI. DISCUSION GENERAL.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión de fecha 2 de julio en curso por la unanimidad de los diputados presentes en la Sala.


Durante su discusión general, las autoridades de Gobierno, representado por el señor ministro del Trabajo y Seguridad Social y los Superintendentes de Valores y Seguros y de Administradoras de Fondos de Pensiones, señalaron acerca de los lineamientos de la presente iniciativa, que es absolutamente necesario establecer mecanismos de protección a los afiliados a instituciones que administran las prestaciones de seguridad social, debido a que la complejidad de las relaciones comerciales en el mercado de capitales, mercado en el cual se transan básicamente los instrumentos de inversión producto del ahorro de los cotizantes, implican que muchas veces como lo hemos visto en el último tiempo, se producen situaciones críticas que implican traspasos patrimoniales severos, a veces producto de transacciones o prácticas reñidas con la legalidad vigente.


Agregaron que en los hechos, las instituciones financieras que descansan en importantes capitales invertidos, tienen al alcance de la mano diversos mecanismos de protección patrimonial, pero el afiliado individual carece por completo de mecanismos rápidos y expeditos para el resguardo de sus fondos o de su derecho a la salud, o bien de su pensión bajo la modalidad de renta vitalicia.


Por su parte, los señores diputados integrantes de esta instancia legislativa manifestaron, en torno a la modificación del artículo 43 del DL 3.500, de 1980, su preocupación respecto de que los afiliados se enteren debidamente de lo que esta sucediendo con la AFP en la que se encuentran sus fondos de capitalización individual, como asimismo, su conformidad con la forma en que se abordaron las materias tratadas en el proyecto en Informe..

VII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION EN GENERAL.


No hubo en el seno de vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo de mayoría.

VIII. DISCUSION PARTICULAR.


Vuestra Comisión, en su sesión ordinaria celebrada el día 2 de julio del año en curso, sometió a discusión particular los artículos 3 y 4 del proyecto de ley adoptándose los siguientes acuerdos respecto de su articulado:

ARTÍCULO TERCERO


Artículo 3º.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 43 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, por el siguiente:


“Durante el proceso de liquidación, el liquidador transferirá las cuotas representativas del saldo de las cuentas personales de cada afiliado a la Administradora a que cada uno de ellos se incorpore de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 42. Para efectos de la mencionada transferencia, el liquidador podrá traspasar instrumentos financieros de los Fondos de Pensiones en liquidación a los precios que se determinen según lo señalado en el 
artículo 35, los cuales se integrarán al Fondo de Pensiones receptor. Con todo, los instrumentos traspasados quedarán excluidos, por un período de seis meses, del cálculo de la rentabilidad mínima a que se refiere el artículo 36 y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39, que se efectuarán para la Administradora que recibe los instrumentos.”.


De acuerdo a los artículos 42 y 43 del DL 3500, de 1980, en caso de disolución de una AFP la Superintendencia liquidará el fondo de pensiones en un plazo de 90 días, transfiriendo el valor de las cuotas de los trabajadores que no han seleccionado otra administradora en el plazo anterior, según lo determina en reglamento de la ley. Ello deberá hacerse en el mercado secundario formal de acuerdo a las reglas generales.


El problema surge con el impacto potencial que en el mercado tendría la liquidación de fondos de pensiones del tamaño de los actuales en la fecha de expiración. En particular, la sobreoferta de instrumentos que no está inmediatamente calzada con la compra de los mismos por otros inversionistas institucionales, puede generar una pérdida patrimonial importante para los cotizantes.


Por lo tanto, para evitar esta situación se propone permitir el traspaso de los activos desde la AFP liquidada hacia las AFP de destino, sin recurrir a los mercados formales y a precios de la Superintendencia de AFP. De este modo, se evita la liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el fondo en liquidación.


Este numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la Sala de la Comisión.

ARTÍCULO CUARTO


Artículo 4º.- Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 251 de 1931, en los siguientes términos:

1.
Agregase en el artículo 80, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 de la ley Nº 18.175, sin sujeción a los límites que éste establece.”.


Se busca que en caso de quiebra de una compañía de seguros, el síndico que designa el Superintendente disponga de facultades apropiadas para la realización del activo, dado que este último es de carácter predominantemente financiero. Para este efecto se estima que las facultades previstas en el artículo 109 de la ley Nº 18.175, ley de quiebras, son las indicadas, siempre que se ejerzan sin sujeción a los límites que establece dicha disposición.

2.
Agregase en el artículo 82, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Tratándose de la quiebra de una compañía de seguros del segundo grupo, cuyas reservas técnicas por seguros de renta vitalicia regidos por el D.L. Nº 3.500 de 1980, no estén suficientemente respaldadas por inversiones, la Superintendencia podrá autorizar el traspaso de dichos seguros, sujetando el pago de las pensiones pactadas a un plazo determinado. En la autorización del traspaso de cartera, para efectos de lo establecido en el artículo 82 del citado decreto ley, se determinará la fecha a partir de la cual se hará efectiva la garantía estatal.”.

Se establece un mecanismo mediante el cual se facilita la cesión de cartera de pólizas de rentas vitalicias de una compañía de seguros de vida en quiebra, en caso de que ésta exhiba un déficit de inversiones representativas que no permita financiar el pago oportuno y completo de las pensiones futuras. El mecanismo propuesto consiste en asociar la garantía estatal a la cartera de pólizas traspasadas, difiriendo su ejercicio, de forma tal que la compañía de seguros que adquiera la cartera se obliga a pagar las pensiones pactadas de su cargo hasta una fecha cierta y las que se devenguen con posterioridad con cargo a la garantía indicada De esta forma se busca que la gestión de los seguros de una compañía en quiebra pueda tener continuidad a través de otra empresa del rubro, retornando así la situación provocada por la quiebra a una situación de mayor normalidad.


Este numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la Sala de la Comisión.

IX. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISION.


No existen disposiciones en tal situación.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.933:

1.
Modifícase el artículo 2º, del siguiente modo:

a)
Reemplázase, en la letra g), la conjunción “y” con que finaliza y la coma (,) que la precede, por un punto y coma (;).

b)
Reemplázase, en la letra h), el punto final (.) por la conjunción “y”, precedida de una coma (,).

c)
Agréganse las siguientes letras i) y j), nuevas, a continuación de la letra h):


“i) La expresión “cotizante cautivo”, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47, por la de aquel cotizante cuya voluntad se ve seriamente afectada, por razones de edad, sexo o por la ocurrencia de antecedentes de salud, sea de él o de alguno de sus beneficiarios, y que le impida o restrinja, significativa o definitivamente, su posibilidad de contratar con otra Institución de Salud Previsional.


j) La expresión “prestadores de salud” corresponde a cualquier persona natural, establecimiento o institución que se encuentre autorizada para otorgar prestaciones de salud, tales como: consulta, consultorio, hospital, clínica, centro médico, centro de diagnóstico terapéutico, centro de referencia de salud, laboratorio y otros de cualquier naturaleza, incluyendo ambulancias y otros vehículos adaptados para atención extra hospitalaria.”.

2.
Modifícase el artículo 3º, del siguiente modo:

a)
Agréganse, a continuación del numeral 13 del inciso primero, los siguientes numerales 14, 15 y 16, nuevos: 


“14.- Elaborar y difundir índices, estadísticas y estudios relativos a las Instituciones y al sistema privado de salud.


15.- Impartir instrucciones generales sobre la transferencia de los contratos de salud y cartera de afiliados y beneficiarios a que se refiere el artículo 44 ter y dar su aprobación a dichas operaciones.


16.- Adjudicar la cartera de beneficiarios de una Isapre, en conformidad al artículo 47.”.

b)
Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “asesores” y la letra “o”, la expresión “auditores externos”, precedida de una coma (,).

c)
Intercálase, en el inciso tercero, entre la palabra “asesores” y la letra “y”, la expresión “auditores externos”, precedida de una coma (,).

3.
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 25, por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Asimismo, las Instituciones deberán mantener un patrimonio igual o superior a 0,4 veces sus deudas totales. Dicha relación será revisada mensualmente por la Superintendencia. 


En todo caso, el patrimonio nunca podrá ser inferior a cinco mil unidades de fomento.”.

4.
Agréganse, a continuación del artículo 25, los siguientes artículos 25 bis y 25 ter, nuevos:


“Artículo 25 bis.- Las Instituciones deberán designar auditores externos independientes, los que deberán examinar la contabilidad, el inventario, los balances y otros estados financieros, informando por escrito a la Superintendencia, en la forma y con la periodicidad que ésta determine en instrucciones de general aplicación.


Dichos auditores deberán ser elegidos de entre los inscritos en el Registro de Auditores Externos que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros y les serán aplicables, en general, los requisitos, derechos, obligaciones, funciones y demás atribuciones que se establecen en la Ley sobre Sociedades Anónimas y su Reglamento.


Los auditores externos serán remunerados por las Instituciones fiscalizadas.


La Superintendencia podrá requerir, adicionalmente, informes específicos o cualquier dato o antecedente relacionado con el cumplimiento de sus funciones en las instituciones fiscalizadas; y examinar, en sus propias dependencias, dichas informaciones o antecedentes.


Artículo 25 ter.- Las Instituciones deberán mantener un indicador de liquidez no inferior a 0,8 veces la relación entre el activo circulante y el pasivo circulante. Dicha relación será revisada mensualmente por la Superintendencia. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá dictar instrucciones de general aplicación para autorizar los instrumentos de largo plazo y de fácil liquidación, así como la forma en que podrán ser considerados por las Instituciones, para establecer el indicador referido en este artículo. Con todo, para los efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, la garantía se considerará parte integrante del activo circulante.”.

5.
Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:


“Artículo 26.- Las Instituciones mantendrán en la Superintendencia o en alguna entidad especializada que ésta determine, una garantía, equivalente al monto de las obligaciones que se señalan a continuación: 

1.
Respecto de los cotizantes y beneficiarios, el monto de garantía deberá considerar las obligaciones por concepto de prestaciones por pagar, prestaciones en proceso de liquidación, prestaciones ocurridas y no reportadas, prestaciones en litigio, excedentes de cotizaciones, cotizaciones por regularizar y cotizaciones enteradas anticipadamente.

2.
Respecto de los prestadores de salud, la garantía deberá considerar las obligaciones derivadas de prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la Institución.


La actualización de la garantía será mensual, para lo cual la Institución deberá completarla, dentro de los 20 primeros días de cada mes, hasta cubrir el monto total que corresponda a las referidas obligaciones.


Cuando el monto de las antedichas obligaciones, en un determinado mes, sea inferior al ochenta por ciento de la garantía existente, la Institución podrá solicitar a la Superintendencia la devolución de la parte de dicha garantía que exceda el referido monto. La Superintendencia tendrá el plazo de veinte días para efectuar la devolución, a contar de la fecha de presentación de la solicitud, el que podrá prorrogarse por una sola vez, para lo cual se deberá dictar una resolución fundada.


El Superintendente podrá, mediante resolución fundada, liberar de su custodia un porcentaje equivalente al veinte por ciento de la garantía señalada en el inciso primero si la Institución cumple con los estándares de patrimonio y liquidez, a que se refieren los artículos 25, inciso tercero, y 25 ter, respectivamente. 


Dicha liberación podrá ser de hasta un ochenta por ciento si dichos estándares son iguales o superiores a 0,5 veces, en el caso del patrimonio, y de 1,1 veces, en el caso de liquidez. La Superintendencia, mediante normas de general aplicación, establecerá los porcentajes de liberación a que tendrán derecho las Instituciones. 


El porcentaje de la garantía liberado por la Superintendencia para ser custodiado por la propia Isapre o por alguna entidad especializada que aquella determine, deberá dar estricto cumplimiento a las condiciones de diversificación por instrumento, emisor y depositario que establezca la misma Superintendencia mediante instrucciones generales.


Con todo, cuando los indicadores de patrimonio y liquidez de la entidad respecto de la cual se autorizó la liberación de custodia, hayan disminuido por debajo de los estándares señalados por la Superintendencia de acuerdo a lo establecido en los incisos anteriores, la Institución deberá restituir la garantía, al nivel que corresponda, dentro de los 20 primeros días del mes siguiente al de configurados los hechos señalados. 


La Superintendencia podrá autorizar, mediante resolución fundada, que parte de los fondos en garantía sean destinados por la Isapre al pago de alguna de las obligaciones a que se refieren los números 1 y 2, del inciso primero, del presente artículo.


Sin perjuicio de lo anterior, los fondos afectos a la garantía y los documentos representativos de éstas obligaciones liberados de custodia, no podrán ser utilizados para caucionar ningún tipo de obligación. Todo acto celebrado en contravención a este artículo será nulo. 


La garantía de que trata este artículo será inembargable y en ningún caso podrá ser inferior al equivalente, en moneda nacional, a dos mil unidades de fomento.”.

6.
Reemplázase el artículo 28, por el siguiente: 


“Artículo 28.- La Superintendencia, en caso de cancelación del registro de una entidad, podrá, mediante resolución fundada, hacer efectiva la garantía y destinarla, total o parcialmente, a las siguientes finalidades:

1.
Al pago de las obligaciones de la Institución, existentes a la fecha de cancelación del registro, para con los cotizantes, sus cargas y terceros beneficiarios.

2.
Al pago de las obligaciones de la Institución, existentes a la fecha de cancelación del registro, para con los prestadores de salud respecto de las obligaciones devengadas a esa fecha y que provengan de prestaciones de salud otorgadas a los cotizantes y beneficiarios de la Institución, o que emanen de convenios de salud celebrados con dicha Institución para la atención de los mencionados cotizantes y beneficiarios. 

3.
Al pago de las cotizaciones que correspondan a Isapre o al Fondo Nacional de Salud.

4.
Al pago de las demás obligaciones que, conforme la ley, deban ser cubiertas por la garantía.”.

7.
Agréganse, a continuación del artículo 44, los siguientes artículos 44 bis y 44 ter:


“Artículo 44 bis.- Las Instituciones deberán comunicar a la Superintendencia todo hecho o información relevante para fines de supervigilancia y control, respecto de ellas mismas y de sus operaciones y negocios.


La Superintendencia impartirá instrucciones de general aplicación que regulen los casos, la forma y oportunidad en que deberá cumplirse con esta obligación.


Las Instituciones podrán comunicar, en carácter de reservado, ciertos hechos o informaciones que se refieran a negociaciones aún pendientes que, al difundirse, puedan perjudicar el interés de la entidad.


Artículo 44 ter.- Las Instituciones de Salud Previsional podrán transferir la totalidad de sus contratos de salud previsional y cartera de afiliados y beneficiarios, a otra Isapre que opere legalmente y que no esté afecta a alguna de las situaciones previstas en los artículos 45 bis, 46 y 47 de esta ley.


Esta transferencia no podrá, en caso alguno, afectar los derechos y obligaciones que emanan de los contratos de salud cedidos, imponer a los afiliados y beneficiarios otras restricciones que las que ya se encontraren en curso en virtud del contrato que se cede, ni establecer la exigencia de una nueva declaración de salud. Con todo, los cotizantes podrán, hasta el último día hábil del mes siguiente a la respectiva transferencia, desafiliarse de la nueva Institución de Salud y optar por otra, o bien por traspasarse, junto con sus cargas legales al régimen de la Ley Nº 18.469. Si los afiliados nada dicen dentro del plazo señalado, regirá a su respecto lo dispuesto en el artículo 38 inciso segundo de esta ley.


La transferencia de contratos y cartera a que se refiere esta disposición, requerirá la autorización de la Superintendencia y deberá sujetarse a las instrucciones de general aplicación que se dicten al efecto.


La institución de salud que desee hacer uso del mecanismo de traspaso de la totalidad de sus contratos de salud previsional y cartera de afiliados y beneficiarios, en los términos de esta disposición, deberá publicar, en forma previa a la ejecución de la mencionada transferencia, un aviso en tres diarios de circulación nacional, en diferentes días, su propósito de transferir sus contratos de salud, indicándose la institución a quien pretende transferir y las condiciones societarias, financieras y de respaldo económico de la misma.”.

8.
Agrégase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo:


“Artículo 45 bis.- La Institución de Salud Previsional que no dé cumplimiento al indicador de liquidez definido en el artículo 25 ter de esta ley, quedará sujeta al régimen especial de supervigilancia y control que se establece en el presente artículo. La Superintendencia podrá aplicar este mismo régimen, cuando el patrimonio y/o la garantía disminuyan por debajo de los límites establecidos en los artículos 25 y 26 de esta ley. En todo caso, una vez subsanada la situación de incumplimiento de que se trate, se alzarán las medidas adoptadas en virtud de este régimen de supervigilancia y control.


Detectado por la Superintendencia alguno de los incumplimientos señalados precedentemente, ésta representará a la Isapre la situación y le otorgará un plazo no inferior a 10 días hábiles para que presente un Plan de Ajuste y Contingencia, que podrá versar, entre otras cosas, sobre aumento de capital, transferencias de cartera, cambio en la composición de activos, pago de pasivos, venta de la Institución y, en general, acerca de cualquier medida que procure la solución de los problemas existentes.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente y desde que se represente el o los incumplimientos indicados en el inciso primero de este artículo, la Superintendencia podrá tomar custodia de las inversiones de la Institución, aprobar sus transacciones, restringir las inversiones con entidades relacionadas y todas aquellas medidas que tiendan a resguardar la integridad de su patrimonio. La Superintendencia también podrá, mediante resolución fundada, destinar parte de los fondos en garantía al pago de alguna de las obligaciones a que se refieren los números 1 y 2, del inciso primero, del artículo 26.


La Superintendencia dispondrá de un plazo máximo de 10 días hábiles para pronunciarse acerca del Plan de Ajuste y Contingencia presentado, ya sea aprobándolo o rechazándolo.


Si la Superintendencia aprueba el Plan de Ajuste y Contingencia presentado por la Institución, éste deberá ejecutarse en un plazo no superior a 120 días, al cabo del cual deberá evaluarse si éste subsanó el o los incumplimientos que se pretendieron regularizar con su implementación.


En caso que la Superintendencia, mediante resolución fundada, rechace el Plan de Ajuste y Contingencia presentado, quedará facultada para adoptar alguna de las medidas señaladas en el inciso séptimo de este artículo o bien, para formular observaciones al referido Plan. En este último caso, la Superintendencia otorgará a la Isapre un plazo de 5 días hábiles contados desde la notificación de la resolución respectiva, para presentar un nuevo Plan de Ajuste y Contingencia, el cual deberá ser aprobado o rechazado dentro de los 5 días hábiles siguientes a su presentación. 


En el evento que la Superintendencia rechace el Plan de Ajuste y Contingencia presentado o si habiéndolo aprobado, éste se incumple o transcurre el plazo de ejecución previsto sin que se haya superado el problema informado o detectado, la Superintendencia podrá citar, por resolución fundada, a una Junta Extraordinaria de Accionistas o al órgano resolutivo de la institución que corresponda, la que deberá celebrarse dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de la citación, y cuya finalidad será aprobar una propuesta de solución con efecto patrimonial cuya materialización deberá concretarse dentro de los 30 días siguientes.


Si no se lograre la referida aprobación, el Superintendente llamará a una nueva Junta Extraordinaria de Accionistas o reunión del órgano resolutivo de la Institución, la que deberá celebrarse dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de la citación, para que se adopte el acuerdo de venta de la Isapre o la transferencia de la totalidad de la cartera de afiliados a una o más Isapres a través de una licitación pública, la que será supervigilada por la Superintendencia. Dicha licitación no podrá extenderse más allá de 60 días contados desde la fecha del acuerdo. Para este efecto, la Superintendencia podrá suspender, por el mismo período señalado, la celebración de nuevos contratos con la Institución y las desafiliaciones de ésta. Asimismo, las bases de la licitación podrán disponer que, con cargo a la garantía a que se refiere el artículo 26 de esta ley, se pague a la Isapre adjudicataria un valor, el que podrá ser definido en las respectivas bases, o bien en la oferta económica de la Institución que participe en la licitación. Si el valor fuere definido en las bases, deberá ser ratificado por la Superintendencia y deberá considerar, entre otros, las características de riesgo, la cotización pactada y la condición de cautividad de los cotizantes de la Isapre cuya cartera o institución se licita. El valor que se defina se imputará, total o parcialmente, a dicha garantía dependiendo de la preferencia indicada en el artículo 48 de la presente ley. Si la Junta Extraordinaria o la reunión del órgano consultivo de la Institución fracasa por cualquier motivo y no se adopta, en definitiva, el acuerdo de venta, hará solidariamente responsables a sus administradores o representantes legales de los perjuicios que se causen, además de la responsabilidad administrativa y penal que les pudiera afectar.


En esta licitación pública no podrán participar aquellas Instituciones de Salud Previsional que se encuentren en alguna de las situaciones descritas en este artículo. 


Si transcurrido el plazo máximo indicado en el inciso anteprecedente, la licitación es declarada desierta, o si al cabo del plazo previsto para la ejecución de la propuesta aprobada por la Junta Extraordinaria de Accionistas o por el órgano resolutivo de la Isapre, según corresponda, ésta no genera los efectos patrimoniales acordados, el Superintendente o quien este designe, deberá, al día siguiente hábil de ocurrido alguno de estos hechos, adjudicar la totalidad de la cartera de afiliados de la Institución a otra u otras Instituciones de Salud Previsional, de conformidad a las normas contenidas en el artículo 47 de esta ley.


Con todo, si la Institución comunicare a la Superintendencia alguno de los incumplimientos señalados en el inciso primero antes que ésta lo detectare, dispondrá de un plazo mayor al indicado en el inciso segundo en cinco días hábiles, para presentar el Plan de Ajuste y Contingencia, el cual podrá ser prorrogado por la Superintendencia.


La o las Instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados y beneficiarios de la Isapre a la que se le aplique el régimen especial de supervigilancia y control que se establece en el presente artículo, deberán adscribir a cada uno de los cotizantes al plan de salud en actual comercialización cuyo precio más se ajuste al monto de su cotización pactada al momento de la transferencia, las que notificarán a los afectados, en los términos señalados en el inciso final del artículo 47.”.

9.
Modifícase el artículo 46, del siguiente modo:

a)
Sustitúyese el numeral 1, por el siguiente:


“1.- Cuando la cartera de afiliados de una Isapre haya sido adquirida por otra u otras Instituciones de Salud Previsional en virtud de una licitación pública efectuada de conformidad al artículo 45 bis, o cuando la mencionada cartera haya sido adjudicada por el Superintendente a otra u otras Instituciones, en ejercicio de la facultad prevista en los artículos 45 bis y 47 de la presente ley.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Una vez dictada la resolución que cancela el registro, la Institución no podrá celebrar nuevos contratos de salud previsional y sus afiliados podrán desahuciar los contratos vigentes, aun cuando no haya transcurrido el plazo previsto en el inciso segundo del artículo 38.”.

10. Sustitúyese el artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47.- En la situación señalada en el inciso décimo del artículo 45 bis de esta ley, la Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará la o las Instituciones de Salud Previsional a las que cada cotizante y sus beneficiarios se incorporarán, las que, en ningún caso, podrán encontrarse en alguna de las situaciones previstas en el referido artículo.


Para los efectos señalados anteriormente, las Isapres descritas en el inciso final del 
artículo 39 sólo podrán ser designadas en la medida que así lo soliciten expresamente. 


Dicha cartera será asignada en forma aleatoria y proporcional a la participación de cada Isapre en el número total de cotizantes de Isapres adjudicatarias. Para estos efectos, la Superintendencia también deberá considerar el domicilio de los cotizantes, sus características de riesgo, cotización pactada y su condición de cautividad, si correspondiere. 


La o las Instituciones designadas por el Superintendente estarán obligadas a aceptar la totalidad de los afiliados y beneficiarios que les hayan sido adjudicados, adscribiendo a cada uno de los cotizantes al plan de salud en actual comercialización cuyo precio más se ajuste al monto de su cotización pactada al momento de la adjudicación, las que notificarán a los afectados en los términos señalados en el inciso final del presente artículo.


Para los efectos de la revisión a la que se refiere el inciso tercero del artículo 38, el mes de suscripción de los contratos adjudicados corresponderá a aquél en que se haya dictado la resolución de adjudicación.


La o las Instituciones adjudicatarias no podrán, en caso alguno, imponer a los afiliados y beneficiarios otras restricciones o exclusiones que las que ya se encontraren en curso en virtud del contrato que mantenían con la Institución de anterior afiliación, ni exigir una nueva Declaración de Salud. La misma regla se aplicará en el caso de la o las Instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados y beneficiarios de la Isapre a la que se le aplique el régimen especial de supervigilancia y control a que se refiere el artículo 45 bis.


Con todo, la o las instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados afectados por la licitación efectuada de acuerdo al artículo 45 bis o adjudicación de la cartera realizada en los términos dispuestos en los incisos precedentes, deberán notificar de este hecho a dichos afiliados mediante carta certificada expedida dentro del plazo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de la licitación o adjudicación, informándoles, además, de su derecho a requerir un nuevo plan, a desafiliarse de la Institución y optar por otra, o bien a traspasarse, junto con sus cargas legales, al régimen de la Ley Nº 18.469. Si los afiliados nada dicen hasta el último día hábil del mes siguiente a la respectiva notificación, regirá a su respecto lo dispuesto en el artículo 38, inciso segundo, de esta ley.”.

11. Agrégase, a continuación del artículo 47, el siguiente artículo 47 bis, nuevo:


“Artículo 47 bis.- La o las Instituciones adjudicatarias, a que se refiere el artículo precedente, podrán no considerar los ingresos y gastos que impliquen los nuevos beneficiarios que se les hayan adjudicado, para los efectos de calcular los estándares de patrimonio y de liquidez, a que se refieren los artículos 25, inciso tercero, y 25 ter, respectivamente. Esta facultad podrá ser ejercida hasta por un plazo máximo de dos años, contado desde la fecha de la adjudicación, y se someterá a las normas de general aplicación que imparta la Superintendencia.”.

12. Modifícase el artículo 48, del siguiente modo:

a)
Intercálase, en el inciso primero del artículo 48, a continuación del número 2, el siguiente número 3, nuevo, pasando los actuales números 3 y 4 a ser 4 y 5, respectivamente:


“3.- Una vez solucionados los créditos enumerados, si quedare un remanente, se procederá al pago de las deudas con los prestadores de salud, íntegramente o a prorrata, según sea el caso;”.

b)
Intercálase, a continuación del número 4, actual, que pasó a ser número 5, el siguiente número 6, nuevo, pasando el actual número 5 a ser número 7:


“6.- Posteriormente, y habiendo un remanente, se enterará el valor que se haya definido en la licitación de la cartera o de la Institución, de acuerdo a lo prescrito por el inciso octavo, del artículo 45 bis, de esta ley.”.


Artículo 2º.- Las Instituciones que se encuentren por debajo de los requisitos de patrimonio mínimo, liquidez y/o garantía a que se refieren los artículos 25, 25 ter y 26 de la ley 
Nº 18.933, deberán completar los montos exigidos o subsanar dicha situación en un plazo máximo de tres años, a contar de la publicación de la presente ley, conforme las siguientes etapas:

1.
Al término del primer año deberán contar, al menos, con niveles de patrimonio mínimo, liquidez y garantía exigida, según corresponda, equivalente a su valor inicial más un tercio de la diferencia entre los respectivos valores iniciales y los estándares requeridos.


El cómputo del año a que se refiere el párrafo precedente, comenzará a correr en el mes de enero, abril, julio u octubre siguiente más próximo al de publicación de la presente ley.

2.
Al término del segundo año deberán contar, al menos, con niveles de patrimonio mínimo, liquidez y garantía exigida, según corresponda, equivalente a su valor inicial más dos tercios de la diferencia entre los respectivos valores iniciales y los estándares requeridos.


El cómputo del año a que se refiere el párrafo precedente, comenzará a correr en el mes de enero, abril, julio u octubre siguiente más próximo al de publicación de la presente ley.

3.
Al término del tercer año, deberán cumplir íntegramente con los requisitos que establece la presente ley.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se utilizará la última información financiera auditada anual presentada por la Institución antes de la publicación de esta ley.


El incumplimiento de cualquiera de las etapas definidas en el inciso primero de este precepto, dará lugar a la aplicación de lo dispuesto en el artículo 45 bis de la ley Nº 18.933, en cuyo caso, el plan de Ajuste y Contingencia deberá contemplar las medidas tendientes a dar íntegro cumplimiento a los requisitos legales que correspondan a la fecha de término del plazo otorgado para la realización del mencionado plan.


Lo dispuesto precedentemente se aplicará, también, en el caso que la Institución haya disminuido sus niveles de patrimonio mínimo, liquidez y/o garantía para un trimestre calendario en relación con la información a que se refiere el inciso segundo de este artículo, para la etapa indicada en el numeral 1 del inciso primero de este artículo. Para las etapas señaladas en los numerales 2 y 3 del mencionado inciso, los referidos niveles deberán compararse con los índices alcanzados al término de la etapa anterior.


Con todo, la Superintendencia aplicará el régimen especial de supervigilancia y control del artículo 45 bis de la ley Nº 18.933 a aquellas Instituciones que, a la fecha de publicación de esta ley presentaren un patrimonio inferior a cinco mil unidades de fomento y/o una garantía por debajo de las dos mil unidades de fomento.


Artículo 3º.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 43 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, por el siguiente:


“Durante el proceso de liquidación, el liquidador transferirá las cuotas representativas del saldo de las cuentas personales de cada afiliado a la Administradora a que cada uno de ellos se incorpore de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 42. Para efectos de la mencionada transferencia, el liquidador podrá traspasar instrumentos financieros de los Fondos de Pensiones en liquidación a los precios que se determinen según lo señalado en el artículo 35, los cuales se integrarán al Fondo de Pensiones receptor. Con todo, los instrumentos traspasados quedarán excluidos, por un período de seis meses, del cálculo de la rentabilidad mínima a que se refiere el artículo 36 y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39, que se efectuarán para la Administradora que recibe los instrumentos.”.


Artículo 4º.- Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 251 de 1931, en los siguientes términos:

1.
Agregase en el artículo 80, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 de la ley Nº 18.175, sin sujeción a los límites que éste establece.”.

2.
Agregase en el artículo 82, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Tratándose de la quiebra de una compañía de seguros del segundo grupo, cuyas reservas técnicas por seguros de renta vitalicia regidos por el D.L. Nº 3.500 de 1980, no estén suficientemente respaldadas por inversiones, la Superintendencia podrá autorizar el traspaso de dichos seguros, sujetando el pago de las pensiones pactadas a un plazo determinado. En la autorización del traspaso de cartera, para efectos de lo establecido en el artículo 82 del citado decreto ley, se determinará la fecha a partir de la cual se hará efectiva la garantía estatal.”.
-o-


Se designo diputado informante, a don Boris Tapia Martínez.


Sala de la Comisión, a 2 de julio de 2003.


Acordado en sesión de fecha 2 de julio del presente año, con asistencia de los señores diputados Dittborn, don Julio; Hernández, don Javier; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Navarro, don Alejandro; Prieto, don Pablo; Riveros, don Edgardo; Seguel, don 
Rodolfo; Tapia, don Boris (Presidente); Vidal, doña Ximena y Vilches, don Carlos.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Secretario Abogado de la Comisión”.

22. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que establece diversas normas de solvencia y protección de personas incorporadas a instituciones de Salud Previsional, Administradoras de Fondos de Pensiones y compañías de seguros. (boletín Nº 3263-11)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencias


La iniciativa tiene su origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay.

3.
Artículos que no fueron aprobados por unanimidad


Ninguno.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Ricardo Solari, ministro de Trabajo y Previsión Social; Alejandro Ferreiro, Superintendente de Valores y Seguros; Guillermo Larraín, Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, y Francisco del Río, Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


El propósito de la iniciativa consiste en dotar a la Superintendencia de Isapre de herramientas que permitan precaver situaciones riesgosas para los derechos de las personas, ante la eventualidad del cierre del registro de una Isapre y asegurar, en general, la solvencia de las Instituciones de Salud Previsional. Se modifica la ley N° 18.933 en materia de patrimonio mínimo, normas sobre liquidez, garantía y auditorias, las que se aplicarán progresivamente.


Además, se permite el traspaso de los activos desde la AFP que ha sido objeto de disolución de acuerdo a los artículos 42 y 43 del decreto ley N° 3.500, de 1980, hacia las AFP de destino, sin recurrir a los mercados formales y a precios determinados por la Superintendencia, para evitar una liquidación forzosa y apresurada de los instrumentos que componen el Fondo en liquidación.


En caso de quiebra de una Compañía de Seguros, se propone dar mayor flexibilidad a la gestión del síndico, permitiéndole ejercer las facultades previstas en el artículo 109 de la ley N° 18.175, sin sujeción a los límites que esta norma establece, y se permite la cesión de cartera de pólizas de rentas vitalicias si existe un déficit grave de inversiones representativas que impida financiar totalmente el pago futuro de las pensiones.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos señala que el proyecto no representa costo fiscal para el año 2003.


El señor Ricardo Solari, ministro del Trabajo y Previsión Social, expresó que, a raíz de los acontecimientos ocurridos en el denominado “caso Inverlink”, el Gobierno ha estimado necesario fortalecer los mecanismos de resguardo en materia de seguridad social relativos a las actividades que ejercen los privados en esta área. En razón a lo anterior, el proyecto de ley introduce modificaciones relativas al sistema de Isapre, de AFP y sobre normas de protección a personas vinculadas a compañías de seguros.


La Comisión de Salud dispuso en su informe que los artículos 3° y 4° del proyecto aprobado por ella debían ser conocidos por las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda, en lo que sean competentes. Sobre este particular, la Comisión estimó que sólo el artículo 4° es de su competencia en cuanto se refiere a la liquidación de una compañía de seguros y se encuentra involucrada la garantía estatal.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 4°, se modifica el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, en los siguientes términos:


Por el numeral 1), se agrega en el artículo 80, el siguiente inciso tercero:


“En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 de la ley N° 18.175, sin sujeción a los límites que éste establece.”.


Por el numeral 2), se agrega en el artículo 82, el siguiente inciso segundo:


“Tratándose de la quiebra de una compañía de seguros del segundo grupo, cuyas reservas técnicas por seguros de renta vitalicia regidos por el decreto ley N° 3.500, de 1980, no estén suficientemente respaldadas por inversiones, la Superintendencia podrá autorizar el traspaso de dichos seguros, sujetando el pago de las pensiones pactadas a un plazo determinado. En la autorización del traspaso de cartera, para efectos de lo establecido en el artículo 82 del citado decreto ley, se determinará la fecha a partir de la cual se hará efectiva la garantía estatal.”.


El señor Alejandro Ferreiro explicó que la norma propuesta se refiere al caso de la quiebra de una compañía de seguros que maneje una cartera de pólizas de rentas vitalicias, dado que el mecanismo actual no garantiza convenientemente las pensiones en estos casos, en el largo plazo. Se persigue que el síndico que designe el Superintendente disponga de facultades apropiadas para la realización del activo, dado que junto con licitar la cartera y transferir los contratos es necesario que se paguen las rentas hasta que se agoten los respectivos activos. Para este efecto, se estima que en dicha realización, el síndico debe contar con las facultades previstas en el artículo 109 de la Ley de Quiebras, sin sujeción a los límites que esta norma establece.


Señaló además que al mecanismo mediante el cual se autoriza el traspaso de carteras de pólizas de rentas vitalicias de una compañía de seguros en quiebra, en caso que ésta exhiba un déficit de inversiones representativas que no permita financiar el pago oportuno y completo de las pensiones futuras, se asocia la garantía estatal otorgada a la cartera de pólizas traspasadas, difiriendo su ejercicio, de forma tal que la compañía de seguros que adquiera la cartera se obliga a pagar las pensiones pactadas de su cargo hasta una fecha cierta y las que se devenguen con posterioridad con cargo a la garantía indicada. De esta forma se busca que la gestión de los seguros de una compañía en quiebra pueda tener continuidad a través de otras empresas del rubro, retornando así a una situación de mayor normalidad.


El diputado Tuma, don Eugenio, preguntó, ¿en qué casos actúa la garantía estatal?


El señor Alejandro Ferreiro señaló que la garantía estatal opera en caso de quiebra y cubre el 100% de la pensión mínima y lo que exceda ésta en 75%, con un tope de 45 U.F.


Puesto en votación el artículo 4° precedente fue aprobado por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 3 de julio de 2003.


Acordado en sesión de fecha 2 de julio de 2003, con la asistencia de los diputados señores Jaramillo, don Enrique (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Dittborn, don Julio; Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel; Silva, don Exequiel, y Tuma, don Eugenio.


Se designó diputado informante al señor Ortiz, don José Miguel.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

23. Informe de la Comisión de Hacienda acerca del proyecto de ley que permite la emisión de deuda pública mediante medios inmateriales y autoriza al Fisco y a otras entidades del sector público para la contratación de instrumentos de cobertura de riesgos financieros. (boletín 3258-05)

“Honorable Cámara.


La Comisión de Hacienda para a informar acerca del proyecto de ley de la referencia, originado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, sometido a la consideración de la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, con “suma urgencia”.

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Las ideas matrices o centrales del proyecto se orientan a:

1.
Flexibilizar las normas sobre emisiones de deuda pública, posibilitando que éstas puedan efectuarse por medios distintos al de aquellos instrumentos documentales que la representen o evidencien. De este modo, se desea que tales emisiones de deuda puedan verificarse de manera desmaterializada, esto es, sin que exista la necesidad de imprimir y autorizar láminas físicas que evidencien los títulos de las mismas.


Los beneficios que persigue esta nueva forma de emisión de deuda, que no requiere de la expedición de títulos físicos para respaldar cada colocación individual, sino que de una sola que ampare toda la emisión a través de un título global, son, entre otros, los siguientes: a) se termina con el manejo, verificación y control de los títulos físicos emitidos; b) se minimizan los riesgos de manipulación física de los valores durante su proceso de expedición; c) se reducen los eventuales fraudes o falsificaciones sobre los mismos; d) se recibe la información de las transacciones de estos valores en línea.

2.
Autorizar que el Fisco y otros servicios e instituciones del sector público, exceptuados los gobiernos regionales y municipalidades, gestionen los riesgos financieros
 de sus ingresos o gastos a través de la contratación de instrumentos de cobertura de riesgos financieros.


Para el logro de dichas ideas, el Jefe del Estado propone modificar el decreto ley 
N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado, y el artículo 13 de la ley Nº 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República. 

II. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Beltrán De Ramón, Jefe de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, y Heinz Rudolph, asesor de finanzas internacionales de dicha Secretaría de Estado.

III. ANTECEDENTES.

a)
Mensaje.

I.
En relación con la evolución de las finanzas y sus consecuencias, el mensaje del Ejecutivo señala que las modernas y más sofisticadas formas de administración financiera han incorporado medios flexibles para acelerar el flujo de caja en los distintos negocios, utilizándose cada vez con mayor frecuencia medios alternativos a los “títulos de papel”.


Añade que los medios alternativos de emisión, cuyo uso a nivel internacional se ha masificado, han tenido también cabida en el contexto nacional no sólo por instituciones privadas sino también por aquéllas de derecho público. Al respecto, hace presente que todas las emisiones de deuda recientemente realizadas por el Banco Central de Chile han sido verificadas de manera desmaterializada; esto es, sin la necesidad de imprimir y autorizar láminas físicas que evidencien los títulos de deuda emitidos.


A continuación, frente a la necesidad de gestionar adecuadamente los riesgos financieros, observa el Primer Mandatario que la cambiante evolución de las variables económicas (fluctuaciones de los tipos de cambio, tasas de interés, precio de los productos primarios, etc.), obliga a que los agentes económicos busquen protección ante tales contingencias que escapan de su control. Esta cobertura no trata de evitar el riesgo en sí mismo, cuestión que es de suyo imposible, sino que intenta gestionarlo o administrarlo.


La probabilidad de ocurrencia de una contingencia que puede causar dificultades financieras a los agentes económicos, como asimismo, la posibilidad de evitarlos a un costo razonable, son circunstancias que imponen a todo agente prudente el deber de tomar los resguardos necesarios. En este contexto, surge, en la década de los años ochenta, el uso de productos financieros que permiten al agente económico medianamente precavido dejar sus operaciones incólumes ante las fluctuaciones de su entorno.


En relación con los instrumentos financieros básicos utilizados para gestionar el riesgo financiero de cualquier agente económico, el mensaje describe los siguientes:

a)
“Contratos a plazo” (forward contracts): Son contratos que representan la obligación de comprar o vender un determinado activo en una fecha futura determinada, a un precio preestablecido al inicio del período de vigencia del contrato.

b)
“Futuros” (futures): Son contratos financieros muy similares a los forward, pero con algunas características adicionales.

c)
“Permuta financiera o contratos de canje” (swap
): Son contratos en que las partes se obligan a intercambiar flujos financieros en fechas posteriores.

d)
“Opciones”: Estos instrumentos se diferencian de los tres anteriores en que su titular adquiere el derecho, no la obligación, de comprar o vender un activo dentro de un plazo predefinido, en un precio fijado de antemano al momento de suscribir el contrato. Para tener dicho derecho, el titular ha tenido que pagar un precio (prima), que le permite ponerlo en ejercicio cuando la situación le sea favorable.


Destaca también el Primer Mandatario que, a través de una serie combinaciones de dichos instrumentos, se pueden crear nuevos productos financieros más sofisticados que se adapten a los requerimientos de cualquier agente económico. 


En cuanto a las partes que se distinguen en el uso de los instrumentos de cobertura de riesgo, el mensaje expone que existen dos tipos de agentes económicos que los utilizan: el “coberturista” y el “especulador”. 


El primero tiene un activo subyacente y utiliza un instrumento de cobertura con el objeto de resguardarse ante la volatilidad de un factor de riesgo, sin incurrir en pérdida ni ganancia económica alguna. El segundo, en cambio, carece de un activo subyacente, razón por la cual, al comprar o vender un instrumento de cobertura de riesgo, podría obtener, en la fecha de expiración del contrato, una ganancia o pérdida económica.

II.
En relación con el régimen jurídico de la Administración Financiera del Estado, junto con afirmar el mensaje que éste no se ha adecuado a las finanzas modernas, destaca los siguientes requisitos que el Estatuto Orgánico de Administración Financiera del Estado contempla para la contratación de la deuda pública:

a.
Autorización legal previa
.

b.
Suscripción
 y refrendación
 de los títulos representativos.

c.
Soporte físico de la deuda pública
.


Hace ver el Jefe del Estado, en relación con los instrumentos de cobertura de riesgos financieros, que éstos no están contemplados de manera expresa en el decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado, razón por la cual no pueden subsumirse dentro de ninguno de los conceptos que contempla dicho decreto.


De ningún modo estos instrumentos pueden considerarse como deuda pública integrante del crédito público, según lo define el artículo 39 del cuerpo legal citado, ya que su propósito no es obtener recursos.


Finalmente, a este respecto, el mensaje pone énfasis en destacar que, al tiempo de la dictación del referido decreto ley, las finanzas públicas desconocían los mecanismos de cobertura de riesgos financieros, por cuanto, a esa fecha, los instrumentos financieros en comento ni siquiera existían. 

b)
Informe Financiero.


El informe financiero, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, junto con reiterar los objetivos y beneficios de la iniciativa, informa que ésta no tiene costo fiscal.

IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


Los representantes del Ejecutivo expusieron, en general, los mismos planteamientos dados a conocer en el mensaje para explicar los alcances del proyecto. Manifestaron que resulta evidente la conveniencia de que el sector público, sin alterar los requisitos esenciales de toda deuda pública, pueda también efectuar sus emisiones de valores representativos de deuda pública a través de medios inmateriales.


Informaron al respecto que los nuevos mecanismos propuestos han sido diseñados teniendo en vista el debido cuidado y cumplimiento de los resguardos y demás formalidades que actualmente exige nuestro ordenamiento jurídico interno, en particular, nuestro régimen de administración financiera del Estado.


De esta manera, la propuesta legislativa en análisis mantiene los requisitos esenciales de toda deuda pública exigidos por el decreto ley Nº 1.263, de 1975, y el artículo 13 de la ley N° 10.336, esto es, la legalidad de la misma y la autorización previa del Ministerio de Hacienda. Pero se adecua la actual exigencia de suscripción y refrendación de los títulos que la representan a la nueva modalidad, estableciendo exigencias adicionales para asegurar la validez de la operación.


En cuanto a la necesidad de gestionar los riesgos financieros del Fisco y de otros servicios e instituciones del sector público, expresaron que estos organismos, como agentes económicos, no difieren de las empresas en general, en el sentido de que manejan ingresos y gastos, pudiendo verse afectados por contingencias que escapan a su esfera de control. Al contratar instrumentos de cobertura de riesgos y tener el activo subyacente, estas entidades actuarían como agentes “coberturistas” y, en consecuencia, estarían operando con la diligencia propia de un agente razonable.


Expresaron también que estas nuevas facultades no pueden descuidar el cumplimiento de los debidos resguardos, los cuales se materializan a través de una autorización previa del Ministerio de Hacienda y de la fijación, a través de un decreto, de los procedimientos de control, seguridad, contabilidad y fiscalización que se deberán cumplir al realizar estas operaciones.


Puesta en votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes, señores Dittborn, Escalona, Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Silva y Von Mühlenbrock.

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


Durante el debate pormenorizado acerca del articulado del proyecto, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo 1°


Propone modificar el decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado.

Número 1


Propone agregar al aludido cuerpo legal un artículo 47 bis, nuevo, el cual tiene por objeto permitir que la contratación de deuda pública mediante la emisión de bonos y otros valores representativos de la misma, por el Estado, pueda verificarse a través de medios inmateriales, distintos de aquellos documentales que los representen o evidencien, previa autorización otorgada mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, cumplido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”. Dicho decreto supremo deberá señalar, para las emisiones correspondientes, la forma de emisión desmaterializada y el establecimiento de las reglas, requisitos y demás modalidades necesarias para hacer valer los derechos emanados de los instrumentos emitidos, incluyendo el procedimiento requerido para transferirlos.


En caso de que los bonos o valores se emitan en la forma señalada, la correspondiente suscripción y refrendación por parte del Tesorero General de la República y del Contralor General de la República deberá efectuarse en una réplica o símil de los bonos o valores emitidos. De esta forma y para todos los efectos legales, quedará autorizada y refrendada la totalidad de los bonos o valores que integran la serie correspondientemente emitida y cuyos términos y condiciones son similares a dicha réplica.


Cuando se hiciere uso de esta modalidad de emisión de títulos representativos de deuda pública, el emisor deberá mantener un registro de anotaciones en cuenta a favor de los tenedores de dichos títulos. La mantención del registro podrá ser contratada con un tercero en la forma que indique el respectivo decreto supremo que autoriza.


Explicaron los representantes del Ejecutivo que dichos registros, en la práctica, serán mantenidos sobre la base de plataformas electrónicas o informáticas. Un ejemplo de esta modalidad en nuestra legislación lo constituye el “Depósito Centralizado de Valores”, que estableció la ley N° 18.876, de 1989. Este cuerpo legal regula la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores.


Puesto en votación el artículo que se agrega por este número, fue aprobado por unanimidad.

Número 2


Agrega, en el decreto ley N° 1.263, un artículo 74, nuevo, el cual autoriza al Fisco y a todos y cada uno de los servicios y demás instituciones que forman parte del Sector Público, exceptuados los gobiernos regionales y municipalidades, para otorgar cobertura a sus riesgos financieros, como variaciones de tipo de cambio, de tipo de interés, de mercancías u otros que afecten directa o indirectamente sus ingresos o gastos. Con tal propósito, podrán contratar operaciones con instrumentos de cobertura de riesgos financieros, tales como “swaps”, futuros, opciones financieras, “forward” y otros instrumentos que se autoricen expresamente por medio de decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Tales operaciones deberán tener por objeto exclusivo la gestión de los respectivos gastos e ingresos de la entidad que celebre tales operaciones financieras, debiendo indicar además, el ya señalado decreto, los procedimientos de control, seguridad, contabilidad y fiscalización que deberán cumplirse al realizar estas operaciones.


Las operaciones financieras que al amparo de esta norma realicen los servicios e instituciones sólo podrán iniciarse previo oficio del Ministerio de Hacienda, el que indicará las fuentes de recursos con cargo a los cuales deberán hacerse los eventuales pagos, como también el destino de los eventuales ingresos que estas operaciones puedan arrojar. Por su parte, las operaciones que realice directamente el Fisco podrán ser ejecutadas por el ministro de Hacienda o el Tesorero General de la República, en representación de aquél.


Los términos y condiciones financieras que sean negociados para la contratación de las operaciones que se autorizan deberán ajustarse a las condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su contratación y, si tales condiciones no pudieren ser claramente determinadas, el oficio señalado deberá mencionar esta circunstancia en forma expresa.


Las operaciones reguladas por esta disposición no constituyen deuda pública para los efectos de la aplicación de las normas del Título IV del decreto ley N° 1.263 y, en consecuencia, se regirán exclusivamente por esta norma. 


Frente a la interrogante planteada por algunos miembros de la Comisión acerca de si las empresas públicas quedarían comprendidas entre las instituciones autorizadas para efectuar las operaciones de que trata esta norma, los representantes del Ejecutivo señalaron que el artículo 11 de la ley 18.196, que dicta normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, excluyó a las empresas del Estado y todas aquellas en que éste, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50 por ciento de la aplicación del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado.


En relación con el inciso final, a solicitud de los integrantes de esta Comisión y para los efectos de precisar su alcance respecto de cuáles serán las operaciones que no constituirán deuda publica, el Presidente de la República formuló una indicación aditiva para intercalar, entre la palabra “operaciones” y el vocablo “reguladas”, la expresión “de cobertura financiera”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.


Puesto en votación el artículo que se agrega por este número, la Comisión acordó dividir la votación de la siguiente forma:

a)
Los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del nuevo artículo 74 fueron aprobados por unanimidad, y 

b)
El inciso final, con la indicación precedentemente aprobada, fue aprobado por mayoría (cuatro votos a favor y tres abstenciones).

Artículo 2º


Modifica el artículo 13 de la ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República, el cual ordena al Contralor General de la República refrendar todos los bonos y otros documentos de deuda pública directa o indirecta que se emitan, negando a dichos instrumentos de deuda todo valor sin la referida refrendación del Contralor o de otra autoridad designada por el Presidente de la República.


La enmienda agrega un nuevo inciso al citado artículo 13, para disponer, respecto de los bonos y otros valores representativos de deuda pública emitidos por el Estado sin la obligación de imprimir títulos o láminas físicas que la evidencien --de acuerdo con el artículo 47 bis, referido en el número 1 del artículo anterior--, que la refrendación del Contralor deberá efectuarse en una réplica o símil de los bonos o valores emitidos. De este modo y para todos los efectos legales, quedará refrendada la totalidad de dichos instrumentos que integren la serie correspondiente al símil.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículos 3° y 4°, nuevos


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para agregar los siguientes artículos 3° y 4°, nuevos: 


Mediante el artículo 3°, nuevo, se propone autorizar a los servicios públicos para convenir con los bancos o las filiales de éstos los servicios de administración de carteras de inversión. Esta modalidad permite que una institución especializada maximice los retornos de las inversiones, sujeto al nivel de riesgo acotado por el dueño de la cartera. A juicio del Ejecutivo, la banca comercial ofrece este servicio con estándares aceptables de eficiencia y seguridad.


El nuevo artículo 3° que se propone es del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- Los servicios públicos regidos por el Título II de la ley N° 18.575, podrán encomendar a las empresas bancarias o a filiales de éstas con mandato y responsabilidad solidaria del banco, la contratación de servicios de administración de carteras de inversión correspondiente a recursos provenientes de la venta de activos o excedentes estacionales de caja, incluida la facultad de decidir las inversiones respectivas de conformidad a los términos de los convenios que en cada caso se acuerden.”


Puesto en votación el nuevo artículo 3°, fue aprobado por unanimidad.


Por otra parte, mediante el artículo 4°, nuevo, se propone modificar la ley N° 19.767, que facultó a la Universidad de Chile para contratar un crédito externo, por un plazo de 18 meses, con el fin de ejecutar el Parque Científico Tecnológico. Sin embargo, la exigencia de pago dentro del actual período presidencial lo hacían inviable. Para solucionar dicha limitación, mediante el artículo 3º de la ley 19.847 se autorizó expresamente que el vencimiento del o los empréstitos que se contratarán podría ser superior a seis años.


Con todo, el lapso utilizado para obtener la referida autorización legal redujo, en la práctica, el plazo original de 18 meses a sólo 4 meses útiles para finiquitar una operación financiera compleja. Esta, por lo mismo, no se alcanzó a materializar.


De esta manera, mediante el artículo 4°, nuevo, se permite a la Universidad de Chile ampliar de 18 a 36 meses el plazo para la contratación del crédito con el que se ejecutará el Parque Científico Tecnológico de esa casa de estudios superiores.


El nuevo artículo 4° es del siguiente tenor:


“Artículo 4°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.767 en el sentido de reemplazar el guarismo “18” por “36” y de agregar, luego del término empréstitos, la frase “o créditos.”


Puesto en votación el nuevo artículo 4°, fue aprobado por mayoría (cuatro votos a favor y uno en contra).

VI. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión de Hacienda hace constar lo que sigue.


I.- a) Que el artículo 2° del texto del proyecto aprobado por la Comisión, que modifica el artículo 13 de la ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República, tiene carácter orgánico constitucional, toda vez que incide en las atribuciones del órgano contralor de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 de la Carta Fundamental en relación con la disposición quinta transitoria de la misma.


I.- b) Que no existen en el proyecto disposiciones que tengan el carácter de normas de ley de quórum calificado.


II. Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad. 


III. Que no hay artículos ni indicaciones rechazados por la Comisión.

-o-


Por las razones expuestas y las que en su oportunidad dará a conocer el señor diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la honorable Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma, que no se detallan, y que se incluyen en el siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY


“Articulo 1°.- Introdúcense, en el decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado, las siguientes modificaciones:

1)
Agrégase, a continuación del artículo 47, el siguiente artículo 47 bis, nuevo:


“Articulo 47 bis.- En la emisión de bonos y otros valores representativos de deuda pública que emita el Estado, el Ministerio de Hacienda, mediante decreto supremo cumplido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, podrá disponer que tales bonos o valores sean emitidos sin la obligación de imprimir títulos o láminas físicas que evidencien la deuda pública correspondiente. El decreto supremo señalado precedentemente deberá indicar, para una o más emisiones determinadas, o en general, para todas las emisiones, las reglas, requisitos y demás modalidades necesarias para hacer valer los derechos emanados de los bonos o valores emitidos en la forma antes señalada, incluyendo el procedimiento requerido para transferirlos.


En caso que los bonos o valores se emitan en la forma señalada en el inciso anterior, la suscripción por el Tesorero General de la República y la refrendación del Contralor General de la República, exigidas en los artículos 45 y 46 precedentes, deberá efectuarse en una réplica o símil de los bonos o valores emitidos, quedando de esta forma y para todos los efectos legales, autorizada y refrendada la totalidad de los bonos o valores que integran la serie correspondientemente emitida y cuyos términos y condiciones serán idénticos a dicha réplica.


De la misma manera, tratándose de emisiones de bonos y valores efectuadas en la forma establecida en los incisos precedentes, el emisor deberá mantener un registro de anotaciones en cuenta a favor de los tenedores de los correspondientes valores representativos de la deuda pública. La mantención del mencionado registro podrá ser contratada con un tercero, en la forma que indique el decreto supremo a que se refiere el inciso primero.”.

2)
Agrégase el siguiente artículo 74, nuevo:


“Artículo 74°.- Autorízase al Fisco y a todos y cada uno de los servicios y demás instituciones que forman parte del Sector Público, exceptuados los gobiernos regionales y municipalidades, para otorgar cobertura a sus riesgos financieros, como variaciones de tipo de cambio, de tipo de interés, de mercancías u otros que afecten directa o indirectamente sus ingresos o gastos. Para tal efecto, facúltase a dichas entidades públicas para contratar operaciones con instrumentos de cobertura de riesgos financieros, tales como “swaps”, futuros, opciones financieras, “forward” y los demás que se autoricen expresamente mediante decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Con todo, las operaciones de cobertura financiera autorizadas deberán tener por objeto exclusivo la gestión de los correspondientes gastos o ingresos, directos o indirectos, de la entidad que celebre tales operaciones financieras. En el decreto antes indicado, se señalarán, además, los procedimientos de control, seguridad, contabilidad y fiscalización que deberán cumplirse al realizar estas operaciones.


Las operaciones financieras que, al amparo de este artículo, realicen los servicios e instituciones autorizados sólo podrán iniciarse previo oficio del Ministerio de Hacienda, el que indicará las fuentes de recursos con cargo a los cuales deberán hacerse los eventuales pagos, como también, el destino de los eventuales ingresos que estas operaciones puedan arrojar. Las operaciones que realice directamente el Fisco podrán ser ejecutadas por el ministro de Hacienda o el Tesorero General de la República en representación de aquél.


Los términos y condiciones financieras que sean negociados para la contratación de las operaciones aquí señaladas deberán ajustarse en todo a las que prevalezcan en el mercado al tiempo de su contratación. Si tales condiciones no pudieren ser claramente determinadas, el oficio señalado en el inciso anterior deberá mencionar esta circunstancia en forma expresa.


Las operaciones de cobertura financiera reguladas por este artículo no constituyen deuda pública para los efectos de la aplicación de las normas del Título IV de este decreto ley y, en consecuencia, se regirán exclusivamente por lo dispuesto en el presente artículo.”.


Articulo 2°.- Agrégase al artículo 13 de la ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República, inmediatamente después del actual inciso final, que pasa a ser segundo, el siguiente inciso nuevo:


“En los casos en que los bonos y otros valores representativos de deuda pública sean emitidos por el Estado sin la obligación de imprimir títulos o láminas físicas que la evidencien, de acuerdo con el artículo 47 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, la refrendación del Contralor deberá efectuarse en una réplica o símil de los bonos o valores emitidos. De esta forma y para todos los efectos legales, quedará refrendada la totalidad de los bonos o valores que integran la serie correspondiente al símil.”.


Artículo 3°.- Los servicios públicos regidos por el Título II de la ley N° 18.575 podrán encomendar a las empresas bancarias, o a filiales de éstas con mandato y responsabilidad solidaria del banco, la contratación de servicios de administración de carteras de inversión correspondiente a recursos provenientes de la venta de activos o excedentes estacionales de caja, incluida la facultad de decidir las inversiones respectivas de conformidad a los términos de los convenios que en cada caso se acuerden.


Artículo 4°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.767 en el sentido de reemplazar el guarismo “18” por “36” y de agregar, luego del término empréstitos, la frase “o créditos.”.”

-o-


Sala de la Comisión, a 2 de julio de 2003.


Acordado en sesión de fecha 1 de julio de 2003, con la asistencia de los diputados señores Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Jaramillo, don Enrique (Presidente); Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel; Silva, don Exequiel; Tuma, don Eugenio, y Von 
Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Jaramillo, don Enrique.


(Fdo.): ANDRÉS LASO CRICHTON, Secretario Accidental de la Comisión”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� Se trata de la evolución de las variables económicas, tales como las fluctuaciones de los tipos de cambio, las tasas de interés, el precio de los productos primarios, etcétera, las cuales escapan de la esfera de control de los agentes económicos.


� Estos instrumentos permiten trasladar flujos monetarios entre distintos períodos. Así, por ejemplo, un agente económico cuyos ingresos son variables, preferirá que su carga financiera esté correlacionada a la variabilidad de tales ingresos. Si sus ingresos bajan, preferirá pagar menos intereses; si sus ingresos suben, estará dispuesto a pagar más, dado su mayor cantidad de recursos. El uso de swap de tasa de interés puede satisfacer esta necesidad. Por lo general, el swap se diseña de tal manera que el valor actual neto (VAN) de los pagos esperados o proyectados (forward) por una de las partes coincida con el valor actual neto (VAN) de los pagos de la otra. Así, al inicio de la operación no existe transferencia de valor. Por estar en función de tasas forward, el swap es muy similar a un forward de larga duración.


� El artículo 43 del D.L. N° 1.263 exige, para constituir la deuda pública, la necesaria autorización legal previa.


� El artículo 45 del D.L. N° 1.263, dispone que en las obligaciones que contraiga el Fisco mediante la emisión de crédito (v.gr. una emisión de bonos), el Tesorero General de la República debe suscribir tales títulos de créditos.


� El artículo 46 del D.L. N° 1.263 establece que el Contralor General de la República debe refrendar todos los documentos de deuda pública que se emitan, sin cuyo trámite ninguno de estos documentos será válido. Igual disposición se establece en el artículo 13 de la ley Orgánica de la Contraloría General de la República.


� De los artículos 45 y 46 del D.L. Nº 1.263, y del artículo 13 de la Ley N° 10.336, es posible colegir que dichos preceptos sólo consideran el soporte documental para la emisión de los títulos que representen la deuda pública, toda vez que se exige siempre la autorización y refrendación por el Tesorero General de la República y por el Contralor de la República, respectivamente, actos que necesariamente suponen la existencia de un soporte físico o en papel-cartón.
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